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¿Q ué es el CELS?

Concebido desde sus orígenes como un organismo destinado a promo­
ver y proteger los derechos humanos, el Centro de Estudios Lególes y 
Sociales (CELS| ha mantenido inalterable, a lo largo de casi dos déca­
das, su compromiso con el mandato inicial.

Su orientación general y sus principales actividades y programas en las dos 
etapos de su actuación, durante la dictadura y a partir de la restauración del 
sistemo democrático, han observado fidelidod a los principios, coherencia en la 
acción, y copacidad de respuesta; y han permitido, al tiempo que la preserva­
ción de una identidad, lo generación de estrategias adecuadas para enfrentar 
los nuevos desafíos que fueron planteando ¡os sucesivos cambios operados en el

Integrado por un equipo de trabajo multisdisciplinario y pluralista, ei CELS 
asienta su filosofía institucional en la convicción de que los derechos humanos se 
transforman en una ficción jurídica cuando no existen mecanismos de control 
ajustados, que permitan a la sociedad civil, en su conjunto, conocer, seguir y 
fiscalizar las políticas y acciones de las distintas instituciones del Estado. En esta 
concepción, lo posibilidad de un ejercicio pleno de los derechos humónos está 
indisolublemente ligada ol perfeccionamiento constante del sistema democrátr-

S¡ en el pasado, la defensa de lo dignidad de la persona humana implicaba 
la firme oposición a la violencia de un poder impuesto por las armas, hoy, el 
objetivo central de la institución, sostenido en el convencimiento de que la vigen­
cia de un Estado de Derecho no garantiza de por sí el respeto por los derechos 
humanos, es trabajar sobre los violaciones o los derechos humanos inherentes a 
la democracia argentina actuol. En este sentido, coda acción es pensada, pro­
yectada y sostenido como un aporte necesario en el camino de lograr el fortale­
cimiento de las instituciones y la profundízación de la democracia.

históricamente, las líneas de trabajo del CELS: el oocionar jurídico legal, el 
desarrollo de programos de investigación y documentación de los derechos hu­
manos y el fortalecimiento de los vínculos internacionales; han posibilitado distin­
tos modos de intervención con el objeto de poner al descubierto los abusos de
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poder, la responsabilidad o la folio de respuesta del Estado, y generar una críti­
ca serio y propositivo que permito la construcción y vigencia de un Estado de 
Derecho que reconozca como limite infranqueable el respeto por los derechos 
humanos.

Para el ámbito de trabajo elegido por el CELS, existen violaciones a los dere­
chos humanos cuando el Estado es el responsable. Condición sine qua non es 
que se trote de violaciones significativas y que sean demostrativas de un patrón 
institucional contrario a la vigencia de los derechos fundamentales de modo que 
su frotamiento legal pueda irnplementar alternativos que tiendon a resolver nue­
vos problemas que afectan o amplios sectores sociales.

En este marco, el organismo se orienta claramente a conseguir cambios y 
mejoras en el funcionamiento de las instituciones estatales; así como o incidir en 
el debate público desde lo óptica de los derechos humanos. Son sus Programas 
de Trabajo: violencia institucional, seguridad ciudadana y derechos humanos; 
derecho internacional de los derechos humanos; programa de reparación a los 
victimas de la dictadura; derechos humanos de las personas privadas de su liber­
tad; educación y derechos humanos; acceso a la justicia en derechos económi­
cos, sociales y culturales; salud mental y derechos humanos; documentación y 
biblioteca.

A través de ellos realiza investigaciones empíricas; llevo adelante leadirtg 
cases ante el Poder Judicial y los reparticiones administrativas; atiende denun­
cias y situaciones límite; presta asistencia a víctimas y familiares de la represión 
y a afectados por violaciones a los derechos humanos; organiza seminarios y 
jomados en el pais y en el exterior; publica libros y folíelos; mantiene una estre­
cho vinculación con tas medios de comunicación; y propone proyectos de leyes.

Por medio de estos trabajos el CELS colabora con organizaciones no guber­
namentales, instituciones de derechos humanos, escuelas, universidades, centros 
de investigación, medios de comunicación, iglesias, partidos políticos, tanto na­
cionales como extranjeros; y desarrolla esfuerzos tendientes a formar y lograr la 
coordinación de un movimiento nacionol de derechos humanos que represente a 
todos los sectores de lo población y se constituya en una fuerza permanente en la 
vida del país.
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Presentación

Nuevamente el Centro de Estudios Legales y Sociales do o conocer se infor­
me anual sobre la situación en materia de vigencia de los derechos humanos en 
la Argentina.

Con este programa el Centro de Estudios Legales y Sociales procura cumplir, 
dentro de la panoplia de las organizaciones de derechos humanos y sociales, la 
tarea que, de acuerdo con sus objetivos y su mandato estatutario, le corresponde 
de manera específica y para lo cual posee una particular eompetencio. Muchos 
organismos de derechos humanos, de víclimas y sus familiares, al igual que los 
confesiones religiosas, los partidos políticos y las entidades de diverso carácter, 
satisfacen otros requerimientos de la sociedad, todos ellos valiosos y necesarios y 
que resultan complementarios. En nuestro caso se trato de la investigación, lo docu­
mentación y el análisis de hechos; el patrocinio de causas judiciales y administra­
tivos paradigmáticas en el ámbito interno e interamericono; el contacto con las 
autoridades; y la atención o derivación, en la medido de lo posible, de los víctí-

Como se advertirá, esto publicación no abarca, ni podría hacerlo/: la totali­
dad de los derechos fundamentales, en particular aquellos que, como los econó­
micos, sociales y culturales, no han merecido hasta ahora la atención indispensa­
ble y sólo emplezon o adquirir en este momento la condición de justiciables. 
Conforme a esto último, a partir de 1996 el CEIS Inició olgunas actividades y 
tramitación de cosos vinculados con la defensa de los derechos sociales que se 
presentan reseñadas en este informe.

Asimismo, y continuando con la linea de trabajo del CELS indisolublemente 
asociado a la lucha por lo vigencia plena de los derechos humanos, se presentan 
trabajos que enfatizan en el análisis de las secuelas psíquicas y físicas en muchas 
personas de los crímenes de la dictadura y tres situaciones criticas: b  violencia 
policial, las cárceles y los Inmigrantes. A través de varios de los trabajos que se 
presentan, puede observarse que los datas aportados sobre las violaciones ocu­
rridas en 1996 para conocimiento de b  opinión pública, tanto nacional como 
internacional, poseen, en gran medida, un origen común: los prácticas de la 
última dictadura militar y lo impunidad que le siguió y aún subsiste.
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Por su parte, los onexos están constituidos por colaboraciones cuya responsa­
bilidad corre por cuento de sus outores. Sin duda olguno, en la medida que este 
programa se desarrolle, ese manco relativamente restringido se irá ampliando.

Pensamos, por último, que el contenido de este trabajo, con sus inevilobles 
omisiones e imperfecciones, constituirá un instrumento útil para muchos sectores 
de lo población, en particular los medios de comunicación, las autoridades polí­
ticas y judiciales, y los docentes y estudiantes.

Emilio F. Mignone



Centro de Estudios Legales y Sociales A  Informe Anual 1996

Introducción

199ó no fue, en la Argentina, un año más, en lo que a derechos humanos se 
refiere. Los topos de los diarios, las mesas de calé y las discusiones políticas 
giraron en gran medido, durante el año posado, en torno a la vigencia de los 
derechos humanos. Por supuesto que también existieron otras problemáticas de 
Igual o mayor envergadura, como es el caso de las cifras del desempleo. Sin 
embargo, aún en estos supuestos, la discusión acerca de lo vigencia de los dere­
chos tuvo siempre un papel central.

Dos fueron las razones para esta trascendencia de los derechos humanos. 
?or un lodo, el aniversario de los 20 anos del golpe militar que precedida la más 
trágico época de lo historia argentina, el que, unido a las diversas huellas que el 
terrorismo de Estado ho dejado en nuestra sociedad, obligó a una sistemático 
revisión del posado. Por el otro, uno sucesión de hechos vinculados a la violencia 
y la corrupción policial, la represión de manifestaciones públicas y los alarman­
tes datos de lo realidad social, fueron la antesala de una demanda permanente 
poruña ¡nstlluclonolidod democrática que dé respuesta a la sistemática violación 
de derechos fundamentales de una gron parte de la población.

Lo revisión del pasado tuvo su momento de mayor espectáculo ridad con lo 
multitudinaria marcha que, el 24 de marzo, repudió el golpe del ‘76. Sin embar­
go, esta crítica no se limitó a esa lecha, y duronle todo el año se registraron uno 
serie de hechos que reflejoron las heridos todavía abiertas por lo dictadura. De 
entre los mismos, merece destacarse la causa judicial iniciada en España por el 
Juez Baltasar Garzón que ha generado durante su tramitación algunas revelado­
ras y nuevas "confesiones". Los capítulos I y II de este informe intentan dar muestra, 
aunque no sea más que en forma parcial, de esta actualidad del pasado.

Pero, tal como yo tuero dicho, la problemático de los derechos humanos 
estuvo muy lejos de restringirse a la cuestión del pasado. La variedad y cantidad 
de hechos de violencia policial, por ejemplo, pusieron en el centro de la escena 
a los organismos del orden. Lo discusión permanente que se generó por los 
hechos de corrupción y descontrol policial terminaron forzando o una serie de 
decisiones politices de relevancia pora *renar las críticos. Sin embargo, no pue­
de decirse hoy que el problema esté en víos de so'uclón. El capitulo III de este 
Informe do cuenta de la situación.
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i r  este contexto, cosos como el descubrimiento de la porticipocicn de ofició­
les de la Policía Bonaerense en el aten'odo contra el edificio de la Mutual de 
Asociaciones Israelitas Argentinas |AMIA], es un ejemplo de la multiplicidad de 
Formos en los que la violencia está enra'zado en algunas instituciones oficiales. 
El escóndalo a que Ha dado lugar la investigación cel otro atentodo contra la 
comunidad judío en la Argentina (nos referimos al proceso judicial que está en la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación por la bombo que, en 1992, destruyó lo 
Embajada de Israel en Buenos Aires], es una muestra de que las debilidades 
institucionales no se [imitan a la esfera de las fuerzas de seguridad.

Paralelamente, la publicación de uno serie de fotos que doban cuento de los 
métodos elegidos poro reprimir un supuesto motín por los funcionarios del Servi­
cio Penitenciario de lo provincia de Córdobo, desnudondo o los internos y gol­
peándolos salvajemente, aparecía como un terrible recuerdo de épocas que se 
creían superadas. La descripción de la situación carcelaria que se hoce en el 
capitulo IV, entonces, es otra muestra ce la falta de políticas públicas que asegu­
ren la vigencia de los derechos humanos de los personas privadas de su libertad.

El cuadra se cierra con la represión de lo protesta universitaria en la ciudad 
de La Plata, y de las ollas populares programadas durante la huelga general del 
.8 de agosto, y el encarcelamiento preventivo de dirigentes sindicales y de orga­
nizaciones políticos en procedimientos judiciales par demás viciados y desprolijos, 
forzando a los organismos de derechos humanos a llamar la atención sobre 
métodos persecutorios que también se crelon superados.

Lo pauperizoda situación sociol, por su parte, desnudó cada vez mós los 
límites de tas instituciones democráticos, que se limitaron o convalidar o ignorar 
la sistemática violación de derechos fundamentales tales como b  alimentación o 
el derecho a una jubilación después de décadas de trabajo. El capítulo V da 
cuenta de algunos aspectos de esto situación, haciendo hincapié en lo respuesta 
que los tribunales dan a este tipo de violaciones a derechos fundamentales.

Un apartado especial merece la cuestión de los inmigrantes, y su sistemática 
exclusión de cuolquier ejercicio de sus derechos íundomentales. En el capítulo VI, 
entonces, se realiza una sistematización provisoria de las violaciones a los dere­
chos humanos que sufren aquellas personas que se acercan a la Argentino en 
respuesta a la invitación general que hace el Preámbulo de la Constitución No-
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Finalmente, en el capitulo Vil destinado a ¡a libertad de expresión y el dere­
cho o la información, se presenta un onálisis de los más relevantes decisiones 
judiciales en la materia que se acompaño de una cronología realizado sor lo 
Asociación PERIODISTAS.

Además, contamos en esta nueva edición del infcrme Anual sobre lo situa­
ción de los Derechos Humanos en Argentina, con un aportado espacial con 
colaboraciones que entendemos, son importantes contribuciones al análisis del 
amplio espectro de derechos vulnerados en nuestro país.

En el primero de estos ¡artículos, se aborda la cuestión de los derechos 
reproductivos y los límites a su libre acceso y ejercicio, profundizando en lo que 
hace a la particular vulnerabilidad de las mujeres ante la violación de estos 
derechos. Este capítulo incluye también, una serie de fragmentos y comentarios o 
la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (El Cairo, 1994), y a 
la IV Conferencio Internacional sobre la Mujer (Beijing, 1995), ambas organiza­
das por Naciones Unidas.

En el segundo, so ona'iza la cuestión de la discriminación bosaca en la 
orientación sexual, que supone lo ocurrencia de una importante cantidad de 
hechos de persecución y  violencia por parle de las fuerza; de seguridad, así 
como de una actitud segregativa por parte de ciertos sectores de la comunidad.

Finalmente, en el tercero, se analizan las características de la protestas socia­
les en la Argentina, y su vinculación con el proceso de construcción de uno 
ciudadanía que exige al poder político la vigencia sus derechos en igualdad de 
condiciones. Análisis que se completa con un notable caudal de información 
ccerca de la ocurrencia de protestos sociales relativo al período 1989/96.

Al momento de escribir esta introducción, pascdos ya algunos meses de 1997, 
es necesario reconocer que las tendencias descriptas se han agucizado. Dos 
sucesos recientes, en este sentido, hon expuesto en forma palmario la gravedad 
de la crisis de la instituciones o.-gentinas: el caso de José Luis Cabezas y el de 
Teresa Rodríguez. Estos casos demuestran que, si bien las instituciones democrá­
ticas están hoy más establecidas que en las décadas anteriores, ellas están lejos 
de asegurar la efectiva vigencia de los derechos humanos.

El caso dejóse Luis Cabezas significó, además de un gravísimo atentado o la 
libertad de expresión, un hecho que conmocionó por sus vinculaciones policiales 
y oficíeles. No está de mós señalar que, cuando tros lo comisión de un brutal
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asesinato, para toda la sociedad el principal sospechoso al día siguiente del 
hecha es la propia policía, nos encontramos ante una situación de extreme gra­
vedad . El hecho de que las investigaciones no conduzcan c ningún lado, y que el 
enrevesada proceso se destrabe o partir de io pate-nalista intervención del Go­
bernador, no es, en este sentido, un resguardo seguro para la convivencia demo-

En el caso de Teresa Rodríguez, el hecho de que un pueblo entero tengo que 
cortar una ruta para hacer oír sus reclamos debido a la paupérrima situación que 
genera el desempleo, encontrando como primera respuesta institucional la repre­
sión, es otro muestra más de las deficiencias actuales. Sin que importe quién 
haya disparado la bala que motó a esta empleada mientras Isa a su trabajo, la 
trascendencia del caso está dada por la falla de respuestas instrucionales dentro 
del ¡uego de la democracia.

La falto de protección institucional de los derechos humanos tiene desde este 
punto de vísta dos razones fundamentales: la falta de definición de políticas 
públicas respetuosas de estos derechos y que se Iroduzcon, entre oiros cosas, en 
uno normotiva que asegure la vigencia de los derechos; y la falla de mecanismos 
eficaces de protección de estos derechos, que apliquen la normas existentes de 
acuerdo a los objetivos con los que fueron sancionadas.

Lo situación actual, entonces, se ha descrípto como la de un punto de inflexión, 
una vez descubiertos los falencias de las instituciones. No obstante, el sistemáti­
co reclamo desde todos los sectores por una mejor democracia, haciendo a un 
lado les tradicionales y simplistas respuestas autoritarias, nos obligan a no ser 
sólo pesimistas respecto del porvenir.

En este sentido, nuestros proyectos, comoe de este Informe Anual, no buscón 
sino ser un aporte más pora lo construcción de uro democracia más respetuosa 
de los derechos fundamentales.

Martín Abregú M aría Victoria Pita
Director Ejecutivo Coordinadora Informe Anual
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I. ES legado de la dictadura

Emilio Fermín Mígnone. Presidente del Centro de Estudios Legales y Sociales.

No voy a incurrir en este breve ensayo en la tonteria bastante frecuente de 
otribuir lodos los males del poís a la úl-ima dictadura militar o ol gobierno o ol 
presidente de turno. Guardo en mi memoria el recuerdo infaní'l del 6 de setiem­
bre de 1 930 que, para sorpresa de mi padre, quien no habió conocido uno 
circunstancia similar, interrumpió el régimen constitucional y erigió una autori­
dad de facía, después de Ó8 oños de vigencia imperfecta pero notable de una 
sociedad abierto y progresista. Lapso prolongado, por cierto, no sólo para Amé­
rica Latina sino también pora Europo, con lo notoria excepción del Reino Unido. 
A mi, por el contrario, me tocó vivir lo adolescencia, la juventud y la madurez, 
con sus ominosas consecuencias, sufriendo golpes de Estado, gobiernos de he­
cho y  opresivas administraciones electivos, salvo breves e inestables interludios.

Aunque el dilatado protagonismo militar durante más de medio siglo fue -a mi 
modo de ver-, el principcl factor de nuestras vicisitudes, el legado de la dictadura 
de los fuerzas armadas entre 1976 y 1 983 constituyó una tragedia que supero, 
por sus efectos funestos, todo lo ocurrido anteriormente. Este último episodio 
supuso el máximo exponento del drama de la autonomía militar, como lo señala 
analizando el caso argentino el coronel y sociólogo español Prudencio en García 
en un libro homónimo'. El genocidio producido-sostiene- resulta inevitable cuan­
do una fuerza armado asume sin contralor alguno el pode: político.

De la misma manera me resulta ridicula la persistencia en atribuir todos los 
problemas del paisa circunstancias externas, que se presentan como insalvables, 
actitud que, aunque se ejerza de bueno fe (en general no lo creo), sólo conduce 
a! inmovilismo y o lo depresión generalizada. En esta cuestión soy tributario del 
pensamiento de un autor olvidado, Rodolfo Puiggrós, quien reaccionando contra 
los posiciones del partido político del cual fuero expulsado, sostuvo ¡ncansable-

1 García, Prudencio. 1995. £1 drama de h  autónoma miliiar/Argentino hajn fes Junios 
Militares. Madrid, Alianza.
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mente lo primacía de las causas internas sobre las externos en lo evolución polí­
tico y socio-económico de la Argentino2. Lo historio y la vida contemporánea 
estar, repletas de enseñanzas que comprueban como el ascenso y la decadencia 
de las sociedades tiene su origen en la manera de enfrentar los hechos externos, 
por inevitables que parezcan, más que en éstos mismos. Ello no implica negar la 
enorme gravitación de los acontecimientos mundiales, como en su momento el 
descubrimiento de América o en lo octualidad la denominada globatizoción, 
pero lo posibilidad de superar los peligros y aprovechar las ventajas de tales 
circunstancias, salvo escasas situaciones límites, depende de los factores huma­
nos locales y  no de los extraños. Y no cito ejemplos, aunque las hay □ centena­
res, para no alargarme.

La mentira

El mayor envilecimiento, tanto de las fuerzas armadas como de algunos sec­
tores de lo sociedad por parte de la dictadura militar de 1976/83, fue el haber 
establecido como base de su acciór la mentira. Los mondos castrenses decidie­
ron, al planificar la toma del poder político seis meses antes del golpe de Estado 
del 24 de marzo de 1976, lo adopción de un sistema represivo destinado a 
"reorganizar1' el país ejecutando un genocidio clandestino de los potencióles 
enemigos de su proyecto de gobierno. El ex-generol Jorge Rafael Videlo no se 
equivocó cuando, casi en la misma fecha, dijo en Montevideo que en la Argen­
tino debían morir treinta mil personas. Esta determinación obligó desde entonces 
a los mondos militares a mentir de manera constante, con la ingenua creencio 
que la sociedad y la comunidad ¡nternocionol oceptarían sus dichos. "No pode­
mos fusilar en público -me dijeron en oquella época decena de veces generales,

2 Puiggrós, Rodolfo. 1956. Historio critica de los partidos políticos orgentinos. Buenos 
Aires, Argumentos; y del mismo outor, 1971. El peronismo: sus causas. Buenos Aires, 
Carlos Pérez Editor, til el mismo sentido conviene recordar o otro escritor olvidado, Arnold 
J. Toynbee y las tesis de su monumental A Study oI History, en doce tomos, publicado en 
Londres entre 1934 y 1959 y enlre nosotros, traducido por Jaime Perriciux, entre 195' y 
1964, con el título de Estudio efe lo Historia.
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almirantes y brigadieres, cuando preguntaba ongustiado, el panadero de mi bija 
Mónico- porque entonces hasta el Papa nos pedirá que no lo hagamos. Y no 
queremos cometer por ello, el error de Franca y de Pinochet".

Tres síndromes ios atormento be n. La actitud del Popa Paulo VI al solicitar en 
la década de 1960 ol general Francisco Franco la no ejecución de un antiguo 
dirigente comunista ingresado subrepticiamente en Espoña; la reacción de lo 
opinión pública internacional contro Pinochet por sus ejecuciones en Chile; y le 
liberación de los presos politices por el presidente constitucional Héctor Cámporo 
el 25 de mayo de 1973, al asumir ei poder. Esto último inclinó a los jefes milita­
res de la época a no tener presos sino cadáveres, única manera a su juicio de 
detener el cáncer subversivo que, en su concepción, infectaba a lo Nación. Pen­
saban cumplir esa finalidad ocultando los asesinatos, que suponían serían olvi­
dados rápidomonie por el éxito económico que imaginaban alcanzar.

No cobe duda que uno porte de ia sociedad argentina, como antes dije, 
estaba dispuesta a esa aceptación. Pero en su lorueza y su ignorancia histórica 
los militares no advertían que inexorablemente fracasarían, como ocurrió con 
todos los regímenes castrenses de facto desde 1930 hasta adelante y que grupos 
militantes, algunos inesperados como las Madres de Plaza de Mayo, tanto en lo 
Argentina como en las democracias desarrolladas, lograrían, aunque lentamente 
difundir la verdad.

En otros palabras. Con la mentira no se pueco subsistir eternamente, como lo 
prueba la experiencia histórico. Por ello el juicio de la posteridad, para sorpresa 
de muchos militares, expresada er irritadas cai tos a los lectores en La Noción, 
les está siendo negativo. Al mismo tiemoo, la necesidad de pretender ocultar la 
verdad, además de envilecer, ha traído como resultado la autodestrucciór de las 
tuerzas armadas. Y significa un elemento deletéreo en la sociedad, contribuyen­
do a que en a convivencia política argentina actual surjan actitudes parecidos

Puedo a ese respecto aportar una anécdota personal que pone de manifiesto 
lo magnitud de la degradoc’ón. Como en mis encuentros con militares buscando 
a mi hija mantuve siempre la posición de acusadas de tenerla prisionera pese a 
sus desmentidos, en uno entrevista con el ex-almiranle Emilio Eduardo Masseno, 
siendo éste comandante en ¡efe de la Marina de Guerra y miembro de la Junto 
Militar, le dije, sospechando que Ménica había sido asesinada en la Escuela de 
Mecánica de la Armado: "usted es un asesino". Para mi sorpresa, en vez de
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expulsarme de su despacho o disponer mi detención, me contestó, "desde su 
punto de vista lo soy". Nunco er, mi vida yo había lanzado una expresión como 
ésa y el hecho que fuero aceptada con tonto displicencia por uno de bs hombros 
más poderosos del po's en ese momento, señala claramente su nivel de cinismo 
y bajeza moral.

La mentira como instrumento de justificación y de gob ernó que sufrimos con 
frecuencia, constituye uno de los legados de la dictadura.

Violencia institucional

Las vejaciones, lo violencia injustificada y lo tortura militar y policial no nacie­
ron en la Argentina con la última dictadura. Existe una abundante literatura histó­
rica y ensoyistíca que indica lo contrario

Pero no cabe duda que el sistema represivo diseñado y aplicado fríamente 
entre 1976 y 1 983, asignó a los tormentos y al homicidio de prisioneras con el 
acuitamiento de los cadáveres, un carácter de doctrina estatal y liberó a los 
ejecutantes de cualquier escrúpulo ético y legal.

V esta concepción, unido a la corrupción que se pone de manifiesto todos los 
días con la participación de ogenles castrenses y de seguridad en todo tipo de 
delitos, señala claramente que las furias desatadas en el lapso indicado han 
consolidado un fenómeno de difícil erradicación. A ese respecto el coso Corrasco 
es paradigmático, tanto en su ejecución como en su encubrimiento, al igual que 
en la reacción de la sociedad argentina. Ésta, sin duda alentada por el recuerdo 
del 76 /83, impuso en pocas semanas !a eliminación del servicio militar obligato­
rio. Derogación que antes de ese hecho sólo era propiciada por núcleos minori­
tarios y no estaba prohijada por ninguno de los partidos políticos importantes ni 
por el Presidente de la República que lo decidió.

Lo mismo está ocurriendo con los proceses que alcanzan a centenares de 
policías. Estoy convencido que elb conducirá a un esfuerzo de la sociedad para 
cambiar ese panorama. Se troto, como he sostenido en el editorial del Boletín/ 
CELS de marzo/abril de 1997 (año 9, número 4), en virtud del caso Cabezas, 
de j r  momento de inflexión que exige una político de Estado y  no de un solo 
partido gobernante, además de la colaboración de las organizaciones sociales
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da todo tipo. Con la indispensable comprensión por porte de la población, de 
que eso transformación requiere tiempo, in-eligencio, asesorarmento, consenso y 
lecursos eficientemente aplicados. Y no se logra mágicamente, como con fre­
cuencia imaginan los argentinos, con medidas espectaculutos y de un día paro 
otra.

El problema de las cárceles es similar y no sólo de antigua data sino también 
común o la mayoría de los países del globo. Durante la dictadura militar del '76 
al '83, como es comprensible, los sistemas se hicieron más rígidos y, sobre todo, 
se acentuó la militarización del servicio carcelario, que debiera ser una institu­
ción que, sin menguo de la seguridad de los establecimientos, se encuentre inte­
grado por personal civil, concentrado en la rehabilitación y socialización de los 
condenados.

Inmigrantes

No existe en el mundo otro Constitución que afirme en su Preámbulo, como la 
orgentino, que el objeto de su sanción es "afianzar lo justicia, consolidar lo paz 
interior, proveer a la defensa común, promover el bienestar general y asegurar 
los beneficios de la libertad para nosotros, para nuestra posteridad y para todos 
los hombres de! mundo que quieran habitar el suelo argentino".

En aquellos años (1853 y siguientes) en Europa se desarrollaba la revolución 
industrial y se producía un incremento inusitado de la población debido a los 
adelantos de la higiene y la medicina. Ello provocó desocupación y la expulsión 
de sus hogares de sesenta millones de habitantes. Pero entonces constituía un 
paliativo el hecho que, tanto la Argentina como otros países del continente ame­
ricana y del Pacífico Sur, ofrecían perspectivas para su radicación. Hoy. no ocu­
rre tal cosa y las naciones cierran sus fronteras, restringen la entrado de los 
inmigrantes y surge en la moyana una notoria xenofobia. En este contexto, sur­
gen políticas y prácticas que violan sistemáticamente los derechos que osisren a 
todos los inmigrantes, legales o ilegales. Esto ocurre en cierta medida en nuestro 
país con los recién venidos de los países vecinos o del Extremo Oriente

En los úlrimos años, el CEIS ha desarrollado programas para promover la 
documentación de los extranjeros y su goce de ciertos derechos básicos, hacien­
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do hincapié en la Constitución y en los tratados internacionales de derechos 
humanos, que protegen a los extranjeros en particular y o toda persona en gene­
ral, sin consideración de su origen nacional. Como institución, hemos considera­
do importante reconocer y afirmar el valor de los inmigrantes y su papel en la 
construcción del país, o por lo menos, trotarlos de acuerdo o sus derechos bósí-

Duronte la último dictadura militarse resistió el concepto de que este es vr 
país de inmigrantes. De hecho, en sus proyectos y actividades, la dictadura mos­
tró una marcada preferencia hada la inmigración europea, y una fuerte oposi­
ción a lo inmigración latinoamericana. A través de b  "Ley General de Migrad», 
nes y Fomento de lo Inmigración" sancionada en el año 1981, el gobierno mili­
tar intentó fomentar la inmigración de los "culturalmente compatibles" a lo Argen­
tina y estableció varias medidas destinadas a f'enor la inmigración limítrofe. Esa 
ley también estableció une suerte de "inteligencia comunitaria", imponiendo a 
los ciudadanos la responsabilidad de participar en la lucha contra los ¡legales y 
denunciar a los inmigrantes ilegales o las autoridades Estatales.

El último gobierno militar estableció ese tipo de servicios de inteligencia pero 
también usó los de siempre en contra de los que defendían a los inmigrantes. 
Tengo presente un episodio ocurrido cuando fui a exponer en la Escuela de 
Defensa Nacional, donde mis ¡déos provocaron airadas objecciones antro los 
oficiales presentes y fueron registradas, según supe mas tarde, en mi prontuario 
del servicio de inteligencia del ejército.

Las normas de lo dictadura militar, que tratan a gran cantidad de personas 
de acuerdo a una mentalidad autoritaria y carente de garantios, constituye por 
lo tanto otro de los legados de la última dictadura militar, ubicada en ese 
aspecto a contrapelo de la historia, como también la son las artificiales hipóte­
sis de conflicto con los paises vednos, que cosí nos condujeran a guerra en con 
Chile en 1978 y que se manifiestan hoy en actitudes seriamente negativas en 
relación a provenientes de los países vecinos, cuyo peso en las m 'graciones es
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Impunidad

Finalmente rio cobe duda que el legado más terrible de la dictadura militar, 
que los gobiernos constitucionales y el poder judicial subsiguiente no han logra­
do reducir o eliminar, es la sensación de impunidad que se vive en el país y que 
da lugar a que amplios sectores de la población violen descaradamente los leyes 
y exhiban de manera provocativa la riqueza mol hobida.

Desdo la impunidad por los crímenes de la dictadura militar, derivada de los 
leyes de punto final y obediencia debida y los indultas que le siguieron, hasta la 
existencia de una justicia que retarda desmesuradamente los procesos y sólo 
logro condenar, en general a penas mínimas, a poquísimos imputados, la si Ila ­
ción octual es gravísima. Ha sido muy claro en este aspecto la última advertencia 
de lo Conferencio Episcopal católica que ha dicho: "La sensación de vivir sin ley 
o de poder modificarla pora servir a intereses sectoriales facilita lo corrupción 
pública y privoda, crea un estado de incredulidad generalizado , de temor Frente 
o los demás, de Impotencia y angustia que impide la formación de un espíritu 
solidaría y fraterno...Frente a un estado de ánimo que lleva a pensaren lo impo­
sibilidad de superar la impunidad, es necesario renovar la confianza en las 
instituciones judiciales"3.

3 Declaración de la LXXIII Asamblea Plenorio de los Obispos de !o Argentino, Son Miguel, 
provincia de Buenos Aires, 26 de abril de 1997.
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II. La impunidad y  sus efectos: salud 
mental y  derechos humanos

Lie. Laura J. Cante. Coordinadora del Equipo de Salud Mental,
Integrantes: Lie. Elena Lenhardtson Lie, Graciela Guilis, Líe. Roberto 
Gutman Lie. Ana M aría Suárez; Lie. M ariana Wilcinski; Dr. Marcelo  
Mormer; Dr. Fabián Triskier.
Asistencia Jurídica: Dr. Christian Courtis.

Desde el año 1982 el Equipo de Salud Mental del CELS viene trabajando con 
personas que San sido victimas de la violencia del terrorismo de Estado en las 
décadas '70 y ‘80: ex-secuestrados desaparecidas, familiares de desapareci­
dos, ex-secuestrados detenidos !lega!es, torturados, exiliados-retornados y perse­
guidos políticos. A partir de 1991 el Equipo recibe un subsidio del Fondo de 
Contribuciones Voluntarias para las Víctimas de la Tortura, de Naciones Unidos 
como aporte al sostenimiento de la osistencia clínica a víctimas de la tortura. En 
el concepto de tortura se incluye, en el caso de Argentina, no sólo lo tortura que 
sufrieron lodos los detenidos, los desaparecidos, los secuestrados y losejecula- 
dos, sino lo metodología misma de to desaparición de personas por porte del 
Estado, que constituye una de las formas más aberrantes de torturo psíquico para 
los fom ilíones.

Lo asistencia clínica a afectados por lo represión política de la dictadura fue 
y sigue siendo el centro de nuestra torea. Simultáneamente el Equipo desarrolla 
actividades de investigación, docencia y trabajo comunitario vinculadas a la 
salud y los derechos humanos. Hacia fines de 1995, se integró ol Programa de 
Salud Mental la asistencia jurídica especifica de las personas atendidas en el 
Programa.
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II. 1. Asistencia clínica durante 1996 a 
víctimas de la tortura

La impunidad y sus efectos

Las décadas '70 y '80 representaron para América Latina el atravesó miento 
de regímenes de terror genocida. En la Argentina, la mutilación del cuerpo social 
en una generación dejó un corte irrecuperable en la sociedad. Es imposible dor 
cuento acabadamente de lo que genera ese terror en el mundo Interno de cada 
uno y en la salud mental de la comunidad, entreoirás razones, por la malignidad 
del sistema aplicada -la desaparición de personos-, y porque el retorno a los 
procesos de democratización está signado por la más absoluta impunidad.

La impunidad actual, con la falta de sanción a los responsables del genocidio -y 
el sistema que ¡a mantiene con sus leyes c indultos- no sólo desconoce la necesidad 
del reconocimiento por parte del Estado de la verdod de lo ocurrido, como funda­
mento paro la aplicación de la ley y como condición indispensable pora (a salud 
social, sino que prolonga en la sociedad los efectos latentes de esta situación.

Las leyes excúlpatenos, al no reconocer los crímenes y negar la sanción, 
interfieren en el ejercicio de la justicia y legalizan lo violencia extrema, repitien­
do el mandato del poder absoluto: por un lado, el sometimiento a leyes arbitra­
rias, y por otro, la ausencia de una ley como ordenamiento estructurante, social 
y subjetivo, límite del poder absoluto. Lo impunidad entronizada como ley se 
convierte en la vivencia de una omenaza de tal magnitud que reedita su impacto 
en las conductas octuoles -silenciamiento, autocensura, desconfianza, escepticis­
mo, inmovilidad- imposibilitando una respuesta solidaria y, por lo tanto, disminu­
yendo la capacidad de la sociedad para producir una sanción social eficaz.

Además, durante estos últimos años, la secuencia creciente de actos de violencio 
-omenazos, persecuciones y crímenes- ha ido reinstalando conocidas metodologías 
utilizadas por el terrorismo de Estado. Sin embargo, estos hechos que apuntan a 
generar tenor, potodojolmer.te lian tenida también, un efecto develador para secto­
res de la sociedad que empiezan a poder pensar que la impunidad socio-politico y 
económica actual expresa y prolonga en el presente la vigencia de la violencia de 
aquel horror impune Es imposihle que una no evoque o lo otra. Relacionamos con 
esto, la condena más (irme y más extendida que puede advertirse en la citdodonio.
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De la experiencia clínica

Quienes consultor al Equipo atravesaron situaciones límites de sufrimiento 
psíquico. Son situaciones caracterizadas por la intensidad del horror siniestro -lo 
tortura y la desaparición- provocado por: la omnipotencia e impunidad absoluta 
del Estado cuya (unción es lo de proteger, la indefensión y privación total en que 
se encuentro lo victimo, y la negación social de b  que ocurre. El carácter 
traumático extremo está marcado definitivamente por el horror impuesto por un 
semejante desde su deseo mortífero, sin ninguna posibilidad de opebción para 
las víctimas. El trauma psíquico que padecen es el resultado de b  incidencia de 
uno catástrofe social en lo subjetividad. Son testimonio paradigmático de cómo 
una historia colectiva trágica se entreteje con la historia individual.

La experiencia del horror se inscribe en el aparato psíquico ejerciendo el 
dominio de su dinámica y contenidos. La constitución y la estructura subjetivo 
previa son atravesadas por el horror que hegemonizo y resignifica la vido anímico 
Es tocada lo mismidad, por lo que son frecuentes las vivencias de extrañamiento. 
Los victimas b  exteriorizan como: "antes de" y "después de", con lo que expre­
san la Fractura del mundo interno.

En quienes han sufrido la propia desaparición y la tortura en los campos 
clandestinos de detención, surgen a pesar del tiempo transcurrido, intensas imá­
genes, representaciones y recuerdos que reoctualízan lo que llamamos experien­
cia catastrófica: vivos/muenos, que permanecieron "sin poder vivir y sin poder 
morir", "barrodos de bs vivos y de los muertos", "suspendidos entre dos muer­
tes". las victimas recuerdan con una intensidad psíquica olerradoro bs escenas 
dantescas padecidas. No las evocan, bs repiten o las reviven.

Asimismo, se sigue observando que, en general, en bs cosos de ex-desopo- 
recidos o detenidas ilegales y torturados, se mantiene muchos años después una 
sintomatologia (¡sica como clara secuela de las marcas subjetivas y corporales 
de la situación de torturo y desaparición.

Por otra parte, las prácticas aberrantes del terrorismo de Estado producen 
una devastación en el psiquismo que se exprosa con frecuencia a través de 
modalidades sintomáticas (delirios, alucinaciones, depresión/manía) de apariencia 
psicótica. En la mayoría de bs casus, se trota de configuraciones restitutivas no 
psicótieos que surgen a partir del hecho limíte del horror. Podemos pensarlas
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como un "modo de conocimiento" de esta catástrofe de lo historia en un intento 
de reorganizar el orden simbólico.

Sobemos que codo subjetividad recurre a modos propios áe defensa y de 
recomposición subjetiva, modos que están relacionados con su historia, con su 
estructura previa y con el contexto socio-polílicocultural. Por lo cual, pensamos, 
como dice R. Kaes', que "no basta sólo con reconocer lo naturaleza y el origen del 
horror, sino que b  posibilidad de elaboración subjetivo necesita del reconocimien­
to y elaboración colectivos". ■

En los fomiliares de desaparecidos, la situación inédita de h  desaparición 
forzada los enfrenta con una situación de duelo también inédita. Lo marca de lo 
¡ncerlidumbre y de los sentimientos de culpa y el discurso de renegación que hace 
el Poder, reproducen en el familiar la situación de tortura "sin salida" del desapa­
recido. Dorio por muerto es como haberlo matado, lo que convierte a la desapa­
rición en uno tortura irrevocable. Como dice Jorge Jinkis1 2 sobre la desaparición : 
"Lo ocurrido en lo Argentina es irrevocable y, en ese sentido, todavía sigue ocu­
rriendo". El duelo por el objeto amado desaparecido es un proceso interminable 
por estar marcado por ese presente continuo,

A lo largo de los años seguimos constatando, o través de la reactivación 
sintomática y de la necesidad de tratamientos prolongados, el obstáculo casi 
infranqueable que Implica la impunidad para los procesos de elaboración psí­
quico de los efectos en la subjetividad de la catástrofe social padecida.

Frente a la largo cadena de hechos de violencia impune se reactualizan las 
siluaciones traumáticas, cada nuevo hecho provoco alteración, reactivación o 
agravamiento en las personas directamente afectadas. Los atentados contra la 
Embajada de Israel y la AMIA, las amenazas y ataques a la integridad física a 
periodistas independientes, las agresiones al fiscal Lanusse y su familia, la crimi­
nal represión a estudiantes en Lo Plata, las amenazas y detenciones sin motivo 
alguno que padecen los hijos de desaparecidos, la aparición pública del genocida 
Mossero reivindicando sus ccciones, lo extrema violencia policial, son algunos 
ejemplos de los impactos He la impunidad. En esta trágica lista, la presentación 
pública en los medios masivos de comunicación de las confesiones de torturadores,

1 Koes, R. 1901. Violencia de Estado y Psicoanálisis. Buenos Aires, Centro Editor.
2 Jinkis, J. "Colofón" en ; Revisto Cofl/eturoí Nc31. Buenos Aires, Sitio.
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presuntamente "arrepentidos", que describieron la estrategia de la represión en 
lo que fue la desaparición forzado de personas y las aberrantes formas de tortu­
ra y asesinato, generó un recrudecimiento inmediato de sintomas. Nunca antes 
había habido un reconocimiento por parte de los genocidas. Este reconocimien­
to, sin embargo, se constituyó en una forma de "tortura colectiva" que hizo pre­
sente de nuevo el horror, por la ímpunidod de quienes declaraban.

Queremos remarcar lo que en nuestro trabajo es una evidencia: tanto pora 
quienes hon sufrido directamente el horror del terrorismo de Estado como pora la 
sociedad en su conjunto, que la justicio no hayo actuada frente a esto tragedia, 
perpetúa una situación de amenaza para la salud individual y colectiva, que 
intensifica aún más el riesgo por la falta de información desde el Estado acerca 
de la verdad de lo ocurrida.

Por último, es importante agregar aue e! contexto general de severas dificul­
tades socio-económicas que vive el país, con un altísimo índice de desocupa­
ción y sub-ocupación, agravan los obstáculos paro la inserción laboral y social 
de quienes hon padecido estas violaciones a sus derechos humanos.

La asistencia psicoterapéutica durante 1996

El trabajo clínico de este período se vio profundamente determinado por una 
circunstancia especial: el 24 de marzo del corriente año se cumplieron 20 años 
de! golpe militar que dio comienzo a la sangrienta dictadura cuyas víctimas 
atendemos.

El recuerdo de este acontecimiento tuvo une gran repercusión social. Durante 
todo el año se realizaron ocios y marchas de repudio, el país se conmocionó y 
movilizó como nunca antes. Esta trágica fecha ha ido tomando cedo vez con 
más fuerza el sentido de repudio al terrorismo de Estado y sus efectos, de mente- 
ner viva la memoria de las víctimas y de necesidad de resguardar el sistema 
democrático.

A partir de esto que se manifiesta con el aniversario, surgen en las personas 
que ofendemos efectos contradictorios. Por jn  lado, la sustitución de la sensa­
ción de marginación social por el sentimiento nuevo de una sociedad que 
acompaña eí dolor, Y por el otro, la angustio que provoco la creciente y  persis­
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tente violencia que significo la impunidad de la que gozan los genocidas suel­
tos. La Fecha en sf misma y los actos de conmemoración y rechazo promovie­
ron, además, la presentificación de las dolorosos circunstancias en que ellos/ 
as mismos/as y sus fomilíosse vieron afeclados/as. Ligada a estas circunstan­
cias, observamos una intensificación de la sinlomaiologío asociada a las viven­
cias traumáticas.

En este marco, es habitud el recrudecimiento de los estados de lensión extre­
ma, en quienes podecieron la tortura. También es frecuente la persistencia ce 
experiencias psíquicas de intenso dolor, difíciles de ser relatadas dado el grado 
oe sometimiento y des-identificación sufridos en la torturo. El trabajo analítico 
está asociada a la percepción de sí mismo, o dar sentido o los contenidos 
angustiantes que retornan yol reconocimiento interno de sus vivencias durante la 
tortura en el cautiverio-desaparición.

El nivel de demanda terapéutica por parte de hijos de desaparecidos no 
sólo se sostuvo sino que, incluso, se incrementó, estando en la mayorío de los 
casos su problemático centrada en la identidad. Desde el inicio de sus vidas, 
estos jóvenes fueron dañados por la desaparición de sus padres. Su tragedia 
incluye el haber recibido tas registros simbólicos que operen en la constitución 
de la identidad de manera alterada y confusionante. Las situaciones de perse­
cución y terror requirieron, en algunos casos, cambios en los nombres, en la 
filiación, en las funciones parentales, en tas formas de parentesco. También 
fueron necesarios repetidos cambios de vivienda y, en un gran número, hasta 
de país. Asimismo, vivenciaron la necesidad de ocultarse y de silencior su 
situación durante muchos ohos. La desaparición de los podres como referencia 
idenlificatoria, produjo efectos ooníusionaies y efe vocío de sentido. Esta caren­
cia se actualizo ahora, ya que se aproximan o llegan a la edad que tenían sus 
padres cuando desaparecieron.

Observomos en su desarrollo rasgos y temáticas que suelen repetirse; senti­
mientos de abandono y culpa, trasfondo de melancolízación, búsqueda de situa­
ciones de riesgo, dificultad de confiaren algún sistema legal yo l mismo tiempo, 
posibilidad de recrear lazos solidarios, vocación social e intereses artísticos y 
culturales. Para abordar la situación subjetiva actual de estos jóvenes adolescen­
tes pensamos necesario (eneren cuento el marco ideológico y de violencia social 
que la produjo. A continuación señalamos algunos puntos:
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▲ Lo inscripción social traumática que lo» precede y los fijo: ser hijos de 
padres desaparecidos.

A  La dimensión subjetiva de su historia de horror o edad temprana y la 
incidencia de las marcas de lo historia posterior.

A  El riesgo de que recaiga sobre ellos la no elaboración del trauma social y 
familiar de las generaciones mayores.

▲ Lo imposición de la impunidad legalizada, lo que dificulta nombrar el 
horror y encontrar un sentido.

A  La necesidad de una instancia jurídica que nombre y condene a los 
culpables.

Pensamos que paro obordar lo dimensión clínica de estos jóvenes atraveso- 
dos por la violencia del terror de Estado, se requiere, como condición indispen­
sable de acceso o la elaboración psíquico de lo padecido, el reconocimiento y el 
esclarecimiento debido por parlo del estado de Derecho de la verdad de lo 
ocurrido con codo uno de sus padres y famiiiores.

La asistencia durante 1996: datos cuantitativos de la 
población atendida por el Equipo de Salud Mental

En e! transcurso del año 1 996, el Equipo de Salud Mental atendió una pobla­
ción total de 1 28 personas, de las cuales 82 fueron atendidas gratuitamente. Las 
46 restantes fueron atendidas con honorarios institucionales. De las 82 personas 
asistidos en forma gratuita, 21 fueron subsidiadas por el Fondo pora Víctimas de 
lo Tortura de N .J , y ó l fueron subsidiados por el Equipo del CELS. El registro 
total de nuevas demandas de atención ha mantenido la curva ascendente de 
aproximadamente un 30%, en los últimos años.

Los gráficos muestran algunas tendencias que se prolongan a través de los 
años, tal como la que indica que es superior la consulta de mujeres por sobre lo 
de vorones, si bien esta diferencia se ha ido achicando en los últimos años.

Es de observar que la mayor franjo de consultantes abarca a ios mayores de 
2 1 años. Históricamente, éstos se han ubicado ertre les 25-45 años, aunque en
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los dos últimos oños se vio incrementada la consulta de los más jóvenes (en su 
mayor parte, hijos de desaparecidos).

La índole del trauma sufrido y las condiciones económico-sociales generales 
del país, dificultaron en un alto porcentaje de personas asistidas, la reinserción 
'abora; estable, lo que se realejo en las ci!ras de atención gratuito. El apoyo del 
Fondo paro Víctimas de la Tortura de N.U., tal como lo muestra gráfico, contribu­
yó o lo continuidad de algunos tratamientos, que en muchos casos incluyeron 
asistencia psiquiátrico, interneciones y hospital de día.

Datos cuantitativos acerca de las personas 
asistidas por el Equipo de Salud Mental en 1996

Personas asistidas según modalidad de atención

Personas asistidas subsidiadas por el Fondo de NU 1996 21

Personas asistidas con honorarios institucionales 46

Personas asistidas subsidiadas por el CELS 61

Total de personas asistidas 128

! a Personas asistidas subsidiadas 
i por el Fondo de NU 1996

a Personas asistidas con 
honorarios institucionales

B Personas asistidas subsidiadas 
por el CELS
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Personas asistidas según sexo

Varones Mujeres

Personas asistidas 58 70

Mujeres
55%

Personas asistidas según edad

Hasta 21 años Mayores de 21 años

Personas asistidas 41 97

Mayores de 
21 años

70%

Hasta 21 años 
30%
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Personas asistidas según tipo de tortura padecida

Tortura física 
y  psíquica

Tortura
psicológica

Personas asistidos según tipo de tortura 44 84

Tortura física 
y psíquica

|  34%

Tortura psicológica 
66%

Personas asistidas según tipo de afectado y relación familiar

Tipos de afectados Cantidad

Exiliado 23

Secuestrado - Detenido ¡legal 11

Preso, ex-delenido desaparecido ó

Relación fam iliar con la persona desaparecida

Hijo/a 25

Esposo/o 18

Hemano/a ló

Padre/Madre 16

Otros 3
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Exiliado
Secuestrado ■ Detenido ilegal 

Preso, ex-detenido desaparecido 

Hijo/a 
Esposo/a 

Hermano/a 
Padre/Madre 

Otros

Personas asistidas subsidiadas por el Fondo de NU según sexo

Mujeres Varones

Persones asistidos subsidiadas
por el Fondo de NU 1996 11 10

Varones
48%
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Personas asistidas subsidiadas por el Fondo de MU según edad

Hasta 21 anos Mayores de 21 años

Personas asistidas subsidiadas
por el Fondo de NU 1996 10 l i

Mayores de 
21 años 

52%

Hasta 21 años 
48%

Personas asistidas subsidiadas por el Fondo de NU según tipo de 
afectado y  relación familiar

Tipos de afectados Cantidad

Preso, ex-delenido desaparecido 4

Relación fam iliar con la persona desaparecida

Hijo/a 14

Esposo/a 1

Hermano/a 4

Padre/Madre 2
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11.2* Asistencia jurídica durante 1996

En 1996, el programa de asistencia jurídica a las personas atendidas por el 
Equipo de Salud Mental experimentó una considerable ampliación en cuanto ai 
número y al tipo de casos recibidos. Amén de la continuación de causas adminis­
trativas y judiciales iniciadas el año anterior, se han sumado nuevas situaciones 
en los que el problema jurídico planteado responde no ya al reclamo directo 
de reparación de parte del Estado por las consecuencias de ia desaparición, 
torturo, prisión ilegal u otros mecanismos de represión del terrorismo de Estado, 
sino a secuelas de dicho represión sobre la vida familiar, relaciones personales, 
aspectos patrimoniales y otras focetas de la vida de las víctimas y de sus familia­
res directos.

Entre los atenciones realizadas, pueden señalarse los siguientes grupos :

▲ Redamo de indemnizaciones por detención ilegal.
Se han llevado odelanle seis casos en esta área, en el marco de la ley de 

indemnización a detenidos políticos durante la dictadura militar Uno de ellos ya 
obtuvo la indemnización, y el resta avanza exitosamente hacia la decisión admi­
nistrativa definitiva.
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A Tramitación de declaraciones de ausencia por desaparición 
forzada, y  reclamo de indemnizaciones por desaparición forzada.

Se ¡nidoron y siguieron varias causas en las que se tramitó lo dedoroción 
judicial de ausendo por desaparición Forzada, tendiente al cobro de la indemniza­
ción correspondiente por parte de la familia o compañero/a de b  persona des­
aparecida. En otras casos, se evacuaron consultos jurídicos sobre estos trámites.

A Tramitación de beneficios provisionales.
Se hon llevodo también cosos en los que el objeto del recbmo jurídico ha 

sido la solicitud de beneficios previsionales vinculados con la occión represiva 
del Estado, tol como la concesión de prórroga, después de un extenso período 
de tramitación, de b  pensión del hijo discapacitado de uno persona desapareci­
da, o la exención de pago de aportes previsionales por parte de uno víctima de 
detención ilegal por tiempo prolongodo.

A Cuestiones de derecha privado.
Algunas víctimas de tortura y de otras manifestaciones de terrorismo de Esta­

do que reciben asistencia psicoteropéulico, solicitaron osesoramiento legal en 
áreas toles como derecho de daños, contratos, hipotecas, etc. Dado lo confianza 
que les merece el CELS y el vínculo previo de conocimiento directa establecido a 
través del Equipo de Salud Mental, cuotro personas realizaron consultas legales 
sobre osuntos vincubdos o su situación patrimonial, asuntos inmobiliarios, b  
conveniencia de invertir el dinero recibido como indemnización por detención 
¡legal o desaparición forzada, etc.

A Casos vinculados con aspectos jurídicos de la capacidad de 
las personas.

Varios de ellos tuvieron por objeto una víctima de torturo o de otros mecanis­
mos de b  represión ¡legal, que sufrió en el pasado o sulre actualmente uno 
internación psiquiátrica. En algunos situaciones consultados la problemática se 
refiere o juicios de insanio o de inhabilitación.
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A  Casos de derecho de familia.
Al menos cuatro casos tuvieron por objeto problemas de derecho de familia, 

tales como temas de divorcio, redomo de alimentos, derecho de visito, acuerdos 
patrimoniales entre cónyuges, etc. Algunos de estos situaciones son sumamente 
complejas, dado que involucran varias personas de un grupo (omiliar ofectodo 
por el terrorismo de Estado, recibiendo todas ellas asistencia psi cote rapé utico 
del Equipo de Salud Mental del CELS.

Finalmente el Programa ha requerido y ha puesto el acento del abordaje de 
estas dolorosísimas y complejos situaciones existenciales, en un esfuerzo 
interdisciplinorio tendientea establecer la integración subjetiva, familiar y social 
de los personas a quienes está dedicado.

11.3. Programa de asistencia jurídica a personas 
que padecen de enfermedades mentales

En 1 996 inició sus actividades el programa de asistencia jurídica a personas 
que padecen de enfermedades mentales. El objeto fundamental del progromo es 
el de instalar en el contexto de uno organización de protección de los derechos 
humanos la temática específica de los derechos de las personas que sufren pro­
blemas de salud menlal, empleando como marco normativo básico la declara­
ción de Naciones Unidas que aprueba los Principios para la protección de los 
enfermos mentales y para el mejoramiento de lo atención de la salud mental, que 
data de 1991. Los objetivos del programo son los siguientes:

a) ofrecer asistencia jurídica a los personas que sufren problemas de salud 
mental;

b) coordinar los esfuerzos de distintos grupos, tanto públicos como privados, 
que trabajen por los derechas de las personas que padecen de enfermedades 
mentales y por el mejoramiento de la atención de la salud mental;

c) participar en la formación de políticas públicas de salud mentol, promo­
viendo la discusión pública y aportando opiniones técnicas en caso de potencia­
les reformas legales sobre la materia.
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Sobre esto base, el programa ha desarrollado las siguientes actividades:

A Instalación de un consultorio jurídico de atención a problemas 
vinculados con la salud mental.

Uno de los problemas fundamentales de la otención jurídica a personas de 
escasos recursos que padecen de enfermedades mentales es el cosí sistemático 
rechazo de sus casos por parte de otros centros de atención jurídica gratuitos o 
de acceso público, como el patrocinio gratuito ofrecido en Tribunales por la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires o los distintos servicios 
ofrecidos por organismos públicas y asociaciones profesionales. El rechazo se 
debe, además de a la sobrecargo de trabajo vinculada o la creciente fragmenta­
ción sociol que atraviesa nuestro país, a las dificultades y necesidades especiales 
que plantean estos casos, que requieren un esfuerzo y paciencia moyoral habi­
tual dados los dificultades de comunicación y la frecuente conflictividad familiar 
que les son propios.

Ante este cuadro, ei programa ha instalado un consultorio jurídico que funcio­
na dos días a la semana en la sede del CELS, donde se ofrece asesorarmento 
jurídico sobre temos relacionados con problemas de salud mental. El servicio 
está a cargo de un abogodo, contando con la colaboración alumnos que realiza­
ron pasantías y, en lo pertinente, con la asistencia del Equipo de Salud Mental 
del CELS.

La existencia del servicio se ha difundido a través de los medios de prensa, y 
a través de comunicaciones a ¡os distintos consultorios jurídicos tradicionales en 
las que se invita a referirnos casos relacionados con la temática descrita. La 
respuesta o lo oferta ha sido de considerable magnitud, ya que han posado por 
el consultorio más de sesenta cosos de variada índole. Agrupando los casas de 
acuerda o su temático, hemos recibido:

IJ Casos relacionados con el procedimiento y  condiciones de 
internación psiquiátrica de una persona! varios de los asuntos que fue­
ron objeto de consulto giran alrededor del conlrol de una interneción psiquiátri­
co y de sus modalidades de cumplimiento. El servicio ha iniciado algunos juicios
en los que se redaman daños y perjuicios por violaciones al debido proceso y al 
derecho de defensa en materia de internación psiquiátrica por parte del Estado.
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Asimismo, ha participado en la defensa del paciente en otros cosos de internación 
forzado en clínicos públicas y  privadas, exigiendo el cumplimiento de la octua- 
ley de internación. Por último, se hon recibido también casos cuyo e¡e es el 
cumplimiento de uno medida de seguridad en un establecimiento psiquiátrico 
dictada en un proced'miento penal.

2) Casos vinculados con la capacidad de las personas: el progra­
mo ha po trocí nodo y asesorado a personas y fomiliares de personas contra 
quienes penden juicios de insania o de inhabilitación, proveyendo defensa legal 
en juicio y colaborando en lo elección de peritos y consultores técnicos paro 
asegurar el control de la pruebo y el derecho de defensa.

3) Casos en los que se solicitan beneficios sociales: en varios casos, 
el asesoromiento versó sobre condiciones de occeso a jubilaciones por incapaci­
dad, pensiones graciables y otras beneficios sociales. En otros casos, el tema de 
consulta y de posterior patrocino jjdiciol ha girado sobre la cobertura social de 
servicios médicos y psiquiátricos.

4) Casos de derecho de familia: varios de los consultantes presentaron 
problemas de derecho de familia, toles como el reclamo del derecho de visita, 
alimentos, acciones de divorcio y aplicación de la ley de prevención de la violen­
cia familiar.

5) Otros casos: por último, algunos cosos tuvieron por objeto lemas diver­
sos, entre ellos, asuntos patrimanióles, deudas de expensas e impositivas, proble­
mas sucesorios, inscripción de bienes, problemas de vecindod, etc. En todos 
ellos, la salud mental de! consultante o def familiar del consultante constituía el 
factor desencadenante del problema.

Tratándose del primer año del programa, las actividades desarrolladas tuvie­
ron carácter exploratorio, yo que se ha intentado establecer qué interés podía 
concitar el servicio ofrecido -absolutamente novedoso en la ciudad de Buenos 
Aires- y qué tipo de casos llegarían. Con respecto al interés concitado, induda­
blemente el servicio que ofrece el programa cubre una necesidad social no aten­
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dida por otros servicios tradicionales, siendo por momentos desbordado en su 
capacidad. Con respecto al tipo de casos recibido, como se ha visto, el panora­
ma es bostante amplio, y prácticamente toco cosí todos los temas vinculados a la 
interfase del derecho y la salud mental. En una gran parle de las consultas, ki 
labor del servicio ha consistido en brindar asesoramiento jurídico al solicitante. 
En otras casos, e! servicio ha ofrecido patrocinio jurídico o servicios jurídicos a 
las personas consultantes, en juicios ya iniciados. Por último, el servicio ha inicia­
do también nuevos casos, entre ellos algunas demandas en los que se busca el 
establecimiento de standards más estrictos en lo evaluación de la necesidad de 
internación de una persona. Esie es uno de los objetivas de media no plazo que 
pretende cumplir el programo.

A Coordinación de esfuerzos de otros grupos, asociaciones y servi­
cios dedicados a la defensa de tos derechos del paciente y  al mejo­
ramiento de la atención en salud mental.

Desde su instalación, el programa ha tenido contacto con varios grupos, 
asociaciones y servicios tanto públicos como privados que han manifestado inte­
rés en trobojor conjuntamente y coordinar esfuerzos con el CEIS-

Como ha quedado dicho, una de las primeras tareas del programa fue la 
invitación a otros servicios de consulto y patrocinio jurídico a derivor casos al 
CEIS. Paralelamente, el programa se puso en contacto con la Comisión Asesora 
pora lo integración de bs Personas Diseapacitadas, organismo que incorporó a 
su base de datos de servicios a personas diseapacitadas a! CELS. Desda que 
comenzó o tuncionor, se han recibido inquietudes y se han establecido -formol e 
informalmente- medios conjuntos de trabojo y derivación de casos con lo Asocia­
ción de Familiares de Pacientes que sufren de Esquizofrenia (APEE), cor el Servi­
cio de Asistentes Sociales del Hospital Neuropsiquiátríco Borda, con personal de 
la Defensorio del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, con funcionarios de la 
Procuración Penitenciaria y con el Programa de Asistencia a Personas Detenidas 
de la Focultod de Psicología de la Universidad de Buenos Aires. El programa ha 
recibido casos derivados por varios de estos servicios

A raíz de lo colaboración con APEE, el programo se ha encargado de lo 
redacción del capitulo jurídico de un extenso folleto dedicado o describir y 
desmitificar la esquizofrenia. Por vía telefónica y epistolar, se han recibido pedi­
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dos de colaboración, bibliografía y actualización doctrinaria desde distintos ór­
ganos judiciales y del ministerio público de jurisdicciones del interior del país, 
como defensorios oficiales, asesorías de menores y cuerpo de curadores oficia­
les de varias puntos de la provincia de Buenos Aires.

En el plano inlernacionol, el programa está estrechamente vinculado a una 
organización con base en la ciudad de Washington, EE.UU., Mental Disability 
Ríghts International [MDRI), dedicada a promover la defensa de los derechos de 
los personas que padecen problemas de salud mental en el mundo. El programo 
ho entrado en una red latinoamericano de agrupaciones de estas características, 
coordinada por MDRI y patrocinada por la Organización Panamericana de la 
Salud (OPS), además de mantener fluidas contactos con grupos que trabajan en 
la mismo temática en Uruguay, Paraguay y Chile.

▲ Difusión del debate sobre políticas públicas en materia de aten­
ción en salud mental y defensa de los derechos del paciente.

En este área, e! programa ho representado al CELS en diversos debates, foros 
y eventos de discusión de las políticas públicas de salud mental y del sistema 
legal de protección de los derechos dei paciente, tanto en la Argentina como en 
Uruguay, Paraguay, El Salvador y España. La participación comprendo odemás 
diversas natas y entrevistos en medios de comunicación radiales y gráficos.

Se ha colaborado con molerial bibliográfico y jurisprudencial en opoya de la 
reforma procesal penal que se lleva a cabo en Chile, apuntalando la necesidad 
de un juicio que respete las goranlfas del debido proceso y el derecho de deFen- 
so en materia de aplicación de medidos de seguridad. Del mismo modo, se han 
difundido bo diversos ámbitos de lo Argentina y del Paraguay tos Principios de 
Naciones Unidas pora la protección de les enfermos mentales y para el mejora­
miento de la atención de lo salud mertal, documento de acceso difícil para aque­
llos lugares que no cuentan con un centro de documentación de Naciones Unidas 
bien abastecido.

En el ámbito local, se lian Iniciado conversaciones con autoridades clel go­
bierno de la ciudad de Buenos Aires para establecer un vínculo formal entre el 
programa y lo red de servicios públicos de solud mental del distrito. Se ho cola­
borado también en #1 aporte bibliográfico y en el comentaría crítico de proyectos 
de ley sobre la materia.
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Balance y perspectivas

Teniendo en cuenta la novedad de! programa y el poco arraigo del temo de 
los derechos de las personas que padecen de enfermedades mentales en el cam­
po de los organismos de derechos humanos tradicionoles en la Argentina, el 
balance del primer año de trabajo es altamente positivo, y los perspectivos son 
promisorias. Uno de los logros de la labor realizada durante el año lia consistido 
en la clara identificación público del servicio ofrecido, hecho constatable dado 
el altísimo grado de coincidencio de las consultas recibidas con el perfil difundi­
do a través de la descripción del programa. Amén del número de casas tratados 
y de su resolución en un porcentaje significativo, en especial cuando la dificultad 
principal radicaba en el simple desamparo jurídico del consultante, se ha avan- 
zodoen la individualización de los tipos de problemas que afectan más frecuen­
temente a los personas potencíalmente involucradas en este área. El interés y el 
compromiso de otros grupos que trabajan sobre la materia cor perspectivos 
convergentes resulta otro indicio importante del importante espacio que puede 
ocupar un programa de estas características.

Pese a los ostensibles dificultades de finonciomiento, el creciente nivel de 
consultas exigiría una expansión del servicio. Porte de los objetivos y perspecti­
vas de trabajo para 1997 están cifradas en lo posibilidad de establecer conve­
nios de colaboración con autoridades públicas y con otros grupos y asociaciones 
privodas que trabajen en el área.
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III. V iolencia institucional, seguridad  
ciudadana y  derechos humanos'

1 996 se inauguró con una trágica soga de hechos do violencia policial. El 
20 de febrero la policio bonaerense, por arden cíe! gobernador Eduardo 
Duholde, organizó un gigantesco operativo de control con motivo de la realiza­
ción de lo Asamblea Universitaria, en la sede de la Biblioteca de la Universi­
dad de La Plata. La policía desplegó, desde las cinco de la mañana, móviles sin 
identificación, tanquetas, patrulleros, y  más de setecientos policios de uniforme 
y de civil, algunos de ellos enmascarados. Antes que la Asamblea comenzara 
a sesionar, detuvieron en forma ilegal y arbitraria a alrededor de trescientas 
personas -en su inmersa moyoría estudiantes- que intentobon llegar a la re­
unión paro expresar su disconformidad con el cambio de Estatuto de esa coso 
do estudios. Hada el mediodía y durante la mayor parte de la tarde se desató 
una violenta represión sobre las personas que intentaban saber acerca de la 
suerte de los detenidos -estudiantes, organismos de derechos humanos, familia­
res y periodistas-. Un camarógrafo del canol 13 de televisión logró firmar la 
brutal represión y recibió seis balazos de goma a quemarropa. Lo filmación 
permitió identificar ol comisario mayor Julio Sáenz Saralegui como responsa­
ble de golpear y apuntar el arma al periodista.

La violencia de la represión produjo el repudio de lo opinión pública. 
Frente a ella, el gobernodor de lo provincia, su secretario de seguridod -Piotti- 
y el ¡efe de policía -comisario Pedro Klodczyc-, negaron responsobilidod en 
los hechos, adjudicándosela o grupos policiales aislados que se habrían ex­
cedido. Sin embargo, la investigaciones de abogados de derechos humanos 
dieron a conocer que la represión fue ordenada mediante Orden de Servicio 
054/9Ó. 1

1 Este artículo ha sido elaborado por el Programo "Violencia institucional, seguridad ciu­
dadano y derechos humanos" del Centro de Estudios Lególes y Sacióles (CELS). Sor miem­
bros del mismo: Softo Tiscornia. Antropólogo. Coordinadora ; Gastón Chillier. Abo­
gado; Gustavo Palmieri. Abogado; María Victoria Pita. Antropólogo y María 
Angélica Villarruel. Asistente.
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El mismo dio, pero en la Ciudad de Buenos Aires, el cabo Miranda de la 
Policía Federal durante un operativo de rutina y vestido de civil, en un auto sin 
identificación, detiene a Alejandro Mirabete, de 17 añas y luego de inmovilizarlo, 
le dispara un tiro en lo nuca. El hecho ocurrió en el barrio residencial de Belgrana. 
Alejandro estaba reunido con uros amigos en una esquina cuando el auto policial 
los intercepto pora pedirles documentos. El ¡oven huye asustado y, casi en la 
puerta de la casa de una tía. es apresado y fusilado. Inmediatamente los inte­
grantes de la patrulla lavan las huellas y colocan un arma en la mano de Alejan­
dro, para poder falsear un enfrentamiento El ¡efe de la Policía Federal, comisa­
rio Adrián Pellachi, declaró que la institución no era responsable por los actos 
individuales de los hombres que la componen.

En los meses siguientes hechos de extremo violencia policial contra ciudada­
nos desarmados continuaron sucediendo [ver infra: Violencia Policial. Casos y 
Estadísticas - 1996). Sin embargo, y a diferencia de lo ocurrido en artos anterio­
res, esta vez, la gravedad de ¡a situación y, fundamentalmente la crítico sociol, 
abrieron el espacio pora cuestionar seriamente la forma en que las instituciones 
policiales provocan estos gravísimas violaciones a los derechos humanos.

Los responsables políticos e institucionales han preferido señalar el carácter 
"extraordinario'' de estos hechos, atribuyéndolos a "excesos" de algunos ma­
los policías. Sin embargo, la investigación de abogados de derechos humanos 
y, en algunos casos, la investigación judicial, van sumando argumentos a la 
demostración de que la brutalidad de estos prácticas represivas está apoyada, 
en buena medido, por los actuales reglamentos y leyes polidoles, por la forma 
de organización instituciona y por las prácticas consuetudinarios de los agen­
tes y oficiales.

Las investigaciones realizadas sobre gran cantidod de cosos -Andrés Nuñez 
[desaparecido en 1990), Sergio Duran (muerto en la torturo, 1992|, Miguel Bru 
(desaparecidoen 1993), lo "masacrede Wilde" (fusilados, 1994), Diego Rodríguez 
Loguenz (muerto en la tortura, 1994), entre muchos oíros-, así como lo ocurrido en 
la mayoría de los cosos que se resumen en este Informe, permiten afirmar que:

A. La ocurrencia de estos hechos sólo es posible porque existen poderosas 
redes de encubrimiento y complicidad, den;ro de las instituciones policiales.

A Estas redes ¡legales se despliegan en el seno de organizaciones fuertemen­
te militarizados y vertical izadas, que han resultado en la conformación de cuer­
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pos con un grado de autonomía incompatible con el imprescindible control polí­
tico y ciudadano al que estas fuerzas debieran responder.

A El carácter cerrado de las instituciones policiales, permite, puradojaimente, 
que muchos de sus integrantes formen parte de bandas delictivas autónomas. Tal 
el caso de la División Narcotráfico Zona Sur de Quilmes, de la Policía de la 
provincia de Buenos Aires, que debió ser pasada a disponibilidcd por estar 
involucrada en occiones de narcotráfico y enriquecimiento ilícito (ver infra: Cro­
nología de hechos de corrupción policial - 1996).

A Lo falta de controles democráticos dentro de la fuerzo, resulta en una 
estructuración proclive al encubrimiento de ilícitos y delitos, así como a! manejo 
discrecional de sanciones y absoluciones, de parte de las jerarquías policiales 
(ver í'nfro: El "caso Aircli". Informe de la presentación judicial).

En los cosos de muertes de civiles por violencia policial, aparecen constantes 
que permiten afirmar que se trata de mocius operondi de muchos sectores y 
grupos policiales, antes que de casos extraordinarios. Estos constantes son:

A Incriminación a priori do la víctima argumentando que lo actuación de la 
policía fue en "legítima defensa" ante un ataque o perpetración de delito.

A Colocación de un armo en manos de la victimo a posterior! del hecho.
▲ Falsificación o confusión de autopsias paro demostrar que la víctima dispa­

ró primero y que recibió el disparo de frente.
A Ocultamiento, fabricación o destrucción de pruebos incriminantes poro la

▲ Amenazas y amedrentamientos o testigos del hecho y familiores de la

Los hechos de violencia, abuso y corrupción que aquí expondremos han pro­
vocado una fuerte critico social, manifestado en marchas pacificas de la ciuda­
danía, en declaraciones públicas de personalidades progresistas y en proyectos 
de leyes y creación de comisiones especiales en el Congreso. Queremos decir, 
re suceden ante una ciudodanía indiferente o desarmada. Quizás por vez pri­
mera en el pois, se plantea la importancia de una crítica seria y propositiva para 
poner una contención reol o la ocurrencia de estas gravísimas violaciones a los 
derechos humanos. Por primera vez, en estos oños de democracia, comienzo a
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emerger un debate público ocerco de lo organización, el modo de operar, las 
atribuciones y la formación de los policías.

la única forma de construir relaciones democráticas es a través de ia critica 
seria y fundada o las instituciones de la democracia. Uro de los grandes proble­
mas que afrontan los regímenes democráticos latinoamericanos, es el alto grado 
de impunidad con el que pueden aduar los agentes armados del Estado. Esto 
genera uno creciente desconfianza en las instituciones.

Revertir esta percepción de los ciudadanos es una toreo de largo alcance, 
pero que, para ser posible, necesita, en primer lugar, del compromiso serio de 
los órganos de gobierno responsables.
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II I.1. Violencia policía!. Casos y 
estadísticas - 1996

Casos de violencia policial - 1996

Se presentan a continuación, los casos de violencia policio ocurridos durante 
1996. Los mismos har sido elaborados teniendo como fuente de datos las cróni­
cos policiales aparecidas en los periódicos de mayor circulación en el país: 
Clarín, La Nación, Pagino 12 y Crónica. Es nuestro interés, al presentar los 
distintos hechos, no sólo colaborar o la denuncia y esclarecimiento de los mis­
mos; sino también, o través de ellos dar cuenta de las diversas metodologías y 
patrones de ocurrencia de la violencia policio! en nuestro pais1.

A  Luis Andrés Rosales. San Rafael, provincia de Mendoza
El 8 de febrero de Luis Andrés Rosales, de 27 años, se trasladaba en un 

automóvil [unto a unos amigos. Una patrullo policial comenzó a perseguirlos. Sus 
amigos, asustados, lograron abandonar el auto y escaparon Luis Andrés siguió 
conduciendo hasta chocar contra un poste del otumbrodo público. Inmediata­
mente, oún bajo la conmoción que je produjo el choque, los policías de la patru­
lla lo detuvieron, lo golpearon y finalmente lo fusilaron con un tiro en la sien. Luis 
Andrés fue hallado aún con vida al día siguiente o un costado del canal Pavez. 
El ¡oven permaneció en coma 49 días luego de los cuales murió.

La versión de los policías Marco Pedernera, Juan González y Adriano Estre­
lla, -en prisión preventiva e imputados de homicidio simple-, sostenía que Rosales 
había resistido a balazos su captura.

1 Ceda uno de los casos se encuentra en distintas etapas del proceso judicial. En algunos 
de los hechos contamos con información relativamente completa do bs mismos, en otros no 
se cuento con mayores datos. A los efectos de esta presentación, hemos optado por presen­
tar las circunstancias del hedió en lo que se refiere fundamentalmente, tal como sostenemos 
líneas arribo, a los modi operandi de la agencia policial.
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A Represión en manifestación estudiantil. La Plata, provincia de 
Buenos Aíres

El 20 de febrero, o partir de lo cinco de la mañana, la policio bonaerense, 
por orden de i gobernador Eduardo Duhaide, organizó un gigantesco operativo 
de control con motivo de lo realización de lo Asamblea Universitaria, en la sede 
de la Biblioteca de la Universidad de 1.a Piala. La policía desplegó móviles sin 
identificación, tanquetas, patrulleros, más de setecientos policías de uniforme y 
de civil, algunos enmascarados Antes que lo Asamblea comenzara a sesionar 
detuvieron, en forma ilegal y arbitraria a un número de entre doscientas setenta 
y trescientas personas que intentaban llegor o la reunión para expresar su 
disconformidad con el cambio de los Estatutos de esa caso de estudios. Entre los 
detenidos, según información de la propio policía, hubo varios menores.

Hacia el mediodía, organismos de derechos humanos y estudiantes se diri­
gieron a la jefatura policial para solicitar lo libertad de los detenidos y fueron 
reprimidos con machetes y balas de gamos. Lo policía lanzó gases lacrimógenos 
y disparados a lo olturo de la cintura paro dispersar o los manifestantes. Hebe de 
Bonafini, presidenta de Asociación Madres de Plaza de Mayo, recibió una heri­
da corlante en lo cabeza.

Al caer la tarde, los jóvenes continuaban detenidos en el playón del regimien­
to. Cuondo un grupo de militantes intentó impedir que ingrese al regimiento un 
camión con vallas de seguridad, compañeros y familiares de los detenidos, que 
esperaban fuera y periodistas que registraban los hechos, fueron brutalmente 
reprimidos por la policía. Esta se encarnizó golpeando con saña a ¡avenes des­
armados. Un camarógrafo del canol 13 de televisión recibió seis balazos de 
goma a quemarropa mientras filmaba la represión, lo filmación permitió identifi­
car ol comisario mayor julio Sáenz Saralegul como responsable de golpear y 
apuntar con el arma al periodista.

A Alejandro Mirábate. Barrio de Bel grano, ciudad de Buenas Aires
El 20 de febrero de 1996, Alejandro Mirobele, de 17 años se encontraba 

reunido con cuatro amigos en una esquina del barrio residencial de Belgrano. 
Dos policios de civil, pertenecientes a ia comisoria 332 se acercaron en un auto 
sin identificación y les pidieron documentos. Alefandro asustado, comenzó a 
correr. Cuando estaba llegando a la casa de una tío, el cobo Mario Miranda de
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la Policía Federal lo atrapa, lo inmoviliza y le dispora en la nuca con el armo 
reglamentaria. Alejandro fue ingresado por la policía en un hospital como NN 
pese a que tenía en su poder documentos de identidad y el teléfono de sus 
familiares. Falleció luego de 9 días de agonía.

Lo versión de la policía señalaba que Alejandro estaba armado, que forcejeó 
con el cabo Miranda intentando dispararle, y que el disparo del suboficial fue 
accidental.

A Néstor Zubarán. William Morris, gran Buenos Aires
El 21 de febrero, o la 1 de la madrugada, Néstor Zubarán, de 25 años, se 

cirigíu a b  estación de trenes de Lasalle, de b  localidad de William Morris, en el 
Gran Buenos Altes. Al llegar, ve a Cristian Medina, un joven conocido del ba­
rrio, que entra corriendo □ la estación. Tros el venia un hombre de civil con un 
arma en la mono. Medina se acerca a Néstor Zubarán y, el hombre de civil, que 
resultó ser el suboficial Alberto Daniel Martínez, sargento de la policía federal y 
chofer del ¡efe de la fuerza, forcejeo con ambos. Zubarán, asustado, intenta huir. 
El poiicb le disporo por la espalda, provocando la muerte de manera inmediata. 
La versión policial sostuvo que Zubarán intentó robar a Martínez y que el disparo 
fue occidental y producido en legítima defensa,

A Roberto Ramón Roldan. Avellaneda, gran Buenos Aires
El 22 de febrero por la tarde, Roberto Roldan y su esposa llevaban de urgen­

cia a su pequeña hija, can un cuadro grave de convulsiones, ol hospital Fíorito, 
en Avellaneda. La señora Roldan tenía a la pequeña sobre la falda y con la 
cabezo fuera de lo ventanilla paro que no se ahogara. En el comino so encuen­
tran con un patrullero policial y le hacen señas de que se trato de una emergen­
cia. Sin emborgo, el agente Hugo Césor Solazar interpreta que se troto de un 
auto sospechoso y, en posición de tiro, dispara. El disparo ingresó por la espal­
da de Roldan, causándole b  muerte. Debido a la inmediato presencia de los 
medios de comunicación y al estado de oerta de lo población, a raíz de los 
hechos de represión en La Plata y del coso del ¡oven Mi-abete (ver supro) no 
hubo una versión policial en contrario. Sin embargo, los superiores de Solazar, 
que estaban junto a él cuando ocurrió el hecho, se desligaron de su responsabi­
lidad en el mismo.
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A  Cristian Campos. M ar del Plata, provincia de Buenos Aires
El 2 de marzo de 199ó, en la ciudad de Mar del Piafa, el joven Cristian Ariel 

Campos de 1 ó años, volvía de comprar poñales para el hijo menor de su novio 
cuando fue detenido y esposado por policías de uniforme y subido u un patrulle­
ro. E¡ hecho, presenciado por comerciantes y vednos, ocurrió a pocas cuadros 
de !a vivienda de la familia Campos, Enterados de la detención, los padres del 
¡oven presentaron un habeos corpus y recorrieron todas las comisarla de la du­
dad. En ninguna le dieron noticias acerca del paradero de su hijo, pese o que 
éste estaba en manos policiales. Ocho días después, en un descampado en los 
ofueras de la ciudod, fue encontrado el cadáver del ¡oven. Tenía marcas de 
haber sido brutalmente galpeodo antes de haber recibido das disparos de Itaka, 
uno en la cara y otro en el pecho. El cadáver, que había sido rociado con 
kerosene y quemado parcialmente, fue descubie'to por unos niños que jugaban

Según reconstrucción de los testimonios de familiares y vecinos que obran en 
la causa, Cristian es detenido por el sargento Eduardo jurada y el cabo Jorge 
Guiguet. Ambos circulaban en un móvil de la policio bonaerense. Luego del 
osesinato, los policías volvieron a la comisaría. Pera, más tarde, y con la finali­
dad de borrar las huellas, retornaron al descampado, rociaron con kerosene el 
cadáver e intentaron hacerlo desaparecer. Pobladores de lo zona declararon 
haber visto a los agentes realizar la macabra tarea.

▲ Cristian Saavedra. Lanús, gran Buenos Aires
El 21 de marzo de 1996 en horas del mediodía en Villa Coraza, partido de 

Lanús en e! Gran Buenos Aires, Cristian Saavedra de 23 años y vendedor de 
feria, fue perseguido, mientras iba en bicicleta, por el cabo de la provincia de 
Buenos Aires, Hernán Hermosa, quien manejaba su auto particular y estaba 
prestando servicio sin uniforme. Hermoso le dispora a Cristian y la bola le impocta 
en un pie. Cristian intenta refugiarse en un casa pero, el policía, o punta de 
pistola, lo toma de los pelos, lo arrastra y le dispara un tiro en el cuello provocan­
do la muerte instantánea del joven.

El comisorio Rubén Aroneo de la Unidad Regional de Lanús y responsable de 
!a jurisdicción del cabo Hermosa, sostuvo que Cristian "no acató la voz de alto" 
que le diera el cabo, y que tenía un arma con la que disparó contra e! policio,
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por lo que esle repelló lo egresión, dándole muerte. Los vecinos y testigos del 
Hecho Han declorado que el enfrentamiento que aduce lo versión policial, nunca 
tuvo lugar y que el ¡oven estaba herido en un pie, cuando fue "rematado" por el 
policía.

A Be lindo Humberto Carrizo. Barrio de Boedo, ciudad de Buenos 
Aires

El 23 de marzo, Humberto Carrizo de 56 años, chofer de un auto de alquiler, 
fue contratado por dos jóvenes para hocer un viaje Luego de unos minutos de 
viaje, le piden al chofer que se detenga frente o uno farmacia y los espere. Los 
jóvenes asaltan la farmacia, e! dueño da la alarma y, cinco policías que estaban 
en una mutual de la institución en lo misma cuadra, solen, orrnas en mono y 
comienzan a disparar. Los agentes Carlos Fernández y Gustavo Festorazzi lo 
hacen a las ruedas dei auto de alquiler que estaba, con Carrizo al volante, 
estacionado. El agente Sergio Espinoza disparo a Carrizo, causándole la muer­
te. Uno de los asaltantes es muerto y el otro -un menor- es herido de gravedad por 
bolos policiales.

La versión policial de los hechos ofirma que Carrizo era el jefe de uno peli­
grosa banda. La familia se entero par la televisión, intenta comunicarse al teléfo­
no de Emergencias de !o Policía Federal, pero no le contestan. La hija y la esposa 
de Carrizo se dirigen o la comisario 28e y son informados por el Comisario 
Capmany que éste hobía sido abatido ¡unto o otros delincuentes y pregunta o la 
esposo de la víctima si no sospechoba que ésta "llevaba dinero extra a la casa".

Los medios de comunicación no creyeron la versión policial y contribuyeron a 
demostrar que el señor Corrizo era un trabajador, que nada tenía que ver con el 
hecho Acevedo, el asaltante herido, declaró en el mismo sentido

▲ Jesús Rosario y Ramón Martínez Monzón. Rafael Calzada, gran 
Buenos Aires

El 29 de marzo, a las 21 horas los hermanos Jesús y Ramón miraban televi­
sión en la casilla de chapas donde vivían, en el barrio 2 de Abril de la localidad 
de Rafael Colzoda en el Gran Buenos Aires. A unos cuadras de allí alguien 
denunció que tres personas habían intentado asaltar un almacén. Policías del 
comondo de Patrullas de Almirante Brown comenzaron la persecución, a pie.
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Pronto se le sumaron patrulleros convirtiéndose en un importarte operativo con 
varios móviles y agentes. Dieciséis policías rodearon la casa de los hermanos 
Monzón, con el argumento de que en ella se habían refugiado los asaltantes y 
comenzaron a disparar. El pequeño Jesús cayó muerto y su hermano fue herido. 
Los gritos de la madre y el padre de los niños no impidieron que la policía 
continuara disparando.

Vecinos, testigos presenciales del hecho, aseguran que en ningún momento 
alguien le disparó □ lo policía, sino que se disparaban entre ellos y hacia dentro 
de lo casilla, en total confusión.

Una vez concluido el tiroteo, el padre y lo madre, en estado de shock, fueron 
maltratados por los agentes, demorando el traslado al hospital de los menores 
Las pruebas periciales realizadas por Gendarmería Nacional determinaron que 
la totalidod de las balas eran policiales. Como resultodo de la identificación de 
las balas cercónos a y en el interior de la vivienda, se pudo procesar a seis 
policías: Damián Caro, Gabriel González |comisar¡o o cargo del operativo], 
Ricardo Aquino, Federico Vesiroglos, Antonio Chávez y Carlos Cheno Ponce. 
Cinco de ellos fueron sobreseídos y el ¡uez dictó auto de procesamiento sólo 
contra Ricardo Aquíno, por homicidio culposo, ya que las pericias demostraron 
que lo bala que mató a Jesús e hirió o Ramón provenían de su arma.

A Cristian Javier Cicoviccí. Pila, provincia de Buenos Aires
El 19 de abril, en la localidad de Pila, provincia de Buenos Aires, Javier 

Cicoviccí, un nutricro de 18 años, se negó o entregar o Oscar Cuello, oficial de 
la policía de la provincia, las pieles resultado de su traba¡0. El oficial, integrante 
de uno patrulla, extorsionaba desde hacía tiempo a los nutrieras exigiéndoles las 
pieles para venderlas en provecho personal. Acompañado por los suboficiales 
Jacinto Loszarle y Roblo Enrique Lezcano, onte la negativa de Javier, e: oficial, 
apuntándole con el arma reglamentaria, lo hace orrodíllary lo fusila de un tiro en 
la cabeza.

La policio argumentó que el disparo fue accidental. Los compañeros de Ja­
vier, que presenciaron el hecho, niegun esta versión.

Al día siguiente de producido el asesinato, una importante manifestación de 
nutrieras y ¡©maleros ocuparon los tribunales de Dolores, solicitando justicio e 
insultando duramente o las fuerzas policiales. El hecho, cosí una "pueblada” en
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lo localidad, fue explicado por sus participantes relatando los numerosos abusos 
policiales de los que son victimas.

A  Familia Merca tanto. Barrio de Caballito, ciudad de Buenos Aires
El 5 de mayo, a la madrugada, Domingo Mercatante de 56 años, su esposa 

Nilda de 53, sus hijos Angelo de 14 y Cinthia de 25, sus nietos Michele de 4 
años y Katia de 4 días y su yerno Ariel Figuenoa de 23 años, volvían a su hogar 
luego de una reunión familiar. Al detenerse en un semáforo, en la esquina de las 
calles Hidalgo y Dior Vélez, de la ciudad de Buenos Aires, accidentalmente 
golpeon con su vehículo al auto particular de Sergio Gustavo Gadea, subinspector 
de la Delegación Son Martín de la Policio federal. Ambos conductores se bajan 
de los vehículos y, al comprobar que el daño era irrelevante deciden continuar la 
marcha. Sin embargo, a lo pocas cuadras, la familia Mercatante ve aparecer el 
auto de Gadea a contramano pidiéndole violentamente los datos del seguro. El 
jefe de lo familia propone ir hasta la comisaría más cercana y, entonces, el 
policía dispara cuatro tiros con su arma reglamentaria, atravesando b  luneta y el 
parabrisas de la camioneta de lo familia, sin herir, milagrosamente, a nadie.

▲ Mario Loba ¡xa. Icaño, provincia de Santiago del Estero
El 22 de junio, Mario Lohaizo, de 3ó años, fue detenido por los policios 

provinciales René Lescano y Genaro Sancho, en la vereda de su cosa en el 
humilde barrio Fonavi, luego de mantener una discusión con una mujer. Poco 
después de haber sido alojado en la comisoria de Icaño, Lohaiza comenzó o 
pedir asistencia médica, indicando que padecía de diabetes. Recién tres días 
después lúe trasladado ol hospital de Colonia Dora, a 30 kilómetros de allí, 
donde personal médico sostuvo que no presentoba "ningún cuadro raro". De 
regreso en lo dependencia policial continuó empeorando. Finalmente a raíz de 
la intervención del juez Chanán fue internada de urgencia en el hospital de 
Añatuya y luego, debido a la gravedad de su estado -como diabético de grado 
2-, trasladado al hospital regional de Santiago del Estero, donde el 27 de junio 
murió debido a "una descompostura diabética, aunque su cuerpo estaba lleno 
de hematomas generados por golpes" según informaron los médicos del hospital 
regional. Uno de los testigos declaró que los días que Lohaiza estuvo en el hospi­
tal de Añatuyo, los guardias policiales “ se negaban a llevarlo hasta el
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baño...Lohaiza, en esos días, yo caminaba arrastrando los píes". Unas mil per­
sonas o'e Icono marcharon el ó de ,rjlio por las calles del pueblo para protestar 
"por la brutalidad policial".

A Ariel Lastra. Ciudad de Córdoba, provincia de Córdoba
El 29 de junio, a los 2 de lo madrugado, Artel Lastro de 19 oños estaba 

paseando en una camioneta conducido por un amigo, en el barrio Ayacucho de 
la ciudad de Córdoba. Al pasar frente a una heladería tienen un altercado con 
cuodro hombres -que luego se conoce que eran policías de civil- que los insultan 
por andar a gran velocidad. Mas adelante, Ariel se encuentra con un grupo de 
amigos y deciden ir a comer. Se dirigen al lugar en la camioneta, en un auto y 
una moto. Al volver a pasar frente a la heladería son interceptados por los cuatro 
policías quienes les ordenan descender de la camioneta. Arrastran al conductor 
por los cabellas, y obligan a los jóvenes a alzar los brazos y pararse contra el 
vehículo. Ariel, asirstadoy sin saber que se trataba de agentes policiales, huye. 
En la huida es perseguido por el cobo Elio Fernández. Lastra logra montar a la 
moto de uno de sus amigos, pero Fernández tomo un taxi de su propiedad y le 
da alcance cuando ya se encuentran muy cerca de la casa del ¡oven. Fernández 
desenfunda el armo reglamentaria, el ¡oven alza los brazos y el policía le dlspo- 
ra un tiro en la espalda causándole lo muerte inmedíola.

Luego del hecho, el cuerpo de Ariel queda abandonado en la calle. El cabo 
huye y es opresado dos horas después.

Los amigos de Lastro intentaban localizar uno ambulancia cuando son deteni­
dos por la policía y llevados a una comisaría en donde los arrestan por "mero 
deor" por el lugar. Según relatan los jóvenes, lo policía quería armar una coarta­
da en lo que apareciera que ellos hcbían motodo a Ariel en uno peleo; y en este 
sentido, los presionaron mientras estaban detenidos, para que "confesaran" quien 
había motado o Ariel.

A Leonardo Vatteone. Haedo, gran Buenos Aires
El 1 de julio o la madrugado Leonordo Votteone, de 15 oños, ¡unto o su amigo 

Javier Flores, de 16 oños, conducía el automóvil de su padre. Un patrullero comen­
zó a perseguirlos, los jóvenes osustodos, aumentaron la velocidad. Los policios 
entonces comenzaron o disparar con una metralleta Uzi. La ráfago de disparos
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destruyó totalmente el parabrisas trasero y una bolo hirió a Leonardo. La persecu­
ción, que se prolongó a lo largo de casi 20 cuadras, culminó cuando el automóvil 
se estrelló contra un árbol en una calle sin salida, De acuerdo a lo relatado por 
Javier, apenas pudo detener el automóvil para reducir la fuerza del impacto,

Cuando el auto se deh.vo los jóvenes lograron solir con lo manos en alto y 
gritar que no les disparasen, pora luego caer sem¡desvanecidos. Una vez en el 
suelo lueron pateados por los policías. Finalmente, uno ce ellos, amenazando 
con un armo a los otros, cargó a Leonardo en el patrullero y lo trasladó al hospi­
tal. El resto de los policios inicialmenle intentaron que Javier guardara en su 
bolsillo un paquete, aparentemente conteniendo dragos, a lo que el joven se 
negó, con lo cual luego procedieron a la construcción del escenario del hecho: 
colocaron en el automóvil un revólver, una pistola de juguete y una navaja mien­
tras le ordenaban a Javier que no mirara lo que hacían "porque si no, te hace­
mos boleta".

A  Pedro Salvador Aguirre. Laguna Seca, provincia de Corrientes
El 5 de julio de 1996, en horas de lo noche, el olbaml Pedro Salvador Aguirre 

es baleado mortalmente en la puerta de su casa, en lo localidad de Laguna Seca, 
provincia de Corrientes. Aguirre, de 41 años venía sufriendo reiteradas amena­
zas contra su vida de parte de los policías de la Brigada de Investigaciones de la 
provincia, cobos Luis González y Julián Acevedo. En febrero de 1993, Aguirre 
había sido secuestrado y torturado en la Brigada de investigaciones hasta perder 
ei conocimiento. En su denuncia de este hecho acusó o los cobos González y 
Acevedo. En diciembre de 1995, su casa fue allanada sin orden judicial y sus 
hijos amenazados.

Luego de la muerte de Aguirre, el juez de instrucción Juan Manuel Segovia, 
ordenó !□ detención de José María Giménez, amigo de la víctima, cama autor 
del asesinato. Su detención fue hecha en forma irregular ya que se llevó a cabo 
con una orden de allanamiento falsa (correspondiente a otra causa ¡udicial|. 
Durante la misma, la pol-cia declaró haber secuestrado el arma cus motó a 
Aguirre, adjudicándosela a Giménez. Este secuestro lo hizo sin testigos ni contralor 
judicial. Liberado finalmente por falta de méritos, Giménez denunció ante el Foro 
Multisectorial de la provincia haber sido sometido a torturas.

A 5 /



Capítulo III A  Violencia institucional, seguridad ciudadana...

A Pablo Hernán Machione. M erlo, gran Buenos Aires
El 31 de julio por la tarde, Pablo se dirigió a la casa del sargento ayudante 

de gendarmería nacional, en su mismo barrio, "Arco Iris", en Merlo. Allí, ambos 
mantuvieron una discusión por motivos que se desconocen. Pablo salló de la 
cosa del gendarme perseguido por éste, que tras correrlo a lo largo de media 
cuadro le disparó a quemarropa con su arma reglamentaria. Pablo cayó herido 
de muerte sobre lo vereda.

A Gumoreindo Ramoa Paredes. Villa 21 , ciudad de Buenos Aires
El 5 de ogosto, por la tarde, Gumersindo Kamoa Paredes estaba en ei patio 

de su casa, en Villa 2 1, ¡unto con su hermano y un amigo. Este obrero paragua­
yo, de 33 años, vestía sus ropos de trabajo y había regresado recién de la 
planta de la empresa Pepsi, donde se desempeñaba como albañil.

Alrededor de las 19.30 horas vieron un colectivo que, desviado de su recorri­
do habitual, era seguido por un auto rojo, del que bajaron tres personas A poco 
de descender, estas personas comienzan a disparar en dirección al patio de la 
casa de Romoa Paredes. Los ocupantes del automóvil, eran policías, uno de ello, 
el subcomisario Cultri, De los ocho disparos realizados, uno perforó el tórax de 
Gumercindo, atravesando su corazón y ocasionándole la muerte de mañero in­
mediata. Los amigos y vecinos intentaron socorrerlo cargando el cuerpo urros 
metros en busca de un vehículo, pera, a poco de andor, se dieron cuenta que 
estaba muerto.

El vecindario se convulsionó, indignado por la muerte arbitrario. Varios poli­
cios, estos con uniforme, se ocercoron □ dialogar con familiares y vecinos, reco­
nociendo la inocencia del muerto. Pero, en forma paralela, funcionarios de la 
comisario 32° dabon a conocer una versión propia, a través de la televisión por 
cable En ella se informaba que, luego de un enfrentamiento, hobían "abatido a 
un delincuente" y detenido a otro, ambos involucrados en un intento de asalto a 
un colectivo.

Los vecinos, al escuchar lo versión policial por televisión, deciden impedir 
que los agentes retiren el cuerpo de Ramoa Paredes y se atrincheran junto O él, 
cubriéndolo con una sábana y rodeándolo de velas. Se negaban a entregar el 
cuerpo por temor a que, pora probar que se trataba de un delincuente "le pusie­
ran droga". Con la presencia de un abogado de un organismo de derechos
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humanos, se solicita la presencia de! ¡uez de turno; quien no acepto el pedido y 
ordena a la policía que retire el cuerpo. Finalmente, luego de arduas negociacio­
nes entre el abogado y los vecinos y la policio, se acuerdo, cenca de la mediano­
che, que los letrados acompañarán el cuerpo hasta la Morgue, poro asegurar 
que lo autopsia sea hecha correctamente.

▲ Julio Eulogio Jaime. Villa Fiorito, gran Buenos Aires
El 24 de julio por la madrugada, Julio se encontraba junto a un amigo en una 

esquina de su barrio. Allí, se les acercó un auto de alquiler, desde el cual una 
persona les preguntó si lo habían soiicitodo. Ante la negativa de los jóvenes, el 
automóvil se alejó unos metros e imprevistamente volvió hacia atrás, y descendió 
un agente de ia policía bonaerense, quien con su pistola reglamentario baleó de 
muerte a Jaime. £1 ¡oven, cayó en la vereda y el agente volvió a subir ol automó­
vil y junto o su compañero huyó velozmente.

Jaime murió el dio 25. El hermano y la madre dijeron conocer ol agente 
"porque es un vecino de la zona". Amigos y vecinos del ¡oven también afir­
maron que el agente de la policía bonaerense se desempeño en lo Brigada 
de Investigaciones de la Matanza y que "siempre anda matoneando por el 
barrio".

▲ Josó Luís Vallejos. Rosario, provincia de Santa Fe
El 10 de agosto, José Luis Vallejos, de 17 años, volvía de su trabajo y pasó 

por la casa de su padre, en Villa Banana. Estuvieron allí un tiempo y, luego, el 
¡oven se dirigió a la casa donde vivió con su hermana. Nunca llegó a su hogar. 
Los vecinos declararon quejóse Luis fue "fusilado" por la policio, luego de perse­
guirlo y acorralarlo.

lo versión policial afirma que se trotó de un enfrentamiento. Al lado del cadá­
ver apareció un arma calibre 38. La hermana de José Luis declaró, en coinciden­
cia con numerosos testigos, que o altos horas de la noche, escuchó un tiroteo, 
outos de la policía y más larde una ombuloncio. Un vecino declaró que estaba 
durmiendo cuando escuchó disparos de ametralladora. Luego la policía pateó la 
puerta de su casilla y lo hicieron salir, pora que sea testigo de la muerte del 
¡oven. Pese a ello, declaró o los medios y a la familia, que Vcllejos fue fusilado. 
El hombre, por temor, solicitó reserva de su nombre.
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La familia afirma que, si bien José Luis tenia un cuchillo, para defenderse de 
posibles osollos, nunca tuvo un arma. Sus hermanos, llatí y Carlos declararon 
que el ¡oven no tenía antecedentes, nunca había estado preso y ni siquiera había 
sido detenido alguna vez por averiguación de antecedentes o en uno razzia, das 
formas usuales de delener a las jóvenes.

A Hugo Alejandro Gómez Romagnoli. Chacras de Coria, provincia 
de Mendoza

El 31 de agosto de 1996, a la madrugada, Hugo Alejandro Gómez Romagnoli, 
de 28 años e instructor de esquí, regresoba en auto a su casa en Chacras de 
Coria, barrio residencial de la ciudad de Mendoza, donde vivía con su madre. 
Al pasar frente a un control vehicular policial, no acató la orden de alto y prosi­
guió la marcha. Fue entonces perseguido por los agentes, quienes, al poco tiem­
po, sumaron seis patrulleros y un móvil sin identificación, y comenzaron a efec­
tuar disparas contra el cache del ¡oven. Uno de losdisparos impacto en la luneta 
trasera del automóvil y perforó el pulmón izquierdo de Hugo Alejandro provo­
cándole lo muerte por hemorragia. El cadáver fue sacodo del auto por los poli­
cías y arrastrado por el pavimento. Lo despojaron de los pantalones y calzonci­
llos dejándolo medio desnudo, y robaron la campera que llevabo puesta. El 
cuerpo fue encontrado cinco horas más tarde por vecinos de la zona. La familia 
fue avisada del hecho doce horas después de ocurrido.

Lo primera versión policia l sostuvo que se hablo tratodo de un 
enfrentamiento y osí lo informaron los medios de comunicación por la maña­
ne. La policía dejó un arma calibre 38 en el lugar para adjudicársela ol 
¡oven, pero las pericias demostraron que estaba en desuso desde hacía tiem­
po y que nunca le perteneció.

A Aníbal Rodolfo Pellegrino. Provincia da Santa fe
El 6 de septiembre Aníhal regresó de su trabajo en uno fábrica de implemen­

tos oyiícolas y después de descansar unas horas salió con su motocicleta. Nunca 
más se lo volvió o ver hosta que el 17 del mismo mes, su cadáver fue rescatado, 
casi ¡'reconocible, del río Carcorañó. Las pericias forenses determinaron que 
había muerto hado ya varios días, de un balozo en la cabeza y que presentaba 
además fractura de costillas, el maxilar roto y numerosas contusiones en la cara.
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A portir de los investigaciones Judiciales llevada a cabo por la jueza Silvia Susa­
na Nogueras, fueron detenidos el policía Dorio Olsen y su esposa, Sandro 
Martínez, Se supone que el móvil de su osesinoto puede haber sido el robo de su 
motocicleta.

A Raúl Flacha. Armstrong, provincia do Santa Fe
El ó de septiembre Raúl, de Al años, vendedor ombulante, ibo a encentrarse 

con uno de sus hermanos en Armstrong, un pueblo a 90 kilómetros de Rosario, El 
oficial Vcllejos, y los suboficiales Elias, Díaz y Campos lo arrestaron supuestamente 
por ebriedad y falta de permiso habilitante de vendedor ambulante. Una vez en 
sede policial lo sometieron a un duro castigo que terminó causándole la muerte.

Su hermano lo esperó varias horas en vano. Finalmente decidió hacer la 
denuncia por desaparición, Dos días después de su desaparición, un trabajador 
de ia zona avistó el cuerpo de Raúl, que fue encontrado o orillas de un arroyo en 
la ciudad de Arequito, a 35 kilómetros de Armstrong, con los pies atados con 
una soga a la que se unión varios ladrillos.

La autopsia determinó que Raúl recibió varios golpes antes de morir, que sufrió 
un intento de ahorcamiento y que luego fue arrojado o las aguas. De acuerda a la 
investigación judicial la hipótesis que se maneja es que fue golpeada luego de ser 
apresado y que, al morir, sus asesinos pretendieron simular un ahorcamiento.

A Guillermo Jack. Villa Lugano, ciudad de Buenos Aires
El 22 de septiembre por la madrugada, Guillermo, de 27 años, corredor de 

automóviles se trasladaba en su auto por el barrio de Villa Lugano. En una esqui­
no fue interceptado por un vehículo sin identificación de la comisaría 52® en el 
que viajaban dos ogentes, y desde donde se produjeron varios disparos hacia el 
auto de Guillermo. Uno de los disparos ímpacló en la cabeza del joven, que 
luego de una se mona de agonía murió.

La versión policial asegura que se trató de un enfrentamiento. La familia de 
Guillermo en cambio sostiene que se trata de un caso más de "gatillo fácil", "el 
no llevaba armas y no tenía enemigos" aseguró su hermano Horacio, "lo venían 
siguiendo desde Flores y en el hecho también participó un patrullero de la comi­
saria 3ó6" sostuvo.
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▲ Joven mujer. Ciudad de Córdoba, provincia de Córdoba
Uno ¡oven mujer, de 26 oños cuya identidad no trascendió-se había citado 

con su novio en los cercanías de una discoteca del centro de la ciudad de Córdo­
ba a las 3;30 bs de la madrugado. A esa hora, caminó hacia la esquina acorda­
da para esperarlo. El ¡oven llegó en su automóvil unos minutos más tarde y la 
mujer subió al vehículo en el que se quedaron conversando por unos minutos.

Un patrullero del comando rad i oeléctrico de la Policía de Córdoba se acercó al 
automóvil y desde el mismo, los policios le indicaron al ¡oven que bajara la ventani­
lla. El muchacho obedeció, pero los policías comenzaron o gritarles de tal modo, 
que lo ¡oven bajó del automóvil para mostrarles sus documentas de identidad.

Uro vez fuero del automóvil uno de los policios agarró de los pelos a lo mujer 
y la empujó ol interior del patrullero. El móvil aceleró, y el ¡oven los perdió de 
vista; tros lo cual decidió trasladarse a la comisario 1', hacer la denuncia y 
quedarse allí a esperar.

La joven mujer, que no pudo precisar o qué lugar lo llevaron, contó que el 
patrullero se detuvo en un descampado. Ella hobío sido trasladada en el asiento 
trasero, donde la desnudaron. Luego, la obligaron a pasar al asiento de adelan­
te, donde la violaron repetidos veces mientras le exigían que les dijese "si me 
gustaba; y como yo no respondía, me pusieron un caño de revólver en lo boca e 
hicieron un ruido con el arma como si gotilloran, y después me lo introdujeron en 
la vagina e hicieron lo mismo".

Cuando la dejaron le advirtieron que "tenía que estar a las 7 de leí mañana 
on el mismo lugar" en que la habían secuestrado, "porque si no, sos boleta"; y 
reforzaron lo amenaza diciéndole "nosotros actuamos con compañeros que son 
nuestros amigos". Un taxista lo encontró, a los ó de la moñona, solo y perdida, 
a unos dos kilómetros del lugar en que fue secuestrada.

A través de la descripción que la joven hizo de sus captores, éstos fueron 
identificados y detenidos; se troto del agente Edgar Rodríguez y el oficial ayu­
dante Mórcelo Eguren, quienes están procesados por privación ilegal de lo liber­
tad calificada y violación calificada.

A  Elida Páez de Fitipaldi. Ciudad de Córdoba, provincia de Córdoba
El 29 de septiembre luego de un partido de fútbol en la ciudad de Córdoba 

se generó una gresca entre grupos de simpatizantes de los equipos y lo policio
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cordobesa que concluyó con el violento arresto de un grupo de jóvenes. La ma­
dre de uno de ellos, Elida, al ver que un policía apuntaba al pecho de su hijo de 
15 anos, le gritó "a él no, mótame a mí", tras lo cual el uniformado bajó el arma 
y le disparó tres veces en las piernas.

Parientes de ia mujer, testigos del hecho, denunciaron hober sido amedrenta­
dos "por efectivos, entre ellos el subjefe de la policía provincial, comisario mayor 
Mario Lascano para que no se presentara ninguna denuncia, ni se diera cuenta
o ia prensa". No hubo ante el hecho ninguna información policial.

A. Hilario José M edina, Erminio y  Marcos Benitez. Barrio Yapeyú, 
provincia de Corrientes

El 3 de noviembre Erminio Benítez, un electricista del barrio Yapeyú, y su hijo 
Marcos, estudiante, de 18 años; mientras estaban tomando una cerveza en la 
puerta de su casa presenciaron el momento en que dos policías, inspectores de 
tránsito, hacían un acta de infracción o una joven motociclista. Los inspectores, 
molestos por su presencio, les ordenoron que se alejaran del lugar. Los Benítez 
obedecieron y se trasladaron al jardín de su casa. Una ver allí, armas en mano, 
los policios -que habion pedido refuerzo a varios móviles- les ordenaron que 
salieran a la calle porque "querían hablar con ellos".

Marcos salió a la vereda y allí fue reducido por unos cinco policías y uno de 
los inspectores, quienes lo esposoron, lo golpearon con una pistola en la cabeza 
y lo metieron por la tuerza en una camioneta de la policio. Erminio, el padre de 
Marcos, salió en su defensa y también él fue atacado. Lo tiraron ol suelo, lo 
patearon, le pegaron culatazos, lo insultaron y le opoyaron una pistola en lo 
cabeza mientras le decían que lo iban a matar. En ese momento se acercó Hilario 
Medina, un vecino de 54 años, que trató de interponerse. A él también la gol­
pearon mientras pedía clemencia y alegaba hober sido operado recientemente.

La versión policial sostuvo que se trotó de un hecho de "represión a personas que 
se encontraban en estado de ebriedad y habían insultado a los agentes de tránsito". 
Los tres hombres estuvieron detenidos por un período de cuatro horas, el motivo 
alegado por la agencia policial fue "contravención", tal como consta oficialmente

Las víctimas y numerosos testigos declararon que del operativo participaron 
casi cuarenta policías que llegaron al lugar en motos y patrulleros además de los 
dos agentes afectados a las tareas de control de tránsito.
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A W alter Sanabria. Quilmas, gran Buenos Arres
£1 ó de diciembre tres jóvenes amigos, Walter Sanabria, de 18 años, Héctor 

Miguel Pozo, de 19, y un tercero de 17 años estaban en una esquina c'e su 
borrio conversando cuando de una palrulia policial sin identificación descendie­
ron armados dos funcionarios policiales sin uniforme. Los jóvenes asustados al 
ver a dos hombres armados comenzaron a correr. Los funcionarios policiales 
abrieron fuego y Wclter coyó herido de un tiro en la espalda.

Ninguno de los tres jóvenes estaba armado. Los ouloridodes de la jefatura de 
policía ocultaron el hecho. Walter Fue internado de gravedad con un proyectil en 
la región sacrolumbor. Los suboficiales fueron detenidos.

A Lorena Lopenzino. San Justo, gran Buenos Aires
En lo noche del 10 de diciembre Lorena estaba junto a su novio cuando cayó 

victimo de un disporo mortal El cabo 2° de lo marina, Andrés Velózquez, ha­
biendo visto que robaban su bicicleta salió a la carrera y comenzó a perseguir, 
disparando hacia el arrebatador. Uno de las balas alcanzó o Lorena que murió 
minutos después de ser hasladoda al hospital. El suboficial quedó detenido.
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Estadísticas de violencia policial - 1996

En este apartado exponemos las estadísticas de casos de violencia polic'al, 
ocurridas curante el añol 996, así como una serie de cuadros comparativos de 
años anteriores. La presentación de estos datos pretende dar cuenta ae la magni­
tud y dimensiones del problema.

La fuente de datos que se ha utilizado son las crónicas policiales aparecidas 
en los periódicos de mayor circulación en el poís: Clarín, Lo Nación, Página 12 
y Crónica. Somos concientes que estos datos primorios son ilustrativos pero no 
exhaustivos. Ello así porque la publicidad de este tipo de hechos está sujeta o 
una serie imponderable de circunstancias, típicas de las rutinas periodísticas’

Sí elaboramos las estadísticas en base a estas fuentes es porque no existe en 
la Argentina otro forma de dor cuenta cuantitativamente del problema. Supone­
mos que los fuerzas policiales tienen datos acerca del número de victimas resul­
tados de enfrentamientos, pero estos datos no están a disposición del público ni 
son publicados periódicamente. Prueba de ello es un recurso de amparo, inter­
puesto por el Centro de Estudios Legales y Sociales, a fin de obtener información 
estadística de la Policía Federal, que fuera solicitada por las vías burocráticas 
correspondientes y nunca obtenida1 2.

Este tipo de datos no puede tampoco rastrearse a través de estadísticos de 
causas radicadas en los juzgados. Los tribunales no cuentan con sistemas centra­
lizados.

Las noticias de la crónico policial se clasifican diariamente en una base de 
datos y se conservan los copias en carpetas. Se trota siempre de información de 
conocimiento público.

Los crónicos son clasificadas según una tipología que contempla 1) Muertes y 
lesiones por brutalidad policial; 2) Muertes y lesiones en comisarios y dependen­

1 Conviene no olvidar que la lógica de la exhibición de crónicas policiales en los periódi­
cos está sujeto a una serie de variables que poco tienen que ver con lo dimensión cotidiana 
de la violencia policial. Que el número de hechos varié de un mes a otro, puede deberse a 
la aparición de un caso criminal pasional que ocupa la atención del público o la realiza­
ción de eventos deportivos importantes que restan espacio a la crónica polickil
2 La justicia falló a favor del CELS, pero, pese a ello, y en una causa que aún está en 
trámite, lo información girada es limitada y no corresponde a lo efectivamente solicitado.
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cias de las fuerzas de seguridad; 3] Uso particular de lo fuerza de porte de 
oficiales y agentes armados; 4] Negligencia, A su vez, en cada caso se consigna 
el lugar y fecha de ocurrencio, la agencio interveniente, si el agente estaba 
cumpliendo funciones o estaba franco de servicio; característicos de las víctimas 
y una serie de datos relativos a lo circunstancias precisos del hecho, motivacio­
nes, intervención judicial y ponderación periodística. Todos estos datos permiten, 
al ser cruzados, analizar constantes y patrones de ocurrencia.

Las series de cuodros han sida organizadas en cinco grandes items. En pri­
mer lugar se exponen la cantidad de víctimas de la violencia policial, según área 
geográfica. Ello da un panorama general de la actuación de las policios en 3U 
jurisdicción específica

La segundo serie está ordenada según lo actuación de cada agencio, inde­
pendientemente de su zona de jurisdicción.

La tercera serie avanzo sobre uno caracterización de las víctimas civiles, 
discriminándolas por sexo y edad. Se desagregan aquellos casos de personas 
ajenas al hecho que ocasionó la represión violenta -terceros-.

La cuarto serie discrimina las víctimas según el tipo de hecho que causó su 
muerte o lesión grave. Ellos son,

Brutalidad policial; se trota de enfrentamientos en los que, según la versión 
policial, ambas parles están armadas. Esta situación es muy difícil de comprobar 
ya que es lo versión policioI lo que aquí se sostiene. En lo gran mayoría de los 
casos se trata de ejecuciones y usos excesivos de lo fuerza Estos últimos son robos 
y hurtos de menor cuantía; osaltas a los policías cuando están francos de servicio; 
actuaciones policioles donde la causa esgrimida ha sido sólo la presencio de 
persoras "sospechosas" y pedidos de identificación. No se han incluido en estos 
casos los osoltos perpetrados por grupos comandos o fuertemente armados.

Bajo custodia: son bs muertes y lesiones ocasionadas a b  víctima cuando ésta 
se encuentra detenida. Son, generalmente, el resultado de tortura y apremios ilegales.

Uso particular de la fuerza: se trata de aquellos hechos en el que el 
funcionario no actúa en ejercicio de sus funciones, ni vistiendo el uniforme y as 
¡rsignias de la institución. Las muertes y lesiones ocasionadas son resultado de 
conflictos particulares entre el róncionario y un contendiente ocasional. Pueden 
ser presentados como enfrentamientos, pero el funcionario actúa defendiendo 
intereses o bienes personales.
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Negligencia; son muertes o lesiones producidas por impericia o impruden­
cia de agentes en sus (unciones o inobservancia de los reglamenlos a de lo* 
deberes c su cargo sin intención de cometer delito.

Por último, la quinta serie presenta las cifras de la violencia policial de los 
últimos cuatro años,

Serie I. Total de víctimas por mes según lugar de 
ocurrencia del hecho

Esta primer serie de cuadros presenta e- total mensual de vfctimos civiles y de 
las fuerzas d9 seguridad muertas y heridas, por áreo geográfica.

1.1. Ciudad de Buenos Aires. Total de victimas por mes

Mes Civiles
Muertos

Civiles
Heridos

Agentes
Muertos

Agentes
Heridos

Total

Enero 5 9 0 2 16

Febrero 5 2 1 2 10

Marzo 3 3 1 2 9

Abril 3 2 1 4 10

Mayo 7 8 1 3 19

Junio 8 2 1 1 12

Julio 4 4 3 ó 17

Agosto 4 10 0 2 16

Septiembre 4 6 0 4 14

Octubre 0 1 0 3 4

Noviembre 3 6 1 2 12

Diciembre 6 6 1 2 15

Total 52 59 10 33 154
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1.1.1. Ciudad de Buenos Aires. Total de víctimas

Total de víctimas civiles 111 72%

Total de víctimas agencia 43 28%

Total 153 100%

1.2. Gran Buenos Aires., Total de víctimas por mes

Mes Civiles Civiles Agentes Agentes Totales
Muertos Heridos Muertos Heridos

Enero 7 12 2 4 25

Febrero 16 ó 4 4 30

Marro 14 15 1 4 34

Abril ó 9 3 6 2ó

Moyo 10 11 2 7 30

Junio 7 2 4 7 20

Julio 14 5 7 $ 31

Agosto 7 13 3 ó 29

Septiembre 4 2 3 5 14

Octubre 7 13 7 12 39

Noviembre 13 8 4 7 32

Diciembre 10 ó 5 2 23

Total 115 102 45 71 333
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1.2.1. Gran Buenos Aires. Total de víctimas

Total de víctimas civiles 217 65%

Total de víctimas agencia l i ó 35%

Total 333 100%

1.3. Ciudad de Buenos Aires y  Gran Buenos Aíres. Total de víctimas

Total de víctimas civiles 328 67%

Total de víctimas agencia 159 33%

Total 487 100%

Como puede observarse, tanto en lo ciudad de Buenos Aires como en el gran 
Buenos Aires, la mayor concentración de casos se encuentra en la categoría 
"civiles". En lo que se refiere a ellas, se encuentro un porcentaje sensiblemente 
mayor de víctimas civiles que han resultado muertas, antes que heridas, por las 
fuerzas policiales y de seguridad.

En el coso de los funcionarios víctimas, la mayor concentración de casos se 
encuentra en la categoría "heridos" con porcentajes del 76% en la ciudad de 
Buenos Aires y del 61 % en el gran Buenos Aires.

Sí sumamos la cantidad de víctimas civiles en ambas jurisdicciones lo cifra 
llega a 328 personas. Casi una persona por día es víctima de la brutalidad 
policial.

Un número considerable de estos hechos, son de menor cuantía; no obstante, 
el uso de la fuerza armada provoca un número importante de victimas entre los 
policías. Si consideramos la cifra total de personas expuestos o muertes y lesio­
nes, sean civiles o agentes, ésta llego, en ombas áreas geográficas a 487 perso­
nes (1.3 por día)
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Serie II. Víctimas civiles según agencia participante

II. ] . Ciudad de Buenos Aires. Victimas civiles por agencia participante

Agencia Participante Muerto Herido Total %

Policía Federal 48 56 J 04 93 .7

Ejército 1 0 i 0.9

Gendarmería 0 2 2 1.8 .

Servicio Penitenciario Federal 2 0 2 1.8

Agencias Privadas 1 1 2 1.8

Total 52 59 111 100

E) territorio de (a ciudod de Buenos Aíres es zono de jurisdicción de la Policio 
Federal. En el presente cuadro puede observarse que, en casi la totalidad de los 
casos (93.7%) la brutolidad policial es responsabilidad de la Policía Federal. Se 
observa sin embargo, ounque de manera poco significativa, lo participación de 
otros agencias, entre las cuales se consignan ¡as agencias de seguridad privadas 
(cercana a un 2% de los hechos).

70 A



Cenlro de Estudios Legales y Sociales A  Informe Anual 1996

11.2. Gran Buenos Aires. Victimas civiles por agencia participante

Agencia Participante Muerto hiendo Total %

Policía Bonaerense 86 87 T 73 7 9 .7

Policio Federal 19 11 30 13.8

Ejército 1 0 1 0.5

Gendarmería 1 0 1 0.5

Marina 1 0 1 0.5

Prefectura 2 1 3 1.4

Servicio Penitenciario Federal 2 1 3 1.4

Agencias Privadas 3 2 5 2.3

Total 115 102 217 100

En el gran Buenos Aires, lo responsabilidad sobre casi el 80% de los casos 
de violencia policial, es de la Policía Bonaerense. Del total de personas muertos 
en el gran Buenos Aires, el 75% lo fue en manos de esta misma policio. Sin 
embargo se destaca de manera significativa la participación de persono! de la 
Policía Federal. Así, puede observarse que el 13.8% de los muertos y heridos, en 
esta jurisdicción, es responsabilidad de miembros de la Policía Federal, mientras 
que su responsabilidad en las muertes por brutalidad policial en el gran Buenos 
Aires asciende al 17%. Como se verá en cuadros subsiguientes, la actuación 
represiva violenta protagonizada por lo Policía Federal, fuera de su jurisdicción 
específica, ha sido en su mayoría resultado de la acción de funcionarios policiales 
que octuoron de franco de servicio.

En los cuadros siguientes se presenta la distribución de hechos de violencia 
policial, con su resultado de víctimas civiles muertos y heridos, discriminados por 
agencia policial responsable de los mismos. Asimismo se consigna el carácter 
que revestían los funcionarios al momento del hecho y el grado de los funciona­
rios participantes.
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A  Policía Federal

11.3. Total de victimas civiles en hechas protagonizados por personal 
de la Policía Federal

Lugar Muerto Herido Total

En ciudad de Buenos Aires 48 5ó 104

En gran Buenos Aires 19 n 30

Total 67 67 134

11.4. Carácter que revestían los funcionarios en el momento del hecho

Carácter Muerto Herido Total

En servicio 33 39 72

De franco 29 21 50

Custodio 2 2 4

Retirada 3 2 5

Tareas Adicionales 0 3 3

Total 67 67 134

Casi un 50% de las víctimas fueron muertas por personal de franco y más del 
50% por persono! que no estaba en servicio activo (actuando como custodio, en 
tareas adicionales o en situación de retiro).

Porcentajes similores aparecer en el caso de personas heridas por policías.
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11-5 Civiles muertos par funcionarios de la Policía Federal, según 
grado y  carácter que revestían

En c iudad de Buenos Aires

Del toral de 48 vícti 
el grada de! victimario

¡mas civiles muertas, en 28 casos tos periódicos consignan

Grado En servicio De franco Custodio Total

Suboficiales 4 4 0 8

Oficiales 10 n 2 20

Total 14/50%; 12 ¡43%) 2/7%; 28 (100%)

En g ra n  Buenos A ires

Grado En servicio De franco Retirado Total

Suboficiales 0 15 3 18

Oficiales 0 ! 0 1

Total o /o%; 16 (84%) 3  (16%) 19 (100%)

El personal de la Policía Federal, fuera de su jurisdicción específica, demues­
tre un alto índice de actuación represiva violenta. Estos hechos son protagoniza­
dos por suboficiales franco de servido.

En su jurisdicción, en cambio, el mayor número de victimarios - de los que se 
tiene datos- son oficiales actuando en servicio. Aún asf, el porcentaje de oficiales 
que actúan de franco es significativo (50% del total de oficiales cuyas acciones 
resultan en muertes].

A  73



Capítulo I I A  Violencia institucional, seguridad ciudadana...

A  Policía Bonaerense

íl.6 Total de víctimas civiles en hechos protagonizados por personal 
de la Policía Bonaerense

Muerto Herido Total

En Gron Buenos Aires5 86 87 173

11.7. Carácter que revestían los funcionarios en el momento del hecho

Carácter Muerto Herido Total

En servicio 62 61 123

De franco 19 20 39

Custodio 3 4 7

Retirado 0 1 1

Toreas Adicionales 2 1 3

Total 86 87 173

En un 71% de los casos las víctimas civiles fueron muertos o heridas por 
funcionarios policiales en servicio. 5e destaca un 23% de la totalidad de los 
Hechos, que han sido protagonizados por personol en franco de servicio, la 
misma tendencia se observa tanto en víctimas civiles muertas como heridas.

3 No se registran casos de violencia policial con participación de funcionarios de la Poli­
cía Bonaerense en lo ciudad de Buenos Aires.
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11.8. Civiles muertos por funcionarios da la Policía Bonaerense, según 
grado y  carácter que revestían

De los 86 casos de civiles muertos por lo policio bonaerense en el gran 
Buenos Aires, en 42 casos los periódicos consignan el grado de los policías 
intervinienles.

Grada En Da Custodio Tareas Total
servicio franco Adíe.

Suboficiales> ó 14 3 2 25

Oficiales 13 4 0 0 17

Totales 19  ¡45%) 1 8 {43%) 3 17%) 2 (5%) 42 (100%)

Es notable observar cue en los casos consignados, los hechos aparecen pro 
‘agonizados en proporciones similares por persono! en servicio y en franco de 
servicio (45% y 43% respectivamente). Sin embargo, los hechos ocurridos cuan­
do los ;uncionarios políciolos estaban de franco de servicio, han sido protagoni­
zados, en su mayoría por suboficiales; relación que se invierte en el caso de la 
oficialidad.
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A  Policías Federal y Bonaerense

11.9. Civiles muertos en ciudad de Buenos Aires y gran Buenos Aires 
por las policios Federal y Bonaerense según carácter del funcionario

Agencia En De
franco

Custodio Tareas
Adíe.

Retirado Total

Policía 33 29 2 0 3 67
Federal (22%) (19%) (1.3%) (C%) (2%) (44%)

Policio 62 19 3 2 0 86
Bonaerense (40%) (12.4%) (2%) (1.3%) (0%) (56%)

Total 95 48 5 2 3 153
% 62% 32% 3% 7% 2% 100

De lo totalidad de muertes producidas por la violencia policial, sólc un 62% 
(ue el resultado de occiones de policías en ejercicio de sus (unciones específicas.

Si sumamos los agentes que ochjaron de (raneo, como custodios o en su 
carácter de retirados, casi un 40% del accionar violento de las policías (ue prota­
gonizado por personal que actuaba por fuera de cualquier control jurisdiccional.

Comparemos estos datos con el número de policías muertos y heridos
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11.10. Agentes de lq Policía Federal muertos en ciudad de Buenos 
Aires y gran Buenos Aires según carácter que revestían

Carácter Muerto 
en CBA

Muerto 
en GBA

Total %

En servicio 4 0 4 19

De franco 3 7 10 48

Custodio 1 2 3 14

Retirado 1 2 3 U

Toreas Adicionales 0 1 1 5

Total 9  ¡43%} 12 ¡57%) 21 ¡100%) 100

11.1 1. Agentes de la Policía Federal heridos en ciudad de Buenos 
Aires y gran Buenos Arres según carácter que revestían

Carácter Herido 
en CBA

Herido 
en GBA

Total %

En servicio 14 0 14 31

De franco 10 11 21 47

Custodio 2 0 2 4

Retirada 2 5 7 16

Tareas Adicionales 1 0 1 2

Totaf 29 (64%) 16 (36%) 45 ¡100%) 100

El mayor porcentaje de policios muertos o heridos, se encuentra entre aque­
llos que actuaron estando de franco (48% y 47% respectivamente)

El mayor número de policías muertos, lo fueron en el gran Buenos Aires 
-fuera del área de jurisdicción especifica-.
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11.12. Agentes de la Policía Bonaerense muertos y  heridos en gran  
Buenos Aires según carácter que revestían

Carácter Muerto % Muerto Herido % Herido Total

En servicio 8 10 29 36.2 37

De Franco 12 IJ 17 21.2 29

Custodio 4 5 3 3.7 7

Retirado 3 3.7 1 J.3 4

Toreos odie. 2 2.6 0 0 2

Custodio privado 0 0 1 1.3 1

Total 29 36.3 51 63.7 80 flOO%J

Las funcionarios muertos de la Policio Bonaerense son, en un gran porcenta­
je, ogentes que actuaron franco de servicio.

Serie III. Caracterización de las víctimas civiles

III. 1. Civiles muertos y heridos por sexo. Ciudad de Buenos Aires

Estado Mujeres % Varones % Total % Total

Muertos 3 2.7 49 44.1 52 46.8

Heridos 8 7.2 51 46 59 53.2

Total 11 9.9 100 90.1 111 100
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111.2. Civiles muertos y  heridos por sexo. Gran Buenos Aíres

Estado Mujeres % Varones % Total % Total

Muertos ó 2.8 109 50.2 115 53

Heridos 11 5 89 41 100 46

Torturados 1 0.5 1 0.5 2 1

Total 18 8.3 199 91.7 217 100

Los dotes nos indican que tanto en ia ciudad de Buenos Aires como en el gran 
Buenos Aires, la mayor concentración de casos corresponde al sexo masculino, 
se trote de victimes muertas como heridas.

III.3. Civiles muertos y heridos por grupos de edad. Ciudad de Buenos 
Aires

Grupos de edad Muertos Heridos Total % Total

Hasta 1 2 años 2 0 2 1.8

13- 18 años 1 5 ó 5.4

19-24 años 3 3 ó 5.4

25 - 30 años 9 2 11 9.9

31 y más años ó 6 12 !0.8

Sin. datos 31 43 74 66.7

Total 52 59 111 100

A  79



Capitulo NI A  Violencia institucional, seguridad ciudadana...

lli.4 . Civiles muertos 
Aires

y  heridos por grupos de edad. Gran Buenos

Grupos de edad Muertos Heridos Total % Total

Hasta 12 oños 2 3 5 2.3

13 - 13 años 11 9 20 9.2

1 9 -24  años 20 19 39 IB

25 - 30 años 11 9 20 9.2

31 y más años 1ó 7 23 10.6

Sin datos 55 55 110 50.7

Total 115 102 217 roo

Tanto en ¡os casos ocurridos en lo ciudad de Buenos Aires como en el gran 
Buenos Aires, es muy alto el porcentaje en que no aparece la edad de los vícti­
mas (ó7 y 51 % respectivamente).

En la ciudad de Buenos Aires, en los casos en que se consignan los dotos, la 
mayor franja de víctimas corresponde a aquellos que tienen entre 25 y mós de 
31 cños. El mayor número de muertos corresponde a la franja entre 25 y 30

En el gran Buenos Aires, en cambio, este porcentaje corresponde al grupo de 
edad entre 1 9 y 24 años.
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IU.5. Terceros muertos y heridos por sexo. Ciudad de Buenos Aires

Sexo Muertos Heridos Total

Mujeres 1 6 6

Varones 2 6 8

Total 3 11 14

III.6. Terceros muertos y heridos por agencia participante. Ciudad 
de Buenos Aires

Agencia Participante Muertos Heridos Total

Policía Federal 2 11 13

Ejército 1 0 1

Total 3 11 14

En la ciudad de Buenos Aires, sobre 1 I 1 victimas civiles muertas y heridas el 
13% son terceros

El 87% restante son personas que han sido definidas por las fuerzas de segu­
ridad como "sospechosos", sin embargo, ello no significa que lo sean. El caso de 
Humberto Carrizo y Alejandro Mírabete, entre muchos otros, se encuentran en 
este porcentaje.
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JII.7. Terceros muertos y  hondos por sexo. Gran Buenos Aires

Sexo Muertos Heridos Total

Mujeres 5 8 13

Varones 4 10 14

Total 9 18 27

II 1.8. Terceros muertos y  heridos por agencia participante. Gran 
Buenos Aires

Agencia Participante Muertos Heridos Total

Policía Bonaerense 8 15 23

Policía Federal 0 3 3

Marina 1 0 1

Total 9 18 27

Sobre 217 victimas civiles muertas y heridas, el 12% son terceros 
El 88% restante son personos que han sido definidas por los fuerzas de segu­

ridad como "sospechosos", sin embargo ello no significa que necesariamente lo 
sean. El coso de Cristian Campos y el señor Roldan, entre muchos otros, se 
encuentra en es*e porcentaje.
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Serie IV. Víctimas civiles de la violencia policial por 
tipo de hecho

IV. 1. Civiles muertos y  heridos por tipo de hecho. Ciudad de Buenos 
Aires

Tipo de hecho Muerto Herido Total %

Brutalidad policial 46 57 103 92.8

Uso particular de lo fuerza 2 2 4 3.6

Bajo custodia 1 0 1 0.9

Negligencia 3 0 3 2.7

Total 52 59 n i TOO

IV.2. Civiles muertos y heridos por tipo de hecho. Gran Buenos Aires

Tipo de hecho Muerto Herido Total %

Brutalidad policial 102 94 196 90.3

Uso particular de la fuerza 9 4 13 6

Bajo custodia 3 4 7 3.2

Negligencia t 0 1 0.5

Total 115 102 217 TOO

Tanto en lo ciudad de Buenos Aires como en el gran Buenos Aires, los hechos 
de violencia polidol se concentran en el tipo "brutalidad policial" (con un 93% y 
un 90% respectivamente]. En el gran Buenos Aires, este tipo de hechos tiene per 
resultado, en más de la mitad de los casos ¡52%), victimas civiles muertas. Este 
tipo de hecho, refiere en su gran mayoría a ejecuciones y  usos excesivos de ia
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tuerza, y nos indica una tendencia importante, por parte de los funcionarios 
policiales, al empleo de lo represión violenta como modalidad estandarizada de 
su ocáonar.

Serie V. Serie estadísticas comparativas años 1993/ 
1996

En esta última serie de cuadros presentamos agrupados los datos acerca de 
victimas, civiles y de los agencias policiales, muertos y heridas en los últimos 
cuatro años.

V.1 Total de civiles muertos y heridos por la violencia policial

Ciudad de Buenos Aires y gran Buenos Aires

Año 1993 1994 1995 1996 Total

Civiles muertos y heridos 278 310 239 328 1205

Porcentajes 23% 26% 24% 27% 100%

V.2 Total de funcionarios muertos y  heridos en enfrentamientos

Ciudad de Buenos Aires y gran Buenos Aires

Año 1993 1994 1995 1996 Total

Funcionarios muertos y heridos 82 117 85 159 443

Porcentajes 18% 26% 19% 37% 100%
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V. 3. Total de terceros muertos y  heridos en enfrentamientos 

C iudad de Buenos Aires y gra n  Buenos Aires

Año 1993 1994 1995 1996 Total

Civiles muertos 7 9 8 12 3ó

Civiles heridos 19 28 9 29 85

Tota] 26 3 7 17 41 121

En 1996 el total de víctimas es superior al de los años anteriores.
Del total de victimas muertas y heridos, en el 70% de los cosos se trota de

Se observa como tendencia preocupante en el incremento de personos que 
mueren o resultan heridos ol quedar atrapados en fuegos cruzados. Esta cifra 
asciende a más del 10% del totol de víctimas civiles de los últimos cuatro oños, y 
pone de manifiesto no sólo el despliegue excesivo de fuerza en la acción repre 
siva, sino la mañero indiscriminada en que se hace uso de la misma.
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Hl«2. Notas sobre la corrupción policial y  
cronología de hechos - 1996

M aría Victoria Pita

La corrupción policial

Durante 1996 simultáneamente con la ocurrencia de casos de violencia policial, 
otro tipo de hechos en los que aparece involucrada 'a cgencia policial comenzó 
a cobrar notoriedad y amplia difusán pública.

Así, se conocieren cosos tales como el de lo "corrupción policial de Campo- 
no", en la localidad dei mismo nombre, en lo provincia de Buenos Aires, denun­
ciado en ei mes de abril por los Colegios de Abogados de San Isidro y de 
Corrpono, quienes señalan que existen comisarios bonaerenses en las que o 
cambio una "comisión" larifada por tipo de accidente de tránsito se recluton 
clientes para estudios jurídicos; o e! que hado fines de julio del mismo año se 
conoció como el caso de los "narcopolidas", a raíz del cjal la cúpula de !a 
División Narcotráfico Zona Sur de Qui ntes, de la Policía de lo provincia de 
Buenos Aires, ‘ue pasodo a disponibilidad por estar involucrado en acciones de 
narcotráfico y enriquecimiento ilícito. Asimismo, se conoció con más detalle la 
trama que involucra a miembros de lo policía bonoerense en el ataque terrorista 
a la Asociación de Mutuales Israelitas de la Argentina. Ei comisa'io Ribeili, uno 
de los implicados en este caso, oparece también como encubridor de la fuga del 
suboficial Marcos Rodríguez, quien aún estando en disponíbilidud preventivo, 
actjó en el hecho ocurrido en enero de 1994, que dio en llamarse la "Masacre 
de Wílde". Yo sobre fines del año el denominado caso Coppola posó de ser el 
caso de un corocido miembro de la farándula involucrado en actividades ilíci'as 
vinculadas al tráfico y consumo de drogas, a convertirse en el muestrario de una 
larga lista ce irregu'aridades cometidas por funcionarios policiales que, ampara­
dos bajo la dudoso figura de "agente encubierto", cometieron delitos tales como 
folsif'caeión de pruebas y falso testimonio.

Estos hechos, que pueden ser comprendidos dentro de lo denominación ge­
nérico de "corrupción policial", fueron in crescendo en su difusión o lo largo del
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año; hasta adquirir finalmente el carácter de cuestión socio!mente problematizadu 
que se instaló en lo agenda pública o partir, fundamentalmente, de la difusión de 
las dimensiones de la participación y responsabilidades de la Policio Bonaeren­
se en el alentado a la Asociación de Mutuales Israelitas de la Argentina, que 
definieron la remoción de la cúpula de la fuerza.

La cuestión de la "corrupción policial", se refiere tanto a hechos que tienen 
por objeto obtener un beneficio económico ilegal a través de la utilización de la 
autoridad, influencia y control sobre ciertos procedimientos; como a cosos que, 
no necesariamente reportan utilidades económicas, sino que revelan metodologías 
empleadas por funcionarios policiales que pretenden ganar peso ante la "opi­
nión pública" y /o  ante las propias autoridades policiales. En estos casos se trato 
de la fabricación de delitos que aparecen luego como hechos "esclarecidos" por 
los mismos funcionarios que las produjeron, a modo de demostración de una 
pretendida eficacia y eficiencia en "la lucha contra la delincuencia"'.

Así, la corrupción policial incluye tanto aquellas prácticas que remiten a la 
apropiación de recursos públicos en provecho personal, como a toda una serie 
de abusos policiales típicos tales como, por ejemplo, la fabricación, acuitamiento 
a destrucción de pruebas; el uso de la brutalidad; el amedrentamiento de testi­
gos.

Es decir, el problemo no se centra en conductas individuales desviadas -lo 
tesis de la "manzana po d ridas ino  en una serie de prácticas institucionalizadas 
resultantes de la forma en que la estructura organizadonal se vincula con el 
poder político, produciendo una serie de condiciones para la corrupción, y gene­
rando así la producción y reproducción de una red de ¡¡egotismos. Desde esta 
perspectiva, la corrupción policial es entendida como la resultante de un modo 
particulor de estructurar el trabajo policial y de las condiciones sociales en que 
este se desarrolla1 2.

1 Este punto se encuentro desarrollado en el oportodo "El caso Airali' de este capítulo del 
presente informe. Lo cuestión es desarrollada también en Éru/audad policiol en Argentino , 
una publicación de próximo aparición que el equipo del progromo de trabajo 'Violencia 
Institucional, Seguridad Ciudodona y Derechos Humónos* del CELS produjera con el auspi­
cio de Human Rights Wolch/Americas.
2 Oliveiro, A. y Tiscornio, S. 1997. 'Estructura y prácticas de las policios en la Argentina, 
las redes de ilegalidad” en : Seminario sobre control democrático de los organismos de
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Existen, en la agencio policial, una serie de condiciones estructurales que 
favorecen la ocurrencia de hechos de corrupción. Entre ellas puede destacarse, 
la existencia de una estructura organizocionol militarizada y verticolizada lo cual 
se traduce en un modelo de esquemas de autoricad militar, con jerarquías rígi­
das y una modo lid a d de control interno sostenido en la autoridad y el poder 
antes que en la transparencia; y un régimen disciplinario que permíre de acuerdo 
a las reglamentaciones vigentes la posibilidad de excluir a quien disiente con 
procederes irregulares o ilícitos. También es destacable la existencia de activida­
des y procedimientos prevencionales, tales como las detenciones fundados en 
faltas contravencionales, o los detenciones por establecimiento de identidod. Es­
tas prácticas institucionalizadas, adoptadas a lo largo de los años por las poli­
cías, y que evidencian el uso y abuso de los facultades preventivas y represivos 
por la agencio policial se vinculan de manera directa con el ingreso de dinero. 
De entre los ilegalismos controlados por lo agencio policial, el juego clandestino 
y la prostitución aparecen como algunas de las más antiguas e importantes fuen­
tes de recursos.

Más aún. es sobre el control del juego clandestino y la prostitución -control de 
baja intensidad represiva pero sostenido en el tiempo- que, tol como sostienen 
Oliveira y Tiscornio3 "...se edifican los cuerpos de informantes y buchones, los 
dominios territoriales, el intercambio de favores con punteros políticos barriales, 
y en definitiva una parte importante del armazón de la seguridad urbano. Asi las 
cosas, pareciera que dejo de tener sentido continuar hablando de actividades 
para-legales cuando mas bien pareciera que, sin'ellas, las policías dejarían de 
tener las objetivos institucionales que boy cumplen".

A estas actividades se suma, de unos oños a esta parte, la presencio de un 
nuevo ocloi que aparece transformando incluso la estructuración del control de

seguridad inferior en la República Argentina. Buenos Aires, CEIS. Publicación da documen­
tos elaborados por al grupo de trnbojo de Argentino poro el 'Programo regional sobre 
control democrático del mantenimiento de lo seguridad público interior" del que el CELS 
forma parle ¡unto ni Centro de Estudios del Desarrollo, de Chile y el Instituto de Defensa 
legal, del Perú. Estos documentos han sido sometidos a discusión en el Seminario sobre 
control democrático de los organismos de seguridad interior en la República Argentino, 
que tuvo lugar en Buenas Aires entre los dios 7 y 8 de abril de i 997.
3 O'iveira, Alicia y Tiscornio, Sofía; op.cit.
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los ilegalismos en la policía: el narcotráfico y  los cuerpos especializados que las 
fuerzas de seguridad tienen o su disposición.

Así, el Ferióme rodé la corrupción policial, no parece trotarse de una suma de 
hechos aislados, sino de una cuestión socio/, en la que -ni igual que en os casos 
de las violaciones cometidos en los hechos de violencia- no se trato excesos o 
desviaciones, por medio de los cuales la policio usufructúa su poder para obte­
ner beneficios, sino de uno complejo trama de ¡legalidades producidas de mane­
ra cotidiana.

Tonto □ partir de la experiencia que significó el caso Ai rali como fuente de 
información de las tramas de ¡legalidades cometidas por funcionarios policiales; 
como a través del seguimiento de noticias aparecidas en los periódicos fue posi­
ble identificar diversos tipos de hechos que refieren a actividades tales como : 
asociación ilícita con fines de robo y /o  extorsión, amenazas, secuestro, falsifica- 
ción de instrumento público, acuitamiento y falsificación de pruebas, incumpli­
miento de los deberes de funcionario público, amenazas, privación ilegal de lo 
libertad, cohecho y exacciones ilegales, enriquecimiento ilícito, tentativo de de­
fraudación, intimidación público, falso testimonio, malversación de caudales 
públicos, comercialización y trófico de estupefacientes, violación, defraudación, 
hurto, cohecho, exacciones ilegales, abuso de autoridad.

Sobemos que los hechos que presentamos a continuación no son la totalidad 
de los hechos ocurridos sino aquellos que, por algún motivo, han trascendido los 
fronteros de la institución y hon adquirido estado público. Sin embargo mas alió 
de la "cifra negra" que supongan y de su significación estadístico -loque por otra 
parte no es nuestra preocupación- son hechos que por su relevancia hablan de 
prácticos instaladas en la agenda policial.

Tanto el caso de Alrali como ejemplo paradigmático, como los otros hechos 
relatados en este apartado donde se encuentran involucrados miembros de la 
agenda policial, nos permiten señalar que si algo presenta de particular lo ocu­
rrido durante 199ó es que se han hecho más visibles las tramos de involucran al 
aparato burocrático policial en lo comisión de delitos, se trate de hechos tales 
como los que suponen el ejercicio de la violencia institucional, así como de deli­
tos económicos.

En ambos cosos, es desde dentro de la propia estructuro burocrática que se 
producen y se encubren. Así, cada vez se hace más evidente que no se trata de
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cosos aislados o de excesos, sino de la propio institución que, haciendo uso del 
ejercicio monopólico y legítimo de ta violencia que le confiere el Estado, ejerce 
la violencia y produce los delitos, desplazando de este modo su función de ga­
rante de lo seguridad pública y produciendo de manera concreta y cotidiana un 
cloro perjuicio a la sociedad que redunda en una reducción de los derechos y la 
seguridad de los ciudadanos.

Cronología de hechos de corrupción policial - 1996

La fuente de dates que se ha utilizado para construir este listado de hechos 
son las noticias aparecidos en los periódicos aparecidas -al igual que en la 
construcción de los estadísticas de violencia policial- de mayor circulación en el 
pais: Clarín, La Nación, Página 12 y Crónica. Sabemos que estos datos son sólo 
indicativos pero esto no impide que nos permitan aproximarnos al fenómeno de 
la 'corrupción policial". Par lo demás, lo tipificación de los hechos en algunos 
cosos procede de la carátula de los expedientes abiertos al iniciarse ‘a causa tal 
como esta ha aparecido en los medios gráficos; en otros cosos no hay informa­
ción al respecto por lo que hemos optado por agruparlos bajo un tipo genérico 
que entendemos, da cuenta aproximadamente del tipo de delito cometido; esto 
ha sido realizado de este modo o los fines de ordenar lo información de manera 
criteriosa y útil pora el lector.

Marzo

▲ 1 /3 . Asociación ilícita con finos de robo
Dos policías de la comisaria de Las Rosos, provincia de Santa Fe. dieron 

apoyo o dos detenidos en esa sede para asaltar un minimercado de lo estación 
de servicio que los agentes custodioban. Los presos Fueron trasladados a la Uni­
dad Penitenciario de Corondo y los dos policías fueron detenidos.
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▲ 1 9 /3 . Caso AMIA (ataque terrorista a la Asociación de Mutuales 
Israelitas de la Argentina)

El jefe de la Policía Bonaerense, comisario Pedro Klodczyk, ordenó que se 
inicia un sumario administrativo paro determinar la posible participación en e! 
otantado contra la sede de la AMIA de los oficiales inspectores Diego Barreda y 
Mario Norberto Barreiro, pertenecientes a le División Sustracción de Automoto­
res de la policio provincial.

A 2 1 /3 . Falsificación de instrumento público y  ocultamiento de 
pruebas

Dos policías de lo comisoria 1® de la ciudad de la Plata fueron procesados 
por el robo de expedientes de causas penales que tramitaban en esa seccional. 
El juez penal César Melazzo inició una causa por "falsificación de instrumento 
público y ocultamiento de pruebas" en la que están acusodos el oficial ayudante 
Angel Alberto Casello y la suboficial Ménica Maldonado. Los agentes estuvieren 
detenidos uno semana durante el mes de enero pero posteríormerte fueron 
excarcelados. Las funcionarios policiales tendrían conexiones con abogados 
platenses o quienes habrían cobrado por la desaparición de cousas. La Policía 
Bonarense inició un sumorio administrativo y los funcionarios fueron puestos en 
disponibilidad preventivo hasta que finalice la investigación [udiciol, que se ini­
ció hace dos años.

A 27/3 .  Encubrimiento e incumplimiento de los deberes del funcio­
nario público

El agente de la Policía Federal Nelson Gustavo Albarrocín se encuentro pro­
cesado por encubrimiento y por incumplimiento de los deberes del funcionario 
público, luego de que se encontrara en su casa el arma con lo que un menor, 
presuntamente conocido suyo, asesinara o una ¡oven de 1 ó años, Lorena Maidana. 
La causa tramita ante el Juzgado Criminal y Correccional de Lomas de Zamora a 
cargo del Dr. Emilio Villa.-nayor.
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Abril

A 18 /4 . Asociación ilícita, tentativa de defraudación y  extorsión, 
incumplimiento reiterado de los deberes de funcionario pública y 
violación de documento

Los Colegios de Abogados de San Isidro y de Campare denunciaron que 
existen comisorias bonorenses en las que o cambio de tarifas tipificadas y 
estandarizadas se reclutan clientes pora estudios jurídicos. Se trata, en gene­
ral, de víctimas de occidentes de tránsito. La operatoria de este tipo de arreglos 
es la misma en todos ios casos. Toi como señaló el presidente del Colegio de 
Abogados de San Isidro, Guillermo Sagúes, "de acuerdo con la gravedad de 
las lesiones el abogado paga para que le entreguen la causo pora promover 
juicio por daños y perjuicios. Las sumos van entre 9.000 y 10.000 pesos para 
casos de homicidios, o 3.500 o 4.000 cuando hay que extirpar un riñón, a 
6.000 cuando perdió un ojo". Los representantes de todos los Colegias de 
Abogados de la provincia de Buenos Aires ya habían denunciado eso práctica 
ante funcionarios provinciales a fines de 1995. En Campana, donde hay cua­
tro causas abiertas por este tema y fue allanada la comisaria local, el Colegio 
de Abogados fue atacado por desconocidos. A raíz de la publicidad que to­
maron estos hechos, el gobernador de la provincia de Buenos Aires, Eduardo 
Duhalde, lamentó la difusión de los hechos porque, en su opinión, "eso perjudi­
cará las investigaciones para detener a los culpables". El secretario de Seguri­
dad, Alejandro Pérez Cárrega, señaló que "para que exista un coso de coima 
debe haber alguien que corrompe., no conozco ningún caso de un obogado 
que haya sida sancionado por los tribunales de disciplina. Sin embargo, la 
Policía Bonaerense separó a dos mil seiscientos agentes por estar involucrados 
en hechos irregulares". Por su parte, el entonces ¡efe de la policía provincial, 
Pedro Klodczyk dijo tener 'vergüenza ajena" por el caso. Eduardo Modorelli, 
el compañero de la abogodo Silvia Tomatis quien fuero uno de las denuncian­
tes de los "arreglos" de sumarios por accidentes de tránsito, fue secuestrado, 
golpeado y sometido □ un simulacro de fusilamiento presuntamente por funcio­
narios policiales.

El juez en lo Criminal y Correccional N®6 ce San Isidro, Juan Makintoch 
declaró que "la licitación de causas por parte de ia policía no es un problema
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circunscripto o lo provincia de Buenos Aires: existe lo misma posibilidad de q je 
se de ese delito en la Capital Federal, porque allí también las primeras diligen­
cias procesales están a cargo de las comisarías".

El jefe de policio de ¡a Provincia de Buenos Aires, dispuso relevara los quince 
oficiales de la plana mayor de la comisorio de Campana y dedoró que la medi­
da fu» tomada para dar mayor claridad a la investigación que lleva adelante la 
justicia provincial.

Según el presidente Carlos Menem, la coima “es normal en lodos los países 
de la tierra...aquí nos liemos comprometido a combalir abiertamente la corrup­
ción y lo estamos haciendo., lo bueno es que la misma policía es la que toma 
cortas en el asunto y  profundiza dio a día las investigaciones". El titular de la 
Unidad Regional Tigre, Mario Noldi, de quien dependen las comisorias de la 
zona norte dijo que la investigación sobre lo connivencia entre abogados y poli­
cías "viene desde hoce mucho tiempo" pero aceptó que si el escándalo no se 
hubiera hecho público, el comisario de Campano Carlas Del Vito seguiría en su 
puesto. Del Vito no fue suspendido sino trasladado como ¡efe de turno a una 
Unidad Regional de la provincia de Buenos Aires.

El titular del Colegio de Abogados de Lomos de Zamora, Juan Carlos Abud, 
denunció que en su zona también se registran casos de corrupción entre policías 
y abogados. Así, a los casos que se investigan en Campana o cargo de la jueza 
Liliana Delzazo y el juez Hipólito Penzotti, como al que investiga en la ciudad de 
La Plata el juez Césor Melazzo, se sumó el juez Hugo Van Schill que investiga el 
occionar policial y de obogados en el distrito judicial a su cargo.

Al 24 de abril de 1 996, la Supremo Corte de Justicia Bonorense comenzó a 
investigar la participación de funcionarios de los juzgados penales coma cómpli­
ces de la "mafia jurídico" que hasto ahora involucra o funcionarios policiales y 
abogados. Lo investigación se inició a partir de la denuncia de un particular que 
implico al juez en lo Criminal y Correccional, Rodolfo Boero Mansilla.

El 26 de abril, el comisario Carlos Del Vito, el oficial Santo Brossio y ei cabo 
Norberlo Casos fueran detenidos e imputados por los delitos de "tentativa de 
defraudación y extorsión, incumplimiento de los deberes de funcionarlo público, 
violación de documentos ¡falsedad ideológico) y asociación ilícita", encontrán­
dose prófugas un policía de apellido Bustamante de la misma dependencia y el 
abogado Mario Pablo La Rocca, en cuyo estudio jurídico, que fuera allanado un
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mes y medio oirás, se secuestraron dos sumarios policicles que deberían haber 
estado en la comisaría de Campana.

El juez en lo Criminal y Correccional de Campana Hipólito Ponzolti, a cargo 
de la investigación que involucra a la comisoria de la misma localidad reconoció 
haber recibido amenazas para que se aleje del caso, al mismo tiempo que el 
detenido comisario Carlos Del Vito pidió la recusación del magistrado por "ene­
mistad manifiesta". La presunto enemistad se habría originado hace dos oños 
cuando el en’onces comisario no respetó una disposición del juez, quien lo san­
cionó por ello.

El 7  de mayo fue nuevomente secuestrado Eduardo Modorelli, el compañero 
de ¡a abogada Silvia Tomutis. El jefe de lo Unidad Regional Tigre, Mario Noldi, 
desestimó la versión de un nuevo secuestro señalando que Modurelli "venía de 
¡oda" y que "tenia antecedentes po' tenencia y tráfico de drogas". Cuando 
Modorelli fue hallado en la noche del 8 de moyo la policio le secuestró un pañue­
lo en el que los peritos de narcóticos hollaron restos de cocaína. La abogada 
Tomolis acusó o lo policía de "hober puesto ese pañuelo" y dijo que a su mcrido 
"lo secuestraron los mismos policios que la vez pasada y le dijeron que yo tenia 
que parar de revocar poderes".

▲ 2 0 /4 . Robo y  privación ilegal de la libertad
El oficial de policía de la provincia de Santo Fe, subinspector Pedro Roque 

Rodríguez fue condenado a 9 años de prisión por asaltar parejos, encerrar a los 
hombres en los baúles de sus automóviles y  llevarse de rehén a las mujeres.

M ayo

A 5/5. Extorsión
Los policios de la provincia de Santo Fe, comisario José Espinazo, el cabo 

primero César Coppancri y el agente Norberto Cace res, ce la comisaria 6S del 
barrio de Barranquitosfueron detenidos por el juez Rubén Sourín. los tres funciona­
rios están acusados de extorsión, se encuentran detenidos y según trascendidos 
serón exonerados de la institución. Los policios le habrían exigido o un comercian­
te que instalara un prostíbulo y a cambio de una "cuota" de 200 pesos mensuales
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ellos íe garantizaban "seguridad y tranquilidad para trabajar". Espinazo tenía 20 
años de antigüedad en la fuerza y había asumido su cargo en la comisaría 6^ 
hacía 15 dios, antes se había desempeñado como segundo ¡ele de la comisaría 
IO  de Sonto Fe, considerado como la jurisdicción mós importante de la ciudad.

A  8 /5 . Robo
Tres suboficiales del Comando Radioeléctríco fueron detenidos por orden del 

juez Pedro Federico Hooft por aparecer prima focíe, involucrados en un reciente 
asalto a un camión blindado en el mes de abril en la ciudad de Mar del Plato.

A 9 /5 . Caso AMIA
Personol de Gendarmería detuvo en Puerto Iguozú a dos ciudadanos brasi­

leños y tres argentinos que transportaban un arsenal. Entre los argentinos figura 
Juan Carlos Bassi, oficial exonerado de la Prefectura Naval, El juez Goleano 
viajó a Misiones, ya que los detenidos podrían estar vinculados con el atentado 
contra la AMIA.

A 1 1 /5 . Hurto
Un oficial subinspector de la Policía de la provincia de Buenos Aires fue 

detenido, sumariado y separado de lo fuerza al ser descubierto intentando robar 
elementos de los automóviles que chocaran en cadena en el acceso norte de la 
outopisto Ponamericana en Pilar.

▲ 2 2 /5 . Amenazas y exacciones ilegales
El ¡efe de la seccionoI de Santa Roía, provincia de La Pompa, fue denunciado 

por Alejandra Rodríguez, travestí, por intento de colmos y amenazos. Rodríguez 
denunció al funcionario policial, quien les solicitó o codo uno de un grupo de 
travestís y prostitutas 100 pesos paro dejarlos desarrollar sus actividades y que 
ante la negativa los amenazó de muerte. La causa está a cargo del juez de 
Instrucción Carlos Flores.

A 3 1 /5 . Incumplimiento de los deberes de funcionario público
En Mendoza, los ex policías condenados y procesados, Pablo David Zalazor 

Castro y Fabián Aristóbulo Funes Monta ño, que estaban detenidos en un organis­
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mo policial por razones de seguridad eran autorizadas a salir de compras y de 
paseo en sus propios vehículos. La jueza Iris Guama de Romano de la Sala I 
Cámara del Crimen de Mendoza, puso en conocimiento de la anomal'a el fiscal 
de turna y envió una noto o! jefe de policía, comisario general Jorge Olguín, a fin 
de que adopten las medidas disciplinarias que correspondan. Se inició ur suma­
rio administrativo y los ex policios fueron trasladados a ur pcbellón de máxima 
seguridad del peñol provincial.

Junio

▲ 14 /6 . Intimidación pública y  falso testimonio
El cobo primero Abel Ernesto Hoyos y el ogenle José Armando Muñoz, de 

Chosicó, población rural a 70 km. de Bahía Blanco, provincia de Buenos Aires; 
fueron detenidos a fines de mayo por policios de la comisaria de Tornquist acusa­
dos de intimidación pública y falso testimonio. Los policios fueron excarcelados 
bajo caución por el juez Enrique Montinori, a cargo de la causa y el mes de junio 
se encontraban separados de sus cargos.

Los funcionarios policiales, que hebíon sido destinados a Chasicó en marzo 
de 1996 en "mérito o sus buenos antecedentes", simularon robos y procedimien­
tos. En uno de ellos Iraguoron un procedimiento baleando el patrullero en el que 
se desplazaban. Uno de los blancos del accionar de los policios fue lo Escuela 
de Educación Media N -l de Chasicó, cuyo directora recibió amenazas telefóni­
cas por porte del agente y del cabo simulando un atentado. Hoyos y Muñoz 
amenazaron a los policías de Tornquist para que na intervinieron en lo investiga­
ción de los hechos.

Hoyos y Muñoz, además de estar imputados en la causa judicial están suje­
tos a ur sumario administrativo y podrían ser separados de lo fuerza. Mientras 
tanto el destacamento de Chasicó está a cargo del personal de Tornquist. La 
publicidad de los hechos provocó que el comisorio Osími se reuniera con los 
vecinos de lo localidad para aclarar lo ocurrido. La población demandó que se 
profundizaran las investigaciones.
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A 2 1 /6 . Incumplimiento de los deberes de funcionario público y  
malversación de caudales públicos

El subjefe de lo Policía de Rio Negro, Orlando Bustamante aparece como el 
oficial más comprometido en la irregular importación de prendas de ves'ir, re- 
ouestos de automóviles y otras mercaderías, compradas en Israel por esa fuerza 
de seguridad provincia,. Bustamante fue cuien ordenó la compia de esos elemen­
tos en febrero de 1 994, cuando era jefe de Log'stico ce la Institución, y er [unió 
de 1996, a! llegar el cargamento desde el puerto de Buenos Aires, ordenó a la 
piona mayor que no diero cuento de lo novedad al ¡efe de policio, según reveló 
a la prensa el titular de la fuerza, Rubén Elosegui. También fueron separados de 
sus cargos el comisario Oscar Quinteros, que cumplió funciones en el área Logística 
y otro oficial de menor rango. Al mes de junio, el titulor de la policía rionegrína 
señoló quo se estaba estudiando si a Bustamante "corresponde aplicarle una 
sanción o relevarlo del cargo".

A 2 5 /6 . Hurto e incumplimiento de ios deberes de funcionario 
público

El agente de la policía de la provincia del Choco, Luis Ricardo Benítez fue 
puesto a disposición del Juzgado de Instrucción de Sáenz Peña acusado del 
delito de "hurto de automóvil y favorecí miento de fugo". Benítez habría facilita­
da el patrullero de la dependencia donde prestabo servicio, o! detenido Luis 
Alberto Barbetti para su fuga.

A 2 5 /6 . Robo
Un cabo 1* del Comando de Patrulla de Lomas de Zamora y un agente dei 

Comando de Patrullo de Ezeizo fueron detenidos en la ciudad de Mar del Plata 
luego de asaltar a mano armada dos panade-ías de esa ciudad. Los detenidos 
quedaron a disposición del juez en lo Criminal y Correccional de tumo en el 
Departamento de Mar del Plata, Reinaldo Fortunato.

A  2 7 /6 . Incumplimiento de los deberes de funcionario público
Un agente de lo Policía Bonaerense fue inhabilitado por 6 meses paro ejercer 

su cargo y a pagar una multa de mil pesos por utilizar un automóvil robado.

▲ 97



Capítulo III A  Violencia institucional, seguridad ciudadana...

▲ 2 8 /6 . Extorsión
Lo justicia provincial de Santo Fe procesó y dictó prisión preventiva al subofi­

cial de la policio santafecina, cabo primero Eduardo Raoufetti, numerario de lo 
subcorri¡jaría NC1 1 de Nueva Pompeya, acusado de extorsión, por exigir dinero 
a un hombre a quien le prometió solucionarle uno denuncia penal en su contra. 
La medido fue adoptada por el juez de Instrucción de la segunda nominación, 
José Manuel Garda Porta. Rabufetli fue detenido el 14 de junio de 1996 luego 
de recibir una suma de dinero de una persona, quien realizó la denuncia y 
ofirmó que el agente lo presionó y le exigió dinero y documentos a cambio de 
orreglorie el sumario y lo extorsionó con uno supuesto orden de arresto si no le 
pagaba la sumo exigida. El ¡uez Garda Porta enfatizó que Rabufetti "aprove­
chando su posición de policio, su experiencia y la folla de preparación de la 
victima, lo intimidó".

▲ 2 8 /6 . Robo
Los cabos Daniel Inlilli, Rubén Amaya y la agente Alejandra Guevara de la 

Policía de Córdoba fueron detenidos por su presunta vinculación con un asalto 
ocurrido el 3 de febrero de 1996 o un importante supermercado de la capital
cordobesa.

A  2 9 /6 . Caso AMIA
El juez Gaíeano denunció a la D visión de Protección del Orden Constitucio-' 

nal (POC) de la Policía Federal por la desaparición de elementos secuestrados en 
un procedimiento que vincularía a Alejandro Monja, quien tendría fluidos con­
tactos con altos oficiales de la Policía Federal.

Julio

A 4 /7 . Exacciones ¡legales y  amenazas
Eí sargento Arriaga, de lo comisaría 26® de lo Policía Federal fue sumariado 

y está siendo investigado por el ¡uez Correccional Codos García a raíz de la 
denuncia de Diego Julián Costa, docente, de 27 años. El ¡oven, denunció que el 
funcionarlo lo detuvo cuando el lomó una calle en contramano y que le exigió
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dinero a cambio de no considerar su infracción. Costa se negó y el suboficial 
desenfundó su arma y apuntándolo le dijo que lo iba motar. El sargento negó los

A 1 2 /7 . Caso AMIA
El ¡uez GaEeano ordenó la detención de quince policías bonaerenses (en 

actividad y exonerados) entre los cuales se encuentran el comisario inspector 
Juan José Ribelli, ¡efe de la División Sustracción de Automotores; el comisario 
Alejandro Burguete ; los subcomisarios Anastasio Irineo Leal -de la Brigada de 
Investigaciones de Vicente López-, Jorge Horacio Rago, Raúl Idilio ibarra, José 
Miguel Arancibia, Bautista Alberto Huid; los principóles Oscar Eusebia Bacigalupo 
y Marcelo Gustavo Albairacín; el inspector Claudio Wolter Araya; el subinspector 
Daniel Emilio Quinteros y el sargento ayudante Víctor Carlos Cruz. También fue­
ron detenidos los inspectores exonerados Mario Norberto Barreiro y Diego Enri­
que Barreda. El comisario mayor Jorge Guzmón, jefe de la Brigada de Investiga­
ciones de San Martín; subcomisario José Aurelio Ferrari y el comisario mayor 
Mario Naldl fueron llamados a declarar, sospechados de participar en la co­
nexión con Monjo y Telleldín para suministrar la camioneta que provocó el esta­
llido. El ¡uez Galeario también llamó a declarar en calidad de testigos o! sargen­
to primero Argentino Gabriel Lósala, al sargento Eduardo Diego Toledo, al sar­
gento ayudante Manuel Enrique García, ai cabo Marcelo Darío Casas y ol cabo 
primero Walter Alejandro Castro. A partir de sus declaraciones, en calidad de 
testigo, el sargento primero Argentino Gabriel Lasara pasó a ser imputado en la

A 1 6 /7 . Caso AMIA
Trece de los quince funcionarios policiales detenidos se negaron o declarar 

ante el ¡uez Juan José Galeano en la causa que se abrió por incumplimiento de 
los deberes de funcionario público y por vinculaciones con el atentado terrorista 
contra lo AMIA. Si bien lo negativa declorar es un derecho que asiste a los 
detenidos, no por ello el caso el de Anastasio Irineo Leal deja de ser llamativo, ye 
que aceotó comparecer ante el magistrado, respondió algunas preguntas, pero 
cuando se profundizó el interrogatorio se sumó a sus pares y se negó a seguir 
declarando.
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A 2 0 /7 . Comercialización de estupefacientes, encubrimiento y 
enriquecimiento ilícito

El comisario de la División Narcotráfico Zona Sur de Quilmas, de la Policía 
de la provincia de 8uenos Aires, Miguel Angel Conelo; el subcomisario Osvctdo 
Calzo la io y cinco hombres o su cargo fueron posodos o disponibilidad por ha­
ber sido acusados de vender drogo y protección o otros traficantes de lo zona o 
cambio de dinero. Canelo además es investigado por el delito de enriquecimiento 
ilícito. La investigación está a cargo del ¡uez Federal de Son Martín, Martín 
Suárez Araujo.

A! 27 de ¡ulio los subinspectores Carlos Reynoso y Walter Fragueiro y el 
sargento Froilán Torres que trabajan en lo División Narcotráfico Zona Sur de 
Quilmes, de la Policio Bonaerense recuperaron su libertad por orden del [uez 
Federal que entiende en la cousa, al no contar con pruebas suficientes que los 
vinculen con io cousa que investigo. Quedaron detenidos con prisión preventiva, 
el subcomisario Roberto Colzolaio, el oficial Julio Giménez y el sargento Mario 
Florentín. El denominado escándalo de los "norcopolicias", resultante de una 
investigación periodística del Canal 13 de televisión, generó que la cúpula de la 
Policía Bonaerense relevara de su puesto a treinta policías de la División 
Narcotráfico Zona Sur. La causa pasó, por una cuestión jurisdicción, ol juzgado 
Federal de Morón

Al 31 de agosta la Solo II de la Cámara Federal de San Martín confirmó el 
procesamiento y la prisión preventiva del subcomisario Roberto Calzolaio y del 
sargenta ayudante Mario Florentín en tanto que revocó el procesamiento y dispu­
so la libertad del oficial inspector Julio Giménez. El ex ¡efe de la División, el 
comisario Migue! Angel Canelo, involucrado en una causa por enriquecimiento 
ilícito -y que inicialmente fuera posado o disponibilidad y sumariado' fue exone­
rado de la Policía Bonaerense. Canelo tenío 20 años de servicio en esa agencia 
y uno foja de servicios "impecable".

A 2 4 /7 . Robo
Un suboficial de lo Policía de la provincia de Mendoza que se desempeñaba 

en la subcomisaría de El Algarrobal, del distrito de Las Heros, fue detenido el 23 
de julio. Era uno de los tres miembros de una banda de osaltontes.
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▲ 3 0 /7 . Violación y  lesiones
El ogente de lo Policio de Cato morco, Luis Ernesto Vega fue detenido y pasa­

do a disponibilidad por violor y golpear o una mujer en Tinogasta.

Agosto

A 1 /8 . Caso AMIA
El juez Galeano procesa y dicto prisión preventiva contra el comisario Juan 

José Ribelli, los subcomisarios Raúl Idilio Ibarra, Anastasio trineo Leal y el agente 
exonerado de la fuerzo Mario Barreiro, por su vinculación directa con el otenta­
do contra la mutual israelita al considerarlos "partícipes necesarios". Estos poli­
cios habrían sido la conexión local para la obtención de la camioneta que estalló 
contra la puerta de lo sede.

A 3 /8 . Caso AMIA
El diputado nacional ¡usticialisla Mario Cámara, denunció la posible vincula­

ción de ex comisario inspector Cortos Forgione con los policías detenidos por el 
alentado. El legislador aseguró que el ex oficial "aparentemente sabía" que per­
sonal a su cargo estaba implicado en el otaque terrorista. El comisario acusado 
fue jefe de la Brigada de Investigacicnes de Vicente López desde junio de 1993 
hasta noviembre de 1994, lo camioneta que voló lo AMIA se entregó a policías 
bonaerenses en Villa Bollester, zona bajo la influencia de esa Brigada. Forgione 
pidió licencia luego de las detenciones de los policías implicados en el atentado.

A  8 /8 . Caso AMIA
En una conversación telefónica interceptada el IB de Julio por agentes de la 

Secretaría de Inteligencia del Estado (S1DE), entre el suboficial Juan Carlos Nicolau 
¡allegado a Ríbelli] y Juan lonno (amigo personal de Ribelli) sobre el destino de la 
camioneta, se desprende que fue hacia la zona de Tigre, por lo que miembros 
del poder judicial vinculados a lo causo sospechan que el comisario Mario Naldi 
tuvo alguna participación en el hecho ya que es el "hombre fuerte" de la zona.

A  101



Capitulo III A  Violencia institucional, seguridad ciudadana...

▲ 9 /8 .  Caso AMIA
Amenazan de muerte a la abogada Marta Parascandalo, que defiende al 

comisario Alejandro Burguete, único policía detenido que está dispuesto a decla­
rar en la causa.

A 1 1 /3 . Exacciones y  apremios ilegales
Los suboficiales de la Policía Bonaerense Migue! Córdoba, Héctor López y 

José Schell que cumplen funciones en la comisaría Ns2 de Babia Blanca, están 
siendo investigados por la presunta comisión del delito de exacciones y apre­
mios ilegales contra un vecino de esa localidod.

A 13 /8 . Incumplimiento de los deberes de funcionario público
Un oficial de la Policía Bonaerense, de la comisaría Ósde Merlo, que colabo­

ró en la fuga de cuatro detenidos de la dependencia en donde cumplía la guar­
dia, se encuentra prófugo de la justicia.

A 1 3 /8 . Hurto calificado
El agente de la Policía de Santa Fe Ramón Salinas, acusado de hurto califica­

do con el objeto de evitar su detención - en lo sede de la jefatura de policía - lomó 
como rehén a su compañero y  se fugó,

A 1 8 /8 . Defraudación
El juez perol de La Plata, Juan Carlos Bruñí, allanó el Comando de Potrullos 

de esa ciudad y las comisarías NS1 y N°1 0 como parte de las actuaciones de la 
causa que investiga la presunta sobrefacturación en el cobro del servicio de 
policía adicional a la municipalidad. La investigación se inició tras la denuncia 
efectuado ante el juez por el cabo l “ de caballería José Rafael Fernández, quien 
señaló que existiría una organización en esa dependencia que sobrelacturaba el 
servicio de policía adicional. Las pericias intentan determinar si existió defrauda­
ción de parte de unos cien policías,

A 2 2 /8 . Caso AMIA
El comisario Bautista Huid rompió el pacto de silencio y declaró que la con­

fesión de dos supuestos delincuentes que involucran a "elleldln (sospechoso de

102 ▲



Centro de Estudios Legales y Socides A  Informe Anual 1996

entregar la camioneta paro el atentado) fue "inventada" y que había procedido 
osi por expresa orden del comisario Ribelli. "El tenía contactos con la jefatura de 
lo fuerza y tenía el poder de arruinarle la correrá a uno. Por eso accedí", dijo el 
comisorio.

▲ 2 5 /8 . Comercialización de estupefacientes
Un sargento l 2 del Comando Patrulla de Lonús, en el Gran Buenos Aires, fue 

detenido ocusado de vender cocoina en su domicilio en la localidad bonaerense 
de Monte Chingóla.

A 2 9 /8 . Asociación ilícita, extorsión, incumplimiento de los debe­
res de funcionario público, falsedad ideológica y  falsificación de 
documento público

Trece oficiales y suboficiales de la División Defraudaciones y Estofas (Martínez) 
Zona Norte de la Policía Bonaerense, entre ellos su ¡efe, fueron detenidos acusa­
dos de extorsionar a empresarios para ocultar documentos de prueba en causes 
por evasión impositiva. La investigación se había iniciado en el mes de julio por b  
Fiscalía Federal de Morón a cargo de Mariano Kiguel. A ello se sumó la denuncia 
del interventor del Mercodo Central a raíz de la demanda de comerciantes y 
empresarios sobre presiones policiales paro cobrar coimas durante sorpresivos 
allanamientos en sus puestos por posibles infracciones a la ley penal tributaria. La 
denuncia del interventor del Mercado Central, Ricardo Re, lúe radicado en el 
Juzgado Federal NS1 de Morón a corgode la Dra. Raquel Morris Dooglatz.

Los policías fueron detenidos e incomunicados y la causa que se les sigue ha 
sido caratulada "asociación ilícita, extorsión, incumplimiento de los deberes de 
funcionario público, falsedad ideológica y falsificación de documento público". 
Uno de los policías, el oficial principal Alejandro Boris Chacón, se encuentra 
prófugo, ios detenidos son el comisario Juan Carlos Lago, los oficiales principa­
les Ricardo Yacanta y María Teresa Torres, los oficiales inspectores Carlos 
Fernández Some, Oscar Eduardo Cañete y Fernondo Daniel Rodríguez, el ofi­
cial subinspector Ramón Ariel Giménez, el oficial contador público Alberto Anto­
nio Marina, y los oficiales ayudantes Sergio Semper, Cristian Daniel Rojas, Car­
los Gabriel Elchézar, Silvia Karina Fagundez y Claudio Norberto Alvorez. El 
decimocuarto detenido es el obogado de los consignatarios. Norman Quevedo.
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Septiembre

▲ 3 /9 . Presunto cohecho, evasión e incumplimiento de los deberes 
de funcionario público

Detienen a tres policios de la comisaría 1 1a de la localidad de Ringuelet, 
provincia de Buenos A'res, por dejar escapar a un detenido al cual le cobra­
ron la suma de 5 000 pesos para facilitar su fuga. El ¡uez Claudio Bernard 
ordenó la detención del comisario Adrián Cornejo, el of'cial de servicio Carlos 
de Luco y el cabo Juon Ezeiza por "presunto cohecho, evasión e incumplimien­
to de deberes de funcionarios públicos". El 4 de septiembre el magistrado 
ordenó el procesamiento de otros dos policías, el segundo ¡efe de la comisorio, 
Claudio Asió y el oficial Osvaldo Bamonte, estos policios eslabón de servicio 
cuando fue organizada la evasión. Luego de sus declaraciones el ¡uez exoarceló 
al comisario Cornejo y al oficial De Lúea

▲ 4 /9 .  Extorsión, privación ilegal de la libertad calificada, abuso 
de autoridad, violación de los deberes de funcionarlo público y  
falsificación de instrumento público

El juez Emir Caputo Tártara condenó a ocho años ds prisión al oficial inspector 
Daniel Grana, al oficial ayudante Leonardo Garda y al suboficial Héctor Cejas de 
b  Policio Bonaerense por el delito de "extorsión, privación ilegal de lo libertad 
calificado, abuso de autoridad, violación de los deberes de Funcionario público y 
falsificación de instrumento público". Los funcionarios el 23 de diciembre de 1994 
detuvieron o un productor agropecuario y su esposa. Uno vez detenidos, en el desta­
camento policial de Villo Ponzalti, en La Plota, les exigieron 2.000 pesos para dejar­
lo en libertad y permitirles seguir viaje con b carga que llevaban en su camioneta de 
lo contrario los acusarían de un delito que no habían cometido y les decomisarían los 
productos que transportaban. También amenazaron al productor con dañar a su 
esposa si no accedía a los requerimientos. El productor entonces aceptó las condicio­
nes y cuando salió en libertad hizo la denuncia que culminó en la sentencio.

▲ 5 /9 . Caso AMIA
Los abogados de los comisarios Irineo Leo! y Raúl Ibarra recusoron a María 

Luisa Riva Aramayo, integrante de la Cámara Federal, que debe revocar o con-
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Firmar la prisión preventiva de los policios acusados. Los abogados defensores 
cuestionan a la magistrado por la entrevista que tuvo con Telleld'n dentro de la 
cárcel. De esta visita la jueza obtuvo la confesión que favoreció la detención de 
los policías involucrados en el otentado.

A 1 1 /9 . Tráfico de estupefacientes
Personal de Gendarmería detuvo en Posadas a un cabo de la Prefectura 

Naval con 3á kilos de marihuana can destino o Buenos Aires.

A 1 3 /9 . Hurto e incumplimiento de los deberes de funcionario pú­
blico

Un suboficial del Comando de Patrullas Bonaerense fue detenido en la ciu­
dad de La Plata. El funciona rio estaba desarmando un automóvil que se encontra­
ba er. un terreno de lo policía donde se guardan los autos secuestrados.

A 14 /9 . Comercio de estupefacientes
Relevan o la cúpula de la Policía Federal en Jujuy. Una patrullo de gendarmes 

sorprendió a efectivos de la Policía Federal cuando intentaban introducir 731 
kilos de hojas de coca en una camioneta de la fuerza. Lo jefatura del Escuadrón 
21 - La Quiaca de Gendarmería Nacional informó del hecho al juez federal 
Hugo Cicero, quién solicitó el relevo de la cúpula jujeña. El jefe de la Policía 
Federal, Adrián Pelacchi, dispuso que el delegado Mario Vitellini y el subdelega­
do Fernando Córdoba investigaran lo ocurrido.

A 1 5 /9 . Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización
Condenaron a ó otes de prisión a Víctor Hugo Acute, ex policio federal, 

quien fuera detenido transportando en su outomóvil 54 kilos de cocaína. Lo sen­
tencia fue dictada por un Tribunal Oral de la provincia de Salto.

A 1 7 /9 . Robo
Detuvieron al suboficial retirado, sargento primero Walter Pasara. El agente 

había sido reconocido en uno rondo de presos por el dueño de b  casa o la cuol 
había ingresado a robar.
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A 1 7 /9 . Caso AMIA
La Cámara Federal ratificó el procesamiento de cuatro de los oficiales de la 

Policio Bonaerense detenidos, la medida alcanza a Juan José Ribelli, Raúl Ibarro, 
Anastasia Leal y Mario Barneiro y está firmada por los doctores Juan Pedro 
Cortelezzl y Horocio Vigilar»!.

A 2 1 /9 . Asociación ilícita, cohecho, falsedad ideológica y delitos 
extorsivos

El juez Federal de Morón, Jorge Rodríguez, dicto prisión preventiva al [efe de 
lo División de Defraudaciones y Estafas Zono Norte de la Policía Bonaerense y a 
siete efectivos más acusados de "osocíación ilícito, cohecho, falsedad ideológi­
ca y delitos extorsivos". los miembros de la fuerza presos son el oficio! principal 
Ricardo Yacantas, los oficiales inspectores Ramón Giménez, Alberto Marina y 
Femando Rodríguez, eí ayudante Sergio Semper y el inspector Carlos Fabrizio 
de la Brigada de Tigre. El oficial ayudante Cristian Rojas fueexcorcelado ya que 
solo fue procesado por cohecho. Los policías fueron investigados durante 45 
dios por la fiscalía de la Cámara Federal de Son Martín, bs detenciones se 
produjeron el 28 de agosto.

Octubre

A 3/10. Tráfico de estupefacientes, encubrimiento
Los camaristas de la Sala II de la Cámara Federal de La Plata, Sergio Dugo, 

Leopoldo Schiffrin y Román Frondizi, ratificaron la medida tomada por el Juzga­
do Federal N®1 de lomas de Zamora, a corgo del Dr. Alberto Santa Morina, 
contra el oficial principal Ricardo Ramón Gómez Peralta de la Policía Bonaeren­
se, quien vendía información a uno banda de narcotroficanles de Villa Coraza. 
Les informaba cuando habría procedimientos en la zona a cambio de dinero. El 
policía está detenido en la cárcel de Coseros.

A 3 /1 0 . Tráfico de estupefacientes
La titular del Juzgado Federal de Junín ordenó b  detención del segundo ¡efe de 

la subcomisaría del barrio Santa Rosa de Lima, en lo zona norte de la dudad de
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Santa Fe. La misma, es consecuencia de las actuaciones en una causa de narcotráfico 
que se le inició al oficial cuando era el subcomisario en lo Unidod Regional VIII de 
la fuerza, er el departamento san la fes i no Brigadier General López.

A 9 /1 0 . Robo
Cuotro efectivos de la Policía de Entre Rías fueron detenidos por su presunta 

participación en el osalto a un banco de Concordia donde una bando armada 
robó 200.000 pesos.

A  1 0 /1 0 . Caso AMIA
la defensa de los policías acusados plantea que sus dientes son víctimas de 

un supuesto plan contro el gobernador Duholde. Alegan que la camioneta que 
provocó el estallido en la sede de b  mulual no existió y "es una eslrolegia para 
desprestigiar el gobierna provincial".

▲ 1 2 /1 0 . Tráfico de estupefacientes
Detienen a diez policías bonaerenses en allanamientos contra una organiza­

ción de narcotráfico ntes. Los procedimientos fueron ordenados por b  jueza fede­
ral de Morón, Raquel Susana Morris Dloogatz. Tres de los suboficiales detenidos 
estaban en disponibilidad preventiva, Estos agentes se desempeñaban en la seccional 
Los Pinos de La Matanza, los otros cumplían funciones en la comisario 7- de Villa 
Centenario en Lomas de Zamora. El comisario Gabriel Amato ¡ele de la comisaría 
de Villa Centenario fue ne evodo y sometida a una investigación administrativo.

A  16 /1 0 . Adulteración de prueba, falso testimonio e incumplimiento 
de los deberes de funcionario público

Integrantes de les Delegación de la Policio Federal en la provincia de Córdo- 
bo, comisario Daniel Amarilla y bs oficiales César Harrison, José María 
Berozotegui y Carlos Alberto Sobgna son acusados do “odu Iteración de prueba, 
falso testimonio e incumplimiento de bs deberes de funcionario público". Los 
policías fraguaron una conversación telefónica para implicar a un funciono rio 
judicial en un caso de narcotráfico. Los imputados fueron citados a declarar por 
el Juzgado Federal 1^3 de Córdoba a cargo de Cristina Garzón de Lasca no, 
onte ur pedido de lo fiscal Federal Graciela López de Filoñulc
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A 16 /1 0 . Privación ilegal de la libertad y amenazas
El comisario Oscar Cañóle, quien se desempeña en la oficina de operacio- 

nes de la Dirección General de Seguridad de lo Policía Bonaerense, fue ocusodo 
por un menor de 18 aros de privación ilegítima de lo libertad y amenazas. 
Según el joven, el oficial se desplazaba en una camioneta particular conducida 
par la esposo del comisario. Una vez detenido, lo condujo a! interior del vehículo 
donde lo amenazó con matarlo si no le informaba quien había robado el auto de 
su hijo. Según la victima el policía lo amenazó de muerte y luego la llevó al lugar 
donde lo había levantado. La cousa este en manos del juez en lo penal de La 
Plata Dr. Samuel Arturo Soroví Paz. Hace tres años Canale fue investigado ¡unto 
con Klodczyk por enriquecimiento ilícito El coso fue investigado por el juez de Lo 
Plata Federico Guillermo Atencio, en la actuolidad el trámite está en suspenso.

▲ 16 /1 0 . Comercialización do estupefacientes, encubrimiento y 
enriquecimiento ilícito

La jefatura policial de lo provincia de Buenos Aires exoneró ol subcomisario 
Roberto Calzolaio, ol oficial inspector Julio César Giménez y al sargento ayudan­
te Rolando Mario Florsntín, todos de lo División Klorcolráfico Sur, por proteger a 
distribuidores de droga en la zonas de Berazategui y Quilmes. Según se determi­
nó en la investigación los policías cobraban 20.000 pesos mensuales para pro­
teger o los narcotraficantes.

Noviembre

▲ 14 /1 1 . Secuestro y extorsión
Detienen y dictan la prisión preventiva al cabo Alejandro Vega acusado de 

liderar una banda de secuestradores que el 27 de octubre secuestró ol hijo de un 
empresario y pidió 150.000 pesos de rescate. El policio se desempeñaba en el 
Destacamento de Infantería de Ciudadela, dependiente de la Unidad Regional 
de San Martín. La investigación estuvo o cargo de la comisoria ó- de Tres de 
Febrero y la División Defraudaciones y Estafas de la Policía Federo!. Lo cousa 
está o cargo de Hugo Gurruchaga, magistrado Federal de turno del departamen­
to de San Martin.
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A 1 5 /1 1 . Comercio de estupefacientes
Un oficial inspector y un sargento de la Policía Bonaerense fueron detenidos 

oor orden del juez Federal de Morón, Jorge Rodríguez, pora indagarlos por 
estar sospechados de vender droga y proteger o narcotraf¡cantes en b  zona 
oeste del gran Buenos Aires. La detención fue llevada a cobo por integrentes de 
la Brigada de Investigaciones de Morón, La investigación habría comenzodo 
cuando los policios revistaban en la comisaría de Marcos Paz.

A 2 1 /1 1 . Abuso de armas e incumplimiento de los deberes de fun­
cionario público

Un suboficial de la Policía de Formosa fue soncionado por disparar con el 
arma reglamentario cuando estaba de guardia en lo casa de gobierno provin­
cial. El disparo hirió o un funcionario.

A 2 8 /1 1 . Tentativa de homicidio
Un médico forense de la Policía de Neuquén fue detenido acusada de "tenta­

tiva de homicidio” en perjuicio de un menor, hijo de una jueza, a quien boleó en 
una pierna en el mes de febrero. El acusado es el comisario Adolfo Abelli, quien 
habrío disparado contra el hijo de la jueza Haydee Vázquez de Arguello. El 
policía atacó al ¡oven poique había tocado su auto bromeando ¡unto con otros 
amigos. El juez de Instrucción Daniel Geloni ordenó la detención del policía, las 
pericias demostraron que el oficial disparó tres veces su arma.

A 3 0 /1 1 . Cohecho
Dos cabos de! Comondo de Patrullas de San Isidro fueron pasadas a disponi­

bilidad preventiva por lo Dirección de Asuntos Internos de la Policía Bonaerense 
por exigir dinero o un hombre que no tenía b  documentación de su automóvil en 
regla. Los agentes puestos a disposición de la justicia son los cabos Gerardo 
Esteban Verán y Norberto Antonio Gandí ni.

A 3 0 /1 1 . Malversación de caudales públicos
Allanan el Cuerpo de Infantería de la Policía Bonaerense por presuntas irre­

gularidades descubiertos en el pago de adicionales a mil trescientos efectivos, 
afectados a! operativo de seguridad en un partido de fútbol. La medido fue dís-
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pues'a por el juez Emir Coputo Tártara. Las denuncias las llevaron a cabo varios 
policías que debieron firmar papeles en blanco para poder cobrar y que cobra- 
ron per su trabajo menos dinero del que deberían haber cobrado.

Diciembre

▲ 4 /1 2 . Incumplimiento de los deberes de funcionario pública
la  jefatura de la Policía Bonaerense dispuso el relevo de lodos los policías de 

ia comisaría de Brandsen, incluyendo al comisario Eoúl Peralta, jefe de la seccional, 
la medida fue parte de las actuaciones iniciadas o raíz de la denuncia de corrup­
ción realizada por ei intendente radical Carlos García, quien declaró que en la 
comisaria se negaban a tomar denuncias de robos y hadan esperar mas de 
cinco horas a los habitantes de Brandsen por cualquier trámite que debieran 
tiacer en la dependencia policial. Además denunció que el comisario protegía a 
cuatro policías que cobraban el sueldo sin haberse desempeñado nunca en la 
seccional. Estos agentes protegían a vanos delincuentes de b  zona.

A 9 /1 2 . Caso AMIA
El juez Federal Amoldo Coraza procesó a los funcionarios policiales: comisa­

rio mayor Bianchi, director de investigaciones de la Policio Bonaerense; comisa­
rio moyo- Sosa, subdirector de Investigaciones; comisario mayor Marambio y ■ 
comisario inspector Machuca, por permitirles a sus pares procesados por el aten­
tado a b  mutual israelita, usar sus teléfonos celulares desde ;a cárcel rompiendo 
la restricción de incomunicación que les impuso el juez Galeono.

A 11 /1 2 . Caso AMiA
El jóle de b  Policía Bonaerense, comisado general Adolfo Vitelli, confirmó la 

exoneración de los cuatro oficiales investigados y procesados por el atentado,

A 1 5 /1 2 . Robo
Un suboficial de lo Policía Bonaerense fue detenido acusado de haber parti­

cipado en un asalto a un comercio en ia localidad de City Bell, localidad próxi­
ma o Lo Plata.
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A 19 /1 2 . Coso AMIA
El ex ministro de Economía, Domingo Cavallo, decloró ante el ¡uez Galeano 

"que ana asociación ilícito'' integrado, entre otros por miembros de lo Fuerzo 
Aérea y por el secretario de Migraciones, Hugo Franco, "pudo haber provisto 
algún tipo de apoyo bgíslico" al otentado contra la AMIA.

A 20 /1  2. Falsificación de pruebas y falso testimonio
El ¡uez Federal Gabriel Cavallo pidió el enjuiciamiento político del ¡uez de 

Dolores, Hernán Bernosconí, por encabezar una presunta asociación ilícita dedi- 
ccda a falsear pruebas en perjuicio de personajes "famosos" (coso Coppola) 
Por el mismo motivo procesó al secretario Roberto Schlagel y a bs policías Da­
niel Diamante, Antonio Gerace y Carlos Gómez. Estos actuaron bajo la figuro de 
ogentes encubiertos y cometieron los deiitos de falsificación de pruebas y falsos 
testimonios.
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111.3. El "caso Aírali". Informe de la 
presentación judicial

Gastón Chilliur

El día 27 de noviembre de i 995 Hugo Marcelo Aírali, que hasta ese momen­
to se desempeñaba como oficial de la Policía Federal con un año de antigüedad 
y cumplía servicios en la comisaria 509 del barrio de Flores de kj ciudad de 
Buenos Aires, realizó una denuncia penal contra el comisarlo Norberto Antonio 
Vitela, a cargo de la citada seccional.

A lo largo de las quince carillas el novato oficial de lo Policía Federal denun­
ció al comisario Vilelc por los siguientes delitos: Amenazas, cohecho y exacciones 
ilegales, pr/voción ilegal de la libertad, asociación ¡lícito, incumplimiento de 'os 
deberes de funcionario público, obuso de autoridad y falsificación de instrumen­
to público.

La presentación judicial describía en formo precisa la modalidad utilizada 
por el comisorioy parte del persono! policial a su cargo, en la comisión de cada 
uno de los delitos, que se ejecutaban en función del puesto institucional ocupado 
por Vilela. Según la denuncio, el comisorio utilizaba la comisaría para hacer 
negocios personales con el consecuente perjuicio de los derechos de los ciuda­
danos, víctimas de este accionar delictivo y, también, de los vecinos del lugar ya 
que, en lo práctica, se hahla producido uno desviación en los Fines que la policía 
debe cumplir en un Estado de Derecho. Estos fines son, básicamente, la seguri­
dad de los ciudadanos/ la cooperación con el Poderjudíeial en la investigación 
de los delitos. 1

1 Este inFormees uno síntesis de un trabajo en elaboración, realizado en base a la denun­
cia efectuada par Airoli, donde se analizan con mas detalle sus alternativos, los causas del 
accionar policial cuestionado por ello y los efectos que éste último produce en los derechos 
ciudadanos y en la seguridad urbana.
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A continuación detallaremos en forma sucirta, lo que en palabras del propio 
Airali consti'uia "...una asociación ilícita pergeñada, ideada y conducida por el 
jefe de In comisaría 5ffJ con fines eminentemente lucrctivos e ilícitos.."2.

a Am enazas. El comisario Vilelc lo amenazó debido a la oposición que el 
oficial policial había demostrado respecto o serias irregularidades cometidas 
por aquel. A modo de ejemplo, relata la denuncia, el trato privilegiado □ una 
infractora a los edictos policiales o cambio de una suma de dinero mensual,

A Cohecho y  exacciones ilegales. Según lo denuncio, el comisario, 
tenia "abonados" por una suma mensual, lo gran mayoría dueños de hoteles 
familiares y pensiones de la jurisdicción, o los que les cobraba una suma de 50 
pesos mensuales a cambio de no aplicar los normas correspondientes al desarro­
llo de su actividad comercial. El mismo sistemo se aplicabc pora los vendedores 
ambulantes y dueños de casos de ¡uegos de azar. En la denuncia se sostiene 
también, que algunas prostitutas y travestís pagaban un cánon semanal a cam­
bio de, o bien poder ejercer la prostitución sin ser detenidas, o bien que de serlo, 
el tiempo de detención fuera reducido.

A Privación ilegal de la libertad. Este aspecto de la denunció alcanza­
ba a lo detención masiva e indiscriminada de miles de personas por lo aplica­
ción de edictos policiales y averiguación de identidad, ordenadas por el comiso­
rio, sin que existieran los requisitos mínimos poro que dichas privaciones de la 
libertad se lleven o cabo.

A Asociación ¡lícita. Este delito estarlo constituido, según la denuncia, 
debido a que gran parte de la actividad delictiva desarrollada por el imputado 
valiéndose de su calidad de comisario de la seccional 50® del barrio de Flores 
era desarrollada junto o los miembros de la Brigado de Investigaciones y a los 
subcomisarios de le seccional.

2 Todo lo información de este trabajo surge de la Causa NT-' 37.560 caratulado *Airaii, 
Hugo Marcelo s/denuncia", que tramito ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia de 
Instrucción N*33, Secretaria Nfl 170.
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A Falsificación de instrumento público. Incumplimiento de los 
deberes de funcionario público. Abuso de autoridad. Así describe el 
oficial Airoli b  comisión de estos delitos por porte del comisorio y los integrantes 
de la Brigcda de Investigaciones de lo comisaria: " ...Con el mismo fin, es decir, 
demostrar !a próspero actividad preventiva de la comisoria, el comisorio a través 
de su ¡efe de brigado se ocupaba de inventor procedimientos espectaculares, los 
que se realizaban engañando mediante una 'carnada' a personas, por le gene­
ral de un bajo nivel cultural y escasos recursos económicos, los cuales, por reunir 
estos características, terminaban siendo víctimas de h  metodología, como proce­
sados por delitos graves...

Lo denuncio del ¡oven oficial confirmaba una percepción -bostonte generali­
zado- de lo sociedad y, sobre todo, de los distintos actores que de algún modo 
intervienen en el control institucional de lo agencia policial. En efecto, a pesar de 
lo indiferencia de estos últimos y lo creciente preocupación social respecto al 
desempeño policial en los últimos tiempos, nadie desconocía que no eran casos 
aislados los delitos contenidos en la denuncia sino que, esto desnudaba uno 
estructura compleja de normas y prácticas utilizada, no pocos veces, por miem­
bros de la institución para delinquir con fines diversos.

Lo denuncio de Airali podría analizarse como un ejemplo paradigmático del 
desplazamiento del ejercicio legal del poder punitivo otorgado por el Estado a 
uno institución que lo integra -con el fin de garantizar la seguridad pública- hacia 
otros horizontes conformados por un entramado complejo de ¡legalidades coti­
dianas y sistemáticas. Todo ello con un claro perjuicio en desmedro de lo socie­
dad y el estado de derecho, es decir: lo seguridad urbano y los derechos huma­
nos de los ciudadanos

Lo justicio frente a la denuncia del oficial careció, como muchas otras veces 
cuando de investigar a policios se trata, de uno decisión jurisdiccional fírme 
apuntado o establecer lo verdad de los hechos denunciados y □ sancionar a los 
responsables.

En los primeros meses, le escasa prueba recolectada por la instrucción de [a 
causa fue la siguiente:

- declaración, en calidad de imputado no procesado del comisario Vilela;
• declaración testimonial de dieciséis funcionarios policiales subordinados ai 

comisario;
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■ declaración testimonial de sáío dos prostitutas;
- "pedido" de remisión de los libros de la comisaria al imputado donde ha­

bría indicios de algunos de los delitos denunciados. Estos libros no fueron anali­
zados en la causa en lo primer decisión del juez sobre la situación del imputado.

Luego de producida esta prueba, y ante la presentación de Aírali en el CELS 
a fin de lograr apoyo institucional a su denuncio realizada, debido o que la 
investigación judicial no producía avances significativos; los abogados de la 
institución patrocinaron al ex oficial de lo Policía para constituirse como querellantes 
en la causa, Al poca tiempo de esta circunstancia, en el mes de julio del año 
1 99ó, el juez interviniente resolvió, prematuramente -según quedaría demostra­
do por la resolución posterior de la Cámara Criminal y Correccional- el 
sobreseimiento del comisario Vilela. Este folla "cerraba" lo investigación e impe­
día lo que en sus orígenes aparecía como uno excelente oportunidad para obte­
ner una decisión de la justicia que cuestione los prácticas ilegales y violatoríus de 
los derechos humanos ejecutadas por miembros de lo agenda policial.

Posteriormente, en el mes de octubre, ante el recurso presentado contra la 
sentencia absolutoria dictada, la Sala VI de la Cámara Nacional de Apelación 
en lo Criminal y Correccional resolvió revocar dicho resolución manifestando en 
esa oportunidad que "sin realizarse los medidas probatorias solicitadas por lo 
querella...el inlerlocutoria impugnado deviene prematuro. "

En la actualidad la couso se encuentra en pleno trámite y a pesar de lo 
importante pruebe producida en un juicio Oral y Público3 contra una víctima de 
un de los delitos denunciados por Ai rali -la invención de un procedimiento 
incriminando o una persono totalmente inocente que cumplió 3 meses y medio 
de detención preventiva antes de lo sentencia absolutorio todavío no se ha toma­
do ninguna medida procesal con el objeto de esclarecer los hechos denunciados 
y sancionar a los responsables.

Las alternativas de esta causa se vieron reflejadas a los brgo de distintas 
noticies periodísticas aparecidas en los medios de comunicación el año I99ó 
como con se cuenca de decisiones judiciales adoptadas en la querella impulsada 
por el CELS y, también, a causa de la gron repercusión alcanzada por el juicio 
Oral y Público mencionado en el párrafo anterior, que dió origen a una discusión

3 Juicio Oral y Público en causa Ns 102 ante el Tribunol Orol Federal N3 6.
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público sobre la existencia de más de un procedimiento fraguado por personal 
de la Policía Federal.

En cuanto O b  actitud osumida por la Policía Federal respecto a la denuncia 
formulada por Airali, cabe destacar que el oficial fue dado de baja preventiva­
mente en el mes de noviembre del año 1995, a pesar de las excelentes califica­
ciones obtenidas en la escuela de oficíeles de la Policio Federal. Finalmente fue 
dado de baja en el año 1 996. Antes de esta circunstancia la institución decidió 
iniciar un sumorio administrativo contra Airali por "...haber formulado una de­
nuncia penal contra el titular de la comisaría 50s, en forma unilateral, ignorando 
el orden disciplinario Interno y sin dar cuenta de su actitud a su superior directo, 
en fronca violación ol régimen vigente...".

En cuanto a los medidas tomadas por la institución policial respecto o Vilela 
y, frente a lo gran repercusión pública de lo actuación del ¡efe policial descripta 
anteriormente, lo Policía Federal a finales del año '96 dispuso su traslado o la 
jefatura del Despacha de la División de Seguridad Metropolitana, una división 
de gran relevando ya que tiene por objeto el control de la seguridad en la 
ciudad de Buenas Aires.
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III.4. Policía e inseguridad

Sofía Tiscornia

El problema de la criminalidad ur­
bana es tapa de los diarios y malerio 
de opinión en programas televisivos. 
Aún sin contar con datos científicos 
serios -estadísticas confiables por ejem­
plo- lo fuerzo de la cuestión reside en 
que se construye sobre la experiencia 
cotidiana de la gente. Y, como se trata 
de una experiencia dé violencia y des­
pojo no mediatizada, conmueve, aun­
que no siempre produzco daños irre­
parables. Y conmueve también porque 
es un tipo de experiencia que descu­
bre, más que otras, lo desprotecáón y 
#1 desamparo en que nos dejo la pro­
gresiva desaparición del Estado como 
categoría de lo público.

Estamos asistiendo a un fenómeno 
que sospechábamos desde bastante 
tiempo atrás pero, que hoy, la prenso 
desnuda casi diariamente: muchas ins­
tituciones del Estado, pero en particular 
las policías, se están convirtiendo en 
agentes privados o pesar del uso del 
uniforme, las insignias y los rituales. Y, 
sabemos bien, la privatización de lo 
estatal no puede reconocer la ciudada­
nía, porque los agentes privados solo

reconocen intereses privodos, no intere­
ses públicos. La prensa ha mostrado 
cómo altas jerarquías de b  policía bo­
naerense defienden intereses criminóles 
-de! narcotráfico, por ejemplo-, o se cons­
tituyen en bandas extorsivas o son "base 
local" pora grupos del terrorismo inter­
nacional. Pero también, en cuestiones 
menores y cotidianas, -tales como el 
control de lo prostitución, el juego clan­
destino, la habilitación de sounos-, mu­
chos comisorias actúan según el cálcu­
lo del beneficio personal.

Esta privatización de agencias del 
estado, a través de la utilización en 
beneficio propio del poder que la ciu­
dadanía delega, se refleja claramen­
te en las opiniones que sondean dia­
rios y empresas especializadas. Con­
firman que lo gente se siente 
desprotegida: según el Centro de 
Opinión Pública (CEOP) esta es la 
opinión del 85,3% al 23 de agosta 
de este año; según una encuesta del 
diario La Nación del 25 de febrero, 
el 83 %ero de la misma opinión. Pa­
ralelamente, y en tanto la cuestión de 
la inseguridad está vinculoda a la eva-
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Loción que la gente hace del accio­
nar de la policía, demuestran que esta 
evaluación es, por lo menos, 
demoledora. Según el CEOP, la prin­
cipal causo de desprotección es "la 
falta de confianza en la policía y la 
corrupción policial" (44,4%); según 
Germano y Giacobese, sólo el 5,48% 
consicera que la policía brinda segu­
ridad; según Rosendo Fraga, en una 
nota de La Nación del 28 de mayo, 
solo el 1 1% de las personas con estu- 
d os terciarios, el 17% de los que tie­
nen estud:os secundarios y el 24% de 
aquellos con estudios p'imarios, tienen 
una imagen positiva de lo Policía Fe­
deral. Y, más del 55 % de las perso­
nas cree que el gotillo fácil es un pro­
blema porque responde a las caracte­
rísticos generales del accionar po,iciol, 
antes que a problemas aislados. Se­
gún una encuesta de Graciela Romer 
y asociados, del mes de marzo de este 
oño, e! 83 % de las personas piensa 
.que la policio no es confiable, y no lo 
es porque "cometen abusos de autori- 
dac" , "son corruptos y coimeros" y

Lo interesante es que es-a evalua­
ción de la gente no es novedosa. No 
responde a que se sienta, hoy, que hoy 
un aumento de la criminalidad y de la 
inseguridad. Es, cuanto menos, una vie­
ja preocupación. En 1990, por ejem­

plo, una encuesta de CEOP, apareci­
da en Clarin afirmaba que el 76,7 % 
de Ingente "no se sentía protegido por 
nadie" y que el 81,3 % consideraba 
que existe impunidad. En 1991, según 
el Centro de Estudios Unión para la 
Nueva Mayoría, la imagen negativa 
de lo policía ascendía al 68.3 % en lo 
ciudad de Buenos Aires y al 86.3 % 
pora la provincia de Buenos Aires.

Sin duda que enfrentor el desafio 
de construir una seguridad ciudadana 
creíbie, que suponga una policía 
confiable, es sumamente difícil, lo  es, 
porque necesita de un poder político 
representante de los intereses públicos 
y dispuesto, entonces, o enfrentar no 
sólo un poder corporativo, cerrado y 
verticaiizado, sino también un poder 
que se ha difuminado en una cantidad 
todavía no ponderada de "negocios 
propios".

A esta realidad se suma el creci­
miento vertiginoso de las empresas de 
seguridad privada. En 1971. seis mil 
personas eran empleadas de seguri­
dad. Hoy la cifra a subido a sesenta 
mil. El auge de la seguridad privada 
plantea, en primer lugar, el problema 
de la desigualdad social; los sectores 
sociales más desprotegidos resultar los 
más vulnerables

Pero plantea también otros serios 
problemas para la vigencia de los de­
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rechos ciudadanos, En una nota del 
diario Clarín del 2 de ¡unió, se denun­
cio que los empresos privados, integra­
das por militares, policías retirodos y 
ex-funcionarios de inteligencia, intervie­
nen teléfonos ilegalmente para realizar 
tonto tareas de espionaje industrial, 
como simples investigaciones a ciuda­
danos comunes.

Esto situación es aún más alármen­
te si tenemos en cuento que, en mu­
chos casos, en los cargos directivos o 
de organización de estas empresas 
revisten reconocidos represores que 
actuaron durante la dictadura militar. 
Tales son los casos de Jorge Eduardo 
Acosla, o/faí Tigre, director de la em­
presa de seguridad Eximport Funds, en 
1990. Acosta fue el responsable de los 
grupos de táreos del campo clandesti­
no de detención que operaba en la 
Escuela de Mecánica de la Armada 
(ESMA). Víctor Hugo Dante Dinamar­
ca, contacto entre los grupos de tareas 
de ESMA y el Servicio Penitenciario 
Federal, denunciado en el informe de 
la CONADEP; es director técnico titu­
lar de la empresa de seguridad Brides 
S, A.; Juan Carlos Cocí ña, custodio de 
empresas de seguridad del empresa­
rio Alfredo Yabrán, perteneció a un 
grupo de tareas de lo Escuela de Me­
cánica do la Armada como integrante 
del Servicio Penitenciario Federal y

actuó en el campo clandestino de de­
tención el Vesubio. Así aparece denun­
ciado en el legojode la CONADEP Ns 
7 i 70.

la participación de reconocidos 
represores en tareas de control y segu­
ridad no se limita sólo a las empresas 
privadas de seguridad. En el mes de 
julio, el diario La Nación denunció en 
una nota que, sobrevivientes de cen­
tros clandestinas de detención hablan 
reconocido en el ¡efe del Cenlro de 
Orientación o la Vícti ma de la Policía 
Federal, Ricardo Scifo Módica, al 
torturador "Alacrán" que actuó en el 
centro clandestino Club Atlético.

La respuesta de las autoridades 
policiales, cuando las denuncias fue­
ron comprobadas, fue relevarlo del 
Centro de Orientación a la Victimo y 
derivarlo a un destino que no se dio a 
conocer a la opinión pública.

Es muy difícil construir relociones 
democráticas en una sociedad que 
sabe que los agentes del estado no 
defienden intereses públicos, o han 
pertenecido a la represión ¡legal. Y es 
muy grave, además, que estos agen­
tes del estado tengan uno parte im­
portante del monopolio de la fuerza 
público. Por eso es fundamental de­
fender la estafalidad de las policios. 
Pero esta "estatalídad" no se recons­
truye con más poder arbitrario, más
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armas en ia calle y helicópteros 
sobrevolando la ciudad.

La única vía de reconstruir "la 
estatolidad" -aunque parezca una em­
presa utópica- es que quienes repre­
sentan los intereses públicos atiendan 
a lo que realmente la gente piensa y 
sabe. Y a la memoria de lo ocurrido 
durante la dictadura. Y que la gente -

estos incipientes ciudadanos que so­
mos- seamos capaces de ejercer una 
critica democrática a las instituciones 
de la democracia. Si no logramos 
hacerlo, el miedo que hoy planteo la 
inseguridad ciudadano será el precio 
cotidiano o pagar en la ficción de Es­
tado - Nación que habitaremos.
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IV. Situación carcelaria

IV. 1. Condiciones de detención y conflictos 
carcelarios1

M aría Josefina Martínez. Antropólogo. Miembro del Equipo de Antropolo­
gía Política y Jurídica, Facu'tad de Filosofía y Letras, Universidad ce Buenos 
Aires. Subdirectora del Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y 
Sociales (INECIP).
Gastón Chillier. Abogado. Miembro del Programa "Violencia institucional, 

‘ seguridad ciudadana y derechos humanos" CEI.S.

El año 1996 se caracterizó por ur estado de conmoción particularmente 
violento en el ámbito carcelario; y e! momento culminante fue entre el 30 de 
marzo y el 7 de abril, cuando los presos de lo cárcel de Sierra Chica y de casi 
todos los establecimientos dependientes del Servicio Penitenciario de la Provin­
cia de Buenos Aires realizaron protestas de tono violento para reclamar el cum­

1 El objetive del presente articula es presentar un panorama sobre la situación de las 
pérsonas encarceladas en Argentina. Los fuentes para su alabar ociáis han sido las noticias 
que sobre el lema carcelario publicaron los diarios Clarín, Página 12, La Nación y Crónica 
durante el año, el Informe Anual del Procurador Penitenciario 1995/1996, y los distintos 
materiales recopilados y elaboradas en ocasión de la realización del Segundo Taller sobre 
las Condiciones de Detención en la Argentina: "Cárcel sin condena y detenciones en comi­
sarías", organizado conjuntamente por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y la 
Asociación poro lo Prevención de io Tortura (APT) durante el mes de octubre de 1996, Es 
necesario aderar que, bmenlobleinento, hay muchos hechos vinculadas a la situación de 
los presos alojados en establecimientos carcelarios dependíanles de los servicios peniten­
ciarios de los distintas provincias, o bien en las comisarias que dependen de las policías 
provinciales, que no aparecen reflejados oqui; esto se debe no sólo a lo visión parcializada 
que los medios de comunicación nocionales brindan con referencia o algunos situaciones 
puntuales del Interior del país, sino también a b inexistencia de un organismo oficiol que 
recopile e integre io información completa sobre los distintos servicios penitenciarios fede­
ral y provinciales.
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plimiento de una serie de puntos que dieron a conocer a través de los medios de 
comunicación. También se plegaron varias cárceles dependientes del Servicio 
Penitenciario Federal y de la provincia de Santa Fe.

Más a la  de los análisis que se hicieron en los medios de comunicación 
acerca del perfil de los presos que estuvieron al frente de estas protestos [perte­
necientes en su mayoría a grupos delictivos con un cierto nivel de organiza­
ción) y de la violencia del conflicto, los hechos pusieron una vez más en discu­
sión los problemas estructurales que continúan exigiendo soluciones políticas a 
problemas que ponen en serio riesgo los derechos humanos de lus personas 
encarceladas en nuoslro país. Condiciones inhumanas de detención, castigos y 
malos tratos, arbitrariedades en el Iratamienfo cotidiano, hacinamiento y 
sobrepoblación, ínula alimentación, deficiente atención de la salud, lentitud de 
los procesos judiciales, y prisiones preventivas prolongodas más allá de lo 
iegalmente permitido, son todos elementos que no por repetidos resultan menos 
dramáticos.

E! tenso diálogo que se estableció durante la primera semana de abril de 
1996 entre los gobiernos de la Nación y la provincia de Buenos Aires, por una 
parte, y los presos alojados en los establecimientos carcelarios de ambas juris­
dicciones, por lo otro, no es un episodio aislado producto de la violencia indivi­
dual de ciertas personas encarceladas, sino el gesto desesperado de una pobla­
ción sometida a un doble castigo: el primero, dentro de la legalidad, constituido 
por la condena al encierro y la privación de la libertad; el segundo, bordeando 
constantemente la ilegolidad, representado por la desatención de sus necesida­
des básicos y la violación de sus derechos personales -por acción o por omisión-, 
por porte de un sistema que suele reconocer le gravedad de los problemas a 
través del discurso de sus funcionarios, pero no ejecuta soluciones rápidas para 
situaciones que ya no pueden esperar más.

Para esto, es necesario que todos las instituciones responsables de una u 
otra forma del funcionamiento del sistema penal en general y del sistema 
carcelario en particular, respalden con hechos más allá de los discursos- su 
compromiso con los principios de! estado de derecho y el respeto de los dere­
chos húmenos. Sucesos como los relalodos más obajo, sin embargo, perecen 
indicar que, en muchos lugares, eso es todavía un ideal que está bastante lejos 
de ser alcanzado.
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Conflictos y  hechos de violencia (en cárceles y 
comisarías)

En este apartado se incluyen lodos aquellos hechos de violencia ocurridos 
en establecimientos donde se aloja a personas privadas de su libertad: esta­
blecimientos carcelarios dependientes de distintos servicios penitenciarios (na­
cional y provinciales], alcaidías judiciales, comisarías (en muchas provincias 
se encierra allí a los imputados en prisión preventiva). Frecuentemente, se 
engloba a todos estos hechos bajo el rótulo de "motín"; sin embargo, esle 
término -muy usado por las autoridades- suele abarcar hechos que, por su 
heterogeneidad, merecen descripciones diferentes. Por esto razón, preferi­
mos dejar como título un nombre genérico, y utilizar la palabra "motín" en 
aquellos casos en que un conflicto entre los presos y los autoridades del penal 
alconzó algún grado de generalización y se resolvió mediante uno negocia-

A continuación, presentamos un listado de los conflictos y hechos de viden­
cia que pudieron ser relevados mediante las fuentes utilizadas, ordenado con 
criterio cronológico,

A 2 2 /1 . Cárcel de Encausados, provincia de Córdoba
Un grupo de presos estoba en uno de los patios mirando un partido de fútbol 

y -según las versiones oficiales- intentó fugarse apoderándose de un camión de 
residuos que había entrado al establecimiento y embistiendo con el vehículo uno 
de los paredones perimetroles. Como consecuencia del hecho, agentes de la 
Guardia c'e Infantería y del Servicio Penitenciario de la provincia de Córdoba 
iniciaron uno durísimo represión.

El Servicio Penitenciario informó en un primer momento que un interno habió 
muerto o causa de un paro cardíorrespiraforio, cuando ero trasladado en una 
ambulancia hacia el hospital; sin embargo, unos días después el Departamento 
de Medicina Forense de lo Universidad Nacional de Córdoba confirmó que lo 
muerte fue o couso de un disparo con bola de gama. Uno semana después 
murieron otros dos reclusos heridos que habían sido hospitalizados en estado de 
coma. En total, hubo más de sesenta heridos y tres muertos.

Durante el hecho se reprimió osi mismo brutalmente -con gases lacrimógenos,
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chorros de agua y golpes-a los familiares de los presos que se habían reunido a 
las puertas de la cárcel2.

A 1 9 /3 . Comisaría Ns 15, ciudad de Rosario, provincia de Sania 
Fe

Los cuarenta presos sin condena clojac'os en esto dependencia policial (con 
espacio para veinte detenidos solamente) iniciaron una protesta incendiando 
colchones. Dos detenidos resultaron muertos y ocho heridos. Dos dios después 
murieron otros dos presos, y tres días más tarde otro más, sumando así un total 
de cinco muertos.

A 1 9 /3 . Cárcel de Villa Devoto, ciudad de Buenos Aires
Los internos de este penal (dependiente del Servicio Penitenciario Federal) 

realizaron dos "batucadas" para protestar por el mal trato que se dispensa a sus 
familiares cuando van a visitarlos. Tras la protesta, fueron recibidos por los auto­
ridades del pena! y llegaron a un principio de acuerdo, según informaron los 
propios presos.

A 2 3 /3 . Cárcel de Villa Floresta, ciudad de Bahia Blanca, provincia 
de Buenos Aires

Los internos de este peñol (dependiente del Servicio Penitenciario de la pro­
vincia de Buenos Aires] se amotinaron durarte 48 horas y mantuvieron a siete 
guardias, un médico, un enfermero y dos postores evangelistas como rehenes. En 
el establecimiento caben doscientos cuarenta y ocho internos, pero al memento 
del conflicto había cuatrocientos ochenta detenidos.

Las presos plasmaron sus reclamos en un petitorio que redamaba mayor 
agilidad en lo tramitación de las causas judiciales, mejores condiciones de vida 
y lo renuncia del director de la cárcel, y contenía tos siguientes puntos: deroga­
ción del artículo 52 del Código Penal3, conmutación de penas; aplicación de la

2 Una foto de topo del diario Clarín muestro a varios ogentes de la Guordia de Infantería 
■arrostrando de los pelos o uno mujer.
3 Que impone reclusión por tiempo indo termina do en ciertos casos de reincidencia múlti­
ple.
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ley 24.390 (conocida como "ley del dos por uno"); alojamiento en unidades 
cercónos o sus familiares; reducción de las penas paro los condenados por robo 
de automotores; posibilidad de libertad condiciona! para presos reincídentes; 
mejor trato a los fomiliares que visitan a los internos; la presencia en el penal de 
Sergio Scholdender, Hebe de Bonafini, o Graciela Fernández Meijide; mejoras 
en la comida y en las condiciones saritorias; garantías pora hacer entrega de la 
unidad tomado; traslado de los ocho voceros del conflicto o otros establecimien­
tos, y relevo del director de la cárcel, inspector mayor Ornar Alfredo Marenco,

El inspector mayor Marenco, acusado por los internos de "enriquecimiento 
ilícito y  maltrato", fue relevado de su cargo o pocas horas de iniciado el conflicto 
y en su lugar asumió el prefecto Héctor Raúl González. Intervino el juez Hugo 
Alberto de Rosa, y actuaran como mediadores en el conflicto Carlos Alfredo 
Altube, director de Institutos Penales de la Provincia de Buenos Aires; Norberto 
Garda Puyó, funcionario de la Subsecretaría de Derechos Humanos, y un abo­
gado defensor de los presos, Leonardo Gómez Tala moni.

▲ 2 4 /3 . Cárcel de Batán, provincia de Buenos Aires
Julio López Ma¡donado tenia 25 años y estaba en prisión preventiva desde el 

9 de febrero de 1995. Murió por les heridos de orma blanca recibidas durante 
una pelea entre presos, según la versión brindado por el Servicio Penitenciario 
de la provincia de Buenos Aires, a corgo de! establecimiento.

A 2 4 /3 . Cárcel de Varones, provincia de Santiago del Estero
Doce internos de este peno! provincial iniciaron uno huelga de hambre paro 

reclamar por la agilización de sus causas judiciales, el cumplimiento del Pacto de 
Son José de Costa Rica, y una mayor atención médica.

▲ 3 0 /3  al 7 /4 .  Conflictos en varios establecimientos carcelarios de 
la provincia de Buenos Aires

El sóbodo 30 de marzo los internos de la Cárcel de Sierra Chica (dependien­
te de! Servicio Penitenciario de la provincia de Buenos Aires) iniciaron un conflic­
to y tomaron rehenes. Unas horas más tarde, casi todos los presos de los penales 
de Olmos, Azul y la Unidad N2 9 de La Plata se sumaron a la medida. Un día 
después sumaban diez mil los presos plegados a la protesta, pues la situación de
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conflicto se habla extendido a trece de los veinticuatro establecimientos carcelarios 
de lo provincia.

Por su parte, casi cuotro mil intemos del Servicio Penitenciario Federal (aloja­
dos en las cárceles de Caseros y Villa Devoto, en la Cárcel de Mujeres de Ezeizo, 
y en el Penal de Rowson) se sumaron a lo protesta, en solidaridad con los recla­
mos de los presos de la provincio de Buenos Aires, y comenzaron con "batucadas" 
y huelgas de hambre.

A cinco días de iniciado el conflicto, los presos adheridos sumaban once mil 
quinientos, había veintisiete rehenes, y eren diecisiete los cárceles tomadas, de 
las cuales once [un total de ocho mil presos) eran de la provincia de Buenos 
Aires. El centro del conflicto y de las negociaciones seguía estando en la Cárcel 
de Sierra Chico. El segundo ¡efe del Servido Penitenciario de lo provincia de 
Buenos Aires, inspector general Rolando Nuñez, calificó la situación como "gra­
ve y preocupante".

El domingo 7 de abril se llegó ol final del conflicto en la Cárcel de Sierra 
Chica, luego de una semana de gran tensión, y lentcmente se fue norma'izando 
ia situación en los demás establecimientos.

El acuerdo firmado como resultado de las negociaciones se hizo en base o 
ios siguientes puntos: solicitáronte la Suprema Corle de la provincia de Buenos 
Aires que se acelere la aplicación de la ley 24.390 (conocida corro "ley del dos 
por uno"), que computa doble coda día de prisión sin sentencio firme; constituir 
una comisión con representantes de los tres poderes provinciales para el segui­
miento de los problemas de la vida carcelaria en los penales bonaerenses, con 
participación de un representante de los internos; el Poder Ejecutivo estudiará 
con celeridad la situación de todos los condenados, incluidos los reincídentes y 
los condenados a reclusión perpetua; los legisladores provinciales y nacionales 
se comprometieron o realizar gesliores tendíentesa la modificación de las penas 
contemplados pora la sustracción de automotores (en algunos casos Superiores a 
!a condena por homicidio simple); gestionar, a través de los mismos legisladores 
y organismos de derechos humanos, la posibilidad del acceso de ios reincídentes 
al beneficio de la libertad condicional; traslado de los doce líderes del motín de 
la Cárcel de Sierra Chica (considerados por las autoridades como de "extrema 
peligrosidad") hacia la Cárcel de Caseros, en la ciudad de Buenos Aires, con 
garandas para el resguardo de su integridad físico; acceder o la liberación de
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los rehenes y a la entrego de los pabellones tomados, en presencio de los medios 
de prensa para evitar represalias.

Al final del conflicto, los doce presos que encabezaron el motin de Sierra 
Chica fueron trasladados o lo Cárcel de Caseros, en la dudad de Buenos Aires; 
los internos de este establecimiento los rechazaron y pidieron que ios sacaran de 
allí. Ante esa situación, las autoridades de la Cárcel de Caseros encerraron al 
grupo, denominado por los medios de prensa como "los doce apóstoles", en un 
mi Di-pabellón especial, con custodia permanente, y evitando el contacto físico 
con el resto de bs internos.

A continuación, se ofrece una breve síntesis de los hechos ocurridos entre el 
fin de semana del 30 /3 1 de marzo (Fecha en que comenzaron los conflictos en 
todos los penales) y el 7 de abril (fecha en que terminó la situación de conflicto), 
en cada uno de ios establecimientos que participaron;

Cárcel de Sierra Chico, provincia de Buenos Aires
El sábado 30 de morzo, luego de un frustrado intento de fuga de trece inter­

nos (según información dada por el Servicio Penitenciario de la provincia de 
Buenos Aires), los presos se amotinaron y tomaron como rehenes a siete guardias 
y tres pastores evangelistas. Unas horas más tarde, la jueza en b  Criminal y 
Correccional de la ciudad de Azul, María do las Mercedes Malera, concurrió a! 
penal paro mediar en el conflicto, y  fue retenida como rehén, ¡unto con el secre­
torio del juzgado, Héctor Torrens. El lunes 1 de abril, por lo mañana, la subsecre­
tario de justicia de lo provincia de Buenos Aires, María del Carmen Falbo, se 
reunió con ios representantes de los presos, y cuando !as conversaciones pare­
cían avanzar se produjo un episodio de violencia entre guardias e internos, en el 
que según versiones extraoficiales murieron tres presos. Los trascendidos daban 
cuento de muchos más muertes, algunos las atribuían a enfrentamientos entre los 
internos, y comenzó a circular b  versión de que bs cadáveres de bs internos 
muertos eran cremados por sus compañeros.

Al momento del conflicto, en la Cárcel de Sierra Chica había mil cincuenta y 
dos internos, aunque su capacidad real es para setecientos ochenta y ocho; 
novecientos ochenta tenían condena firme, y doscientos estaban condenados a 
prisión perpetuo; ciento veinte leníon condenas de tres o cinco años, trescientos 
siete condenos de seis a diez oños, y doscientos cincuenta condenos de once a
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quince años Sólo setenta y dos eran procesados. El resultado, según fuentes 
oficiales, fue de un muerto y siete presas desaparecióos, cuyos cuerpos fueron 
presuntamente quemados.

Cárcel de Azul, provincia de Buenos Aires
En solidaridad con los presos de la Cárcel de Sierra Chica, los internos de 

este penal se amotinoron y tomaron ocho guardias como rehenes, de los cuoles 
liberaron 'usgo1*, tras una negociación con el ¡efe de la cárcel, prefecto moyor 
Jorge Aguirre. Ai momento del conflicto eran trescientos treinta y nueve los inter­
nos alojados en este establecimiento dependiente del Servicio Penitenciario de la 
Provincia de Buenos Aires.

Cárcel de Olmos, provincia de Buenos Aires
Tombién en solidaridad con los presos de Sierra Chica, los internos de este 

establecimiento iniciaron un motín y tomaron dos guordios como rehenes Los 
presos dieron a conocer un petitorio en el que informaron que lo protesta era en 
solidaridad con el resto de las unidaefes penitenciarias de la provincia de Buenos 
Aires en conflicto, y pidieron la presencia de personalidades y medios de comu­
nicación como garantes de las negociaciones. Solicitaban las siguientes reivindi­
caciones: la amnistía para los internos castigados; el cumplimiento del Pacto de 
San José de Costo Rica; la revisión de las fionzas, dado que en centenares de 
casos los montos fijados eran tan altos que impedían la excarcelación; la deroga­
ción del decreto ley 6582/58 que fija las penas por robo de automotor, y el 
cumplimiento de las constituciones Nocional y Provincial en molería de régimen 
carcelaria, Al momento del conflicto, este establecimiento alojaba a tres mil tres­
cientos treinta y cuatro internos, muchos más de lo que su copaciood permite.

Unidad N2 9 , ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires
Los internos de este penal inicioron una huelga de hambre en apoyo o los 

reclamos de los amotinados en ios distintos penales de la provincia. Luego toma­
ron dos pabellones y dos guardias como rehenes. Las outoridades reprimieron 
con balas de gamo, e hirieron en un ojo a un guardia que estaba como rehén 4

4 Doto del diario Pagino 1 2 de! 10 de mayo de 1996.
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Cárcel de Dolores, provincia de Buenos Aires
Más de ochenta presos de este establecimiento se amotinaron, y tomaron dos 

guardias como rehenes.

Cárcel de Batán, provincia de Buenos Aires
Los presos de esta cárcel, cercan o a la ciudod de Mar del Plata, entregaron 

un petitorio ol [uez Pedro Hooft en el que manifestaron su solidaridad con los 
presos de los penóles amotinados.

Cárcel de Mercedes, provincia de Buenos Aires
El intento de amotinamiento de los internos de este establecimiento fue dura­

mente reprimido; catorce presos resultaron heridos [tres fueron internados en 
terapia intensiva) y Sergio Dar'o Moreno Vega murió. Según el Servicio Peniten­
ciario provincial, esto muerte fue consecuencia de uno pelea entre internos, pero 
los familiares de Moreno Vega aseguran que murió de un tiro en la cabeza. El 
conflicto terminó el miércoles 3 de abril.

Cárcel de Junín, provincia de Buenos Aires
Los internos de dos pabellones de este establecimiento (donde está preso Luis 

Valor, ¡efe de la banda a lo que supuestamente pertenecen los internos de Sierro 
Chica que encabezaron el conflicto), iniciaron una huelga de hambre en solida­
ridad con los internos de los otros penales.

A 3 1 /3 . Comisaria de Villa Gobernador Gálvez, ciudad de Rosa­
rio, provincia de Santa Fe

Seis detenidos se escaparon de esta dependencia policial a través de un 
boquete, en medio de una protesta generaliza por los condiciones de insalubridad 
en que se bollaban las celdas.

A 1 /4 . Unidad N2 3 , Servicio Penitenciario Federal, Cárcel de M u­
jeres de Ezeiza, provincia de Buenos Aires

los quinientas internas de este establecimiento (que tiene capacidad pora 
clojor sólo a trescientas sesenta) iniciaron una huelgo de hambre; pedían entre­
vistarse con los jueces de sus causas, y se solidarizaron con los presos amofína-
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dos por esos mismos dias en las cárceles de la provincia de Buenos Aires, en un 
conflicto con centro en la Cárcel de Sierra Chica. Tomaron o dos celadoras como 
rehenes, y las liberaron a las pocos horas, luego tomaron como rehén a uno 
oficial del Servicio Penitenciario redera!, y fue liberada ai término de la protesta. 
El juez de lomas de Zamora, Alberto Santamarina, dio orden de entrar con la 
Gendarmería (aunque después nogó haberlo hecho), pero una gestión urgente y 
conjunla entre el gobierno nacional y el de la provincia de Buenos Aires conven­
ció al ¡uez para que diera marcha atrás con la medida. Las internas reclamaban 
el cese del maltrato que sufren los Familiares cuando los van a visitar; mejoras en 
lo calidad de la comida; atención médica; coherencio en los listados de elemen­
tos cuyo ingreso al establecimiento está permitido y prohibido, y registro de las 
pertenencias que los visitantes deben depositar a su ingreso a lo cárcel, para 
evilcr su pérdida.

luego de cinco dios, y c t-avés de la mediación del Procurador Penitenciario, 
el conflicto culminó con la suscripción de un acta por la cual las autoridades del 
penal se comprometieron a no tomar represalias y a no efectuor traslados. Pese 
o ello, el 2 de mayo a la madrugada once internas (consideradas por el Servicio 
Penitenciario como las «cabecillas» de la medida) fueron socadas de los pabello­
nes en rapa interior, por personal del sexo masculino, y trasladadas a distintas 
unidades penitenciarias dependientes del Servicio Penitenciaría de lo provincia 
de Buenos Aires.

Ante esta violación de lo acordado, las internas hicieran una presentación . 
ante lo Cámara Federal de lo Plata, y cuando fueron citadas a una audiencia 
relataron la forma en que las sacaron de la cárcel de Ezeiza durante la madru­
gada del 2 de mayo: "Eran las 4 o 5 de la moñona. Escucho unos ruidos, 
pegan une patada en lo puerta y prenden la luz. Había como seis hombres que 
se empujaban para entrar. Escucho mi nombre, me agarran de los pelos y me 
tiran al piso. Me pusieron uno rodilla en el pecho. En el colectivo me atoran con 
una cadena que me obligaba a mantenerme con lo cabeza baja. Cuando bajé 
me pagoban cor una goma o un polo", declaró una de ellas. Otro relató: "Me 
levontaron de los pelos y me esposaron. Yo les oreguntaba adonde me lleva­
ban y solamente me daban golpes. Me decían que yo era una rehén de ellos. 
A la celadora le preguntaba dónde era trasladada y me decía que no tenía 
derecho a preguntar, y me golpeaba en el estómago". Un tercer testimonio
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aportó estos datos: "Hablo hombres con cachiporras o paíos grandotes. Un 
guardia me agarró por atrás y me torció el brazo derecho. En Los Hornos me 
metieron en los 'tubos' (celdas de castigo), sin colchón ni aguo. Muchos de mis 
cosas no están. Me (alta ropa y un libro que me dieron en la Facultad y que 
hablaba de los derechos humanos". Un cuarto testimonio: "Me arrastraron a 
través de todo el pabellón. Yo veto cómo ibón bajando □ cada una de mis 
compañeras y cómo las agredían con unas gamas y unos palos, haciéndolos 
caminar inclinados hasta caerse. A mi me pegaron lodos y sentí cuando un 
celador le decía a otra celadora que pare porque se le iba la mano. Perdí todo. 
Mis fotos, los de mis hijos y porte de mi ropo. Me sentí secuestrado. En el 
recibo de la cárcel dice que dejé dos cadenitas de metal dorado y yo rengo 
tres. También Figuro que me sacaron un anillo de metal, pero es de oro..." Otra 
de las internas relató lo siguiente: "Me decían que me collara y yo lloraba 
mucho. Un hombre me pegó en la cabeza y en la pierno. Creí que nos llevoban 
a un campo pora matarnos. Entre nosotras decíamos que oro lo noche de /os 
lápices".

El ó de mayo, (amillares de las internas fueron al despacho de uno de los 
jueces integrantes de lo Cámaro federal de la Plata, Leopoldo Schiftrin, y denun­
ciaron que algunas presas habían sido golpeados y otras trasladados ilegalmen­
te a la Cárcel de Los Hornos, cercana a la ciudad de La Plata. El juez quiso ver 
personalmente qué ocurría, y cuando entró a este establecimiento penal encontró 
a tres de las presos encerradas en un baño chico y tiradas sobre un colchón. "En 
el baña había mucha humedad y los internas tenían hematomas en distintas 
partes del cuerpo, aun cuando ya hablan pasado cinco días desde que les pego- 
ron", taloló el Dr. Schiffrin.

La Cámara Federal de La Plato resolvió que las nueve internas trasladadas a 
cárceles de lo provincia de Buenos Aires (sin motivo, en violación a lo acordado, 
y a los golpes) fueran llevados nuevamente ol penal de E/eiza, y ordenó comen­
zar una investigación para determinar quiénes fueron los guardiocórceles que 
les pegaron. Los jueces sostuvieron que las presas debían volver a Ezeíza pora 
ver o sus hijos pequeños, seguir estudiando en la cárcel y no interrumpir los 
tratamientos contra el virus del SIDA que dos de ellos hacen en hospitales de la 
ciudad de Buenos Aires. La resolución contiene además uno advertencia para el 
Servicio Penitenciario Fede-al: "Este tribunal se ve en la obligación de recomen­
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dar (a ese organismo) el fiel y estricto cumplimiento de las normas que reglón las 
relaciones de vida penitenciaria".

A  2 /4 . Cárcel de Coronda, provincia de Santa Fe
Los setecientos cuarenta presos abjados en este establecimiento provincial hi­

cieron abandono de las tareas que cumplen hcbitualmente, en señal de protesta.

▲ 4 /4 . Comisarias y  Alcaidia, ciudad de Rosario, provincia de Santa 
Fe

Aproxi madamente den detenidos encerrados en seis comisarías y en lo alcaidía 
de la jefatura de pálido de esa ciudad, iniciaron uno huelga de hambre y presen­
taron petitorios a la justicia reclamando que se aceleren los procesos judicioles.

A 2 3 /4 . Cárcel dB Villa Devoto, ciudad de Buenos Aires
Los mil ochocientos internos de este penal comenzaron una protesta y toma­

ron o ocho guardias como rehenes, en respuesta a una requisa violenta realiza­
do por los guardias; el conflicto duró 14 horas. Ocho internos resultaron heridos 
y uno de ellos fue internado en estado de coma en el Hospital Fernández.

El entonces ministro de justicio, Rodolfo Borro, monifestó que la represión se 
originó por un «intento de fuga»; sin embargo, ni el juez interviniente, Dr. Héctor 
Yrimio, ni los dos legisladores que pudieron entrar al establecimiento ¡luego de 
terminado el conflicto, porque durante el transcurso del mismo el Servicio Peni­
tenciario Federal ¡es impidió la entrada), encontraron elementos objetivos que 
probaran la afirmación del ministro.

En un petitorio de nueve puntos, los presos expusieron sus demandas tendien­
tes a modificor las molos condiciones de detención que padecen, resumidas en 
los siguientes puntos: rebojo general del 30 % en las penas como "formo de 
compensar las vergonzosas condiciones de detención"; libertad condicional con 
el 50 % del cumplimiento de pena y de las dos terceros portes en el caso de los 
reincidentes; cese de las "normas vejatorias contra las visitas", en referencia a 
las requisas a las que son sometidos los fomiliares de los presos ontes de entrar al 
penal o visitarlos; aplicación de "penas alternativas pora suplantar el anacrónico 
instituto de lo pena de prisión"; derogación del ortfcub 52 del Código Penal, 
que impone peno de reclusión por tiempo indeterminado pora ciertos casos de
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reincidencia; solicitud de "que ios jueces dejen de violar la ley y burlarse de la 
pobrero de los encarcelados poniendo fianzas imposibles de pagar"; asistencia 
y rebajo de penas a los enfermos de SIDA, y aplicación de lo ley 24.390 que 
permite computar dobles los dios de detención bajo prisión preventiva sin senten­
cio firme (conocida como 'ley del dos por uno") Hubo un importante operativo 
policial alrededor del establecimiento, con más de doscientos policías, pero Fi­
nalmente se llegó a un acuerdo entre el juez y los presos, y el conflicto terminó

A 2 3 /4 . Comisaria 1 -, Tigre, provincia de Buenos Aires
Las quince personas detenidas en esto dependencia policial iniciaron una 

protesta durante la madrugada, en contra de b  negativa a concederles el bene­
ficio de las visitas íntimas. Luego de dos horas de tensión, el conflicto terminó.

A 2 3 /4 . Unidad N2 9, Servicio Penitenciario Federal, provincia de 
Neuquén

Un preso mató a otro con un arma blanca, según la versión brindada por el 
Servido Penitenciario Federal a cargo del establecimiento.

A  6 /5 .  Cárcel de Olmos, provincia de Buenas Aires
Los cincuenta y ocho presos enfermos de SIDA alojados en este pena! inicia­

ron una huelga de hambre en reclamo de la liberación de cuatro de ellos, en 
estado terminal, para quieres piden una excarcelación extraordinaria para 
que puedan "morir con dignidad". Tres días más tarde, lo huelgo de hombre se 
extendió a otros dos unidades carcelarias de la provincia de Buenos Aires (la 
Unidad 9 de Lo Plata y la Cárcel de Mercedes), con lo que sumaron ciento 
veintidós los detenidos enfermos de SIDA en huelga de hombre.

Estos internos dieron a conocer a los medios de comunicación una serie de 
testimonios en los que fundamentan la medida y piden a las instituciones que 
contemplen su situación. Uno ellos dice lo siguiente: "Desgraciadamente soy 
un detenido en Olmos, en la sala 4 de SIDA, de los que empezamos una 
huelga de hambre el viernes pasodo y la seguimos continuando hasta ahora. 
Yo soy uno de los casos terminales de los muchos que hay. Puedo asegurar que 
hay muchos más no comprobados. Se está arruinando la vida de un ser huma­
no, del cuol no se ho comprobado que sea el autor del supuesto delito que se le
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imputa un mi coso, no tengo el fallo en primera instancia Soy portador de 
aros, y yo se me ha declorado la enfermedad. He perdido mucho más de 25 
kilos de peso y tengo demasiadas enfermedades oportunistas. Cuento con tu­
berculosis, afección intestinal y cada tonto me broto todo ol cuerpo. Mis solici­
tudes de excarcelación han sido denegadas. (...) Me plegué y sigo en huelga. 
He visto morir a demasiada gente aquí. Y sé que sucede en otros penales y 
hasta en hospitales de las cárceles ". Otro de los testimonios dice: "(...) tenemos 
la esperanza de que este casete llegue a algunas manos y que lomen realmente 
la preocupación y la gravedad de la situación. Sé positivamente que no soy un 
enfermo terminal hasta el momento. Pero desoués de este socrncio no sé si lo 
seré. Y en el caso de que lo sea no me intereso, porque la muerte ya la llevo 
sobre mis hombros. (...) que los señores jueces tengan en consideración los 
ccsos terminales. Que no los dejen morir acá adentro''. Jn tercer testimonio 
dice: "(...) que bs casos terminales de SIDA sean escuchados. Que reconsideren 
nuestro situación. Por eso luchamos por todos .os ideales, en comparación de 
todos los enfermos de SIDA. Y por todos los amigos que estamos acá en estos 
momentos, de todas las más de diez personas en esta sala, luchando con el 
objetivo de nuestras libertades. Que no tengan que venir nuestras familias y 
nos tengan que llevar en un cajón y tenga que sufrir el tormentoso dolor de toda 
su vida. Queremos que la Justicia sea justa".

A 18 /5 . Unidad N2 6, Servicio Penitenciario Federal, Penal de 
Rawson, provincia de Chubut

Cuarenta internos de un pabellón de esta cárcel iniciaran una protesta y 
tomaron o dos guardias como rehenes; pedían ser trasladados a establecimien­
tos penales cercanos a los lugares de residencio de sus la miliares [Capital Fede­
ral y Mendoza), la aplicación del Pacto de San José de Costa Rica y de la ley 
24.390 (conocida como "ley del dos por uno” ), y la condonación de las penas 
para los enfermos de SIDA. Luego de 14 horas se llegó a un acuerdo paro 
levantar la protesto, can la intervención del juez Federal Esteban Cerra, y los 
dieciocho presos que iniciaron la medida fueron trasladados o la cárcel de Villa 
Devoto, en la ciudad de Buenos Aires.
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▲ 1 9 /5 . Comisaria N2 18. ciudad de Rosario, provincia de Sania 
Fe

Cinco detenidos en esta dependencia policial sufrieron heridos de importan­
cia luego de una pelea entre presos. En la comisaría hay lugar para veinte perso­
nas. pera al momento de los incidentes en sus calabozos había treinta y dos. En 
la represión actuó la Guardia de Infantería de la policio provincial.

▲ 2 0 /5 . Alcaidía, Roque Sáenz Peña, provincia de Chaco
Un grupo de detenidos de esta dependencia retuvo al policía encargado de 

abrir las puertos de los celdas, e intentó llegar o la calle. Policías de refuerzo y 
bomberos rodearan la manzana e impidieron la lugo.

A 2 1 /5 . Unidad Ns 9, ciudad de La Plata, provincia de Buenos 
Aires

Veintiséis internos de este establecimiento intentaron una fuga, peno fue frus­
trada por los guardias.

A 2 5 /5 . Cárcel de Caseros, ciudad de Buenos Aires
Dos heridos leves fue el resultado de la represión (con bastonazos y balas de 

goma) a un intento de motín ocurrido en este establecimiento. Según las autorida­
des penitenciarias, la protesta fue organizada por el grupo denominado "ios 12 
apóstoles", lideres del motin de Sierra Chico y alojados en Caseros desde el mes 
de abril, y reclamaban su traslodo a la Cárcel de Mendoza.

A 2 /6 . Cárcel de la provincia de Santiago del Esfera
Cinco presos y dos guardias de este establecimiento resultaron con heridas 

leves luego de un motin e intento de fuga (según la versión de las autoridades). 
Los guardias reprimieron con balas de goma.

A 2 2 /6 . Cárcel de Encausados, General Roca, provincia de Rio 
Negro

Los internos de este establecimiento realizaron una protesto y, Iras siete 
horas de tensión, fueron violentamente reprimidos con gases lacrimógenos y 
balas de goma por la policía provincial, a cargo de la seguridad del penal.
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£1 resultado fue de un muerto y un centenar de heridos (algunos de grave­
dad).

La cárcel alojaba en ese momento o doscientos ocho internas, entre procesa­
dos y condenados -aunque estos últimos no deberían estor allí, porque es una 
cárcel destinada sólo ci procesados-, y unos meses antes había sido denunciada 
por sus lamentables condiciones de habitabilidad, los presos reclamaban b  ace­
lerad ón en las causas ¡udieioles, la finalización de las condiciones de hacinamiento 
y mejoras en lo higiene y lo alimentación.

Durante el motín murió el interno Corlos Alberto Solomón, de 18 años. Las 
autoridades de lo Cárcel de Encausados (y también el gobernador de lo provin­
cia de Río Negro, Pablo Verani), informaron que el joven fue muerto por sus 
propios compañeros.

La Comisión de Derechos Humanos de General Roca denunció que los presos 
Fueron reprimidos porque unos días más tarde se venció el plazo que el gobierno 
de la provincia de Rio Negra tenía para mejorar las condiciones del penal. La 
hermana Natalio Petrosino, religiosa que intervino como mediadora en el con- 
Hicto, denunció que «los internos estabon durmiendo y entraron en las celdas con 
tiros». La Comisión denunció también que sesenta de los ciento veinte internos 
que participaran en el incidente fueron severamente golpeados. Dijo el informe 
de la Comisión de Derechos Humanos de General Roca: «Los detenidos se hacinan 
en una confusa mezcla discepoliana: procesados y condenados, condenas altas 
y condenas menores, primarios y reincidentes, mayores y menores, hombres y 
mujeres. Además de las deplorables condiciones de higiene, confort y salud». 
Los familiares de los presos aseguran que los internos no recibieron la atención 
médico necesorio y quB «los provocan paro que se amotinen en serio».

Durante el primer semestre del año 1995 el Defensor del Pueblo, Jorge 
Mo¡orano, habió presentado un recurso de amparo exigiendo lo solución de los 
aspectos más graves del funcionamiento del penal y ordenando dotar ol edificio 
de infraestructura adecuado. La justicia hizo lugar a lo presentación, y otorgó al 
gobierno un pbzo de un año para cumplir con lo ordenado. El plazo vencía el 
2ó de agosto y, si las mejoras no se producían, la Cárcel de Encausados de 
General Roca podio ser declarada «no opta», y los detenidos podían quedar en 
libertad o sujetos a un régimen de orrestos domiciliarios.
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A 2 4 /6 . Cárcel de Olmos, ciudad de La Plata, provincia de Buenos 
Aires

Héctor Cardella, de 25 años, preso en este establecimiento, murió como 
consecuencia de las heridas recibidas en una pelea entre internos, según la ver­
sión brindado por las uuto-idodes penitenciarias provinciales a cargo del penal.

A 2 4 /6 . Unidad Penitenciaria N? 9, ciudad de La Plata, provincia 
de Buenos Aries

Medio centenar de presos intentaron escapar de este estabíecimiento penal, 
luego de un motín en que tomaron como rehenes a cinco guardias. Fueron repri­
midos por agentes del Servicio Penitenciario de lo provincia de Buenos Aires, y 
el resultado fue de circo guardias y veinte detenidos heridos.

A 2 6 /6 . Cárcel de Azul, provincia de Buenos Aires
Cinco internos de la cárcel de la ciudod de Azul, provincia de Buenos Aires, 

fueron heridos con balas de goma cuando (según lo versión de los autoridades) 
intentaban tugarse.

A  1 ¡7. Unidad N- 4 , Servicio Penitenciario Federal, Colonia Penal 
de la ciudad de Santa Rosa, provincia de La Pampa

Dos internos de esta unidad penal iniciaron uno huelga de hombre (y uno de 
ellos se cosió la boca) en demanda de la revisión de sus condenas.

A  7 /7 . Comisaría de Villa Gobernador Gálvez, ciudad de Rosario, 
provincia de Santa Fe

Cinco de las veintidós personas detenidas en esta dependencia policial (don­
de caben no más de trece personas) protagonizaron uno protesta, que comenzó 
con una "batucada" y quema de colchones y montos, en reclamo de mejores 
condiciones de detención.

A 2 7 /7 . Cárcel de Rawson, provincia de Chubut
Hugo Sosa -integrante del grupo de Luis Valor, autor de varios asaltos a camiones 

blindados-, se peleó con otro preso, supuestamente para definir el liderazgo sobre 
los internos. Tras cinco días en celdas de castigo, volvieron a pabellones comunes.
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A  1 /8 .  Unidad Ns 4 , Servicio Penitenciario Federal, Colonia Penal, 
ciudad de Santa Rosa, provincia de La Pampa

Dos internos cíe esto unidad penal reiteraron su huelgo de hambre (y uno de 
ellos volvió a coserse la boca), igual que un mes antes, en demanda de una 
pronta resolución judicial de los recursos de casación presentados por sus abo- 
godos defensores.

A 2 /8 . Alcaidía, ciudad da Corrientes
El 80 % de los presos oiojados en esto dependencia policial hicieron una 

huelgo de hambre en reclamo de la renuncia de Saúl Cáceres, ¡efe de lo reparti­
ción, Sin embargo, el gobierno provincial lo ratificó en el cargo y dijo que el 
funcionario «cumple correctamente con su deber».

A 3 /8 . Comisaria de Garin, provincia de Buenos Aires
Veinticinco detenidos en esta dependencia policial se amotinaron y  mantu­

vieron como rehén durante una hora a un cabo de la policía de la provincia de 
Buenos Aires. Reclamaban mejores condiciones de detención y urgente traslo­
do o otras dependencias, lo intervención de uno jueza de Zarate resolvió el 
conflicto.

A 4 /8 .  Unidad N 2 9, ciudad do La Piala, provincia do Buenos Airos
Dos presos de este establecimiento se enfrentaron en una pelea con armos 

blancas. Como consecuencia de las heridas recibidas, murió Fernando Sosa 
Segovia, de 22 años, que se hollaba en prisión preventiva.

A 9 /8 .  Cárcel de Villa Devoto, ciudad de Buenos Aires
Los internos de un pabellón de este establecimiento iniciaron una protesta y 

tomaron a cuatro guardias como rehenes, para redamar por la confusa muerte de 
un compañero, a los 4  de la mañana, por falta de atención médica, los amotina­
dos, tras dialogar con las autoridades de la cárcel, liberaron a los guardias.

Clementino Oscar Espinoza, de 44 años, estaba hacía un año en prisión 
preventiva por imputación de intento de robo y privación ilegítima de la libertad. 
Su esposa aseguró que Espinoza no recibió ningún tipo de atención y que lo 
dejaron morir, en tanto que las autoridades dijeron que sufrió un paro
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cardiorrespiratorio. La mujer aclaró también que su marido no eslabo enfermo, y 
que los compañeros estuvieron mósde tres horos golpeando las rejas infructuosa­
mente, paro que le dieron atención médico.

A 14 /8 . Cárcel de Dolores, provincia do Buenos Aires
Fabián Leonardo Morelli, de 32 años, que cumplió prisión preventiva en este 

penal, fue encontrado muerto por heridos de arma blanca en el pabellón de 
recreación. La jueza Miriam Yalfone intervino en la investigación del caso.

A 8 /9 . Cárcel de Olmos, provincia de Buenos Aires
Oscar Barrios Salinas, preso en este establecimiento, resultó herido durante 

una peleo con otros presos, y fue internado en estado grave.

A 8 /9 . Comisaria de Pablo Nogués, provincia de Buenos Aires
Diecisiete presos ¡trece mayores y cuatro menores de edad) de esto depen­

dencia policial iniciaron una protesto y tomaron como rehenes a un policía y a 
otro preso (un contraventor detenido la noche anterior por ebriedad). Reclama­
ban rapidez en la definición de sus causas penales y, luego de negociar la 
finalización del reclamo con el juez Silvio Chagay, el conflicto terminó; los rehe­
nes fueron liberados, y se acordó troslodor a los detenidos que participaron del 
hecho a lo Córcel de Sierro Chica, tal como ellos habían pedido.

A 9 /9 . Cárcel de Rawson, Servicio Penitenciario Federal, provincia 
de Chubut

Los presos de seis pobellones de esto cárcel de máxima seguridad realizaron 
una protesta en repudiad maltrato recibido por tres compañeros, y tiraron aceite 
y aguo hirviendo o los guardias. Los presos quemo ron ropo y colchones, y corta- 
ron la energía eléctrico. El servicio penitenciario reprimió, y resultaron heridos 
por golpes y quemaduras siete guardias y nueve presos.

A 11 /9 . Comisaria N- 1, ciudad de M ar del Plata, provincia de 
Buenos Aires

Siete presos (de ur total de treinta y tres) alojados en esto dependencia policial 
iniciaron una protesta con quemo de colchones y rotura de una puerta y una reja.
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Intervinieron los bomberos y personal del Comando de Polrullas y de la Guardia 
de Infantería. El conflicto, que duró 45 minutos, tuvo como resultado un herido. 
Según la versión de la policía, los detenidos reclamabon ser troslododos a otros 
dependencias o unidades carcelarias, y poder tener un régimen de visitas más 
elástico que el que poseen estando alojados allí.

A 3 0 /9 . Cárcel de Villa Floresta, ciudad de Bahía Blanca, provincia 
de Buenos Aires

Dos presos [Claudio Jacobo Piñela, de 25 oños, y Marcelo Fabián Zarate 
Chazarreta, mayor de edad) murieron por balazos y otros dos fueron heridos 
durante la represión a un intento de fuga con tomo de rehenes Aunque los 
amotinados liberaron a los rehenes, el incidente fue reprimido violentamente.

A 3 0 /9 . Cárcel de Olmos, provincia de Buenos Aires
Néstor Javier Willolia Reccero, de 28 años, fue muerto en una pelea entre 

internos de este establecimiento penitenciario provincial.

A 30/9. Cárcel de la ciudad de Trelew, provincia de Chubut
Diecinueve internos de un pabellón de este establecimiento peñol se resistie­

ron a uno requisa y fueron reprimidos por la policía provincial; hubo seis policías 
y tres presos heridos. El ¡efe de la Unidad Regional Trelew, comisario mayor 
Claudio Héctor Rojas, informó que <el enfrentamiento se registró con los dieci­
nueve internos del pabellón princípol, que se resistieron a una requisa».

A 3 /1 0 . Comisaria N5 18, ciudad de Rosario, provincia de Santa Fe
Las treinta personas detenidas en esta dependencia policial inicioron una 

protesta; resultaron heridos seis policios y trece presos. El conflicto se originó en 
la madrugada, cuando el personal de la comisaria ingresó en una celda donde 
se alojaban trece de los reclusos, para una requisa en busca de cuchillos y otros 
objetos punzantes. Entonces un detenido se resistió y los otros lo apoyaron, por 
lo que el personal policial que estaba fuera de la celda pidió la colaboración de 
la Guardia de Infantería.

Las dependencias de detención de la Unidad Regional II de b  Policía de lo 
provincia de Santa Fe están superpobladas, con más de setecientos cincuenta
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detenidos. Los juígcdos de la ciudad de Rosario no tienen otro alternativa que 
alojar a los Imputados en las comisarías, ya que tanto la cárcel de Las Flores (en 
la ciudad de Santa Fe] corro la de Coronda (a mitod de camino entre Santa Fe y 
Rosario), se hallan colmadas en su capacidad, al igual que otros dependencias 
carcelarios de la provincia. La situación en las comisarías de Rosorio es «explo­
siva», según ios autoridades policiales.

▲ 1 5 /1 0 . Cárcel de San Nicolás, provincia de Buenos Aires
José Luis Garate, de ?4 años, apareció ahorcado en la cárcel de San Nico­

lás. Un tiempo antes, Gorole habla copado un juzgado de Roque Sáenz Peño, 
provincia de Chaco, donde mantuvo por más de tres horas como rehenes a su 
novia (embarazado de 7 meses), a un magistrado y a dos abogados. En ese 
momento, pidió la presencia de los organismos de derechos humanosy el trasla­
do a la cárcel de San Nicolás.

▲ 1 8 /1 0 . Comisaria N2 8, ciudad de La Piala, provincia de Buenos 
Aires

En medio de uno protesta en esta dependencia policial se fugaron cinco 
detenidos, de los cuales tres fueron luego recapturados. Las autoridades policiales 
trasladaron entonces a! supuesto líder de la protesta o lo comisaría N2 4 de la 
misma ciudad.

A 1 9 /1 0 . Comisaría N2 4, ciudad dB La Piala, provincia de Buenos 
Aires

Dieciséis presos olojados en esta dependencia policial protestaron queman­
do colchones; el resultado fue de tres presos heridos. .

A 2 3 /1 0 . Comisaría Ns 13, ciudad de Rosario, provincia de Santa Fe
Los diecinueve detenidos en esta dependencio policiol iniciaron una protesta 

y quemaron colchones, en reclamo de mejores condiciones de encierro. La poli­
cía reprimió con bastonazos y disparos. El resultado fue de dos policías heridos 
y doce presos con quemaduras. Según reconocieron olgunos voceros de la poli­
cio, había diecinueve detenidos pero en ios calabozos cabían solamente Hoce 
personas.
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▲ 2 5 /1 0 . Cárcel de Villa Floresta, ciudad de Bahía Blanca, provin­
cia de Buenos Aires

Lio joven de 28 años, enfermo de SIDA, se suicidó ahorcándose dentro de su 
calabozo de este establecimiento penal.

▲ 2 5 /1 0 . Cárcel de Olmos, ciudad de La Plata, provincia de Bue­
nos Aires

Dos internos de este establecimiento penal sufrieron graves heridos luego dé 
enfrentarse entre ellos.

A  11 /1 1 . Comisaría de Ringuelet, provincia de Buenos Aires
Los detenidos alojados en esta dependencia policial realizaron una protesta 

y fueron reprimidos por lo Guardio de Infantería de la Policio de la provincia de 
Buenos Aires; doce presos resultaron heridos.

A  1 4 /1 1 . Cárcel de Villa Devoto, ciudad de Buenos Aires
Setecientos presos de este penal se amotinaron y tomaron como rehenes o un 

guardia y un maestro de la prisión por casi cuatro horos. La protesto se originó 
en el horario de visito, y lo causa fue lo negativa al traslado de los llamados «12 
apóstoles», el grupo de presos que lideró e! amotinamiento del penal de Sierra 
Chica en el mes de abril los presos también reclamaban al presidente Carlos 
Meneen que desistiera de su intención de vetar la ley -aprobada por el Congreso- 
por la cual se reduce ei monto de las peños por el delito de robo de automotores 
u mono armada. También pedían el cese de los traslados al interior y mejores 
condiciones de vida. Un petitorio lanzado desde una de las ventaras de lo cárcel 
exigió que se «terminara con estas injusticias»; taita de detenso en juicio, 
i nex siendo de -a doble instancia para apelar cousas penales contra detendrás; 
falta de copia taquigráfica o grabación en juicios; mala aplicación de la ley del 
«dos por uno», pidiendo que rigiera para los detenidos por temo de drogas; 
violación del Pacto de San José de Costa Rica; aplicación de la rebaja de penas 
en el coso de robo de automotoras; falta de comida, asistencia médica y 
resocializacióir; violación del reglamento de penados y procesados; atención a 
los enfermos de SIDA, y violación de la defensa en juicio.
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▲ 25 /1  1 • Alcaidía, ciudad de Corrientes, provincia de Corrientes
Juan de la Cruz Mon|e, de 37 años, detenido en la alcaldía policial de lo 

ciudad de Corrientes acusado de «violación calificada». Fue hollado ahorcado 
en su celda con la correa de un bolso.

▲ 10/12. Cárcel de Caseros, ciudad de Buenos Aires
Los internos de la cárcel de Caseros protestaron por los comodidades que, 

según dijeron, estarlo gozando Guillermo Cóppola. Denunciaron que «está en 
una celda más amplia y confortable que los nuestras, con piso de cerámica. 
Además, tiene agua caliente», y también aclararon que "las comodidades de las 
que goza Cóppola no se las dieron por llamarse como se llama, sino porque 
tiene plata; cualquiera que tenga dinero puede acceder a esas comodidades y 
convertirse en un preso VIP".

Hacinamiento y  sobrepoblación carcelaria

Los informes anuales sobre la situación de los Derechos Humanos en Argenti­
na del CELS correspondientes a los años 1994 y 1995, dan cuenta de las postu­
ras oficiales respecto o la forma de solucionar el problema del hacinamiento en 
los cárceles. En los dos años pasados, muchos fueron los recio mos colectivos que 
hicieron los presos encerrados en las cárceles dependientes del Servicio Peniten­
ciario Federal y del Servicio Penitenciuria de la provincia de Buenos Aires, en 
reclamo de mejoras en las condiciones de detención. Ante esos redamos, distin­
tos funcionarios de los gobiernos nacional y provincial reiteraron invariablemen­
te que el problema se iba a solucionar mediante ambiciosos (y millonarios) pla­
nes de construcción de nuevos establecimientos carcelarias con capacidad para 
alojar a todos los presos, tanto en el ámbílo federal como en la provincia de 
Buenos Aires.

En ese momento señalamos críticas a esta respuesta, pues consideramos que 
proponer la ampliación de plazas y la construcción de nuevos establecimientos 
como único soiución o los complejos problemas estructurales que padece el siste­
ma carcelario, en nada garantiza mejores condiciones de detención y mayor 
respeto de los derechos humanos de los internos. Para lograr estos objetivos, se



Capítulo IV A Situación carcelaria

requiere una político penitenciaria que contemple todos los elementos del siste­
ma; sin desconocer la importancia que el hacinamiento tiene como cousa de 
conflicto y de deterioro de los condiciones de detención en las cárceles naciona­
les, y también en muchos servicios penitenciarios de los estados provinciales, no 
es posible deslindarlo de los otros gravísimos problemas existentes: maltrato físi­
co, arbitrariedad en la normativa y en lo aplicación de sanciones, deficiente 
atención de la solud, mala alimentación, etc.

En lo que respecta al ámbito nacional, puede apreciarse que la publicitada 
ampliación de la capacidad carcelaria a través de la construcción de nuevos 
establecimientos no se ha concretado en el año 199ó, y que el problema del 
hacinamiento y la sobrepoblación carcelaria en los establecimientos del Servicio 
Penitenciario Federal está lejos de hallar uno solución en lo inmediato. El propio 
Procurador Penitenciario, en su Informe Anual 1995-199Ó, reconoce que la pro­
blemática de la sobrepobhoián carcelario se ha agravado con respecto a años 
anteriores5, y que "el ambicioso plan de obras de infraestructura (...) no ha 
logrado ser ejecutado conforme el cronograma originalmente previsto" y que 
"sólo la nueva Unidad N° 24 destinada a jóvenes adultos, que no logró inaugurarse 
durante el primer semestre de 1996 pero ya tiene fecha previsto de inauguración 
(...), será aplicada ol destino inicialmente previsto. Se trata, no obstante, de uno 
obra en ejecución al comienzo del actual Plan Director"6 (el subrayado es nues­
tro). A  fines del mes de octubre, efectivamente, se inauguró el Instituto Federal de 
Jóvenes Adultos (Unidad N® 24), en la localidad de Marcos Paz (provincia de 
Buenos Aires), con el objetivo de resocializar y reeducar o los ciento cincuenta y 
dos internos de entre 18 y 21 años que podrá albergar.

El temo de la construcción de nuevas cárceles federales tuvo algunos avalares 
díanos de señalarse; en el mes de agosto de 1996, al poco tiempo de asumir en 
reemplazo de Rodolfo Barra al frente del Ministerio de Justicia, Elias Jassan con­
venció ol presidente Menem de la necesidad de dar marcha atrás con la licitación 
para la construcción de dos nuevas cárceles en Ezeiza y Marcos Paz (previstas 
pora reemplozar a los pena'es de Caseros y Devoto), argumentando que las 
quería inaugurar pero no como huésped, en obierta alusión a las irregularidades

5 Informe Anual 1995-199ó del Procurador Penitenciario, p. 7.
Ó Informa Anuol 1905-1996 dol Procurador Penitenciario, p. 1 1 .
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que había encontrado en el proceso de licitación de la obra de más de quinien­
tos millones de dólares, llevado ajelarte por su antecesor. El presidente Menem 
lo autorizó a revisar la licitación que ya había sido adjudicada a las empresas 
Bouygues S.A., Benito Roggio S.A., y Petersen, Thiele y Cruz S.A.C., y lodo 
volvió a foja cero.

Sin pretender una exposición exhaustiva de las cifres en las que se traduce el 
problema de la sobrspobloción carcelario y el hacinamiento en los cárceles que 
dependen del Servicio Penitenciario Federal, y sólo a manera de ejemplo para 
tener uno idea de la situación general, traemos oquí algunos datos numéricos de 
las dimensiones del problema de la sobrepoblación carcelaria. Según datos vol­
cados en el Informe Anual del Procurador Penitenciarlo, al 9 de agosto de 1996 
la situación era la siguiente:

Unidad N- 1, Servicio Penitenciario Federal 
Cárcel de Caseros7 8

Población: 1285 internos 
Capacidad real. 1 180 pla2as 
Sobrepobladón: 10 % por encimo de ia capacidad 
Condenadas: 286 [22 %)
Procesados: 999 (78 %]

Unidad N” 2, Servicio Penitenciario Federal 
Cárcel de V illa Devoto9

Población: 1797internos
Capacidad real: 1491 plazas
Sobre población: 20 % por encimo de lo capacidad
Condenados: 423 (23 %)
Procesados: 1068 (77 %)

7 Este establecimiento debería alojar sólo personas procesadas, sin condena.
8 Este establecimiento debería alojar sólo personas procesados, sin condena.
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Unidad N- 3, Servicio Penitenciario Federal 
Instituto Correccional de Mujeres de Ezeiza

Población: 489 internas
Cupucídad real: 360 plazas
Sobre población: 3ó % por encima de la capacidad

La situación es igualmente grave en el ámbito de !a provincio de Buenos 
Aires. Según dolos emanados del Servicio Penitenciario de lo provincio de Bue­
nos Aires, la evolución de la población corcelorio en el ámbito provincial, entre 
los oños 1 984 y l 994, ha sido la sigurenteg :

Evolución de la población carcelaria. 19 84 '1994

Año 19B4 1983 1986 198? 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994

Varones 5388 5334 5520 5924 6900 8022 8788 9)85 9261 9273 9579

Mujeres 127 125 13-4 139 163 188 296 216 217 218 311

Total 5515 5459 5654 6064 7124 8211 8985 9402 9478 9492 9890

Fuente: Servicio Penitenciario de la provincia de Buenos Aires

Según datos proporcionados por Rubén Citara, Ministro de Gobierno, en el 
mes de abril de 1996 (según datos del ano 1995), las cifras son las siguientes:

Servicio Penitenciario de la provincia de Buenos AirBs
Cantidad de establecimientos penales provinciales: 27 
Capacidad real: ó.918 plozas 
Población penal: 10.090
Sobrepoblación: 4Ó % por encima de la capacidad 
Condenados: 2.655 (2ó %)
Procesados: 7.435 (74 %) 9

9 Date del diario La Nación del 21 de abril de 1 996.
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Lo situación había empeorado pocas meses después, y en agosto de i 996 
las cárceles dependientes del Servido Penitenciario de la provincia alojaban un 
lotol de doce mil setecientos presos (un 80 % por encima de su capacidad real)15.

A esto hay que sumar las cuatrocientas personas que, por orden judicial y 
debido o la folta de lugar en los establecimientos carcelarios, están detenidas en 
distintos comisarias de la provincia de Buenos Aíres en calidod de presos preven­
tivos. En la ciudad de Mar del Plata, por ejemplo, en el mes de mayo de 1996 
habla alrededor ce doscientos setenta presos detenidos en las once dependen­
cias policiales (nueve comisarías, subcomisaría de Playa Serena y Brigada de 
Investigaciones], o pesar de que la capacidad real de alojamiento de esos esta­
fa ¡eci míenlos policiales está colculada en no más de doscientos plazas. Según la 
información periodística, en algunos casos los presos son derivados a comisarías 
de la zona (Necochea, Lobería y San Cayetano)11,

El problema del SIDA en las cárceles

Es obvio pero necosario recordar que los presos enfermos de SIDA sufren de 
manera agravado las deficientes condiciones de detención que imperar, en ios 
establecimientos carcelarios cel país, y en ese sentido no ha habido ovonces en 
el mejoramiento de las condiciones de otendón para estos casos.

Todos los datos estimativos indican que el número de presos alojados en las 
cárceles del país que están infectados con el virus VIH va en aumento, y se 
reconoce que esto constituye un grave problema que amerita políticas específi­
cos; sin embargo, éstas no se están desarrollondo.

En el mes de mayo de 1996, el segundo jefe del Servicio Penitenciario de la 
provincia de Buenos Aires, Lorenzo Núñez, informó a los medios de comunica­
ción que, sobre un total de diez mil cuatrocientos presos que existen en lo juris­
dicción provincial, cuatrocientos cincuenta y uno están infectados con el virus del 
VIH, y sólo doce de ellos se hallan en situación terminal. Por su pare, en el mes 
de julio de ’ 99ó, el Dr. Roberto Rodríguez, médico infectólogo y director del 10 11

10 Dalo del diario Clarín del 4 de agosto de 1996.
11 Doto del diario Crónico del 28 de moyo de 1996.
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Programa de SIDA y Problemas Prevalentes, del Servicio Penitenciarlo de la nro- 
vincia de Buenos Aires, informó que hay quinientos veinticinco presos con SIDA 
en los cárceles de lo provincia de Buenos Aires; asimismo, señaló que el 93 % de 
los internos infectados ya ingresan con la enfermedad, y sólo el 7 % la contrae en 
los establecimientos carcelarios. El funcionario señaló como "preocupante" el 
aumento de casos en las cárceles de la'provincia, e informó que se está trcbajon- 
do en un plan de atención a los enfermos en las cárceles, tarea que se dificulta 
por el constante ingreso de nuevos internos con problemas.

En este contexto, durante el año 1996 hubo una serie de fallos judiciales que 
ordenaron otorgar la libertad a presos que eran enfermos terminales de SIDA, 
con fundamento en razones humanitarios, tanto en caso de presos condenados 
como presos preventivos. Esto significó un importante ovance en la jurispruden­
cia, a través de la cual se reconoció la necesidad de limitar la mortificación y el 
agravamiento de las condiciones de detención que significo para los enfermos 
terminales de SIDA están encerrados en establecimientos carcelarios, sin aten­
ción adecuada y alejados de sus familias en el tramo final de su vida.

Segundo taller sobre las condiciones de detención en 
la Argentina

Con idénticos objetivos y fundamentos que los que dieron origen o la organi­
zación del Primer Taller sobre las Condiciones de Detención en la Argentina: 
"Político penitenciaria y violencia en la cárcel", en septiembre de 1995, yen el 
contexto de la lucho contra las violaciones a los Derechos Humanos a que se ven 
sometidas los personas privadas de su libertad, el Centro de Estudios Legales y 
Sociales (CELS) y la Asociación para la Prevención de la Tortura (APT) de Gine­
bra organizaron en Buenos Aires, durante los días 2 y 3 de octubre de 1996, el 
Segundo Taller sobre las Condiciones de Detención en lo Argentino: "Cárcel sin 
condeno y detenciones en comisorios". El evento estuvo auspiciado por el Minis­
terio de Justicia de la Nación, la Procuración Penitenciarla de lo Nación, la 
Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales de la Nación, el Instituto de 
Estudios Comparados en Ciencias Penóles y Sociales (INECIP) y el Encuentro de 
Jueces de Tribunales Orales Federales y Nacionales.
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La realización de este Taller tuvo como objetivo principal la consolidación 
de un espacio de discusión, nocido del toller anterior, a través de la participa­
ción de los funcionarios q ue tienen intervención desde distintas funciones en el 
ciseño de políticos penales, y de los organizaciones de la comunidad que de 
un modo u otro intervienen en el control de esas políticas, con el fin de constituir 
como uno de sus ejes el respeto por los Derechos Humanos de las personas 
privadas de su libertad. Fn este contexto, participaron en el Segundo Taller 
funcionarios gubernamentales pertenecientes a la Procuración Penitenciaria, el 
Poder Judicial, el Poder Legislativo, el Ministerio de Gobierno de la provincia 
de Sania Fe, y -desde el sector no gubernamental- intervinieron también acadé­
micos y especialistas en el tema y organizaciones sociales vinculadas a esto 
problemática.

A pesar de la ausencia de algunos funcionarlos gubernamentales que toda­
vía expresan resistencia o participar en ámbitos de discusión y crítica sobre 
políticas oficióles en relación a los derechos humanos, luego de lo realización de 
este taller quedó clara la necesidad de que estos encuentros tengan continuidad, 
consolidando el objetivo preciso de ejercer un control eficaz sobre las políticas 
de gobierno frente a la problemática carcelaria, previniendo y alertando de esa 
formo violaciones o derechos esenciales de las personas privadas de su libertad.

El objetivo de este Segundo Taller fue el análisis y la discusión sobre la norma­
tiva actual y su aplicación judicial respecto de todos aquellas personas que están 
privadas de su libertad sin condena judicial firme. Los exposiciones y posteriores 
debates también incluyeron el problema de ¡as detenciones en comisarías, con- 

. (roladas por personal policial, ya sea porque sus dependencias funcionan como 
establecimientos carcelarios sustitutos caso de las provincias de Buenos Aires y 
Santa Fe- o también en virtud de aquellas detenciones originadas en facultades 
de la policía para detener por averiguación de identidod o por la comisión de 
contravenciones.

A lo largo del evento hubo coincidencias amplios en destacar que, a pesar 
de que se han logrado avances legislativos en materia de razonabilidad del 
plazo de detención (tanto en un proceso penal como en las detenciones produci­
das por la policio), se producen todovio violaciones sistemáticas de principios 
tales como la presunción de inocencia, contemplado tanto en la Constitución 
Nacional como en los instrumentos internacionales incluidos en ella.
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A lo brgo de los dos ¡ornadas del Taller se desarrollaron seis paneles, en los 
que expusieran distintos Funcionarios gubernamentales, y de ios poderes iegisln- 
tivo y judicial; representantes dei ámbito académico y de organismos defensores 
de los Derechos Humanes; representantes de organismos internacionales, y ex 
funcionarios policiales.

El primer panel de la ¡ornada de apertura estuvo integrado por dos represen­
tantes gubernamentales, y por un académico especialista en lo materia; allí se 
puso de relieve la necesidad de restringir el mínimo imprescindible el uso de la 
prisión preventiva y, al mismo tiempo, se alertó sobre ciertas tendencias 
jurisprudenciales de interpretación y aplicación de las normas procesales en 
materia de prisión preventiva que se opnecían contrarios o los principios funda­
mentales del respeto a los derechos humanos. Se señaló también que, en algunos 
cosos, los tribunales locales interpretan erróneamente algunas normas de dere­
cho internacional, e imponen criterios que contradicen el principio de 
excepcionalidad de la prisión sin juicio previo, reforzando la ‘esis de que la 
prisión preventivo se utilizo solapadamente conno pena anticipada.

El segundo panel estuvo integrado por un funcionario del gobierno de la 
provincia de Santa Fe, un ex funcionario policial de la provincia de Buenos Aires 
y un representante del Centro de Estudios Legales y Sociales (CEIS). Acuí se puso 
énfesís en la grave situación que padecen los presos alojados en comisarías, 
situación que lejos de revertirse va en aumento tanto en la provincia de Buenos 
Aires como en la prov;ncia de Santa Fe, debido al déficit de los establecimientos 
penitencia-ios de dichos estados provinciales. En este sentido, se señoló que las 
dependencias policiales no Cjentan con ia estructura necesaria y el personal 
idóneo pa'O alojar detenidos, y a través de dalos se mostró lo gravedad de la 
situación que está mostrando problemas de sobrepoblación en las comisarías, 
con e: consiguiente agravamiento de las condiciones de detención de bs perso­
nas allí detenidas. Asimismo, se señaló el alto porcentaje de detenciones irregu­
lares y arbitrarios que la policía realiza, en virtud de facultades discrecionales a 
códigos contravencionales que no respetan las garantías judiciales del debido

El tercer ponel de b primera ¡ornado, integrado por uno de bs relatores 
internacionales de¡ Grupo sobro Detenciones Arbitrarias de Naciones Unidas, y 
por una investigadora en temas de criminología de la Universidad Diego Porta­

150 ▲



Centro de Estudios Legales y Socialí ▲ Informe Anua 11996

les, de Chile, estuvo dedicado o exponer el panorama regional sobre las deten­
ciones arbitrarias y prisión preventiva, o través de datos cuantitativos y relatos 
sobre la situación de las detenciones arbitrarias en diferentes países de la región.

El primer panel de la segunda jornada estuvo integrado por un representante 
académico y otro de una organización no gubernamental local, y allí se expusie­
ron las propuestas y bases mínimas para uno política de prisión preventiva y 
Derechos Humaros. Se alertó también sobre el riesgo y la gravedad que entrañe 
la disposición que asimila el tratamiento de los presos preventivos con el de los 
condenados, incluida tanto en lu Ley de Ejecución Penal como en su decreto 
reglamentario.

Siguiendo con la línea iniciada en el Taller anterior, tendiente o promocionar 
el sistema internacional de protección de los derechos humanos, el segundo pa­
nel de esta ¡ornada estuvo dedicado a exponer los distintos mecanismos 
institucionales de protección internacional de los derechos humanos por deten­
ciones ilegales y arbitrarías. Integraron el panel representantes de organismos 
locales e internacionales dedicados al tema, y quedó claramenle definida la 
necesidad de utilizar el sistema supranacional, y exigir la aplicación de normas 
y jurisprudencia internacionales en el derecho interno, como forma de maxímizar 
lo utilización de las herramientas disponibles para garantizar el respeto de los 
derechos humanos en materia de detenciones También se puso de manifiesto la 
utilidad de recurrir a distinto foros internacionales en los cosos de detenciones 
arbitrarias o ilegales.

Con el objetivo de ser utilizado como guía de discusión durante el evento, el 
equipo de coordinación del Segundo Taller elobonó un documento preparatorio. 
Este documento estuvo destinado a presentar una clasificación y un sintético de­
sarrollo de las diferentes situaciones de privación de la libertad sin condeno 
judicial idenlif[cables en lo realidad, y un análisis de las violaciones a los Dere­
chos Humanos que de ellas se derivon. Lo dosificación se basó en los principios 
fundamentales que conforman el Estado de Derecho y forman parte de su 
andomiaje institucional por encontrarse incluidos en la Constitución Nacional y 
en los Pactos Internocionoles que Forman porte de ella a partir de la última refor­
ma constitucional del año T 994.

Estos príncijwos rectores del derecho a la libertad son los siguientes: todo 
individuo tiene derecho n la libertad y a la seguridad de su persona; la prisión
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preventiva no podrá ser utilizada como regla general sino como excepción; de­
ben establecerse previamente las causas y condiciones que motivan la detención 
de una persona; se prohíben las detenciones y los encarcelamientos arbitrarios; 
la persona tiene derecho a ser nolifirada e informada de las razones de su 
detención, y a ser llevada sin demora ante un juez o autoridad judicial competen­
te; :a persona tiene derecho o recurrir ante ur. juez respecto de la legalidad de su 
arresto o detención, y a recibir un trato que respete debidamente la dignidad 
inherente al ser humano; los procesados y los condenados deben ser alojados en 
forma separada.

I.n coerción material que significa la ejecución de una pena debe diferenciar­
se de la coerción procesol encarnada en lá prisión preventiva, y ambas, a su 
vez, deben diferenciarse de las aprehensiones policiales y arrestos 
contravencionales. Sin embargo esta distinción na surge de las normas que rigen 
la vida de las personas privadas de su libertad en la Argentina. Las disposiciones 
de la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de lo Libertad presentan similitudes 
alarmantes con el Reglamento de Procesados (decreto 303/96). En lo práctica, 
esto situación se agrava aun más debido a que las diferencias que deberían 
existir entre ambos regímenes se diluyen hasta tornar imposible la distinción entre 
un detenido por algunas horas y un preso preventivo alojado en una comisaría, 
y entre estos últimos y un condenado encerrado en un unidad dependiente del 
Servicio Penitenciario Federal.

La larga duración de los procesos y la ineficiencia del sistema hacen que la 
prisión preventiva seo utilizada como pena anticipada, desvirtuándose en la 
práctica el carácter excepcional que debería tener esta medida coercitiva. Este 
tratamiento indica una clara violación al principio de inocencia que rige para 
toda persona privada de su libertad sin condena judicial firme, establecido en el 
artículo 18 de la Constitución Nacional; en el artículo 11.1 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos; en el articulo -4.2 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, y en el artículo 48.2 de las Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos.

Por otro lado, esta larga duración de los procesos judiciales implica necesa­
riamente la violoción de los derechos humanos de aquellas personas detenidas, 
que por estarlo deben soportar las malos condiciones de detención imperantes 
en los establecimientos de nuestro país, que se caracterizan por el hacinamiento,
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el riesgo de ser víctima de violencia física, la falta de asistencia médico y, en 
definitiva, el padecimiento de condiciones de detención claramente violatorias 
de la dignidad y la integridad del ser humano.

A con'inuación, se expone una clasificación de los formas de privación de la 
liberad sin condena y los violaciones de los Derechos Humanos que derivan de

Cumplimiento de la prisión preventiva. Fl régimen de la prisión pre 
ventiva en Argentina -conforme las normos internacionales vigentes- debería res­
petar los siguientes principios:

A  Principio de excepcionolidad. El carácter excepcional del encarcelamiento 
preventivo deriva del derecho a la libertad, y de la prohibición de imponer una 
pena antes de una sentencia condenatoria; asimismo, este principio se despren­
de del trato en carácter de inocente que debe recibir todo imputado de un delito 
durante el proceso judicial. Esto significa que el instituto de la prisión preventiva 
sólo puede ser usado cuando los fines de la persecución penal (averiguar la 
verdad y aplicar la ley peñol) no pueden ser garantizados si se deja al imputado 
en libertad.

A Principio de limitación temporal. Al carácter de excepcionolidad de la 
prisión preventiva, debe también agregarse la necesidad de imponerle un límite 
temporal. Este principio se funda en distintos pactos internacionales de derechos 
humanos: artículos 7 5 y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechas Hu­
manos; artículos 9.3 y 14.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti­
cos, y el principio 38 del Conjunto de Principios para la Protección de los Perso­
nas Sometidos a cualquier forma de Detención o Prisión.

En la Argentina, (o ley 24.390 establece un límite temporal de ia prisión 
preventiva que, a pesar de su cuestionable operativídod y ciertas objeciones 
pora su aplicoción esbozados por algunos tribunales nocionales, significó un 
avance en esta materia. Esto norma establece que el periodo posado en prisión 
preventiva no puede superar los dos años, ounque en algunos casos especificos 
puede ser prolongado por decisión judicial por un año más.

El Código Procesal Penal de la Noción, en Argentino, establece como princi­
pio que la libertad personal sólo podrá ser restringida de ocuerdo con las dispo­
siciones basadas en los límites indispensables para asegurar e! descubrimiento
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de la verdad y io aplicación de lo ley, y en su cuerpo normativo establece que la 
prisión preven'iva puede dictarse en los siguientes casos: cuando el delito haga 
presumir que no procederá condena de ejecución condicional o que no procede­
rá .'a libertad provisoria; cuando exista lo posibilidad de declaración de reinci­
dencia; cuando bs condiciones personales del imputado hicieron presumir, 
fundadamenle, que intentará eludir b  acción de la justicia o entorpecer los inves­
tigaciones.

A conlinuación, se desarrolla una descripción normativo y láctica de las con­
diciones especificas de cumplimiento de prisión preventiva en nuestro 
país.

Un primer tema es el del cumplimiento de prisión preventiva en el ámbito de 
los establecimientos penales del Servicio Penitenciario Federal. En
estos establecimientos, la prisión preventiva se cumple bajo la normativa que se 
detalla a continuación y muestro los características fácticas que también se des­
criben en lo que sigue.

La normativa internacional e irterna que rige los condiciones de deten­
ción de las personas sometidas a proceso prevé el adecuado alojamiento de los 
procesados en lugares distintos de los que ocupan bs condenados [Reglas Míni­
mas paro el Tratamiento de bs Reclusos, Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, Código Procesal Penal de la Nación y Reglamento para Procesadas). 
Las normas internos también prohioen excederse del número de internos 
preestablecido por la administración.

A pesar de estos precisiones en materia normativa, el nivel de sobrepoblacíón 
en bs cárceles de procesados ce nuestro país es muy alto y, como consecuencia 
de esta circunstancio, las personas alojadas en ellas padecen los efectos del 
hacinamiento, la falta de higiene, la mala alimentación y la deficiente o nula 
atención a lo salud. La sobrepobbción carcelaria es una de los causas principa­
les del deteriora de las condiciones de detención, y resulto el indicador más 
fácilmente dotectable para identificar el incumplimiento de la garantía de trato 
digno y de condiciones carcelarias aoecuadas que el Estado debe garantizar.

El derecho o la salud se encuentra previsto tanto en bs normas de Dere­
cho Internacional de los Derechos Humanos como en el Reglamento para Proce­
sados, normativa interna recientemente sane ranada. En la práctica, la carencia
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de infraestructura edillcio y el déficit de funcionamiento, de o paratos y de sumi­
nistros necesarios, sumado o lo folla do elementos pora usa médico y recursos 
humanos capacitados, son las características principales del servicio de salud 
existente en la realidades de la vida carcelaria.

Estas graves deficiencias tornon especialmente crítica la situación de los en­
fermos de SIDA, ya que no cuentan con una atención apropiada y tampoco se 
adoptan medidas de bioseguridad a fin de prevenir el contagio.

El derecho a la higiene se encuentra contemplado en la Reglas Mínimas 
pora el Tratamiento de los Reclusos y también en lo Constitución Nacional, que 
en su artículo 1 8 establece que las corceles serán "sanas y limpias'1. La falto de 
higiene es, sin embargo, el derla mí nado; común de los establecimientos carcelarios 
en la Argentina.

El debe; de garantizar las condiciones para el aseo personal es una obliga­
ción del Estado respecto a las personas privadas de su libertad en condición de 
procesadas, que sin embargo es incumplida en forma sistemática debido a las 
carencias estructurales de los establecimientos penitenciarios.

Contar con lo provisión de una buena a lim entación es un derecho contem­
plado en el Reglamento de Procesados; sin embargo, en los hechos se ve menos­
cabado constantemente debido o la insuficiencia y la mola calidad de la alimen­
tación brindado por la administración penitenciaria a los reclusos.

En materia de relaciones sociales, a pesar de que el encarcelamiento 
preventivo no debería afectar las relaciones de los internos con sus familiares y 
las personas cercanos, de hecho deteriora los vínculos con el mundo externo, y 
esta contribuye al elevarlos niveles de conflicto y de tensión dentro de ios estable­
cimientos cancelarios, debido al aislamiento social que sufren los reclusos. El 
contacto con el mundo exterior se encuentra garantizado por ¡as Reglas Mínimas 
para el Tratamiento de los Reclusos, que establecen la necesidad de la comunica­
ción periódica de los presos con sus familiores y amigos o través de la realiza­
ción de visitas, y también el derecho o ser informados periódicamente de los 
acontecimientos que suceden en su entorno social. En el Reglamento pora Proce­
sados, las visitas y la correspondencia se ojustan o las condiciones de oportuni­
dad y supervisión que determina el reglamento interno, permitiéndose el registro 
de los visitantes y hasta el registro manual, en la medida de lo posible, y dispo­
niéndose une nómino ce alimentos, objetos y vestimenta que pueden ser ingresa­
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dos al establecimiento por los visitantes de los internos. Esta reglamentación pro­
porciona ol Servicio Penitenciario Federal una (ocultad discrecional, que no está 
bajo ningún control, y que en los hechos le sirve para limitar las visitas de los 
internos, yen la práctica se traduce en la restricción de las visitas periódicos de 
penal a oenal -incluidas las visitas íntimas, también contempladas-, y los inconve­
nientes de los internos para recibir las visitas de los familiares. El derecho de los 
internos sometidos a proceso a tener visitas íntimas en general no se ve garanti­
zado debido a la Falla de infraestructura necesaria y a la sobrepoblación 
carcelaria. También existen obstáculos reglamentarios pora el goce de este dere­
chos por parte de todos los reclusos. En efecto, paro autorizar los visitas íntimos, 
suele requerirse a los internos la acreditación de que el vínculo afectivo es previo 
a la detención, que esta relación previa lleva un tiempo determinado de desarro­
llo, y la acreditación -para el caso de que no exista matrimonio- de la existencia 
de concubinato. La exigencia de estos requisitos carece de toda razonabilídad, 
y contradice los principios establecidos en la normativa Interna e internacional 
respecto a los derechos de los personas privadas de su libertad.

Con respecto al cumplimiento de las garantías en materia de normas de 
trato, se desarrolla a continuación una serie de situaciones en las que en los 
hechos se producen abiertas violaciones a la normativo nocional e internacional 
que establece los principios básicos de respeto de los Derechos Humanos en 
materia de condiciones de detención y cumplimiento de pena de prisión.

Medidas de sujeción o de coerción. Tanto la normotiva internacional 
como bs disposiciones internas prohíben todas las medidos de sujeción -toles 
como esposos, cadenas, grillos y bs camisas de fuerza- como forma de castigo; 
estos métodos sólo pueden ser utilizados en casos excepcionales, definidos 
laxativamente, tales como la posible evasión, las razones médicas y bs medidas 
extremos que deban adoptarse can el fin de impedir que un interno se cause 
daño a si mismo. En la práctica, esta normativa os incumplido continuo mente 
todo vez que los presos son invariablemente esposados durante los traslados -al 
hospital o a los tribunoles-, y son mantenidos en ese estado durante todo el día.

En materia de disciplina y  sanciones, en términos generales la normativa 
interna cumple con bs normas generóles que reglamentan estas cuestiones, como 
por ejemplo que los objetivos del régimen disciplinario son el mantenimiento de 
la seguridad y b buena organización, y la prohibición de que algunos reclusos
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puedan disponer de ninguna (acuitad disciplinaría. En el Reglamento para Proce­
sados so establecen las conductas consideradas como faltas graves y se estable­
cen asimismo los diferentes correcciones, y el plazo de lassoncíones a ser aplica­
das por el director de! establecimiento. Tanto en las Reglas Mínimas como en el 
Reglamento pora Procesadosse establece que las penas de aislamiento no pue­
den implicar una sanción cruel, inhumana o degradante, y que las mismas no 
pueden agravar las condiciones de detención.

En la práctica, se plontean los siguientes problemas:
AgroYonuento de las condiciones de detención: por '.o genera! se agravan las 

condiciones de detención cuando se ejecutan castigos en celdas de aislamiento 
debido ol espacio reducido de las mismos, lo falto de aire y luz natural, la escosa 
luz artificial, la carencia de instalación sanitaria y de ventilación. También se 
agrovan las condiciones de detención cuando se excede el plazo establecido 
por la normativa internacional e interna para esta clase de sanciones. En los 
cosos de aplicación de sanciones de aislamiento a enfermos de SIDA, tuberculo­
sis, sífilis, etc., se agravan sus condiciones de detención por la interrupción del 
suministro de medicamentos.

Aplicación provocada de sanciones: esta situación se presenta cuando deter­
minados internos son víctimas de un hostigamiento por parte de la administra­
ción penitenciaria, que derivo en la imposición constante de sanciones.

Aplicación injustificado de sanciones: en muchos casos los internos son obje­
to de sanciones que carecen de correlato olguno en los hechos. Esta circunstan­
cia se ve favorecida por la ausencia de un proceso de aplicación de sanciones 
que respete el principio de defensa en juicio y que cuente con un órgano ds 
resolución que resulte imporcial.

Castigos corporales: en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos 
se prohíben las penas corporales como sanción disciplinorio (reglo 31). Sin em- 
borgo, en la práctica los castigos corporales se aplican fuero de los lugares de 
alojamiento. No existe uno única forma de oplicación de castigos corporales, 
pero entre las más frecuentes se encuentran los bastonazos, los patadas y los 
golpes de puño.

Requisos; la revisación o requisa del sector destinado ol alojamiento de los 
irternos resulto ser une de los situaciones que revista mayor videncia en la cár­
cel. En la práctica las requisas realizadas en los establecimientos carcelarios
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tiene los siguientes efectos: conllevan la destrucción de objetos personales de los 
internos; implican el ingreso al sector de alojamiento de los internos del cuerpo 
de requisa portando armas de fuego, circunstancio ésta que muchas veces pro­
duce hechos de violencia innecesarios; propician uno Inestabilidad emociono! 
permanente en los internos debido o lo realización por sorpresa del procedi­
miento de requiso.

El problemo del uso de la fuerza por parte de las autoridades penitencia­
rias y los hechos de violencia que dentro de los establecimientos se generan, 
pueden caracterizarse del siguiente modo. En los cárceles para procesados se 
producen con mayor regularidad motines, reclamos y episodios de violencia por 
porte de los internos, debido a la incertídumbre, la arbitrariedad en las decisio­
nes y la disc racionalidad de lo administración carcelaria. Estos causas oroducen 
impotencia y situaciones de máxima tensión.

En la normativa interna relativa o los procesados está previsto la susoensión 
de derechos reconocidos en el Reglamento paro Procesadosy en las reglamenta­
ciones internas, por alteraciones del orden interno. En la práctica se producen las 
siguientes situaciones: la extensión de la represión a sectores ajenos al motín; la 
represión desproporcionada en relación o la capacidad de agresión de los inter­
nos involucrados; el uso de armas de fuego por parte del personal penitenciario; 
la destrucción de a'tefactos y dono a instalaciones de utilidad para los internos 
por parle de los agentes represivos, y la folta de atención médica pora los inter­
nos que resultan lesionados en este tipo de episodios.

El problema del cumplimiento de prisión preventiva en dependen­
cias policiales es una realidad cotidiana en algunos estados provi "icio les, y 
constituye uno situación digna de ser destocada por el riesgo de violación a los 
Derechos Humanos de las personas encarceladas que conlleva

En nuestro pa;s hay una cantidcd imoortonre de detenidos que cumplen pri­
sión preventivo en comisarías, a pesar de que no existe ninguno normativa -de 
jerarquía- que así lo disponga. Los establecimientos policiales que albergan pre­
sos preventivos carecen de condiciones edilicias idóneas para cumplir esta fun­
ción. En general, las condiciones de detención se agravan debido a la folio de 
espacio, con lo euol los detenidos sufren en gran medida los efectos del 
hacinamiento, los establecimientos policiales carecen, por lo general, de servi­
cios médicos propios, y tampoco cuentan con los medios para facilitar ia realiza­
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ción y el control de cualquier tipo de terapia. La alimentación de los presas 
alojados en dependencias policiales está reducida a la que puedon aportar sus 
familiares. No está previsto el suministro de alimentos por parte de la policía.

Un tercer tema es et de los condiciones en que se cumple la privación de la 
libertad producto de las detenciones policiales. Los malos tratos y bs torturas 
en sede policiol son uno práctico frecuente, agudizada por la falta absoluta de 
control judicial que existe sobre estas prácticas. Se sumo o ello las amenazas que 
se efectúan a los detenidos, o fin de impedir que realicen las denuncias corres­
pondientes.

La permanencia en los establecimientos policiales aumenta los riesgos pora 
las personas allí detenidas, debido ol interés policial en justificar la detención 
produciendo entonces occiones violentos sobre el detenido sin el debido control 
judicial.

En las siguientes normas internacionales se establecen las reglas generales 
que prohíben los detenciones arbitrarias: La Declaración Universal de Derechos 
Humanos [artículo 9); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artí­
culo 9.1); la Convención Americano sobre Derechos Humanos (orticub 7.3). Lo 
normativa internacional establece también que las detenciones deben estar suje­
tos a la ley y depender de uno autoridad judicial (Principios de Detención, ortícu- 
lo 9), que se debe notificar al detenido de bs razones de su arresto y de los 
cargosea su contra (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artícub 
9.2, y Principios de Detención, 10 y 13), y que el detenido debe ser llevado sin 
demoro onte una autoridad judicial (Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, artículos 9.3 y 9.4; regla 7 ce bs Reglas Mínimas paro el Tratamiento 
de bs Reclusos, y Principios de Detención 4, 11 y 37).

Las detenciones que lleva o cabo lo Po'icío Federal pueden ser cbsifícadas 
en tres tipos:

Detenciones por edictos y contravenciones. Las aplicación de los 
edictos conlravencionales es, conforme el número de personas a bs que afecta, 
un importante medio de control social en monos de b policio. El escaso o defini­
tivamente ausente control jurisdiccional al que se encuentra sometida la actividad 
policial, propicia lo absoluta discrecionolidad en la imposición de sonefanes 
como consecuencia de una infracción contravenciona!.

Los edictos policioles fueron dictados, originariamente, por el ¡efe de la Poli-
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cío y luego ratificados mediante un decreto-ley sancionado durante la última 
dictadura m'litar y, posteriormente, por leyes de gobiernos democráticos que, 
formalrrtenle y según la interpretación de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, subsanaron su origen inconstitucional.

Los tipos legales que contienen los edictos policiales o contravenciones basan 
los prohibiciones en características personales y no en conductas, amparando 
de eso manera la persecución indiscriminada de personas que no hayon cometi­
do conducta reprochable alguna.

En este sistemo de edictos y contravenciones, es la misma policía la encarga­
da de recolectar, evaluar la prueba, acusar y juzgar la falta cometida, todo ello 
sin respetar básicas garantías procesales. Sí bien está prevista en la norma la 
posibilidad de que la sanción impuesta sea revisada judicialmente, en la prácti­
ca ello sólo sucede excepcionalmente, debido a la escasez de tiempo para ha­
cerlo, lo folla de conocimiento por porte del detenido sobre esa posibilidad, y las 
presiones ejercidas por la propia policía para que no lo haga. En la práctica las 
apelaciones judiciales no alcanzan ni el 0,5 % de las condenas, las cuales son 
en su mayoría revocadas por el juez revisor.

Los edictos y contravenciones que se aplican con mayor frecuencia son los 
siguientes: ebriedad y otras intoxicaciones; desórdenes en lo vía pública; escán­
dalo, y vagancia o mendicidad. Como se puede opreciar, todos ellos están pre­
vistos para reprimir conductas no delictivos, pero son utilizados con un criterio de 
persecución penal. En el año 1994 fueron detenidas 106.451 personas o través 
de los edictos policiales; estas cifras muestran un preocupante crecimiento en 
comparación can la cantidad de detenidos por edictos en el año 1 992, que fue 
de 35.350.

Detenciones por averiguación de identidad. Similares consideracio­
nes a las expresadas en el ítem anterior merece la facultad de detener por averi­
guación de identidad. En la ciudad de Buenos Aires, diariamente un gran núme­
ro de personas es detenida en virtud de la aplicación de esta facultad policial 
(fueron 150.000 en el año 1995). Del análisis de las detenciones se pueden 
extraer los siguientes datos:

A La mayoría de los personas detenidas se ubica en lo franja que va de los 
1S o los 30 años.

A En el acta policial de procedimiento por lo general se alega una ¡ustifica-
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ción formal, corno por ejemplo que el detenido «na justificó su permanencia en el 
lugar y no pudo acreditar su identidad».

▲ La mayorío de los detenidos tienen profesiones u oficios industriales no 
calificados, o bien son estudiantes, actores, bailarines o músicos.

A  Si bien una de las principales razones esgrimidas para la utilización de 
esta facultad es su uso para detener o personas con pedido judicial de captura, 
en los hechos el porcentaje de personas en esta situación no representa ni siquie­
ra el 0.5 % del total de detenciones.

A  La duración de la detención impide, generalmente, cualquier tipo de deba­
te sobre su legitimidad, y arribada la cuestión a un estrado judicial suele ser 
declarada abstracta en atención a que la privación de la libertad na cesado.

A  Esta facultad es utilizada como pretexto paro ejercer intimidación sobre 
determinodos grupos sociales, tales los casos de las «razzias» practicadas en los 
locales bailables, espectáculos deportivos, recitales de rock, villas de emergen-

A La absoluta dísereeionolidad en la utilización de esta facultad por parte de 
la Policía Federal deja un margen para que una detención por averiguación de 
identidad o antecedentes concluya con lo imputación de la comisión de un delito 
o contravención, con su consiguiente sanción.

Detención en el marco de la investigación de un delito a deten­
ciones "in fraganti". Lo detención policial reolizado por orden de un juez en 
el marco de una investigación o procedimiento, o por lo comisión de un delito, 
constituye una de las situaciones donde existe riesgo de aplicación de torturas o 
malos tratos. Tanto en uno como en otro caso, el riesgo del alojamiento del 
detenido en la sede policial radica en la posibilidad cierta de que allí los funcio­
narios policiales, con el objetivo de resolver el caso o en lo búsqueda de más 
pruebas pora ese fin, ejerzan violencia sobre el detenido.

A fin de disminuir estos riesgos, la normativa internacional ha previsto los 
siguientes derechos y garantías: derecho a ser notificado de las cousas de lo 
detención (Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, artículo 9.2, y 
Principios de Detención 10 y 13); derecho a recurrir ante autoridad judicial para 
que decida sobre su privación de libertad [Pacto Internacional de los Derechos 
Civiles y Políticos, artículos 9.3 y 9.4; regla 7 de los Regios Mínimas, y Principios 
de Detención 4, 11 y 37).
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El Código Procesal Penal de la Nación establece que la detención realizada 
por la policía a presuntos culpables de la comisión de un delito no puede superar 
un término de seis horos, Obligo o practicar un informe médico sobre el estado 
del detenido. Prohíbe a funcionarios policiales recibir declaración al imputado 
mas allá de los datos personales, y dispone la lectura de los derechos y gorantías 
que le asisten.

Detenciones administrativas. Las detenciones administrativos son aque­
llas dispuestas por el Poder Ejecutivo en el marco de una declaración de Estado 
de Sitio. Se encuentran reguladas por el artículo 23 de la Constitución Nacional 
y por el articulo 27 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Esto 
clase de detenciones no constituyen un menoscabo a lo libertad en la Argentina, 
ya que desde el año 1983 en que el país retornó al sistemo democrático, sólo en 
dos oportunidades se declaró el Estado de Sitio.

Finalmente, al término de las dos ¡ornadas del Segundo Taller sobre los Con­
diciones de Detención en la Argentina; "Cárcel sin condena y detenciones en 
comisarías", se consideró importarte dejar constancia de las siguientes conclu­
siones:

La obligación de! Estado con respecto al bienestar de todas bs personas 
detenidos en cualquiertipo de establecimiento (cárcel, comisarias, etc.) está con­
templada en lo Constitución Nacional, y compromete o aquél en la torea de 
garantizar la vida y la seguridad de los presos.

Los fines de la prisión preventiva no deben confundirse con los fines de la. 
pena: los primeros tienden a asegurar el cumplimiento del proceso y, por ende, 
la posibilídod de administrar justicia, mientras que los fines de la segunda apun­
tan o la resocialización del condenado.

Existe uno tendencia de los tribunales nacionales a utilizar la prisión preven­
tiva como reglo y no como excepción. En algunos casos, lo jurisprudencia local 
se basa en normas de derechos internacional para imponer criterios que contra­
dicen el principio de excepcional idad de lo prisión sin juicio previo, reforzando 
lo tesis de que la prisión preventiva funciona como condena anticipada,

Se puso de relieve la problemática de los presos preventivos alojados en 
comisarias en !a provine ¡o de Buenos Aires y Santa Fe. En ambos cosos se desta­
có la falto de estructuro y de personal idóneo que agravan aún mas las condicio­
nes de detención en aquellas dependencias.
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Se señaló el riesgo y la gravedad que entraña asimilor el tratamiento de los 
presos preventivos con el de los condenados, como lo hace la recientemente 
sancionada Ley de Ejecución Peñol en su artículo 1 1 y el articulo 38 del Regla­
mento paro Procesados, ya que ello viola el principio de inocencia.

Se señaló también la necesidad de quitar a lo policía de la Provincio de 
Buenos Aires la realización del sumario judicial, y se afirmó la urgencia de crear 
una policía judicial, independiente de las fuerzas de seguridad.

Se puso de relieve ia preocupante contidad de detenciones que la policía 
realiza sin orden judicial, ni en flagrancia delito, tanto en la ciudad de Buenos 
Aires como en la provincio de Buenos Aires.

Las detenciones por averiguación de identidad y por edictos y contravencio­
nes, constituyen el 80 % de las privaciones de libertad de los ciudadanos que 
realiza b  policía. De todas esas detenciones sólo una ínfimo porte recae sobre 
personas que tienen pedidos de captura por orden de un juez.

Se señaló la importancia de la intervención del sistema internacional de Pro­
tección de los Derechos Humanos en todos aquellos casos en que un Estado hace 
un ejercicio arbitrario del poder, atentando contra los derechos lunda menta les 
de los ciudodonos.

Se puso de relieve que en un Estado de Derecho y en una saciedad democrá­
tico es indiscutible que toda restricción a los derechos y libertades debe ser 
ejercida sin arbitrariedad, pues este principio es el pilar de todo el sistema de 
protección de los derechos humanos

Conclusiones

Es preciso terminar este informe con uno aclaración: su objetivo no lio sido 
hacer un balance exacto de la canlidod de hechos de violencia -conflictos, moti­
nes, represiones, presos muertos y heridos- ocurridos en los establecimientos 
corcelcrios durante el año 1 996, sino brindar un ponorama general y represen­
tativo de lo sucedido. De una coso estamos seguros: hubo muchos mós hechos de 
violencia de los que hemos mencionado aquí.

No es necesario conocer los números exactos pora ponemos a pensar de 
qué fariña puede modificarse lo terrible realidad que se vive en el sistema
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corcelorio. Uno sola muerte, una sola represión violenta ce parte de las autorida­
des, oastan para justificar la continuación de la lucha -interminable, por cierto- 
pora lograr el respeto de los derechos humanos de las personas encerrados en 
las -árceles y las dependencias policiales de nuestro país.

Todas las muertes y los hechos de violencia que se producen en el ámbito 
corcelorio son responsabilidad del Estado, que es el garante del pleno respeto 
de los derechos de las personas que, en un estado de indefensión |el encierro) 
están bajo su custodia. El Estado no puede negar su responsabilidad, porque 
tiene lo obligación de prevenir y evitar cualquier riesgo, y de ningún modo pue­
de pretender desentenderse de sus obligaciones para con las personas detenidas 
en los distintos establecimientos carcelarios a su cargo.

Sin embargo, no parece ser esta la interpretación que algunos representantes 
del Estado hacen del problema, quienes con sus actitudes y sus expresiones mues­
tran en qué lugar se posicionan frente a los problemas estructuróles del sistema 
corcelorio. Esto se ve reflejado en los siguientes cuadros, que hemos rescatado a 
fin de poner en evidencia la falta de compromiso con el respeto de los derechas 
humónos de los presos que muestran algunos representantes del Estado.

Primer cuadro. En el mes de enero de )99ó los presos de lo Cárcel de 
Encousadas de la provincia de Córdoba fueron brutalmente reprimidos cuando 
-según las versiones oficiales- un grupo intentó uno fuga [ver Conflictos y  hechos 
de violencia). Según surge del relato periodístico, el hecho tuvo los característi­
cas de un gesto desesperado antes que de un plan organizado.

Al día siguiente, los diarios publicaron fotos donde se velo a los presos com­
pletamente desnudos y lirados en el suelo -literalmente "apilados" y en montón 
contro uno de los paredones del patio de la cárcel-; las autoridades penitencio- 
rías los mantuvieron asi durante varios horas, y luego los regresaron a los pabe­
llones haciéndolos caminar desnudos por el potío, con las manos puestas sobre 
la cabeza. Estas imágenes, más propias de un campo de concentración que de 
uno cárcel en un Estada de Derecho, simbolizan e! poco significado que el respe­
to de los derechos humanos tiene, en la práctica, pora los agentes penitencia-

Por su parte, el fiscal ínterviniente, Pabla Sidoni, declaró a la prensa que «la 
acción de los reclusos fue sumamente violento y estuvo dirigida por hombres de 
gran peligrosidad [...); de no haberse producido esa contra-acción, hoy estaría-
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mas con cien presos en la calle o con el establecimiento tomado», justificando de 
forma inadmisible la represión.

Segundo cuadro. Luego de un conflicto en la Cárcel de Coseros, iniciado 
por el grupo que lideró el motín del penal de Sierra Chico en el mes de abril (ver 
Conflictos y hechos de violencia), el entonces Ministro de Justicia, Rodolfo Barra, 
en conferencia de prensa, los calificó como “bestias", "salvajes" y "fieras humó­
nos", afirmó que no redamabon nada y que sólo querion fugarse, y prometió 
que "de ahora en más la represión será más enérgica". Con violenta verborragia, 
arremetió también contro los organismos de derechos humanos que cuestionaron 
el accionar de las fuerzas represivas en otras motines carcelarios, señalando que 
"(los organismos) ver esto con un cuarto de o¡0, ni siquiero con media".

Torcer cuadro. En el mes de junio de 1996 hubo una protesta en la Cárcel 
de Encausados de la ciudad de General Roca, provincia de Rio Negro, que fue 
violentamente reprimida; durante el hecho murió el interno Carlos Alberto Salomón, 
de 13 oños (ver Conflictos y hechos de violencia}. Según las autoridades peniten­
ciarias (cuya versión fue legitimada por el gobernador de !a provincia de Rio 
Negro, Pablo Verani] el ¡oven Salomón fue agredido por sus propios compañe­
ros, porque "estaba detenido por violación y era hijo de policía, dos motivos 
válidos entre los presos para atacara otro detenido". Porece que los funcionarios 
no consideran tener ninguna responsabilidad con respecto a la seguridad de los 
internos olojodos en los establecimientos o su cargo, y toman como "norma!" 
episodios que, en definitivo, se producen porque los autoridades no han lomado 
ios recaudos suficientes para prevenir la violencia entre los internos.

Cuarto cuadro. Eri septiembre de 199Ó, Hugo Carbonari y Manuel Ferrer 
Pizarra, director y subdirector general -respectivamente- del Servicio Penitencia­
rio de la provincia de Córdoba, firmaron un comunicado de repudio contra la 
placa que una delegación de dípu’ados provinciales había colocado en la pared 
de la cárcel local, recordando que allí funcionó un centro clandestino de deten­
ción durante la última dictadura; el hecho les significó ia renuncia.

¿Qué compromiso con el respeto de los derechos humanos pueden tener 
estos funcionarios -en su práctica cotidiano con relación al sistema penitenciario- 
si actúan y hablan en términos tan teñidos de autoritarismo? ¿Qué mecanismos 
están funcionando mal en las instituciones del sistema democrático, para que
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estos funcionarios sigan ocupando lugares de relevancia en el sistema institucional? 
¿Cómo avanzar en la discusión sobre el control democrático de la ejecución de 
políticas penitenciarias, paro lograr que éstas garanticen el respeto de los dere­
chos humanos de los presos?

Cuotro hechos puntuales, cuatro funcionarios diferentes, una retórica en co­
mún. Si las declaraciones de los funcionarios pudieran ser declaradas inconstitu­
cionales, aquí tendríamos pruebas suficientes para iniciar acciones, pues las 
raíces de estos discursos están bien lejos del espíritu que nutre el articulo 18 de la 
Constitución Nacionol.
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IV.2. Derechos Humanos en la Intersección 
Institucional Psiquiatría-Justicia Penal. 
Informe sobre la sala psiquiátrica 
de la Unidad Penitenciaria N91 de la 
provincia de Santa Fe1

M áxim o Sozzo. Miembro del Grupo de Trabajo sobre Ejecución Peral del 
Instituto de Derecho Público (Area Derecho Penal) de la Facul'ad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litorol.

Pasado: Nacimiento

El 1 1 de enero de 1985 por un Convenio entre el Ministerio de Gobierno 
(M.G.) y el Ministerio ce Salud, Medio Ambiente y Acción Social (M.S.M.A.A.S.1 
de la provincia de Santa Fe, se dispuso fo creación de la Sala Psiquiátrico en la 
Unidad Penitenciaria NS1 de Corando, destinado a aquellas personas qge "pa­
dezcan afecciones en su salud mental", sean imputables o inimputables

1 Este informe constituye lo reelaboración de diversos trabajos precedentes presentados en 
distintos eventos académicos ("El proceso de Ironsformación del modelo de reloción entre 
derecho penal y psiquiatría. Recrudecimiento y distensiones '  en el Vli Congreso Universi­
tario de Derecho Peñol y Criminología en la Facultad de Derecho de lo Universidad de 
Buenos Aires, 18-21 /08/9d; ‘El Juego de los Cajas Chinas: ¿lo institución total denlro de 
la institución total?" en el Encuentro Latí nao me rico no Preparatorio de lo Vil Conferencia 
Internacional de Abolicionismo Penal. Colegio de Abogados de Paraná, 9 y 10/10/94; y 
"La Sala Psiquiátrica de lo Unidad Penitenciaria N“1 de la Provincia de Saritu Fe: la opi­
nión de los jueces penóles” en Primeras Jornadas sobre Sistema Penal, Institución Psiquiátri­
co y Derechos Humanos' en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de lo U.N.L.) y del 
aportado pertinente del 'Informe sobre la Situación Carcelaria de lo Provincia de Sonta 
Fe" elaborado por Pabellón Universitario del Centro de Estudios e Investigaciones en Dere­
chos Humanos de la Facultad de Derecho de la UNI. publicado en el Informe Anual sobre 
lo Situación de los Derechos Humanos en b Argentino 1995 del CELS, Bs.As., 1996, 
Quiero agradecer especialmente a Julio de Olozábol por su colaboración o lo largo de la 
elaboración de este informe.
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penalmente, "edificados de graves o peligrosos, no contenióles dentro del régi­
men ordinario de les instituciones penitenciarias u hospitales psiquiátricos comu­
nes" (cláusula 1]. Poro comprender el proceso de erección de la Sola Psiquiátri­
ca es preciso situorse en el contexto de los dispositivos psiquiátrico y penitencia­
rio de la provincia de Santa Fe en el año 985.

Por un lodo, a comienzos de la década del *80 existían tres instituciones 
psiquiátricos a troves de las cuales se articulaba la política de salud mental del 
Estado Provinciol: lo Colonia Psiquiátrica Dr. Irigoyen Freyre, en Oliveros; el 
Hospital Psiquiátrico Dr. Agudo Avila, en Rosario y el Hospital Psiquiátrico Dr. 
Miro y López, en Santa Fe. El modelo de asistencia de la salud mental prevale­
ciente en estos espacios institucionales estaba basado en el discurso psiquiátrico 
tradicional, de neto corte custodial, con un protocolo de tratamiento estructurado 
sobre meconismos de contención físico y farmacológico. A partir de la transición 
democrática comienzan a darse ciertos cambios en las prácticas institucionales 
con el ingreso do otros discursos y protocolos de tratamiento en estos espoctas 
institucionales. Por ejemplo, en 1984 el Hospital Psiquiátrico Mira y López es 
transformado en hospital de puertas abiertas, los celdas de castigo empleados 
hasta entonces son convertidas ediliciamente en parle de lo enfermeria, comien­
zan a funcionar los primeros talleres como alternotívas terapéuticos, etc. No 
existen estadísticas oficióles sobre los poetantes internados en estas instituciones 
psiquiátricas en el año 1985 pero es posible estimar que aproximada mente la 
mitad de los mismos se encontraban internodos por disposición de jueces penó­
les (medidas de seguridad curativas, artículo 34 inciso 1 del Código Penal) y 
civiles (juicio de declaración de incapacidad por insania e internación, artículo 
¿6 8  y subsiguientes del Código Civil), los pactantes o los que se les había apli­
cado una medida de seguridad curativo en la instancia ¡udicial penal 
("inimputables" por "enajenación" y "peligrosos") constituían la mayor parte de 
los llamados (en las prácticas institucionales) "internos judiciales". La institución 
psiquiátrica con moyor población y movimiento de ingreso-egreso era la Colonia 
Psiquiátrico Dr. Irigoyen Freyre y en ella se concentraba lo mayor parte de los 
"internos judiciales".

Por otro lado, en los inicios de lo décoda del '80 existíon cinco instituciones 
penitenciarios a través de las cuales se orticulabo la política penitenciaria del 
Estado Provincial: dos paro mujeres y tres para varones, ubicados en Sonta Fe
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[Unidades Penitenciarios Ns 2 y N* 4), Rosario [Unidades Penitenciarias Nf3 y N£ 
5) y Coronda (Unidad Penitenciaria Ne 1)- No existen estadísticas oficióles sobre 
bs internos en las instituciones penitenciarias en el año 1985. Los internos de las 
Unidades Penitenciarias (condenados o procesados con prisión preventiva) que 
presentaban "alguna de las formas de la alienación mental" o "afección mental, 
que, sin implicar olienación, sea de tal gravedad e índoe que perturbe la tranqui­
lidad de sus iguoles" eran separados del régimen común de la institución, de 
acuerdo a lo establecido en los artículos 116 y 117 de! decreto ley 412/58, 
variando las caracterfsticos de esto separación en cada Institución penitenciaria.

La decisión político que do origen a la Sala Psiquiátrico es lo consecuencia 
d i recta de una situación coyuntura! generada por hechos de violencia ocurridos en el 
Hospital Psiquiátrico .Mira y  López de la ciudad de Santo Fe, hacia fines de 1984, 
provocados por internos ¡udicioles que culminaron en una represión llevada adelan­
te por personal hospitalario y policial3. Como consecuencia de estos hechos de 
violencia, el personal hospitalario inicio uno huelga reclamando mayor seguridad 
para el desarrollo de sus actividades laborales. El Director de la institución psiquiátri­
ca, adhiriendo o la huelgo, señaló al respecto: "...el personal de este nosocomio ha 
estudiado para atender enfermos psiquiátricos y no el régimen del guordiacáncel. 
No estamos para custodiar presos. Estoy indignada, lo ocurrido no se puede justifi­
car. Acó hay gente que no puede reintegrarse a lo sociedad Acá hay psicópatas 
delincuentes que no se pueden recuperar nunca. Los detenidos deben ir a la cár­
cel"4 . Lo actitud que se desprenda de esta declaración, está gráficamente represen­
tada en un cartel colocado por los huelguistas en el alambrado de este espacio 
institudonol: "Estamos de Poro. Presos: No. Enfermos: Sí". El ministro de Salud. 
Medio Ambiente y Acción Social de la provincia de Santo Fe receptó esta actitud, 
haciendo hincapié en el carácter "frecuentemente peligroso" de los internos judicia­
les y la necesidad respecto a elbs de "internaciones prolongadas" y proponiendo el 
traslado de internos ¡udicioles a un pabellón de la Unidad Penitenciar a N£2 en la 
ciudad de Santa Fe, ubicado a doscientos metros del Hospital Psiquiátrico Mira y

3 Las datos que aquí se presentan bon sido recogidos de las crónicas periodísticos de los 
hechos publicadas por el diaria El Litoral en sus ejemplares de la primera semana del mes 
de enero de 1985.
4 'Para el personal psiquiátrico", diario El Litoral del 3 de enero de 1985.
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López. Esta iniciativa fue acogido por el director de lo institución psiquiátrico quien 
d>|o: "Habría que establecer tres categorías de pacientes: de alto, de mediana y de 
bofa peligrosidad. Los de alto y mediano peligrosidad pueden recibir control y aten­
ción médica en el hospital y permanecer en la cárcel. Los de baja peligrosidad 
pueden tener internaciones breves"5 6. Con anterioridad ya se había manejado una 
solución semejante en una reunión entre el ministro de Gobierno y el ministro de Salud, 
Medio Ambiente y Acción Social, con la participación de personal directivo del Hospi­
tal Psiquiátrico Mira y López y delegados gremiales, pero con respecta a la Unídod 
Penitenciaria NE1 en Coronda, a ÓO km. de la ciudad de Santo Fe. Esta última sería en 
definitiva la solución que se adoptaría en el Convenio Interministerial del 11 de enero 
de 1985 antes citado, creando b Sala Psiquiátrica de la Unidad Penitenciaria N®1 y 
trasladando automáticamente 15 internos judidales definidos como “muy peligrosos" 
por el personal directivo del Hospital Psiquiátrico Mira y López.

A través de este sucinto análisis de las noticias periodísticas a! respecto pro­
ducidas por la prensa local, es posible penetrar en el proceso de creación de la 
Sala Psiquiátrica, individualizando los actores sociales invo iterados, la tensión 
que se pretende solucionar a través de la instalación de este nuevo espacio 
Institucional y los motivos empleados paro su legitimación. El proceso de crea­
ción de la Salo Psiquiátrica se origina dentro del marco del dispositivo psiquiátri­
co de la provincia de Santa Fe. El dispositivo penitenciario, simplemente se "abre" 
para receptar un proceso originado más allá de sus fronteras. Pero esta "apertu­
ra" transfiguro el proceso mismo. Si el problema estaba delimitado originaria­
mente por un sector de internos judiciales de la institución psiquiátrica, los 
"inimputables" por "enajenación" "peligrosos" (tocos-delincuentes); la solución 
escogida lo recomprerde en términos más amplios, lo transfigura, agregando los 
procesados y condenados que presenten "alguna de las formos de lo alienación 
mental" o "afección mental, que, sin implicar alienación, sea de tal gravedad e 
índole que perturbe lo tranquilidad de sus iguales" (delincuentes-locos).4

5 "Uno solución definitiva para su normal funcionamiento requiere el psiquiátrico", diario 
El Utorol, 9 de enero de 1985.
6 Las expresiones loco delincuente y delincuente-locc hon sido empleados en el seno de un 
discurso crítico sobre la intersección institucionol psiquiatría-justicio peñol, pora rescatarlos 
de! sentido común ce lo vida cotidiano s impugnarlos por su carácter nolurolizodor y 
estig matiz odor. Ver d respecto Pcvarini, M. y Betti, M. 1 984 y Sozzo, M. 1 995.
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La decisión política de creación de la Sala Psiquiátrica de la Unidad Peniten­
ciaria Na1 fue resultado de una contingencia. No respondió a un programa de 
político de salud mental ni a un programa de política penitenciaría emanados 
del Estado Provincial, en el sentido de una estructura de elementos imaginada 
como articulación de un discurso (código teórico) determinado con respecto a un 
objeto (lo psiquiátrico o lo penitenciario). De reflejo, es un emergente que plan­
tea serías dudas acerca de la existencio de este tipo programas en ese contexto 
de los dispositivos psiquiátrico y penitenciaria del Estado Provincial.

Un cuestión fundamental aparece desde el mismo proceso de creación de la 
Sala Psiquiátrico: sí se trata de un espacio institucional radicado en el dispositivo 
psiquiátrico o en el dispositivo penitenciario. La Sala Psiquiátrica parece quedar 
huérfana anle esto pregunta o, peor aún, parece ser reivindicada por dos padres 
diferentes. De hecho, el objeto (la población) de la Sala Psiquiátrica como espa­
cio institucional es una confluencia: locos-delincuentes (asignados al dispositivo 
psquiátrico: artículo 34 inciso I del Código Penal) y delincuentes-locos (asigna­
dos al dispositivo penitenciario: artículos 1 ló  y 1 17 del decreto ley 412/58 y 
ahora, artículos 147, 152, 176, 183 y 186 de la Ley de Ejecución de la Pena 
Privativa de la Libertad- ley 24.660). Esta peculiaridad complejiza el onálisis del 
funcionamiento de la Sala Psiquiátrica, desde el punta de vista sociológico y 
político, pues reenvía o dos fuentes de procesos institucionales -el dispositivo 
psiquiátrico y el dispositivo penitenciario- y desde el punto de visto jurídico, a 
dos contextos normativos tanto en el plano nacional como internacional.

Presente: Vida.

II. a . Espacio edilício, recursos materiales, recursos humanos 
y funcionamiento.

A  La Solo Psiquiátrica se encuentra ubicada en el sector sur de la Unidad 
Penitenciaria Na1. El espacio edilicio que ocupa originariamente constituía un 
sector del Hospital de la Unidad Penitenciario N9] y esta integrado por: un 
pasillo que posee dos rejas que separan c lo Sala Psiquiátrica del resto de la 
Unidad Penitenciaria; una sala de guarcia; tres celdas individuales de 2 x 4
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metros aproximadamente; "una sala de estar"; un dormitorio de 1 2 x 5  metros 
aproximadamente; los baños y un patio.

De acuerdo a lo establecida en el Convenio Interministerial lo Sala Psiquiátri­
co está gestionada conjuntamente por el M.S.M.A.A.S. y el M.G., distribuyéndose 
en lo que respecta o los recursos materiales las responsabilidades entre ambos 
Ministerios de acuerdo a la materia. Por ejemplo, la dotación de bienes muebles 
y la alimentación estaría a cargo del M.G. y las coberturas farmacológicas y los 
medios lerapéuticos-psiquiátricos o cargo del M.S.M.A.A.S. (cláusulas 10y 12).

El espado edilícío y los recursos moterioles de la Sala Psiquiátrica resultan 
insuficientes e inhabilitantes para cualquier estrategia sanitaria en salud mental e 
implicar un conjunta de vejaciones para los internos que producen una 
pauperización constante de su calidad de vida, ubicándola por debajo del um­
bral de la dignidad humana. Se pueden presentar ciertos ejemplos7: no hay 
agua colíente, salvo una hora par día, por lo que los internos deben asearse 
siempre con agua fría; los techos tienen goteras; los condiciones generales de 
higiene son muy malos (sobre todo en los baños); las mesas y las sillas de lo 
galerío-comedor son insuficientes para e! promedio de internos; los vidrios de los 
ventanales de la galería-comedor que dan al patio están rolos, en el dormitorio 
hoy veinticuatro comas dispuestas en dos hileras enfrentadas, no existiendo otro 
tipo de muebles; los cubiertos, platos y vosos son insuficientes para el promedio 
de internos; no hay ropa de cama ni frazadas; no hay teléfono; lo alimentación 
que reciben los internos es la que reciben las internos de la Unidad Penitenciario 
NS1; no hoy calefacción, etc.

7 Todos los datos sobre el espacio edilicio, los recursos moterioles, los recursos humanos 
y el funcionamiento de lo Sala Psiquiátrico de lo Unidad Penitenciaria NS1 que se presen­
tan en este informe, han sido recogidos a partir de la observación directa en tres visitas 
realizadas o este espacio institucional y de entrevistos no estructurados con informantes 
claves desde fines de 1 994: la asesora jurídico de la Dirección Provincial de Salud Mental 
(hasta 1996), el juez de Ejecución Penal de la Unidad Penitenciaría N°1 en funciones hasta 
1996, el juez de Ejecución Penal en funciones a partir de i 996, un asesar del Ministerio 
de Gobierna, el titular de la Dirección Provincial de Salud Mental hasta 199ó, el médico 
psiquiatra, la psicólogo, siete enfermeros y dos inlernos de la Sala Psiquiátrica. También 
se fio tenido en cuenta el Informe de Mayo de 1996 presentado al M.S.M.A.A.S. por el 
Programa Provincia! de Salud Mental.
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A  El personal de la Salo Psiquiátrico de ccuerdo o lo establecido en la Cláu­
sula ó del Convenio Interministerial es designodo por el M.S.M.A.A.S. y, actual­
mente, está integrado por: un médico psiquiatra, un psicólogo, un médico y doce 
empleados de los cuales sólo dos son auxiliares de enfermería, pese a que todos 
ellos se presentan y son presentados como enfermeros, los enfermeros cumplen 
5us funciones en turnos rotativos de 8 horas, por lo que se asegura de esta mane­
ra una presencia constante de tres de ellos en la Sala Psiquiátrica. El médico 
psiquíatra ("titular de la Sala" de acuerdo a la cláusula 4} es quien administra 
este espacio institucional. Conforme a la cláusula 11 la atención médica que no 
fuera específicamente psiquiátrico estaría a cargo de las médicas dependientes 
del Servicio Penitenciario, quienes deberían intervenir también en caso de emer­
gencias psiquiátricas; facultad que aparentemente ha sido desplazada por la 
designación de un médico para la Sala Psiquiátrica en 1995.

De acuerdo a lo establecido en la cláusula 9, la seguridad y vigilancia está a 
cargo del personal penitenciario dependiente delM.G. que en caso de emergen­
cia podrío colaborar con los enfermeros al mantenimiento de la disciplina aún en 
el interior de la Salo Psiquiátrica, lo que se ha dado sólo en pocas ocasiones, de 
acuerdo a los dichas coincidentes de los enfermeros. El contralor de la situación 
de los internos en la Sala Psiquiátrica, ya se trate de procesados, condenados o 
inimputables, esta a cargo del Juzgado de Ejecución Penal de la Unidad Peniten­
ciaria N -l, que está integrado por tres empleados, un secretario y el juez y tiene 
a su carga el contralor de lo ejecución de las penas privativas de libertad (a la 
que se asimilo la prisión preventiva) y de las medidas de seguridad curativas de 
la totalidad de las personas olojados en !a Unidad Penitenciaria NS1 (en diciem­
bre de 1 99ó: setecientas cuarenta y siete personas, con un promedio de entre 
setecientas veinte y setecientas cincuenta personos). Los dos Jueces de Ejecución 
Peñol que han ocupado este cargo en la Unidad Penitenciaria N*1 (desde 1 991 
- fecha de su creación - hasta 1 99ó y desde 1996 en adelante) han reolizado 
múltiples reclamos ante e! M.G. por la insuficiencia de los recursos materiales y 
humanos para llevar adelante lo fundón del Juzgado de Ejecución Penal. A esto 
se suma el carácter incompleto de la normativa vigente al respecto en la provin­
cia de Santa Fe, ya que existe un solo articulo que se refiere específicamente ot 
Juzgado de Ejecución Penal (artículo 105 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
10 . 160) que enumera en ocho incisos sus competencias de una manera desproiija,
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dejando planteados numerosos inconvenientes, sobre todo porque deben ser 
armonizadas con las normas jurídicas sobre ejecución penal preexistentes y aún 
vigentes establecidas en el Código Procesal Penal ¡artículos 554-574 de la ley 
ó.740j. En suma, se Pace extremadamente relativa la eficacia en las prácticas 
institucionales del contralor jurisdiccional de la ejecución penal.

A  La población de lo Sola Psiquiátrica, desde su creoctón, está compuesto 
por dos categorías de internos, de acuerdo o su situación jurídica y en función de 
lo establecido en la cláusu'a I del Convenio Interministerial. Ambas categorías 
tienen en común el elemento "sufrimiento en o por su salud mental'', para em­
plear la expresión del artículo I de lo Ley de Salud Mental de la provincia de 
Santa Fe [ley 10.771, en adelante LSM], que en otros textos legales es formulado 
corro "alienación mental u otra elección mental", "cuadro psiquiátrico" o "ena­
jenación"8.

Por un lado, los procesados con prisión preventiva y condenados que son 
derivados por ía Administración Penitenciaria (delincuentes-locos); y por el otro, 
los inimputobles por enajenación considerados peligrosos (locoedelincuentes). 
Con respecto o esta última categoría pueden darse dos supuestos: que lo Medida 
de Seguridad Curativa impuesta por el juez Penal consista originariamente en la 
internación en la Sala Psiquiátrica (la menor parte de los casos) o que consista 
originariamente en la internación en una de las instituciones psiquiátricas de la 
provincia de Santa Fe de las que luego ha sido trasladado el loco-delincuente a 
la Salo Psiquiátrica, por orden del juez Penal, ya seo que hubiese mediado una 
solicitud del médico psiquiatra traíanle o no (la moyor parte de los cosos). La 
cláusula 2 del Convenio Interministerial disponía b  organización de Juntas de 
Admisión constituidas por médicos psiquiatras para evaluar el ingreso de inter­
nos a la Salo Psiquiátrica, como órgano de contralor para evitar internaciones 
arbitrarías, que no lian sido aún puestas en funcionamiento.

La Sola Psiquiátrica fue concebida con una capacidad para veinte internos, "no 
pudiéndose disponer internaciones que excedan dicha cantidad" de acuerdo a la 
cláusula 3 del Corvenio Intenninislerial. Esta regla ha sido permanentemente viola­

8 Respectivamente: decreto ley 41 2/58, artículos 1 ló y i 17; LEPPL, articulo 1 B6; Código 
Penal, artícuo 34 inciso I.
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da: al 22 /11/94, había veintiséis internos, al 28/12/95, veintiún internos (diez 
condenados y once inimputables] (datos oficiales otorgados por eiJuzgodo de Ejecu­
ción Penal de la Unidad Penitenciaria Nv 1), al 17/03/96 habia treinta internos 
(doto del Informe del Progromo Provincial de Solud Mental) y ol 24/03/97, veinti­
cuatro internos (diez condenados y catorce inimpulobles]*. En cuanto ol promedio 
de internos, los previsiones varían de acuerdo a los informantes: entre veinte y vein­
ticinco internos (juez de Ejecución Penal), entre veinticuatro y veintisiete internos 
(obogada de la D.P.S.M.) y veinticuatro internos (médico psiquiatra y psicólogo de la 
Sala Psiquiátrica). La sobre población es una constante a lo largo del tiempo.

Todos los informantes coinciden en señalar la existencia de un importante 
movimiento de ingreso-egreso (rotación de camas) que implica fa variabilidad de 
la población y la dificultad en el establecimiento de un promedio. Esta variabili­
dad poblocíona! se explico, en porte, porque este espacio institucional es bási­
camente un lugor de derivación de los instituciones penitenciarias y ce las institu­
ciones psiquiátricas. Muchos de las internos retornan luego de una estadía maso 
menos breve en este espacio institucional a la institución penitenciaria o o lo 
institución psiquiátrica. Por ello, de acuerdo a lo señalado por el médico psiquia­
tra y la psicólogo de la Salo Psiquiátrica el tiempo promedio de permanencia de 
los internos es de un año. No existen exornaciones propiamente dichas sino re­
derivaciones en un sentido inverso dentro del circuito institucional.

Enfermeros, médico psiquiatra y psicólogo coinciden en aclarar que existen 
casas "muy complicados", de personas "muy peligrosas", en los que las 
internaciones en la Sala Psiquiátrica son muy prolongadas y exceden el prome­
dio. El médico psiquiatra señaló en particular respecto a estos cosos que es 
preciso abandonar uno lógico de problema-solución, pues la medicino no ha 
podido inventar una estrategia para resolver este tipo de situaciones, por lo que 
es preciso asumir que lo único que se puede hacer es evitar que estas personas 
puedan, dañar a la sociedad, manteniéndolas apartados de ella mediante la 
existencia de espacios institucionales como la Sola Psiquiátrica. Todos los infor­
mantes no hacen alusión poro definir a estos cosos "muy complicados" a ningu­
no de los códigos teóricos de lo psiquiatría, la psicología o el psicoanálisis, sino 
que emplean exclusivamente la idea de "peligrosidad". 9

9 Dalo suministrado por el médico psiquiatra.
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Hasta fines de 1994, de acuerdo a los declaraciones coincidentes de dos 
enfermeros, no se llevaban historias clínicas de los internos, herramienta indis­
pensable pnm una estrategia sanitaria en salud mental y de tina imporloncio 
medular para el contralor de le misma y la protección de los derechos fundamen­
tales del paciente. Esta situación en la actualidad parece haberse subsanado, de 
acuerdo a b  señalado por el médico psiquiatra de 'a Sala Psiquiátrica. Sin em- 
borgo, el Informe del Programa Provincial de Salud Mental hace hincapié en que 
las historias clínicas son "absolutamente deficientes" y que sólo cuentan con ofi­
cios y trámites ¡ud icio les’0. Preguntados sobre el "tipo de patologías" que pre­
sentan los internos de la Sala Psiquiátrica todos los informantes coinciden en 
señalar la imposibilidad de determinarlos con exactitud, pero afirman la prepon­
derancia de "psicóticos de diversas ciases", todos ellas signadas por el "apartar­
se de la realidod".

La gran parte de los internos de la Sola Psiquiátrica están oio¡odos en el 
dormitorio, pero también se cuento con tres celdas individuales en las que son 
confinados los internos que se encuentran "ollerodos" o "excitados" de acuerdo 
a lo señalado por el médico psiquiatra. El confinamiento es un medio "indispen­
sable", de acuerdo a sus dichos, para tranquilizara determinados internos, dodo 
su grado de "peligrosidad". En ningún momento se hace alusión para Justificar el 
confinamiento a ningún código teórico de fa psiquiatría, lo psicología o el psi­
coanálisis.

El tratamiento de los internos de lo Solo Psiquiátrica como ooincidentemente 
lo aflrmon los informantes se basa en la administración de psicofórmacos. De 
acuerdo a lo comentado por la Asesoro Jurídica de lo Dirección Provincial de 
Salud Mental, una auditoría del Equipo Interdisapl¡nado de dicha dependencia 
realizada en 199<1 evidenció un abuso en el empleo de medicamentos así como 
un uso inapropiado de los mismos.'1 los internos no llevan adebnte ningún tipo 
de actividad ocupacional o educacional, ya que la Solo Psiquiátrica no cuento 
con ningún tipo de instalación paro ella. Con respecto a los actividades recreatí- 10 11

10 No liemos tenido acceso o ninguna historio clínica, pese a haberío solicitado.
11 Pese o haber realizado un pedido formal ante el Secretario de Salud pública de lo 
provincia de Santa Fe, Dr. Bossio y a haber obtenido la autorización del mismo, no hemos 
tenido acceso al resultado de esta auditoría.
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vas ¡pora las cuales la Sola Psiquiátrica tampoco tiene instalaciones) el médico 
psiquiatra señala que sólo “ tres o cuatro internos juegan al fútbol con los internos 
del penal", pero afirma que el resto no tiene interés alguno en este sentido. No 
Hay ningún tipo ce estrategia de salud mental alternativa, casada en algún otro 
código teórico que no sea el de la psiquiatría tradicional.

Conforme lo indicado por el médico psiquiatra y el juez de Ejecución Penal 
existen tres tipos de salidas terapéuticas de los internos de la Sala Psiquiátrica:

▲ Salidas grupales fuera de la Unidad Penitenciaria N®1 para participar de 
una actividad determinada, acompañados por enfermeros, el médico psiquiatra 
y /o  la psicólogo (no se pudo precisar un promedio anual, pero coincidieron los 
informantes en afirmar que eran "muy pocas").

A  Solidas individuales fuera de la Unidad Penitenciaria Nsl ,  en las que se 
hoce cargo del interno un familiar (el médico psiquiatra afirmo que un 20% de 
los internos realiza salidos terapéuticas periódicas que en algunos casos configu­
ran verdaderos "frotamientos ambulatorios", mientras que uno de los enfermeros 
señala que sólo dos internos lo hacen).

A  Salidos terapéuticas, que consisten en el traslado de un interno a uno de los 
pabellones comunes de la Unidad Penitenciaría N21, Actualmente el médico psi­
quiatra señalo que cuatro internos se encuentran en esta situación. Arribas infor­
mantes señalan que este tipo de salidas terapéuticas es una "flexibilización" de la 
ley que se viene produciendo desde hace "muchos años", fruto del acuerdo entre 
el personal de la Sala Psiquiátrica, la Administración Penitenciaria y el Juzgado de 
Ejecución Penal. Estos cuatro internos son los únicos que pueden acceder a una 
actividad ocupacíonal (de hecho, tres de los que actualmente se encuentran en esto 
situación lo hacen, de acuerdo a lo señolodo por los informantes).

En cuanto a .a comunicación de los internos con sus familiares y amigos, la 
mismo se efectiviza a través de las visitas semanales ya que, en este espacia 
institucional no se cuenta con teléfono ni llega la correspondencia. Las visitas 
semanales están sometidas, de acuerdo a lo establecido en la cláusula 8 del 
Convenio Interministerial, al régimen común de la Unidad Penitenciario Nsl,  al 
igual que el ingreso de bienes para los internos y el ingreso del personal. Según 
el médico psiquiatra sólo un 30% de los internos reciben periódicamente visitas, 
mientras que para un enfermero sólo dos o tres irternos reciben periódicamente 
visitas y paro otro enfermero, no son más de diez internos los que lo hacen.
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La totalidad de los informantes coinciden en señalar que existe una relación 
muy buena entre la Sala Psiquiátrica, el Juzgado de Ejecución Penal y la Adminis­
tración Penitenciaria, que ha sido el resultado de cambios progresivos en las 
posiciones de los diferentes actores sociales. El médico psiquiatra señaló ol res­
pecto: "Somos como hermanos. El director dei penal me llama y me cuenta que 
tiene algún intemo exaltado en algún pabellón, que, por ejemplo, quiso acuchillar 
o un guardia y yo le digo que me lo mande. Lo sedamos, lo dormimos y a los 
quince días se lo devolvemos hecho una lechuguita".

II. b. Evaluación

La evaluación de la existencia y funcionamiento de lo Sala Psiquiátrico de la 
Unidad Penitenciaria N®1 en el plano jurídico y desde el punto de vista de los 
derechos humanos, debe tener en cuenta la confluencia que constituye el objeto 
de este espado institucional; locos-delincuentes y delincuentes-locos, que como 
yo lo hemos señalado en el punto I complejizo el análisis.

Como señala Peces Barba -y mes allá de la discusión que nos propone sobre 
ei concepto de derechos humanos en contraposición con el concepto de dere­
chos fundamentales, en este informe tomados como sinónimos-es posible cons­
truir un modelo histórico sobre los derechos humanos, integrado por cuatro mo­
mentos o procesos: proceso de posilivación (declaraciones de derechos funda­
mentales en el Derecho Interno con rango constitucional en determinados Esta­
dos Nacionales precursores; Francia, 1 789; EE.UU., 1776), proceso de genera­
lización [declaraciones de derechos fundamentales en el Derecho Interno con 
rango constitucional en otros Estados Nacionales: Argentina, 1853] , proceso de 
ínternacíoriolización (declorociones de derechos fundamentales con rango inter­
nacional: Declaración Universo! de Derechos Húmenos de 1948] y proceso de 
especificación (declaraciones de derechos fundamentales en el piano internacio­
nal, especilicados por los títulores o por los contenidos: enfermos mentales, dete­
nidos o condenados, medio ambiente, desarrollo, etc.]12.

Hasta el proceso de internacionalizaciór la imagen del titular de los dere­
chos humanos es la persona, el ser humano o el ciudadano, sin adjetivaciones

12 Ver Peces Barbo, G. 1995, pp. 21-38 y 145-204.
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(ente genérico o abstracto). El proceso de especificación de ios derechos huma­
nos significó ol misino tiempo, como señóla Través, un proceso de multiplicación; 
no se trata sólo de nuevos bienes merecedores de luto la, de nuevas "titularidades" 
diferentes del hombre (como la familia), sino también de que el hombre como 
titular de los derechos humanos es recomprendído de acuerdo a sus diversas 
formas de estar y desenvolverse en sociedad'5. Este proceso de especificación y 
multiplicación se refleja y desenvuelve también en la normativa nacional de dife­
rente manera con respecto a los distintos temas. Aparecen osi en el escenario 
normativo internacional y nocional la persona detenida o condenada (persona 
privado de su libertad) y la persona que padece una enfermedad mental como 
sujetos de derechos fundamentales. Son algo más que personas, seres humanos 
o ciudadanos. Ese algo más, puede resultar de signo negativo o positiva. La 
dirección que aparentemente ha tomado el proceso de especilicoción con res­
pecto a estos sujetos gira en tomo o lo ''devaluación" de los derechos fundamen­
tales, una verdadeto creación de ciudadanos de segunda categoría, como lo ha 
sostenido Rivera 6eiras teniendo en cuento la normativa internacional, europea y 
españolo con respecto a los personas privados de su libertadu . Muy probable­
mente esta tesis sea aplicable al contexto normativo argentino, no sólo .'especio 
a las personas privadas de sj libertad, sino también respecto a los personas que 
pacecen una enfermedad mental.

La mayor parte de los instrumentos internacionales que desenvuelven el pro­
ceso de especificación respecto a estos sujetos no han adquirido el rango de 
norma jurídica internacional ya que se traía de Resoluciones de la Asamblea 
General de la O.N.U. que funcionan como recomendaciones para los Estados 
Partes. Sin embargo por su importancia política para el diseño de una normativo 
naciona y como antecedente de una futura normativa internacional sobre el 
tema, se hará mención de ellos en diferentes pasajes de este informe. Por otra

13 Ver Treces, R. y Ferrari, V. 1989, pp. /  14. También se puede consultor sobre esto tema 
el r raba ¡o de Bobbio en el misino volumen, pp. 55-28 y el texto de Ferrari. 1 996, pp. 1 37- 
t 53. Es muy interesante la síntesis de la posición de Treves. desde el punte de vista de Ig 
fundamentoción de los derechos humanos, con especial referencia a los redosos que 
realizo Rivera Beiras, I. 1992, pp. 30-42. 1
1 4 Ver Rivera Beiras, I. 1995 y 1994.
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parta, este proceso de especificación posee un anclaje, como ya lo hemos dicho, 
en la normativa nacional (la normativa penitenciaria y la normativa de salud 
mental), por lo que se hará también mención a dichos textos legales. La Sala 
Psiquiátrico constituye, empleando la expresión de Szaz, una "violación estructu­
ral de los derechos húmenos"13 ya que por sus características edilicias, sus recur­
sos materiales y los prácticas que se generan en la interacción social entre perso­
nal e internos que se desarrolla en sus confines, vulnera un complejo entramado 
de derechos fundamentales de la población que es su objeto. Pretendemos a 
continuación especificar los diferentes derechos humanos vulnerados y la forma 
de su vulneración en este espacio institucional.

1. Derecho a la Libertad Personal. Para analizar la cuestión del Derecho a 
la U bertod Personal es preciso planteor el problema de la legalidad de las internaciones 
en la Solo Psiquiátrica de la Unidad Penitenciario NPI con respecto a los dos colecti­
vos de su población: locosdelíncuentes y delincuentes-locos. Con respecto a las locos- 
delincuentes (inimputobles por enajenación y peligrosos) el artículo 34 inciso 1 del 
Código Peñol dispone que el juez Penal debe disponer una Medida de Seguridad 
Curativa que consiste en la "reclusión del ogente en un manicomio". En el marco del 
Derecho Peñol Argentino, se impone en materia de interpretación ¡udidol de la ley 
penal, lo interpretación restrictiva derivada de los principios de legalídod y de reserva 
consogrados en los artículos 18 y 19 de la Constitución Nocional11. Con respecto al 
contenido de la Medida de Seguridad Curativa, desde la década del 80 en b  jurispru­
dencia de diversos provincias de la Argentina, se viene interpretando el artículo 34 
inciso 1 del Código Penal en un sentido extensivo. Se disponen "tratamientos 
ambulatorios" para locosdelincue nles, desde el sobreseimiento o la sentencia judicial, 
o bien luego de haberse ordenado la internación en una institución psiquiátrica. Ahora 
bien, esta interpretación extensiva es excepcional y se artículo con una regla basca en 
materia de interpretación judicial de la ley penal: el principio "¡n dubío pro reo", de allí 
su validez15 16 17 Por otra porte, está ajustada a una argumentación judicial en favor de un

15 Ver Szaz, T. Í984.
16 Ver ol respecto, como textos representativos de la doctrino juridieo-penal argentino: 
Nuñez, R. 19Ó0; Soler, S. 1970;Creus, C. 1988, Zoffarom, R. 1980/83 y 1985.
17 Pora uno opinión diferente sobre este punto ver De O'ozóbol, J. 1992.
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derecho pena! mínimo como diseño de político criminal, que constituye uno de los 
presupuestos de este trabajo y uno de los pilares fundamentales sobre los que debe 
asertarse la construcción de un sistema de justicia penal democrático'8.

Desde estos parámetros, creemos que la internación de un loca-delincuente 
en la Sala Psiquiátrica es ilegal, yo que no puede realizarse uno ¡ntorpreiación 
extensivo pues no se articula con el principio "in dubio pro reo", porque este 
espacio in$tíiuc:onal está lejos de significar un beneficio para sus internos, como 
lo explicaremos más adelante. No es posible subsumir o la Sala Psiquiátrica en 
el significado que se le puede otorgar al termino "manicomio" empleado por la 
ley pena!, que en la actualidad es coincidentemente interpretado por la doctrina 
y jurisprudencia ¡urídico-penal argentino como Hospital Psiquiátrico* 1*, yo que se 
trata más bien de un sector de lo Unidad Penitenciario NB1, espacio institucional 
destinado o la ejecución de los penas privativas de ia libertad. No se puede 
alegar como pretenden médico psiquiatro, psicólogo y enfermeros de la Sala 
Psiquiátrico que es un espacio institucional autónomo de la Unidad Penitenciaria 
N21, configurándose como una Institución Psiquiátrica, ya que en términos edilicias 
está articulado con lo arquitectura de la Unidad Penitenciaria N®1; el M.G. la 
provee de ciertos recursos materiales (par ejemplo, la alimentación de los Inter­
nos!; «I personal de la Unidad Penitenciaria N°1 cumple ciertas funciones en la 
Sala Psiquiátrico; los visitas a los internos, el ingreso de bienes destinados o ellos 
y el ingreso del personal de la Sola Psiquiátrica están regulados por las normas 
establecidas para lo Unidad Penitenciaria NS1 y se practicón "solidos terapéuti­
cas" de un porcentaje de internos a los pabellones comunes de la IJnidad Peni­
tenciaria Ns!, aun cuando se trate de locos-delincuentes.

En una encuesta de opinión con cuestionario autoadministrado sobre lo Sola 
Psiquiátrica realizada en 1995 a la totalidad de los jueces Penales (de Instruc­
ción, de Sentencia, Correccional, de Cámara y de Ejecución Penal) de la Cir­
cunscripción Judicial N -l de lo provincia de Santa Fe (ciudad de Santa Fe) que

18 La idea del derecho penal mínimo posee orígenes y formulaciones diversas como díso­
no de política criminal. La bibliografía sobre el temo es amplísimo. Como ejemplos se 
pueden citor: Barato, A, 1987; Zafíoroni, R. 1989 y 1993, Ferrojoli, L. 1989 y Hassemer 
W, 1990.
1 9 Ver al respecto: Terón Lomas, R. 1980; Fonión Balestra, C. 1977; Nuñez, R 196Q- 
Soler, S. 1970; Zaffaroní, R. 1980-83 yCreus, C. 1988.
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tuvo un nivel de respuestas del 75% (sobre 33 jueces, 25 respuestas], que pue­
den resultar representativos de la totalidad de la magistratura penal de la provin­
cia de Santa Fe (sobre un total de 105 jueces, 25 respuestas -  22 %) se le pidió 
a los magistrados penales que se expresaran sobre la legalidad de las internaciones 
de los locos-delincuentes en dicho espacio institucional, a troves de lo adecua­
ción o no del mismo a las finalidades de lo Medida de Seguridad Curativa: 2 se 
abstuvieron de contestar (8%), 9 respondieron positivamente (36%). y 14 respon­
dieron negativamente (56%), Una buena parte de aquellos que respondieron 
positivamente, no acloraron el porqué de su opción, mientras que los que respon­
dieron negativamente lo hicieron en casi todos los casos. Sin embargo 14 jueces 
Penales (56%) reconocieron haber dispuesta Medidos de Seguridad Curativas 
en la Sala Psiquiátrica y el 78.5% de ellos dijeron haberlo hecho en más de una 
oportunidad. Miás precisamente, de los 14 jueces Penales que respondieron ne­
gativamente, 9 hon dispuesto Medidos de Seguridad Curativas en la Solo Psi­
quiátrica lo que hace aun más ininteligible la opinión y actitud de los jueces 
Penales de la provincia de Santa Fe con respecto a este tema.

Con respecto a los delincuentes-locos, el artículo 25 del Código Penal se 
refiere al caso de que "el penado se volviere loco" durante la condeno v el 
decreta ley 41 2 /58 rarificado por ley 1 4 467 como Ley Penitenciaria Nacional 
vigenre hasta [d io de 199ó, establecía en sus artículos 1 I ó y 1 17 que cuando 
un interno (procesado o condenado) padeciere de "olienación mental" u otra 
forma de "afección mental", debía ser separado del "régimen común del estable­
cimiento", sin indicar las características de esta separación, por lo que le 
internación de los delincuentes-locos en la Sola Psiquiátrica de la Unidad Peniten­
ciaria N51 aparecía como acorde a derecho en este aspecto.

Ahora bien, en julio de 1996, es sanclonodo lo ley de Ejecución de la Pena 
Privativa de le Libertad (ley 24.ÓÓ0- en adelante, LEPPL] que deroga el texto legal 
anterior y establece en el artículo 147 la posibilidad de que el interno sea traslada­
do "cuando la naturaleza del caso así lo oconseje'' a "un establecimiento peniten­
ciario especializado de carácter asistencia! médico o psiquiátrico o o un centro 
apropiado del medio libre" ; y en el articulo 152 determina que cuando "los trata­
mientos psiquiátricos impiiquen suspensión de la conciencia o pérdida de la auto­
nomía psíquica" sólo podrán ser realizados en "establecimientos especializados". 
Estos establecimientos especializados a los que se refieren los artículos referidos
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son los que el ortículo 176 aportado d) exige que existan en cada jurisdicción del 
país y son uno de los tipos de establecimientos de ejecución de la peno privativa 
de la libertad, por loque deben cumplir con el ortículo 185 que señalo un corjunto 
mínimo de medios; a saber: organismo técnico-criminológico, programas de traba­
jo que aseguren la plena ocupación del interno, biblioteca, escuela, instalaciones 
para programas recreativas y deportivos, consejo correccional, etc. Resulta dudo­
so que se pueda concebir a la Sala Psiquiátrica como uno de estos establecimien­
tos especializados, no sólo porque ediliciamente no constituye sino un sector de !u 
Unidod Penitenciario Nsl,  sino porque no satisface en absoluto el conjunto mínimo 
de medros exigidos legalmente.

El artículo 1 85 se refiere en su apartado i) a la necesidad de que los estable­
cimientos pora la ejecución de la peno privativa de la libertad (se entiende que 
se refiere a los tipos del artículo 176 con excepción del mencionado en el apar­
tado d): establecimientos especiales de carácter asistencial médico y psiquiátri­
co) cuenten con: "Locales y medios adecuados para alojar a los internos que 
presenten episodios psiquiátricos ogudos o cuadros psicopáticos con graves alte­
raciones de lo conducta” . Se podría pensar que b  Solo Psiquiátrico constituye 
uno de los locales o los que se refiere este artículo, pero el inconveniente radica 
en que el traslodo a dichos sectores de los establecimientos para la ejecución de 
la pena privativo de la libertad se establece, o nuestro juicio, con un carácter 
provisorio e implica un permanencia de corto duración, como lo sugiera la 
expresión "episodios psiquiátricos" empleada en el texto legal, que no condice 
con el promedio de internación de los internos de la Sala Psiquiátrica, ni con 
ciertos casos de internaciones muy prolongadas por encima del promedio en 
este espacio institucional. Con respecto o los "cuadros psicopáticos con graves 
alteraciones de la conducta” a los que también hace referencia este texto legal 
con respecto a este tipo de locales, en la Sala Psiquiátrica de acuerdo a los 
dichos coincidentes de médico psiquiatra, psicólogo y enfermeros no se alojos 
"psicópatas", la  interpretación que presentamos de este apartado i) del articulo 
1 85 pretende armonizar esto regla con las disposiciones ya reseñadas de los 
artículos 147 y 152 y sobre toda, con el artículo 186 que ratifica aquellas, al 
establecer: "En las instituciones de ejecución no se alojarán internos comprendi­
dos en al ortículo 25 dei Código Penal mientras subsista el cuadro psiquiátrico y 
o quienes padezcan enfermedad menta) crónico. Con intervención del juez de
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ejecución penal o juez ron-pétente, serán trasladados para su atención a servi­
cios especiales de carácter psiquiátrico (es decir, establecimientos especializa­
dos) o servicias u hospitales en la comunidad". Por todo ello, parece extremada­
mente difícil que se pueda defender la legalidod de la internación de ios delin­
cuentes-locos en la Sala Psiquiátrica a la luz de la reforma penitenciaria31.

la  ilegalidad de la internoción de locos-delincuentes y delincuentes-locos la 
constituye en una violación ol Derecho a la Libertad Personal, que como derecho 
fundamental, implica la prohibición pora el Estado de privar de la libertad arbi­
trariamente ("más allá de las formas establecidas por leyes preexistentes") reco­
gido en el artículo 9 de Decloroción Universal de los Derechos Humanos de 
1948 (en adelonte, DUDH), en el artículo XXV párrafo 1 de la Declaración Ame­
ricana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 (en adelante, DADDH), 
er el artículo 9 párrafo 1 del Poeto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
de 19óó ( en adelante, PDCP) y en el artículo 7 párrafos 2 y 3 de la Convención 
Americana de Derechos Humaros de 1969 [en adelante, CADH), instrumentos 
internacionales que, excepto la CADDH, se encuentran jerarquizados corslitu- 
cionalmente a partir de la Reforma de 1994 en el artículo 75 inciso 22 de la 
Constitución Nacional.

2, Derecho a la Salud (Derecho a la Salud Mental). El Derecho a la 
Salud es, como señala Alexy, un derecho a algo y, en tanto tal, derecho a una 
acción positiva del Estado. Dentro de esta clase de derechos humanos forma 
parte de la subclase de Derechos a Prestaciones en Sentido Estricto (asistencia de 
la salud de la personal. Se trata, obviamente, de un derecho social fundamen­

tad . 20 21

20 Esta conclusión Se ve, o nuestro juicio reforzado, por los Reglas Mínimos de Tratamien­
to Penitenciario odoptadas por resolución 663 C (XXVI del Consejo Social y Económico de 
la O N U. de 1957 (en adelante, RMTP), que si bien no constituyen normas jurídicas inter­
nacionales, son recomendaciones para los Estados Partes. La regio 82 establece: "Los 
alienados no deberán ser recluidos en prisiones, debiendo en consecuencia ser traslado- 
dos a establecimientos paro enfermos mentales". Los reclusos que padezcan de "otros 
enfermedades mentales' habrán de ser conducidos y tratados en "instituciones especializa­
dos dirigidas por médicos' .
21 Ver Alexy, R. 1993, pp. 186-209. 419-434 y 482-501.
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E. artículo 25 párrafo 1 de la DUDH proclama, entre otras cosas, que toda 
persona tiene derecho a lo salud y al bienestar, mientras que el artículo XI de la 
DADDH consagra el derecha de toda persona o que su salud sea preservada por 
medidas sanitarias y sociales. Desde nueslro punto de vista y más allá de la 
existencia de b  discusión planteado en el ámbito del Derecho Internacional Pú­
blico y del Derecho Constitucional, la DUDH es plenamente operativa en lo que 
hoce a su aplicación nacional, más aún luego de la Reforma de 1994 y su 
jerarquizacíón constitucional a través del artículo 75 incisa 22 de lo Constitución 
Nacional (en adelante C.N.) que signilica su ubicación en uno posición superior 
a las leyes en el ordenamiento jurídico argentino, equiparable a las normas 
constitucionales de ias que es complementaria. Ya se había declarado su carác­
ter operativo con anterioridad a 1994 en diversos antecedentes ¡urisprudenciales 
como: Hessel, José F.; Cámara Federal de Córdoba, Sola Civil y Comercial (26/ 
11 /79 ] o C.A. y V. de C. A,; Juzgado de Primero Instancia Civil y Comercial de 
San Martín (31/10/86)22. Con respecto a la DADDH, creemos que también 
resulta plenamente operativa ya que, como señalo Sepúlvedo, al entrar en vigor 
la CADH se estableció que la Comisión Inferomericano de Derechos Humanos 
continuara aplicando la DADDH, y el artículo 2 del estatuto de la C1DH la incor­
pora como cuerpo de derecho sustantivo23.

Por otra parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de 1966 (en odelonte, PDESC) también ha adquirido jerarquía consti­
tucional de acuerdo a lo dispuesto en el ortículo 75 inciso 22 de la C.N. y en su 
artículo 12 aseguro el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental y a la creación de condiciones que aseguren a 
todos asistencia médico y servidos médicos en caso de enfermedad. A partir de 
la Interpretación del articub 2 del PDESC se ha dicho que el mismo sólo contiene 
normas programáticas generales de aplicación progresiva por los Estados Por­
tes. Creemos, siguiendo a Alexy, que respecto a los derechos sociales fundamen­
tales hay una protección más o menos fuerte del ordenamiento jurídico interna­
cional o nacional, teniendo en cuenta diversas variables en el análisis normativo 
concreto. En este caso se observa que el artículo 12 del PDESC, al igual que el

22 Ver Travieso, J. 1990, pp. 138-140.
23 Ver Travieso, I. 1990, pp. 244-245.
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artículo 25 parrofo 1 de la DUDH, y el artículo Xi de lo DADDH, confiere un 
verdadero derecho subjetivo ya que no es uno normo dirigida sólo objetivamente 
al Estado y presenta derechos definitivos ya que no se trata de derechos "primo 
facie" Resto analizar, según Alexy, si se trata de une norma jurídica vinculante o 
no vinculante. Creemos, como lo presenta claramente Travieso, que ei único 
meconismo para no dejar que esta norma jurídico permanezca como "letra muer­
ta" es concebirla como normo vincúlenle^. La opción, en última instancia, es 
una decisión de política jurídica que implica una determinada visión del Estado 
de Derecho y de los derechos humanos.

El Derecho a la Salud implico tanto la salud física como b  salud mental, 
como expresamente lo establece el artículo 12 del PDESC. Los colectivos que 
integran la población de la Sala Psiquiátrica: locos-delincuentes y delincuentes- 
locos, son en tanto personas titulares de este derecho fundamental. Ahora bien, 
se puede decir que existe uno especificación del Derecho a la Salud. Se trota de 
un Derecho a b  Salud Mental reconocido a los 'enfermos mentales" O "personas 
que padecen sufrimiento en o por su salud mental", status jurídico que comparten 
las colectivos que integran la población de la Sala Psiquiátrica.

Esta especificación se produce incipientemente en el Derecho Internacional a 
través del Conjunto de Principios para la Protección de ios Enfermos Mentales y 
para el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental (resolución 46 /119 de 
la Asamblea General de O.N.U.-1991; en adelonte CPPEM|, que si bien no 
constituye una norma ¡uridica internacional es una recomendación para los Este- 
dos Partes. En su principio 1 establece que "Todas los personas tienen derecho a 
la mejor atención disponible en molería de salud mental"24 25 Porotro lado, en el

24 Ver Travieso,.), i 596, pp. 142-147.
25 El principio 20 de este instrumento inlernociona!, se refiere específicamente ol caso de 
los "delincuentes"(en el que quedarían comprendidos [ocos-delincuenles y delincuentes- 
locos). En SU apartado 2 establece: "Los presentes principias se aplicarán en su caso en la 
medido más plena pasible, con los cortadas modificaciones y excepciones que vengan 
impuestas por las circunstancias". Esta es un regla que restringe el alcance de las conteni­
dos en este instrumento internacional paro el coso especifico que nos ocupa, pero sólo 
como "excepción". Creemos que lo atenuación de estos principios debo interpretarse con 
un criterio muy restrictivo, para no llegar c la consecuencia disvaliosa de lo anulación de 
los mismos pora los colectivos do locos de incuertes y delincuentes-locos. El misma princi­
pio 20 eslcblece seguidamente que "Ninguna excepción o modificación podrá manoseo-
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Derecho Interno, esto especificación se produce en las diferenles legislaciones de 
salud mental de los Estados Provinciales de la Argentina. En particular, en la Ley 
de Solud Mental (ley 10.772) de la provincio de Santa Fe (en adelante, LSM) en 
su artículo 1 sobre "Derecho de Tratamiento. Condiciones" que establece: "Toda 
persona que padeciere sufrimiento por o en su salud mental, tiene derecho a 
solicitar y recibir tratamiento''.

Con respecto ol colectivo de los delincuentes-locos alo¡ados en la Sala Psi­
quiátrica se observa además que la LEPPL en su articulo 143 reconoce el Dere­
cho a le Salud de los procesados y condenados que implica, como lo uciedíluii 
los artículos 147 y 152 de dicho texto legal ya analizados, el Derecho o lo Salud 
Mental. El Derecho a la Salud de este colectivo también está consagrado, pese 
a que sólo consisten en recomendaciones paro los Estados Partes y no constitu­
yan verdaderas normas jurídicas internacionales, en la regla 8 de las RMTP. 
Además se encuentro receptado, con el mismo carácter, en el principio 24 del 
Conjunto de Principios para lo Protección de Todos las Personas Sometidos a 
Cualquier Forma de Detención o Prisión, resolución 43 /173 (1988) de la Asam­
blea General -O.N.U. (en adelonte, CPPDP). Este instrumento internacional en lo 
que respecta a los derechos humanos en él regulodos es cplicable a las perso­
nas que poseen el status jurídico de "enfermos mentales" por remisión expresa 
del principio 1 párrafo 5 del CPPEM. Resulta especialmente opto para la situa­
ción de los personos que padecen una enfermedad mental y que se encuentran 
internados coactiva m en fe en una Institución psiquiátrica, por lo que sus princi­
pios son pertinentes con respecto a los colectivos de locos-delincuentes y delin-

Con respecto a las personas que están privodas de su libertad dentro de las
que es posible comprender a los dos colectivos que inlegran lo población de la 
Sala Psiquiátrica, el carácter operativo del Derecho a la Salud/Derecho a la 
Salud Mental reconocido en la normativa nacional e inlernaciorol, asi como el

bar los derechos de las personas reconocidos en ios instrumentos señalados en el párrafo 5 
del principio 1", es decir, los derechos fundamentóles reconocidos interna a oralmente Se 
establece osi una regle de limitación de la atenuación que es preciso lerer en cuento 
siempre y que posee una especial importancia en el caso del Derecho a la Salud reconoci­
do en los instrumento» irterracionoles o los que se refiere el principio 1 pórrofo 5 (DUDH y
PDESC).

A  187



Capitulo IV A  Situación carcelaria

de todos los derechos sociales fundamentales, resulta aun más indiscutible que 
con respecto a los ciudadanos en general. El Estado, al privar de su libertad a 
estas personas, les impide directamente desarrollar las actividades que podrían 
satisfacer las necesidades básicos que los derechos sociales fundamentales cu­
bren. Lo privación de la libertad refuerza entonces los deberes del Estado con 
respecto a cursos de acción concretos en torno a esta satisfacción, yo que inhabilita 
los caminos que las personos pueden llegar a poseer en la comunidad para 
lograrlo.

La Sola Psiquiátrica no es un espacio institucional adecuado para el desarro­
llo de una estrategia sanitaria en salud mental. Los parámetros mínimos de una 
estrategia sanitaria en salud mental se encuentran definidos en la LSM, comple­
mentado par el CPPEM (pese a que posee, desde el punto de vísta jurídico, otra 
naturaleza). Por ende, los incumplimientos que la existencia y funcionamiento de 
la Sola Psiquiátrica producen con respecto a estos disposiciones legales y reco­
mendaciones, traducen la inexistencia en las prácticas institucionales que allí se 
desa rrollan de uno verdadera estrategia sanitaria en sa lud menta I y la vulneración 
del Derecho a la Sdud/Derecho o la Salud Mental de los internos:

A  Como espacio edilicio (un sector de una institución penitenciaría) es en sí 
mismo evidentemente inhabilitante para lo atención de la salud mental pues im­
plica no una restricción sino uno anulación de la libertad de los internos. La 
libertad del paciente debe ser constitutiva de cualquier verdadera estrategia sa­
nitaria en solud mental, de acuerdo a las innovaciones en los códigos teóricos 
que alimentan las prácticas terapéuticas en salud mental desde la primera mitad 
del Siglo XX, originadas en la psicología social, la psiquiatría critica y el psicoa­
nálisis. La restricción a la libertad del paciente debe ser excepcional y temporario. 
La Importancia de la libertad en la asistencia de la salud mental forma parte 
actualmente de un acervo común, como lo demuestra fehacientemente su 
plosmación normativa en el ámbito del Derecho Internacional, del Derecho Com­
parado y del Derecho Interno.

En el marco del Derecho Internacional, el CPPEM, en su principio 3 establece 
el derecha de las personas que padezcan enfermedades mentales a vivir y traba­
jar en la comunidad, "en la medido de lo posible", disposición ratificada en el 
principio 7 sobre la importancia de la comunldod y de la cultura, que establece
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el derecho del paciente a ser tratado y atendido en la comunidad en la que vive, 
"en la medida de lo posible". Ambos principios privilegian la asistencia de la 
salud mental en lo comunidad, es decir, en libertad. El CPPEM sólo contempla 
como excepción la privación de lo libertad para la asistencia de la solud mental.

En el marco del Derecho interno, la preferendo por la asistencia de le salud 
mental en libertad se visualizo en formo más clora. El artículo 1 de la l$M esta­
blece: "Entre las alternativos mas idóneas, se evitarán aquellas que podrían cau­
sar un daño o la salud, privilegiándose las que menos restrinjan la libertad y 
olejen del núcleo familiar y sociol". Y por otro lacio, establece su artículo 3 sobre 
"Requisitos de la Internación" que siempre hay que optar por la alternativa me­
nos restrictiva a la libertad.

Creemos que la existencia y funcionamiento de la Sala Psiquiátrica viola 
seriamente las normas jurídicas de la LSM, ya que evidentemente este espacio 
institucional no constiluye !a alternativa menos restrictiva de la libertad de los 
pacientes, en comparación con las instituciones psiquiátricas de la provincia de 
Santa Fe que desenvuelven prácticas terapéuticas que involucran a la comunidad 
(hospitol de día, talleres, hospital de puertas abiertas, etc.} y, por ende, implican 
una menor limitación a lo libertad del interno54.

A  En cuanto a los recursos materiales de la Sala Psiquiátrico estos son evi­
dentemente insuficientes e inhabilitantes para el desarrollo de una estrategia sa­
nitaria en salud mental, dada la carencia total de medios e instalaciones indis­
pensables (recreativos, deportivos, ocupacionales, educativos, etc.). Esta situa­
ción táctica contraria el principio 13 del CPPEM sobre Derechos y Condiciones 
en bs Instituciones Psiquiátricos, especialmente en su apartado 2 que señala: "El 
medio ambiente y los condiciones de vida de bs instituciones psiquiátricas debe­
rán aproximarse en la moyor medida posible a las condiciones de la vida normal 
de bs personas", exigiendo a continuación instalaciones recreativas, deportivas, 
educativas, etc. También vulnera el artículo 17 de la LSM sobre Condiciones de 
Funcionamiento de los Establecimientos Públicos y Privados de Salud Mental. 26 * *

26 E ste argumento colaboro con lo desarrollado en el punto Derecho a lo libertad personal
paro afirmar lo ilegolidod de las internaciones en este espacio institucional /  por ende, la
violación de! referido derecho.
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A  En cuo uto a los recursos humanos estos son completo mente insuficientes en 
lo que respecta o su número y formación poro llevar adelonle una verdadera 
estrategia sonitaria en salud mental. No existe un equipo interdisciplinario en 
salud mental, lo que contraría abiertamente el principio 14 del CPEM sobre 
"Recursos que Deben Disponer las Instituciones Psiquiátricos". Otro falencia im­
portante en cuanto a recursos humanos es la inexistencia de Juntas de Admisión 
paro el ingreso de personas a la Sala Psiquiátrica, ya sean locos-delincuentes o 
delincuentes-locos, que deberían constituirse de acuerdo a lo establecido en la 
Cláusula 2 del Convenio Interministerial y en el artículo 22 de la LSM Esta 
inexistencia tiñe de una sospecha de arbitrariedad el ingreso (y por ende, lo 
permanencia] de los internos en este espado institucional, ya que no se establece 
un procedimiento de diagnóstico clínico y análisis del stotus jurídico de la perso­
na, quedando esta cuestión librada a las decisiones que toma el médico psiquia­
tra, con el auxilio de la psicólogo de lo Sala Psiquiátrica27.

A En cuanto al funcionamiento de este espacio institucional se observa que 
hasta el año 1994 no existían historias clínicas de los internos y más allá de que 
esta cuestión se hubiere subsanado en lo actualidad, esto traduce la violación 
durante uno considerable cantidad de tiempo del artículo 9 de la LSM que dispone 
dicha obligación para todo establecimiento de salud mental26. El artículo 13 de la 
LSM ampara el "Derecho de Visita, Comunicación, Solida y Trabajo" es vulnerado 
completamente en la Sala Psiquiátrica. Con respecta al derecho de visita y comuni­
cación como parte integrante ce una verdadera estrategia sanitaria en salud men- 
tal-y más allá devolver sobre el mismo más adelante, ya que constituye un derecho 
fundamental de los internos- se observa que la comunicación con la familia es muy 
escaso ya que no hay teléfono, la correspondencia es casi inexistente y son muy 
pocos internos los que reciben visitas con cierna frecuencio.

27 Esto situación táctica también constituye un argumento cue colabora con lo desarrollo- 
do en el punto Derecho o lo libertad personal poro afirmar la ilegalidad de los internaciones 
en la Salo Psiquiátrica y la consiguiente vulneración del referido derecho.
28 Cor» respecto al colectivo do los delincuentes-locos se vulneran a su vez los ortículos 
I 45 y 146 de la LEPPl, que impone la obligoción de confeccionar y llevar histcrlos 
clínicas de los internos de los establecimientos de ejecución de lo pena privativa de la 
libertad.
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Con respecto al derecho al trobojo voluntario como porte integrante de una 
verdadera estrategia sanitaria en salud mental -y más allá de volver sobre el 
mismo más adelante ya que constituye un derecho fundamental de los internos- 
no existe en la Sola Psiquiátrica ninguna instalación que posibilite su ejercicio.

Con respecto al derecho a los paseos y salidos terapéuticas, amparado tam­
bién por el artículo 15 de b LSM, constituye un elemento esencial en una estrate­
gia sanitaria en salud mental a partir de la internación en un espacio institucional 
Creemos que los porcentajes provistos por el personol de la Sala Psiquiátrica de 
internos que realizan las salidos terapéuticos individuales y la frecuencia de lo 
salidas terapéuticas colectivas, marcan en forma evidente la vulneración de este 
derecho. Una consideración especial merece la "salida terapéutica" que ha naci­
do de las prácticas institucionales de la Sala Psiquiátrica tal como ha sido descripta 
por el médico psiquiatra y los jueces de Ejecución Penal: el traslado por un 
tiempo más o menos extenso de los internos o los pabellones comunes de lo 
Unidad Penitenciaria N?1. Creemos que este tipo de traslados no es homologa ble 
a los salidas terapéuticas de los artículos 13 y 15 de la ISMque en tanto "sali­
das'.. constituyen la posibilidad de que el interno participe en una interacción 
social en el afuera del espacio institucional. A través de este mecanismo (que en 
lo actuolídod abarco a cuatro internos) se hace permanecer a locas-delincuentes 
y delincuentes-locos en un espacio institucional destinado a procesados y conde­
nados, lo que constituye una ilegalidad manifiesto. Por otro lodo, resulto extre­
madamente discutible que este tipo de traslados tenga un valor terapéutico, ya 
que en lo LSM la terapeuticidad esta dada por la participación en una interacción 
social en el afuera, no en el marco de otra forma de encierro. En definitiva no es 
ni "salido" ni "terapéutico".

Par último, en la Sala Psiquiátrica se lleva adelante (como lo reconoce su 
personal) un "tratamiento" exclusivamente psicoformocoiógico. En este sentido, 
de acuerdo o lo señalado por la osesora jurídica de b  Dirección Provincial de 
Salud Mental, una auditorio do un Equipo Interdisciplinario de Salud del 
M.S.M.A.A.S. en el año 1994 demostró la administración inadecuada de los 
medicamentos de los pacientes internados, que vulneraría e! principio 8 del CPPEM 
sobre Normas de Atención que establece lo protección del paciente frente a la 
administración injustificada de medicamentos y el principio 10 sobre Medica­
ción que establece que b  medicación sólo responderá a necesidades fundamen-
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tales del paciente y sólo se le administrará con fines terapéuticos y nunca co.no 
castigo o para conveniencia de terceros.

Este modelo de tratamiento se encuentra anclado en el código teórico y las 
prácticas ps e ud o-lera pé uticos del paradigma de lo psiquiatría positivista, esen­
cialmente custodial, hoy en crisis declarado por todos y por doquier. Es imposi­
ble plantear actualmente que este modele de tratamiento unidireccional constitu­
yo uno verdadera estrategia sanitaria en salud mer.tol.

3. Derecha a la Integridad Física, Psíquica y  Moral (Prohibición 
de Torturas, Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes).
La Sala Psiquiátrica es inhabilitante para el desarrollo de una verdadero estra­
tegia sanitario en salud mental, por lo que su existencia y funcionamiento vulne­
ra el Derecho o la Salud/Derecho a lo Salud Mental de sus internos. El Estado 
Provincial debería hacer algo y no lo hoce. Se vulnera un derecho a algo que 
es un derecho a una acción positiva que se configuro como derecho a una 
prestación en sentido estricto. Ahora bien, este espado institucional vulnera al 
mismo tiempo otro derecho fundamental de los internos, ya que al no brindar 
esta prestación (asistencia de la salud mental de la persona ) se ataca la integri­
dad física, psíquica y moral de los allí alojados Se vulnera asi el Derecho o la 
Integridad Física, Psíquica y Moral que es también un derecho a algo, pero en 
este caso un derecho a una acción negativa. El Estado Provincial hace algo que 
no debería hocer.

Se violan de esto manera el artículo 1 de la DADDH y el articulo 5 párrafo 1 
de la CADH que consagran explícitamente este derecho fundamental. 
Específicamente con respecto a las personas privadas de su libertad, se vulnero 
el artículo 10 del PDCP que dispone que: "Todo persona privada de libertad 
será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano y, en este mismo sentido, se contradice el principio 1 del CPPDP que 
asegura el "respeto debido o lo dignidad inherente de ser humono" que ha ce 
ser observado en el trato que se da a toda persona que esté privada de su 
libertad. Con respecto a los "enfermos mentales" se contradice el principio 1 
CPPEM que en su párrafo 2 establece que todas los personas que padezcan una 
enfermedad mental "serán tratadas con humanidad y con respeto a la dignidad 
inherente de lo persona humana".
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El ercierro en la Sala Psiquiátrica, ce esta manera, se convierte en uno tortu­
ra o un trato cruel, inhumano o degradante2''. La Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes de 1984 (en adelante, 
CCTTCIQ] que se encuentra jerarquizada constitucionalmente por el artículo 75 
inciso 22 de lo C.N., en su artículo 1 define c b  tortura como: "...todo acto por 
e cual se infringe intencionalmenle a una persona dolores o sufrimientos graves, 
yo sean físicos o mentales", realizado por un "Funcionario público" u "'otra perso­
na en el ejercicio de las funciones públicas". Señala también: "...que no se.con- 
siderorá torturo los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de 
sanciones legítimos, o que sean inherentes o incidentales a estas". Creemos que 
tanto pora el colectivo de locos-delincuentes como pora el colectivo de delincuen­
tes-locos el encierro en la Sab Psiquiátrica es ilegal y no responde al desarrolla 
de una estrategia sanitaria en salud mental por ende, todos los sufrimientos físi­
cos y psíquicos recibidos por los internos como consecuencia directo del mismo 
no pueden ser justificados a través del último apartado señalado, constituyéndo­
se en torturas o, en su caso, dada la menor intensidad del sufrimiento, en tratos 
crueles, inhumanas o degradantes. Se violentan de esta manera no sólo los nor­
mas de CCTTC1D sino también el articulo 5 de la DUDH, el articulo 7 del PDCP y 
el artículo 5 párrafo 2 de la CADH20.

En el ámbito nocional, esto situación viola el articulo 14 de la LSM que asegu­
ra el resguardo de la integridad física y psíquica del paciente (persona que 
padece sufrimiento en o por su solud mental) y con respecto específicamente al 
colectivo de delincuentes-locos se violo el artículo 9 de la LEPPL que prohíbe los 
(ratos crueles, inhumanos o degradantes. 29 30

29 Ver sobra los conceptos da torturas y tratos inhumanos, crueles o degradantes: A.P.T., 
1995. Con respecto a los procesados y condenados, ver: Rivera Beiras, I. 1994, pp. 58- 
61 y 1992, pp. 49-52 y Bolaguer Santamaría, J t992a, pp. 100-103 y 1 10-116.
30 Además se contrarían en el ámbito internacional las recomendaciones a las Estados 
Portes con respecto o procesados y condenados de lo Regla 31 de las R.M.T.P. aplicable 
al colectivo de delincuentes-locos y del Principio 6 del CPPDP aplicable a ambos colecti­
vos: delincuentes-locos y locos-delincuentes. Con respecto a los 'enfermos mentales* se 
contraría el Principio 1 Párrafo 3 que hoce alusión a la prohibición de maltrato física a de 
oirá índole y tratos degradantes y el Principio 8 que prohíbe las malos tratos y asegura al 
paciente la protección contra cualquier daño psíquico o físico por parte del personal o de 
amos pacientes del CPEM (que es aplicable también ambos colectivos: tocos-delincuentes y 
delincuentes-locos).
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4. Derecho al Trabajo y  Derecho a la Educación Lo Sala Psiquiátrica 
vulnera simultáneamente otros derechos humanos, que constituyen derechos o 
algo e implican un tiocer por parte del Estado Provincial ya que son derechos a 
una acción positiva. Estos derechas sociales fundamentales son plenamente 
operativos en nuestro ordenamiento jurídico, siéndoles aplicables los argumentos 
referidos al Derecho a la Salud desarrollados páginas atrás.

Dado la carencia absoluta de instalaciones para llevor adelante algún tipo 
de actividad laboro] u ocupocional se vulnero el Derecho al Trabajo y o una Justo 
Retribución receptada en el artículo XIV de la DADDH, en el artículo 23 de la 
DUDH y en los artículos ó y 7 del PDESC, estando estos dos últimos instrumentos 
internacionales jerarquizados constitucionalmente por el artículo 75 inciso 22 
C.N. El Derecho al Trabajo es asegurado para aquellos que revisten la calidad 
de "entermos mentales" (los dos colectivos que integran le población de la Salo 
Psiquiátrica] en el principio 1 párrafo 5 del CPPEM que reenvía a los derechos 
fundamentales reconocidos por instrumentos internacionales dentro de los cuales 
se encuentran la DUDH y el PDESC y en el articulo 13 de la LSM, ya anolizodo.

Con respecto al colectivo de delincuentes-locos se contraría !a regla 76 de las 
RMTP y se violan los artículos 106 y 107 de la LEPPL, que consagran el derecho 
¡y el deber) de todo interno a trabajar, ya que el articulo 109 de dicho texto legal 
al referirse o que "el trabajo del interno estará condicionado a su aptitud física y 
mental" no excluye el derecho al trabajo paro aquellos que padezcan sufrimien­
to psíquico, sino que determina la necesidad de que la Administración Peniten­
ciaria odecue las actividades laborales o sus habilidades.

Dado la carencia absoluta de instalaciones y recursos humanos en la Sala 
Psiquiátrica para llevar adelante a:gún tipo de actividad educativa, se vulnera el 
Derecho a la Educación receptado en el artículo Xli de la DADDH, en el artículo 
26 de lo DUDH y en los artículos 13 y 14 del PDSEC, estando estos dos últimos 
textos internacionales jerarquizados corstítucionalmente por el artículo 75 inciso 
22 C.N. Con respecto a los personas que revisten la calidad de "enfermos men­
tales" (los dos colectivos que integran la población de la Salo Psiquiátrica) e! 
p'incipio 1 párrafo 5 del CPFEM reenvía o los derechos fundamentóles recono­
cidos en los instrumentos ínternacfoncles, dentro de los cuoles se encuentran lo 
DUDH y en el PDESC por lo que son aplicables específicamente a este status 
jurídico las normas señaladas. Con respecto al colectivo de delincuentes-locos se
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contraría la regla 77 de !as RMTP y se violan los orlículos 133 y subsiguientes de 
la LEPPl.

5. Derecho a la Familia y Derecho a la Vida Cultural. Estos dere­
chos sociales fundamentales son plenamente operativos en nuestro ordenamiento 
jurídico, y en este coso también son aplicables los argumentos referidos al Dere­
cho a la Salud ya desarrollados páginas atrás.

En el marca de la Sola Psiquiátrica sólo un porcentaje mínimo de internos 
recibe visitas de sus familiares. Estas visitas de acuerdo al régimen vigente para 
la U.P. N ' I que le es aplicable a este espacio Institucional sólo pueden llevarse 
adelante una vez por semana, los dias domingo. Lo frecuencia de visitas de los 
familiares de los internos no ho podido ser constatada, pero existen indicios que 
hacen pensar que la misma es baja, dado el bajo nivel socioeconómico de los 
internos (y de sus fa mi líos) y el hecho de que su lugar de origen muchas veces se 
encuentra alejado geográficamente de la ciudod de Corando. De esta maneru 
lo relación del interno con su familio es débil sino inexistente. Esto se ve ratifica­
do por la falta de comunicaciones por otras vías entre internos y familiares ya 
que en la Sala Psiquiátrica no hoy teléfono y la correspondencia es muy escasa.

Se quiebra así con respecto a locos-delincuentes y deIincuenIes-locos el Dere­
cho o lo Familia por una acción del Estodo Provincial que es la privación de su 
libertad en este espacio institucional, violentándose los artículos V y VI de la 
DADDH, el artículo 1 ó de la DUDH, el artículo 10 del PDSEC y el artículo 17 
CADH, estando estos tres últimos instrumentos internacionales jerarquizados cons­
titucionalmente por el articulo 75 inciso 22 C.N.

Con respecto o los "enfermos mentales" (los dos colectivos qu9 integran b  
población de la Salo Psiquiátrica) el CPPEM reenvía en su principio 1 párrafo 5 
a los derechos fundamentales reconocdos en instrumentos internacionales den­
tro de los cuoles se encuentra la DUDH y el PDESC, por lo que actualiza con 
respecto a este status jurídico ios normas señaladas. También se contraría el 
principio 7 de dicho instrumento internacional que proclomo el derecho ol trata­
miento dei enfermo men'al en una Institución cerca de su hogar o el de su fami ia. 
En esle mismo sentido se vulnera el articub 13 de la LSM, ya analizado

En cuanto al colec'ivo de los delincuentes-locos consideramos que se contra­
ría la reglo 37 de ía RMTP que consagra el derecho a lo comunicación con el
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exterior y a las visitas familiares y las reglas 79 y 80 de! mismo instrumento 
internacional que instan a velar por el mantenimiento de contoctos con el exte­
rior. También se violan los artículos 158 y subsiguientes de la LEPPL que consa­
gran el derecho a lo comunicación en forma oral y escrito can familiares y ami­
gos salvo las restricciones dispuestas por juez competente. Con respecto a las 
personas privadas de la libertad, en general (abarcando a los colectivos de 
delincuentes-focos y locos-delincuentes), se contraría el principio 19 del CPPDP 
que consagra el derecho a la comunicación con el exterior y el principio 20 del 
mismo instrumento internacional que consagra el derecho del interno a permane­
cer en uno institución penitenciaria que esté a una distancia razonable del lugar 
de su residencia habitual.

Por otro lado, dada la carencia obsolulo de recursos materiales dirigidos en 
este sentido en la Sala Psiquiátrica se vulnero el Derecho a lo Vida Cultural 
reconocido en el artículo XIII de la DADDH, el artículo 27 de lo DUDH y el 
artículo 15 del PDESC, estando estos dos últimos instrumentos internacionales 
jerarquizados constitucionolmenfe por el articulo 75 inciso 22 de la C.N. Con 
respecto a los "enfermos mentales" (los dos colectivos que integran lo población 
de la Sala Psiquiátrica] se contraría así el principia 13 del CPPEM . Con respecto 
a las personas privadas de su libertad se contrarío el principio 28 del CPPDP que 
consagra el derecho "a obtener unos cantidades razonables de materiales edu­
cacionales, culturales y de información" y con respecto al colectivo de los delin­
cuentes-locos se violon los artículos 140, 141 y 142 que se refieren a lo realiza­
ción de actividades culturales, deportivas, al funcionamiento de bibliotecas, etc.

Futuro: ¿Muerte?

La Sala Psiquiátrica es un experimento institucional. No respondió a un pro­
grama de político penitenciaria ni de político de salud mental coherente con un 
código teórico con respecto a estos objetos. Es el resultado de una decisión 
política oon respecto o una problemática contingente. Pero tras esta decisión 
política se instala uno racionalidad que es constitutiva de este espacio institucional, 
que hace a su existencia y funcionamiento. SI la racionalidad que alentó y alien­
to este experimento institucional gira en torno al desarrollo de una función de
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curo con respecto o la salud mental de delincuentes-locos y locos-delincuentes, es 
posible afirmar el fracaso del mismo.

La Sala Psiquiátrica es absolutamente insuficiente e inhabilitante pora desa­
rrollar una estrategia sanitaria de sclud mental. Ahora bien, s; la racionalidad 
qLe alentó y alienta este experimento institucional gira en torno al desarrollo de 
una función de custodio con respecto a delincuentes-locos y locos-delincuentes, 
es posible afirmar que el experimento institucional ha sido un éxito. Sin embargo, 
sus costos son muy elevados: la violación estructural a los derechos humanos de 
los internos. La Sala Psiquiátrica constituye usando una metáfora de Cohén, un 
verdadero "depósito de seres humanos"91.

Los fundones que desenvuelve la Sala Psiquiátrico con respecto o la institu­
ción psiquiátrica y a lo institución penitenciario son múltiples y es preciso situarse 
dentro de coda dispositivo paro comprenderlos. La Sola Psiquiátrica no puede 
ubicarse en el marco del dispositivo psiquiátrico ni en el marco del dispositivo 
penitenciario. Es un híbrido, un espacio institucional "ambivalente". Esta 
ambivolencia de lo Sala Psiquiátrica se evidencia simplemente en que encierra 
dos colectivos diferentes en su población: locos-delincuentes y delincuentes-locas. 
Con respecto a estos dos colectivos la Sala Psiquiátrica cumple esencialmente 
uno función de custodia pero, ol mismo tiempo, colabora con la producción del 
orden y la disciplina dentro de los dispositivos psiquiátrico y penitenciario, al 
constituirse como lugar de derivación de internos que generan situaciones pro­
blemáticas y respecto a los cuales deben ser reforzadas las técnicos de control.

Tanto desde el punto de vista de la construcción de una política penitenciaria 
democrática, como desde el punto de vista de la construcción de una político de 
salud mental democrática es imperioso su cierre. Desde mayo de 1996 parece 
haberse iniciado un lento camino en esta dirección en el gobierno del Estado 
Provincial. A mediados de ese mes la directora del Programa Provincial de Salud 
Mental (que reemplazó a la anterior Dirección Provincial de Salud Mental] pre­
sentó un informe ai ministro de Salud, Medio Ambiente y Aocíón Social que 
aconseja la inmediata evacuación de los internos inimputables de la Sala Psi­
quiátrica y la confección de una propuesta de disolución de la misma. El

31 Ver Cohén, S. 1977.
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M.S.M.A.A.S. elevó esta propuesta al M.G. en septiembre de 1996, solicitando 
el traslado de los internos inimputobles a la Colonia Psiquiátrica de Oliveros [en 
la que se encontraban en ese momento ciento veinte internas inimputobles). °or 
noto de fines de octubre de 1996 el médico psiquiatra de lo Saki Psiquiátrica 
estableció le nómina de internos inimputables (dieciseis personas). Simultánea­
mente el Juzgado de Ejecución Penal de la Unidad Penitenciaria Na1 detuvo el 
proceso en curso, al supeditar lo autorización para el Iroslodo a una institución 
psiquiátrica de los internos inimputobles, a lo realización de una evaluación 
sobre los diagnósticos psiquiátricos y el grado de peligrosidad de los mismos y 
sobre la posibilidad de brindar las medidas de seguridad exigidas por la ley 
penal en la Colonia Psiquiátrico de Oliveros. Para esta evaluación se corstituyó 
(por primera vez desde la puesta en vigencia de la LSM) una Junto Especial de 
las contempladas en el artículo 22 de b  LSM, conformada por médicos psiquia­
tras, funcionarios públicos y abogados, que está funcionando en este momento.

El proceso en curso parece estar dirigido más que al cierre de la Sala Psiquiá­
trica, al traslado de los locos-delincuentes o una institución psiquiátrica. Aun así 
su resultado es incierto, pues es posible que surjan nuevas res'slencias por parte 
de los magistrados penales. Sí este proceso llegara a su fin, pese a significar un 
avance dejaría aún irtacada la cuestión de la Sala Psiquiátrica con respecto a 
los delincuentes-locos, que seguirían viendo vulnerados estructural mente sus de­
rechos humanos en este espacio institucional. Los derechos humanos, 
cotidianamente sacrificados en ¡a Salo Psiquiátrica, exigen una solución global e 
inmediata que se articule con la generación de programas de política penitencia­
ria y de política de solud mental verdaderamente democráticos.
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V. Derechos sociales y  acceso a la  
¡usticia

Víctor Abram ovích . Abogado. Coordinador del Programa "Derechos econó­
micos, sociales y culturales” . CELS.

La problemática de los derechos sociales no ha sido habílualmente abordada 
por el CELS ni por los demás organismos de derechos humanos. No es éste eí lugar 
apropiado pora reflexionor sobre los posibles causas de esta omisión, aunque 
quizá no sería desacertado imputarla a un tendencia a enfocar las violaciones de 
los derechos humanos principalmente como fruto del accionar represivo del Esta­
do. Aún cuando es lógico pensar que esta reducción se asocia con el contexto 
diclatorlol en el cual nacieran los organismos, y con la prolongación de aparatos 
represivos residuales aun luego de conseguida la democracia, la gravedad de la 
situación social y lo magnitud de las violaciones de los derechos sociales que se 
verifican en la Argentina, día tros día, oconsefon abandonar esto inercia.

Si reconocemos, a partir de los principios del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos (DIDH), que los derechos económicos, socioles y culturales 
son inseparables de los derechos civiles y políticos, tendremos necesariamente 
que concluir que uno agendo de derechos humanos será incompleta si prescinde 
de alguna de estas categorías.

La relación entre ambos grupos de derechos es de interdependencia y no 
reconoce jerarquías. Si bien admitimos que lo acción del Estado es fundamental 
para la realización de las derechos económicos, sociales y culturales, y que de 
tal modo se crean las condiciones para lo pleno realización de los demás dere­
chos, corresponde que el pueblo tenga posibilidades de controlar y gobernar al 
Estado, lo que sólo será factible si se respetan sus libertades civiles y políticas.

Lo incorporación de las derechos sociales en la agenda de un organismo no 
es sin embargo una fácil empresa La naturaleza de estos derechos adiciona 
inconvenientes particulares al accionar de los organismos no gubernamentales 
(ONG's) dedicados o custodiar su vigencio. El sentido a menudo ambiguo de los 
textos legales, no concuerda con la rigurosidad que exigen los órganos ¡urisdic-
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donóles a la hora de afirmar la existencia o e! alcance de un determinado dere­
cho. la  apelación de los Estados o la escasez de los recursos disponibles, como 
circunstancio eximente, desalienta a los juristas que tienden a ver estas cuestio­
nes como ajenos al objeto estricto de su disciplino, como incumbencia propia de 
los economistas o de los políticos. La incidencia colectiva de la mayoría de los 
derechos lesionados dificulta encontrar sujetos legitimados pora reclamáronte la 
Justicia. Dichos obstáculos contribuyen con frecuencia a limita.- la lucha por estos 
derechos a la modalidad de la protesto o el mero reclamo, imprescindibles, pero 
insuficientes, si se procura garantizar su efectividad y vigencia Quizá por ello la 
primera toreo que debería emprenderse al encarar un programo de derechos 
sociales, es procurar convencer a los ciudadanos, y entre ellos o los que se 
vinculan con los espacios de decisión en el ámbito jurídico, de que nos encontra­
mos frente o auténticos derechos, que bien pueden alegcrse ante lostribunoles, y 
a los que les corresponden deberes positivos concretos del Estado. Cuando está 
en riesgo la vulneración de un derecho humano de esto índole, como la de otra 
cualquiera , lo actuación que le cabe ol Estado resulta reglada por las normas y 
excede la lógica económica y lo diserecionalidad política.

La reforma de la Constitución Nocional de 1 994 ol incorporar con jerarquía 
constitucional numerosos Pactos y Tratados y al dotar de rango superior o los 
tratados sobre los leyes, ha mejorado el elenco de derechos económicos, socia­
les y culturales que lo ley fundamental contenía ya desde la reforma de 1957. Sin 
embargo, las recientes reformas al sistema de seguridad social, tarto del régi­
men de jubilaciones como el de las asignaciones familiares, y los constantes 
iniciativas tendientes a la precorización de los derechos de los trabajadores, 
entre otras muchas cuestiones, marcan claros retrocesos en esta materia.

A partir del año 1996, el CELS lia encarado algunas actividades vincu'adas 
con la defensa de los derechos socicles, procurando promover acciones judicio- 
les tendientes, en algunos casos, a mejorar los standares jurisprudenciales a 
partir de la incorporación de los contenidos del D1DH, yen oíros, a solucionar 
situaciones de manifiesta injusticia. En este artículo del Informe Anual realizamos 
una reseño de estas actividades, adicionando información general sobre cuestio­
nes conexos con los que fueron objeto de tratamiento.

Es evidente que el sistema democrático se deslegitima cuando tolero un pro­
gresivo desajuste entre el programo de la Constitución y las vivencias cotidianos
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de los ciudadanos acerco de cuales son sus efectivos derechos. Nuestro esfuerzo 
apunta a reducir esa brecha.

V .l. Mal de los rastrojos: malestar de la 
salud pública

En el mes de septiembre de 1996 el CELS patrocinando a la Sra, Mariela 
Cecilia Viceconte promovió una acción de amparo contra el Estado Nacional 
tendiente a obtener la fabricación local de lo vacuna contra el mol de los rastro­
jos y la adopción de medidos aptas para evitar la alteración del medio ambiente 
de los zonas afectadas por b  endemia, evitando la propagación de su agente 
transmisor

Procuraremos informar brevemente sobre los antecedentes dei caso, bs cir­
cunstancias que precedieran la presentación de la acción, e! criterio que motiva­
ra su selección como actividad del organismo, las tareas previas desarrolladas 
para elaborar la presentación ¡udicial y los principales orgumentos de derecho 
pbnteodos en b  acción ¡udicial.

Antecedentes

Desde mediados del año 1996, diversas notas periodísticas informaron so­
bre la carencia de dosisde vacuna contra la enfermedad endémica denominada 
fiebre rlemorrógica Argentino (FHA), comúnmente denominada mol de /os ras-
trojos.

La FHA es una enfermedad causada por el virus Junín y afecta principalmente 
a las personas que viven o trabajan en el campo, extendiéndose a las zonas

la pob'ación con riesgo de contraer la enfermedad dentro del área endémica 
es de alrededor de 3.500.000 habitantes. La medida sanitaria más efectiva 
para combatirla es el suministra de la vacuna Gandid I

Los estudios iniciales para obtener la vacuna se realizaron hace casi 20 años 
por investigadores argentinos que utilizaron virus vivo atenuado con la cepa XJ
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CLON 3 del virus Junio; con esta vacuna, fueren inoculadas 636 personas volun­
tarias entre los años 1969 a 1971. Esta vacuna experimental produjo anticuerpos 
en más del 90% de los voluntarios. Pero la forma de preparación y la historia de 
pasajes de la cepo XJ CLON 3 no respondían a las normas de producción de 
vacunas. Por tal motivo, en 1973 el Ministerio de Salud Pública de la Nación 
requirió la opinión y el asesoramíento de vorios virólogos argentinos y también el 
de la Academia Nacional de Medicina. Ambos coincidieron en que no se debía 
seguir inoculando con esa vacuna experimental y se vio la necesidad de orgoni- 
zor institutos y laboratorios específicos, odecuodos para el desorrollo, produc­
ción y control de uno vacuno de uso humano.

En 1976 el Ministerio de Salud Pública de la Nación y la Oficina Sanitaria 
Panamericana (OSPj, organizaron un seminario internacional sobre fiebres 
hemorrágicas, en el que participaron los investigadores argentinos y catorce 
expertos extranjeros. Consecuencia del mismo fue que se considerara prioritario 
el desorrollo de una vacuna contra la FHA. Para tal fin, en 1979 se inició el 
Proyecto Arg-78-009 (Gobierno Argentino, Programa de las Nociones Unidas 
poro el Desarrollo, Oficina Sanitaria Panamericana, Instituto de Investigaciones 
de Enfermedades Infecciosas del Servicio de Sanidad del Ejército de Estados 
Unidos-USAMRIID).

El Ministerio creó el Instituto Nacional de Estudios sobre Virosis Hemorrógícos, 
en Pergamino; donde se preveía realizar la producción y control de la vacuna y 
envió a los laboratorios especializados del USAMRIID al virólogo Dr. Julio G. 
Barrera Oro, para desarrollar allí una semilla de vocuna de virus vivo atenuado. 
Al mismo tiempo se inició en Pergamino la construcción de un edificio que cum­
pliera con las normas de seguridad biológica con el fin de afrontar localmente lo 
producción y control de una vacuno contra la FHA. Actualmente se encuentran 
funcionando los laboratorios de virología, cultivos celulares y animales de labo­
ratorio, faltando lo finalización de los laboratorios paro la producción de la 
vacuna.

En 1979 y  1985, el Dr. Barrero Oro realizó Investigaciones en los laborato­
rios del USAMRIID logrando obtener la cepa Condid 1 de virus Junín que es la 
más atenuada de todas las conocidas hasta el presenta.

Por lo tanto, los estudios preclmicos han permitido establecer que esta vacuna 
es atenuada, fenotipicamenle estable, y cumple o excede los requisitos estableci­
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dos para las vacunas vivas atenuadas contra el sarampión, paperas, rubéola y 
poliomielitis.

En el Instituto Salk de EE.UU. se logró adquirir 200.000 dosis, de los cuales 
140.000 han sido aplicados entre 1991 y 1995 a los pobladores en los que existe 
el más alto riesgo de enfermar, de lo zona endémica de la FHA; no siendo posible 
vacunar a la totalidad de las personas por falta de vacunas. La existencia de pobla­
ción que quiere vacunorse y no lo consigue es, en términos de salud pública, "una 
oportunidad sanitaria perdida" y evidencia b  gravedad del problema.

Los estudios realizados hasta el presente, confirman los hallazgos previos en 
relación a lo inocuidad, inmugenicidad y eficacia protectora de esta vacuna. El 
estudio de lo persistencia de la respuesta inmune indica que un alto porcentaje 
de los vacunados [más del 85%) conserva anticuerpos específicos contra el virus 
Junín. A  ó años después de la inoculación lo efectividad se establece en un 98%.

La evolución del impacto de b  vacunación, mientras se realizó, es positivo: 
desde el inicio de la vacunación a la población de mayor riesgo, ésta ha registra­
do el menor número de cosos desde la descripción de la enfermedad en el año 
1950

Los especialistas llegan a la conclusión de que la única medida sanitaria 
idónea para combotir la enfermedad FHA es la fabricación de la vacuna Candid 
1, por ello la situación es en la actualidad gravísimo, yo que la población bajo 
riesgo de contraer la enfermedad dentro del área endémica de la FHA está 
estimada en 3.500.000 habitantes, y se dispone de menos de 60.000 dosis de 
vacuna; una cantidad claramente insuficiente para proteger a la pobbción ex-

Debido o que no se cuento con dosis en cantidades suficientes, sólo se vacu­
na a los pobladores y trabajadores de mayor riesgo: trabajadores rurales de las 
zonas afectadas. Como consecuencia de ello, en el año 1995 se registraron 
ochenta y dos casos, produciéndose la muerte de cinco enfermos, y en el curso 
de 1996, la epidemia había aumentado, ya que teniendo en cuenta sólo la 
mitad de este año, se notificaron setenta casosy tres fallecimientos. Así las cosos, 
nos encontramos ante un claro retroceso en la lucho contra esta mortal enferme­
dad.

Por lo demás, se debe tener en cuenta que esta enfermedad es exclusiva de 
nuestro pois, y que no está previsto producir la vacuna Candid 1 en el extranjero.
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ya que debido ai número de personas a vacunar, la producción no es atractiva 
desde el punto de vista comercial. Este punto es fundamental pues no sólo debe 
concluirse que la vacuna Gandid 1 es el único medio idóneo pora combotir la 
enfermedad, sino que en atención □ lo relación costo-beneficio, resultará imposi­
ble suministrar la vacuna sino es concluyendo los trabajos pendientes para empe­
zar su fabricación en el país, yo que no puede esperarse la fabricación de la 
vacuno en el extranjero y su importación.

En resumen, la disponibilidad de lo vacuno paro la población del área endé­
mica está sujeta a los avances del proyecto de producción de Candid 1 en los 
laboratorios del Instituto Nocional de Enfermedades Vírales Humanas Dr. Julio 
Maiztegui de Pergamino, provincia de Buenos Aires; y para que esta producción 
pueda iniciarse, resta completar el equipamiento y las obras en construcción que 
se encuentran desde hace años virtual mente paralizadas.

Lu propagación y extensión de las zonas endémicas se origina en serios 
deterioros del medio ambiente favorecidos por la carencia de políticas públicas 
sobre el tema. Entre los elementos de destrucción del ecosistema que afectan el 
ambiente y propagan la enfermedad debe considerarse:

a) la agricultura extensiva, con destrucción de los pajonales naturales, hábitat 
del felino llamado "gato de las pajas";

b) la costumbre de "arar hasta el alambrado", que eliminó los tierras duras 
aptas para la vivienda natural de lechuzas, aves de presa cazadoras natura­
les de los roedores;

e) la matanza indiscriminado de víboras y culebras no venenosas que cumplían 
e. mismo cometido; y

d) la talo de los arboles autóctonos donde anidaban las aves mayores, que 
también tenían un papel importante en mantener en su nivel aceptable el 
número de roedores.

Desde el año 1991 se presentaron numerosos proyectos de resolución y pedi­
dos de informes por parte de iegisladores al Poder Ejecutiva Nacional y al Minis­
terio de Salud. Los habitantes de las poblaciones afectadas desarrollaron nume­
rosas protestas y remitieron peticiones infructuosas a las autoridades sanitarias
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Otros hechos vinculados al caso

Simultáneamente con el inicio de lo acción de amparo, sucedieron dos impor­
tantes hechos en la órbita de responsabilidad política de las autoridades sanita­
rias nacionales, que se relacionaban indirectamente con nuestro caso: el brote 
epidémico de hantavirus en la locolidod de El Bolsón, provincio de Río Negro, y 
lo reducción de los partidas presupuestarias para los organismos de investiga­
ción dependientes del Ministerio de Salud

En la primavera de 1996 comenzaron a conocerse en lu localidad de El 
Bolsón los primeros casos de Hantavirus. Hasta 1995 hablan ocurrido en el poís 
sólo treinta y siete casos de personas infectadas. Hacía noviembre de 1996 se 
contabilizaban cuarenta y nueve casos, diecinueve de ellos en El Bolsón y zonas 
aledañas. Hasta 1993 todas las enfermedades causados por los hantavirus (que 
se distribuyen por todo el mundo) se agrupaban cor el nombre de Fiebre 
Hemorrógico con Síndrome Renol.

Recién en 1993 se identifica otro miembro de los hantavirus como el causan­
te de un brote epidémico diagnosticado como enfermedad febril con dificultad 
respiratoria. Fue entonces cuando se comenzaron o estudiar los sueros de los 
cosos sospechosos registrados desde la década del '80 en Orón, provincia de 
Salta, que había quedado sin diagnóstico previo; y  ohi se confirmaron los prime­
ros síndromes pulmonares por hantovirus del poís. El virus cousante de esta enfer­
medad es un pariente del que ocasiono lo FHA pero ataca las vías respiratorios 
en forma fulminante, de allí el alto índice de mortalidad que provoca.

El 25 de octubre de I 99ó uno mujer muere de hantavirus en el Hospital de 
Clínicos, en la ciudad de Buenos Aires. Para entonces ya habían muerto cuatro 
personas en El Bolsón yen Bariloche. El ministro de Salud, Alberto Mazzo, vio[a 
a la zona y promete enviar equipamiento paro evitar la propagación de la enfer­
medad, dice que no corren peligro los turistas y que no se trasmite entre perso­
nas, pero admite lo existencia de un brote epidémico. Comienza entonces la 
caza de rotas y ratones1.

Numerosos especialistas admiten que lo destrucción del ambiente favorece la 
propagación de la enfermedad. "La invasión de ratones se debe al aumento

1 Diario Clarín del 26 de noviembre de 1996.
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descontrolado de la población humana y la tala de los bosques paro dedicar el 
terreno a ganadería -dice Erík van Konynenbu'g, ingeniero forestal y delegado 
de recursos naturales de El Bolsón-, Sin el bosque, lo tierra pierde su fertilidad y 
a los campos de postoreo tos invade lo roso mosqueta. Toda la periferia de El 
Bolsón está cubierta de mosquetales, que son hábitat de las ratas. Tenemos que 
respetar los predadores de los ratas. Hay que prohibir la caza del zorro, que se 
permite porque es plaga para la ganadería"2. La directora de Fauna de la pro­
vincia de Chubut, Graciela Ríveiro, admitió: "lo matanza de zorros y aves de 
rapiña favoreció el aumento de lo población de rotos", ol tiempo que denunció: 
"la utilización de estricnina por algunos ganaderos que termina 
indiscriminadamente con los zorros". También el secretario de Turismo de Chubut, 
Antonio Torrejón, dijo que: "se cometió un error terrible al eliminar a los agentes 
naturales de control"3.

Sin dudas, la vinculación entre el control del agente transmisor de la enferme­
dad y la preservación del medio ambiente, que se planteaba con Igual claridad 
en el caso de la FHA, quedaba instalada en la opinión pública, luego del brote 
epidémico de hantavirus.

El decreto ÓÓ0/9Ó de! Poder Ejecutivo dispuso, en el marco de la Segunda 
Reforma del Estado, la unificación de las partidas presupuestarias del Instituto 
Malbrán; el Maiztegui; y los Institutos Nocionales de Genética Médica, Nocio­
nal de Epidemiología Juan Jara, Nutriclonoí de Salta, Nacional Fotalo Chaben, 
Nacional de Epidemiología Emilio Coní y la Subsecretaría de Solud Comunita­
rio. El proyecto de presupuesto 1997 enviado por el Poder Ejecutivo Nacional ol 
Parlamento prevé una reducción del 37% en insumos -en su mayoría, reactivos 
pora diagnósticos y para la producción de sueros y vacunas- y de un 12% en 
personal , lo que implicaría el despido de cientoún agentes.

El S de enero de 1997 el diario Clarín ofirma en su editorial "Los recortes 
presupuestarios que afectan al Instituto Malbrán y a los seis centros de investiga­
ción conexos, con su secuela de despidos, no hacen sino poner de manifiesto,

2 Diario Página 12 del 20 de noviembre de 199ó.
3 'Los motivos del hantavlrjs", por Pedro Llpeovkli; dlorio Página 12 del 20 de noviembre 
de 1996.
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una vez más, la carencia de una política nacional consistente en materia sanita­
ria. Tras bs despidos en el Malbrán -de cuarenta y nueve agentes- quedó casi 
desmantelado el departamento que produce sueros para diagnosticar enferme­
dades como la meningitis, las diarreas infantiles, el síndrome urémico hemolítico 
y el cólera. También fue afectado el serpentario que produce suero antiofídico, 
único o nivel nacional, y el área de control de calidad de reactivos, que sirven 
pora el diagnóstico de enfermedades en bancos de sangre como la hepatitis B o 
C. Asimismo la reducción de personal complicaría gravemente el control gratuito 
de vacunas como la BCG, la del sarampión y la de la polio, y la producción 
nocional de sueros antiofidicos y lo vacuna antirrábica. Esta grave situación 
pone de manifiesto la ausencia de una reestructuración sanitaria seria, que privi­
legie la conjunción de ciencia y servicio social que se da en estos institutos, y 
actualiza el imperativo de que el Estado destine a la investigación los recursos 
necesarios".

Selección del caso

A partir de la difusión del problema en los medios de prensa, los estudiantes 
de la Clínica Jurídica de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires en el CELS, comenzaron una toreo de investigación 
procurando recopilar la totalidad de las ñolas periodísticas; la información sobre 
la enfermedad, disponible en la Facultad de Medicina y otros centros especiali­
zados; y los antecedentes de los proyectos de resolución y pedidos de informe en 
el Congreso de la Moción. Se intentó a su vez entrar en contacto con pobladores 
de bs zonas afectados y con las autoridades científicas con mayor conocimiento 
del tema,

Resultaron do inestimable oyuda las varias conversaciones teleiónicas mante­
nidos con la Dra. Delio Enríe, Directora del Instituto Maiztegui de Pergamino, 
quien envió al CELS una completo carpeta con la totalidad de la información 
oficial sobre ¡a enfermedad, las estadísticas de casos y de población potencial­
mente afectada y material ocerco de la situación de la vacuna Condid 1.

Sin duda muchos factores contribuyeron a seleccionar este problema para la 
presentación de una acción judicial en procura de alcanzar su solución. Desde la
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reforma constitucional de 1 994 el artículo 43 autoriza la promoción de acciones 
de amparo en resguondo de derechos de incidencia colectiva. Entendemos que 
el derecho a lo salud revista esa naturaleza, por lo que lo cuestión encuadraba 
en las previsiones de la norma constitucional.

La contundencia de lo información que emanaba del Instituto Maiztegui, or­
ganismo oficial dependiente del propio Ministerio de Salud dardo cuenta de lo 
peligroso de la situación y del aumento progresivo de los casos fatales en ei 
último año, significaba que el Estodo reconocía expresamente los hechos redu­
ciendo considerablemente lo necesidad de debate y prueba sobre este punto en 
el proceso.

Por lo demás, era unánime la opinión científica que indicaba que la finaliza­
ción de las obras necesarias paro la fabricación local de la vacuna Candid 1 era 
la única medida sanitaria idónea para combatir la enfermedad, loque también 
restringía el debate acerca de la selección de los medios apropiados para la 
satisfacción del derecho, o dicho de otro modo, sobre la utilización racional de 
los recursos públicos, aspecto que suele complicar el planteo judicial de cuestio­
nes vinculadas a la protección de derechos sociales.

En concordancia con esto, el silencio del Ministerio de Salud ante el reclamo 
de la población afectada, la opinión de los ciertíficcs y los reclamos de los 
legisladores, evidenciaba una manifiesta conducta omisiva que constituía un se­
rio antecedente para el amparo.

El interés de una vecina de la localidad de Azul -provincia de Buenos Aires- 
una de las zonas de riesgo, por instar lo acción en su calidad de afectada 
permilió superar ei escollo de lo legitimación poro iniciar el amparo.

El propósito del CELS, al seleccionar el caso, ha sido conseguir el dictado de 
los actos administrativos que permitan contar con la vacuna y mejorar las condi­
ciones ambientales que actualmente favorecen la propagación del agente trans­
misor del virus. Pero además de este objetivo inmediato, se ha procurado gene­
rar un diálogo entre una ciudadano común y diversas dependencias del Estado, 
sobre los méritos de las políticas públicas tendientes a solucionar este problema, 
algo poco frecuente en el escenario de la justicia.

Se trulu en definitiva de afianzar la idea de que frente a un derecho social 
efectivcmente lesionodo, como el derecho o lo salud -y a un ambiente sano-, la
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omisión de las autoridades públicas representa una clara violación de mandatos 
constitucionales. El reconocimiento de la salud como derecho, exige una conduc­
ta concreto y positivo del Estado, que debe ser visto por los Funcionarios públicos 
como una obligación en el sentido legal, que puede acarrear en consecuencia 
responsabilidades legales y ser objeto de planteos ante la justicia, excediendo 
por lo tanto ¡a mera discrecionaiidad política.

El planteo del caso

A partir de los antecedentes de hecho se invocaron concretamente dos dere­
chos colectivos vulnerados: el derecho o lo solud y el derecho o un ambiente 
sano. Ambos intimamente conectados ya que los daños al medio ambiente Favo­
recían, como dijimos, la propagación de la FHA.

Con fundamento en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos se 
definió el derecho el derecho a la salud como el disfrute del más alto nivel de 
bierestar físico, mental y sociol.

En la presentación se reseñó que la primero norma inlernac'onal que consa­
gra expresamente este derecho es lo Constitución de lo CMS de 1946 que refie­
re como Uno de los derechos fundamentales: "El disfrute del más olto nivel posi­
ble de salud". La Declaración Universol de Derechos Humanos, en su artículo 25 
establece que: "Toda persona tiene derecho o un nivel de vido adecuodo que le 
asegure (...) la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica...". El derecho a lo solud se cor sagra en el artícu­
lo 12 del Pacto Internacional de Derechas Económicos Socioles y Culturales el 
cual establece que los Estados parte: "Deberán tomarse las medidas necesarias 
para la creación de condiciones a todos asistencia méd ca y servicios médicos 
en caso de snfe¡medad oara asegu'ar a toda persona el disfrute del más alto 
nivel posible de solud físico y menta ", y en el punto 2.b de este último artículo 
establece entre estas medidas c tomar, "El meoraniieiilo en todos sus aspectos 
de la higiene del trabajo y del medio ambiente", y en el punto 2.c "La prevención 
y el tratamiento de enfermedades epidémicas y endémicas (...) y lo lucha contra 
ellos". Como es sabido este pacto tiene jerarquía constitucional conforme lo dis­
pone el artículo 75 inciso 22.
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Se orgumentó que lo FHA debe eonceptualizarse como enfermedad epidémica y 
endémica, siendo obligatorio paro el Estado desde lo ratificación del Pacto y ante el 
mandato constitucional adoptar todas las medidas necesarias pora la prevención y 
el tratamiento de esa enfermedad. La obligación legal del Estado tiene como contra­
partida le existencia del derecho de las personas a exigir su cumplimiento.

El Protocolo Adicional de ia Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, denominado "Protoco­
lo de San Salvador" ratificado por la Argentina, establece en su articulo 10.1 el 
derecho a lo salud' "Toda persona tiene derecho o la salud entendido como el 
disfrute del más alto nivel de bienestor físico, mental y social". En el punto 10.2 
dice: "Con el fin de hacer efectivo el derecho a b  salud los Estados parte se 
comprometen a reconocer lo salud como un bien público y particularmente adop­
tar los siguientes medidas para garantizar este derecho: a) La atención primaria de 
la salud, entendiendo como tal la de asistencia necesaria eseneiol puesta ol alcan­
ce de todos los individuos y familiares de la comunidad; b) Lo extensión de los 
beneficios de los servicios de salud o todos los individuos sujetos a la jurisdicción 
del Estado; c] la total inmunización con las principales enfermedades infecciosas; 
d) La prevención y tratamiento de las enfermedades endémicas [...)*.

Corresponde destacar el reconocimiento de la salud como un bien público lo 
que justificaba lo procedencia del amparo en los términos del articulo 43 de la 
Constitución Nacíonol pues estábamos en presencia de un derecho de inciden­
cia colectiva. Erente a la consagración de un derecho a la salud, existe una 
obligación legal concreto de Estado que constituye el objeto del derecho. Los 
derechos económicos, sociales y culturales son verdaderos derechos y meros 
principios o declamaciones.

E¡ preámbulo del Protocolo AdicionoI recoge la tesis de la interdependencia 
de los derechos mencionados y los derechos civiles y políticos. Actualmente el 
significado del concepto de Derechos Humanos presupone la indivisibilidad e 
interdependencia de todos los derechos humanos*. 4

4 Health nnd Human Righls- An Inte marión ai Qualerly Journal. Vol. 1 Ns 3. Linking Health 
and Human Righls. Dionne Olto; p. 272. Vol. 1-2. First Internationol Confererce on Health 
and Human Rights • From Health or Humor, Righls to Health ond Human Rights. Nahid F. 
Toubio; p. 136,
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Lo proclamación de Teherán sostuvo: "Como los derechos humanos y los 
libertades fundamentales son indivisibles, la realización de los derechos civiles y 
políticos sin el goce de los derechos económicos sociales y culturales resulta 
imposible. Lo consecución de un progreso duradero en la aplicación de los dere­
chos humanos depende unas buenas y eficaces políticas nocionales e internacio­
nales de desarrollo económico y social".

En la Declaración sobre el Derecho ai Desarrollo aprobada en 198ó (resolu­
ción 41-128 de la Asamblea General) en el párrafo segundo del artículo ó se 
establece: "Todos los derechos humanos y libertades fundamentales son indivisibles 
e interdependientes, debe dorse igual otención y urgente consideración a lo 
aplicación promoción y protección de los derechos civiles, polítioos, económi­
cos, sociales y culturales".

El Comité de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, órgano encargado 
de controlar el Pacto del mismo nombre ho entendido que, aunque el ortículo 2 de 
ese instrumento habla de una realización paulatino de los derechos contenidos en el 
Pacto, se impone a los estados dos obligaciones: 1) los estados se comprometen a 
gorantizor que los derechos pertinentes se ejercerán sin discriminación alguna, (artí­
culo 2.2); 2) la obligación de bs estados de "oaoplar medidas" de carácter legisla- 
livo, judicial, administrativo, u otro tipo. A estas dos obligaciones podríamos agre­
gar una tercera, la prohibición de regresividad en el goce de estos derechas.

Según el Comité el articulo 2.1 del Pacto impone una obligación de resulta­
do: el logro de la progresiva efectividad de los derechos reconocidos en el Pacto. 
El principio de progresividad se consagra también en el artículo 26 de la Con­
vención Americano.

Previendo la posibilidad de que el Estado alegara la carencia de recursos, se 
indicó que para que el Estado pueda atribuir el incumplimiento de sus obligacio­
nes a una falta de recursos disponibles deberá demostrar que ha realizado todo 
el esfuerzo para utilizar eficazmente todos los recursos que estarían a su disposi­
ción para satisfacer con carácter prioritario esas obligaciones mínimas5.

5 Cfr. Revista IIDH Ns 19, Enero-Junio 1994, publicación del Instituto Inreromericano de 
Derechos Humanos, San José de Costo Rico 1994 y Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Comentario General M2 3, Quinto periodo de sesiones 1990; Doc, 
HRI/GEN/1; pp. 47-52.
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Los Estados más allá de los recursos disponibles, tienen obligaciones inme­
diatas y muchas de ellas independientes de esos recursos, en relación a la satis­
facción de los derechos económicos, sociales y culturales. Entre ellas lo prohibi­
ción de discriminación y la prohibición de regresividad.

Como consecuencia de las normas del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos (DIDhj, el Estada Argentino debe adoptar medidas necesarias hasta el 
máximo de los recursos disponibles sin discriminación, y tiene prohibido condu­
cir con su accionar o su desidia a una regresividad en el nivel o grado alcanza­
do con anterioridad en el goce efectivo de los derechos mencionados.

La presentación contiene un capítulo destinado a explicar la importancia de 
la aplicación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, su jerarquía y 
su operatividad. Se expresó que cada vez con mayor énfasis el Derecho Interna­
cional y el Derecho interno interactúan auxiliándose mutuamente en el proceso 
de tutela de los derechos humanos. Es un principio jurisprudencial y 
doct-inariamente aceptado en el Derecho Argentino que uno vez ratificados los 
trotados internacionales se constituyen en fuente autónoma del ordenamiento 
jurídico interno. La Constitución Argentina, reformada en 1 994, al otorgar rango 
constitucional a los tratados de derechos humanos ratificados por el Estado, re­
suelve esta cuestión al establecer que "tienen jerarquía constitucional", lo que 
equivale a condicionar el ejercicio de todo poder público, incluida el que ejerce 
al Poder Judicial, al pleno respeto y gorantía de estos instrumentos. Su violoción 
constituye no sólo un supuesto de responsabilidad internacional del Estado, sino 
también, lo violación de la Constitución Nacional.

Se desarrollaron además las obligaciones que lo propio legislación interna 
fija al Estado en materia de salud pública. Se argumentó que las obligaciones 
del Estado Nocional en materia de salud pública se originan en las disposiciones 
de la ley 2Ó.ÓÓ I

El artículo 1 de la ley que crea el Sistema Nacional del Seguro de Salud 
procuro el pleno goce del derecho a la salud para todos los habitantes del país 
sin discriminación social, económica, cultural o geográfico. El artículo 25 esta­
blece el principio de la plena utilización por la políticas nacionales de salud de 
los servicios y capacidad instaladas existentes y su basamento en una estrategia 
de atención primario o la salud. El articulo 33 establece que los prestaciones de 
salud que organiza la ey se considerarán servidos de asistencia social de infe-

214 A



Centro de Estudios Legales y Sociales Informe Anual 1996

rés público. Tanto del artículo 1, cuanto de! artículo 33 de lo ley, surge la dimen­
sión pública de la salud, lo que permite calificar el correlativo derecho a la salud 
como de incidencia colectiva, encuadradle en la normativa del artículo 43 de la 
Constitución Nacional.

En cuarto al derecho a un ombiente sano, el CELS argumentó que la protec­
ción del hábitat requiere controlarlos procedimientos de explotación agropecuaria 
desalentando prácticas ligadas a la agricultura extensiva e impidiendo la tala 
indiscriminada de árboles autóctonos donde anidan animales que cumplen con 
lo función de cazar a los roedores, ogentes portadores del virus. Se trato clara­
mente de mantener el principio de que los actividades productivas satisfagan ¡as 
necesidades presentes sin comprometer o las generaciones futuros y el mandato 
constitucional de osegurar la utilización racional de los recursos nalurales.

La norma del artículo 41 de la Constitución Nacional más allá de mencionar 
lo sanción de los normas que establecen los presupuestos mínimos de protección, 
es claramente operativa, de modo que lo omisión del Estado de adoptar los 
medidas necesarias para dar cumplimiento de sus obligaciones en materia de 
ombiente sano, constituye una claro violación de derechos constitucionales 
encuadrable en el artículo 43 de la Constitución Nocional.

Se solicitó también la intervención del Defensor del Pueblo, dado que de 
trotaba de un derecho de incidencia colectivo y conforme a las facultades y 
deberes que le confieren a este orgonismo Sos artículos 43 y 86 de la Constitu­
ción Nacionai.

Situación actual del caso

Lo acción tramito en el Juzgodo Nocional en lo Contencioso Administrativo 
Federal N2 7 de lo Dra, María Cristina Cerrión de Lorenzo. Lo acción fue decla­
rado admisible y se cursó el correspondiente pedido de informes ol Ministerio de 
Salud y Acción Social. El Juzgodo admitió la citación del Defensor del Pueblo, 
quien se presentó al expediente y adhirió a la presentación de! CELS.

El día 27 de Diciembre de 199ó e! Ministerio de Salud y Acción Social 
contesta el requerimiento de informe, considerando que excede el ámbito de su 
competencia ya que la vinculación de la enfermedad con lo preservación del
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"neciio ambiente lleva o compartir su responsabilidad con otros organismos como 
la Secretaría de Medio Ambiente de la Noción y el Gobierno de la provincia de 
Buenos Aires, principal zona afectada.

Con el propósito de favo'ecer la solución del problema y contribuirá brindar 
al Juzgado lo mayor cantidad de antecedentes posibles para adoptar una solu­
ción, se admitió b  citación de dichos organismos al proceso. El caso se encuen­
tra en pleno trámite ol finalizar el año 1996.

V.2. Provisión de medicamentos contra el 
VIH/SIDA: morir de burocracia

Desde el mes de julio de 199á comenzaron a faltaren los Hospitales Públicos 
de la ciudad de Buenos Aires y el conurbano bonaerense, medicamentos para 
enfermos de VIH. La cuestión se volvió dramática en el mes de octubre, cuando la 
falta de provisión de las drogas llevaba ya cuatro meses, y pese al reclamo de los 
damnificados los autoridades sanitorias ni siquiera anunciaban una pasible solu­
ción.

El 26 de octubre de 1996 médicos de] Hospital Muñiz, del Hospital de Niños 
Ricardo Gutiérrez y pacientes infectados con el vi rus VIH denunciaron o los medios 
de prensa que hada cuatro meses que no tenían los medicamentos para tratar la 
enfermedad. Faltaban las drogas más elementales, como los antibaclerianos o el 
DDI, y el Ministerio de Salud y Acción Social admitió que "no los estaban repartien­
do". "Lamentablemente , mientras los pacientes con VIH se duplicaron en el país en 
el último año, el presupuesto para sus tratamientos bajo de 17a 9 millones" expli­
có la directora del Programa Nacional de Sida -que depende del Ministerio- Laura 
Astarloa6. La funcionaría admitió que eran varias las drogas (altantes, entre ellas 
los preventivos y curativas de las micosis y las neumonías, DDI y DDC (inhibidores 
de la transcriptasa inversa) y los llamados inhibidores de proteasa (índinavir, 
Saquinaviry Ritonavir). Fstos últimos, componen un llamado "cóctel" que resulta el 
tratamiento mós eficaz pora reducir la carga viral y detener la infección. Sobre

6 Diario Clarín, 26 de octubre de 1990.
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es'os inhibidores lo funcionario o legaba que habían solido a lo venta después de 
la Conferencio de Voncouver, y que por eso no habían entrado en 'a última licitación 
del progrcmo a su cargo; y anunciaba que el Programo a su cargo, recién los 
adquiriría en el año 19977 8.

Los médicos de hospitales municipales consultados opinaban que interrumpir 
los tratamientos por falto de draga y administrar sólo zidovudina, la única medi­
cación disponible, equivalió a "retroceder en el tiempo" en lo lucha contra la 
enfermedad, pues la droga deja de actuar cuando el organismo crea resistencia. 
Por eso, no tomar las otras drogas coma el DDI y DDC, significa neutralizar el 
tratamiento anterior porque las terapias combinadas logran que la resistencia 
sea tardío, los cócteles son fundamentales -decían- pero en los Hospitales no 
pueden implementarse,

A portirde lo presión de los damnificados, de ios médicos, de ios organismos 
no gubernamentales dedioados o la lucho con lo enfermedad, y de los medios de 
prensa, se suscitaron una serie de promesas del ministro de Salud que sin embar­
go no llegaban a plasmarse en actos concretos.

Una serie de acciones judiciales se suscitaron entonces. El Controlador Gene­
ral de la ciudad de Buenos Aires, Antonio Cartañá, interpuso una acción de 
amporo colectivo y un juez dispuso que la Secretoria de Salud de la Ciudad 
debía proveer los medicamentos. Pero las autoridades municipales dijeron que lo 
compra de medicamentos para el Programa Nacional lo hacía el Ministerio de 

Salud de la Nación.
Un grupo de ocho organismos no gubernamentales promovió un nuevo 

amparo colectivo y logró una medida cautelar innovativa que obligaba al 
Estado Nacional a asegurar la provisión de los medicamentos en los Hospita­

les públicos*.

7 Diario Clarín del 26 de octubre de 1996.
8 Ver infro, "Dos casos sohre SIDA'.
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El caso de Marcos M.: el PAMI no escucha'

Antecedentes del caso

Al mismo tiempo que lo droga (altaba en los hospitales públicos, el Programo 
de Atención Médico integral (PAMI) dependiente del Instituto Nacional de Servi­
cios Sociales pora Jubilados y Pensionados, se negaba a suministrar las drogas 
que integran el denominado "cóctel" y que los médicos prescribían a todos sus 
afiliados.

Más olió de las acciones judiciales mencionadas, el tema era de enorme 
interés público, ya que una gran cantidad de enfermos de VIH gozan de pensio­
nes por invalidez y reciben por ello servicios médicos del mencionado Instituto. 
Una ley nacional obligo o las Obras Sociales que integran el Seguro Nacional 
de Salud o prestar la cobertura total de los tratamientos contra el VIH, pero se 
discutía entonces si el PAMI estaba entre los sujetos obligados por esto ley.

A comienzos del mes de octubre de 199ó, el Sr. Marcos M. consultó al CELS 
sobre su problema. El consultante es afiliado del Instituto de Servicios Sociales 
para Jubilados y Pensionados, percibiendo por ello una jubilación por invalidez 
y lo cobertura de PAMI. En el año 1990, presentó serología positiva paro VIH. 
Luego de sufrir neumonía como enfermedad intercurrente pasa de ser portador 
sano de VIH, a ser enfermo de SIDA.

El Sr. M. en junio de 1995 comenzó con un tratamiento antrrretroviral con 
AZT y DDC. Es dable recordar que luego de un tiempo, el cuerpo se adopta a! 
AZT y se toma resistente (porque el virus muta), esta situación fue precisamente la 
del Sr, M., por lo que las dos médicos infectólogos recetaron otro tipo de trata- 
míenlo cue consta de Vídex, Zeril, Asovorin y Crixivar.

El PAMI suministraba las dragos normalmente conforme las prescripciones 
médicas de los profesionales, pero ante el cambio de esquema antirrelroviral, se 
negó a continuar el suministro de drogas, interrumpiendo así el tratamiento. 9

9 El titulo de este oportodo juega expresamente de modo Irónico con la denominación que 
el Programa de Atención Médico Integro! (PAMI) dio a sus centros de consulta, denomina­
dos "PAMI Escucha".
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Fl CELS decidió tomar el caso considerando que un precedente favorable 
contra el PAMI seria de interés para una gran cantidad de enfermos en idéntico 
situación.

El planteo del caso

Ante la falta de respuesta del KAMI al pedido del actor y considerando 'a 
urgencia de lo situación, se redacto un pedido de pronto despacho, solicitando 
una respuesta urgente el día 10/T0/9Ó. Ante su requerimiento el PAMI se aviene 
a suministrar, sólo por el término de tres meses, las drogas D4T, DDI y Asovorin, 
guardando silencio con respecto al Indinavir (Ciixivan), que es la droga central 
del tratamiento denominada inhibidor de proteosa. Debemos tener en cuenta 
que "el cóctel" sólo es efectivo si los drogas son suministradas en la forma prescriplo 
y en su conjunto.

Ante esta situación se decide promover uno acción de amparo el día que 
tromita en el Juzgado Federal Civil y Comercial N4 3, Secretaría Ne 5 a cargo 
deí juez Roberto Torti. Se expuso en la presentación judicial que el "cóctel" era el 
único tratamiento posible y lo único medido capaz de impedir el avance de la 
enfermedad y salvor la vida del poderle.

El artículo 43 de la Constitución Nacional autorizo lo vía de amparo cuando 
el derecho invocado se estime lesionado o amenazado en lorma actual o inmi­
nente por una omisión de un particular o de la autoridad pública. La conducta 
del PAMI, encuadraba en una omisión ilegal en reloción al suministro de lo dro­
ga Indinavir.

Por otro lado, se señaló que el PAMI (según decreto ley 19.032 articulas 1 y 
2), tiene por objeta la piestación de servidos médicos asistencíales destinados al 
(omento, protección y recuperación de la salud y se encontraba obligado por la 
ley de SIDA [ley 23.798, que asegura el tratamiento de la enfermedad, preven­
ción asistencia y rehabilitación y el derecho de recibir asistencia adecuada) y 
por la ley 24.455 ( que enuncia "...las abros sociales deberán incorporar como 
prestaciones obligatorios la cobertura para los tratamientos médicos, psicológi­
cos y farmacológicos...de los enfermos de VIH"). En relación a los nuevos medi­
camentos no previstos en las resoluciones entonces vigentes se aclaró que el
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Programo Médico Obligatorio (PMO) establece la cobertura del 100% de lo 
medicación anti VIH y anti SIDA.

Al igual que en caso de la Fiebre Hemorrágico, el CELS sostuvo en esta 
acción b  naturaleza del derecho a la salud y reseñó los normas del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos que establecían las obligaciones del 
Estado en esta materia.

El amparo presentado se fundamenta en los artículos ló , 17, 33, 43, 75 
inciso 22, 23 y concordantes de lo Constitución Nacional.

En el amparo se solicitaba como medida cautelar que se asegurara al actor 
la provisión de los medicamentos durante la tramitación de la causa.

El Juzgado declaró admisible el amparo e hizo lugar a la medida cautelar. 
Notificado el PAM! de lo acción, se allanó en forma total e incondicional o la 
demonda, garantizando ol demandante la medicación pedida y la cobertura 
total del tratamiento.

Dos casos judiciales sobre SIDA10

I . El 29 de noviembre de 1996, ocho organismos no gubernamentales inte­
grantes del Encuentro Nacionol de ONG'scon trabajo en VIH/SIDA presentaron 
un recurso de amparo contra el Estado Nacionol /  Ministerio de Solud y Acción 
Social requiriendo " el cumplimiento en forma total y permanente de la asisten­
cia, tratamiento y rehabilitación y en especial, el suministro de medicamentos a 
los seres humanos que padecen las consecuencias del virus VIH/SIDA en todos 
los hospitales y efectores sanitarios del país".

Este amparo fue receptado por el Tribunal quien dictó una medido cautelar 
contra el Estado Nacional ordenándole que "deberá adquirir y entregor a cada 
uno de bs efectores sanitarios o'el país, los reactivos y medicamentos incluidos en 
el Vademécum Básico aprobado con fecha 13 de mayo de 1994, con más aque­
llos aprobados por el Administración Nocional de Medicamentos, Alimentos y

10 Informe elaborado por el Dr. Pablo Oscar Rosales, Integrante de la Comisión de Dere­
cho y Solud de la Asociación de Abogados de Buenos Aires [AABA], encargado del Area
Sida.
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Tecnoogla Médica (ANMAT) durante los años 1995 y 1996, en las cantidades 
necesarias para otender ios requerimientos que se le efectúen, hasta tanto recaiga 
sentencia en el presente proceso". Esta medida cautelar, cuya apelación fuera 
concedida con efecto devolutivo -esto es sin suspender sus efectos- resultó confir­
mada por la Cámaro Nocional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 
Federal con fecha 7 /2 /9 7 . Sin embargo sigue sin ser cumplida cabalmente por 
el Estado Nacional quien o ia fecho sigue sometiendo a los pacientes que recu­
rren a! Programa Nacional de SIDA y a los hospitales a largos esperas, muchas 
veces sin resultados. La entrega de los medicamentos continúo siendo irnegulor o 
directamente Inexistente. Este amparo tiene la particularidad de que fue iniciado 
directamente por las ONG's como titulares de un interés difuso invocando el 
artículo 43 de la Constitución Nacional que las legitima. El juez inte ■viniente 
dispuso tratar el tema de la legitimación juntamente con la sentencia, en el entert- 

’ dimiento de que en este caso, lo acción y el derecho de todos se encuentran de 
tal modo engarzados que la aceptación o rechazo de la legitimación podría 
significar resolver en igual sentido el reclomo de fondo".

2. El 17 de diciembre de 1996 , la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
se expresó por primero vez en un reclamo de fonda sobre el SIDA. El 4 de 
octubre de 1993 el subjefe de lo Policía Federal Argentina ordenó iniciar los 
trámites del retiro obligatorio del actor, subcomisario de la Policía Federal, con 
fundamento en que era una persona viviendo con VIH/SIDA. Un año antes de 
tomar esto decisión se le había realizado al actor un examen inconsulto de Wester 
Blot detectándose que era portador del virus VIH. Esta situación nunca se le 11

11 El expediente se carolula "Fundoción Benghalensis y o'ros c / Ministerio de Salud y 
Acción Soc/oi. Estado Nocional s /amparo" Expediente Ns 33.629/96, Juzgado Conten­
cioso Administrativo Federal N* 3, o cargo de lo Dra. Cloudia Rodríguez Vidal, Secretaría 
N* 5. La acción fue inieioda por los siguientes organismos no gubernamentales (ONG's) 
integrantes del Encuentro Nacional de ONG's con trabajo en la cuestión SIDA: Asociación 
Benghalensis; Fundación Desoída; Fundación para el estudio e investigación de la mujer 
(FEIM); Asociación Civil Intilla; Fundación RED; Fundación Centro de documentación en 
sexualidad (CEDOSEX); Fundación Argentino Pro Ayudo al Niño con SIDA, Asociación 
Civil SIGLA; y Sociedad de Integración Gay tésbico. La acción fue patrocinada por los 
Dres. Pablo Oscar Rosales, Adriana M. Taranto, Roberto Hugo Suhotiv y Mobel Fontán.
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informó y un oño después, cuando solícita el ascenso, se lo rechazo y se le 
inician los trámites del retiro. El odor recurrió por vía de omoaro esta decisión 
obteniendo fallos favorables en primero y segundo instancia. Permaneció el re­
clamo en la Corte Suprema de Justicia de la Nación par casi tres años para 
nuevamente dictar un tallo político, dividido en sus fundamentos, pero unánime 
en su decisión final, que tuvo muy en cuenlo el hecho de que la demandada fuero 
¡o Pálido Federal

La Corte resolvió que los exámenes médicos que la Policio Federal efectúo 
paro constatar la buena salud de su personal para deddír su ascenso, involucra 
el ejercicio de una actividad discrecional que, en principio, no admitiría lo revi­
sión judicial. Sostiene ia Corle que la ley 23.798 (Ley de SIDA) no tiene corno 
objeto la protección de la intimidad de las personas sino la solud pública, y que 
ello autorizaría a semejante violación de la intimidad. Tampoco entiende la Cor­
te violentado el derecho a la intimidad, pues sostiene que la Ley de SIDA tiende 
a resguardar la divulgación indebida de lo información y las intrusiones arbitra­
rías, pero no las que se vinculen con la protección de la salud pública. Po' otra 
lado, dice la Corte, que el ingreso a la carrera policial supone el sometimiento 
voluntario a las normas que la rigen, en referencia a la ley que regula esa insti’u- 
ción, y prevé exámenes médicos. No repara el Tribunal que la leyes anteriora la 
epidemia de SIDA. De esta forma, el Tribunal abre una peligrosa brecha en el 
derecho o la intimidad de las personas sometiéndolo ol aún más peligroso "inte­
rés común". Finalmente y en apenas tres párrafos, la Corte curiosamente conde- < 
na a la Policio Federal porque entiende que el retiro obligatorio tena como único 
propósito separar al actor del servicio efectivo sin motivo que b  justifique, ya que 
no se agotaron las posibles asignaciones de luieas acorde con la aptitud del 
agente15. 12 * *

12 In re: 'B.R c/Policio Federal Argentina i/ampam' Cámara Nacional Federal en lo
Contencioso Administrativo, Sala II, julio 7-994. Publicado en la ley del 20-4-95, p. 6-7.
Sentencio Corte Sup-ema de .justicia de lo Nación, de fecha diciembre 17-1996.
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V.3. Educación de inmigrantes 
indocumentados: un mal entendido

Uno de los más graves problemas que enfrentan los inmigrantes en Argenti­
no, es superar los escollos que las autoridades educativas les imponen a la hora 
de enviar a sus niños al colegio.

El artículo 102 de la ley 22.439 de 1981 establece que "Los institutos de 
enseñanza media o superior, ya sean públicos o privados, nacionales, provincia­
les o municipales, solo mente podrán admitir como alumnos, a aquéllos extranje­
ros que acrediten para cada cu-so su calidad de residentes permanentes o resi­
dentes temporarios debidamente habilitados a tales efectos" Por su parte, la 
resolución 1378/94 de la Secretaría de Educoeión de la Ciudad de Buenos 
Aíres, en el título 3? de las Recomendaciones Generales establece que conforme 
la ley 17.671 que obligo a los ciudadanos extranjeros a cortar con Documento 
Nacional de Identidad (DNI) actualizado, es imposible extender el tltulo/certifi- 
cado ol ciudadano extranjero indocumentado; asimismo, estipula que lo presen­
tación de cédula de identidad extranjera sólo habilito la inscripción como alum­
no en el curso correspondiente. En esta resolución se hace evidente el trato 
discriminatorio que reciben los ciudadanas extranjeras por cuanto, en idéntica 
situación -indocumentación un ciudoda.no argentino tiene derecho a recibir el 
titulo/certiFicodo.

Al impedirse u obstaculizar el acceso a la educación de los extranjeros, se 
viola el artículo 3 de la Ley Federal de Educación-ley 24.195- que establece que 
"el Estado Nacional, las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires garantizan el acceso a la educación en todos los ciclos, niveles y regíme­
nes especiales, a todo la población", y en el artículo 8 establece que el "sistema 
educativo asegurará o lodos los habitantes del pois el ejercicio efectivo de su 
derecho a aprender, mediante lo igualdad de oportunidades y posibilidades, sin 
discriminación alguna". Además, de este modo se estarla incumpliendo con la 
Constitución Nacional que en su articulo 75 inciso 22 incorpora con jerarquía 
constitucional ciertos tratados, entre ellos: Declaración Universal de Derechos 
Humanos; lo Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la 
Convenc:ón Americano sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de De­
rechos Económicos, Sociales y Culturóles; e Pacto Internacional de Derechos
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Civiles y Políticos y b  Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, los 
cueles se pronuncian contra todo tipo de discriminación, afirmando así el dere­
cho a la ¡gualdod.

Durante el segundo semestre de 1996 ol curso Práctico de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de Buenos Aires en el CELS concurrieron varios ex­
tranjeros con similares problemas referidos al acceso de sus hijos a lo educación. 
Lo cuestión se planteaba a la hora de expedirse los certificodos analíticos de los 
estudios cursados, debido a la falta de DNI, así como para la inscripción de los 
egresados de escuelas primarias en colegios secundarios -por ausencia de este 
documento-.

El 1E de octubre de 199Ó la Sro. Juana Guzmón Flores, ciudadana boliviana 
radicada en Argentina, se acercó al CELS pues las autoridades de la escuela 
Evaristo Carriego del Distrito 17 de Villa Soldati, en Lugano, a la que asistía su 
hijo, le advirtieron que sin el DNI sería Imposible que se le expidiera el certifica­
do analítico de finalización de estudios primarios, certificado sin el cual su hijo 
no podría ingresar al secundario. Por otra porte, al intentar inscribirlo en un 
Colegio Comercial, dependiente de lo Municipalidad de la Ciudod de Buenos 
Aires se le exigió la presentación del DNI como requisito de inscripción.

Katie Fleet, del CELS, acompañó o la señora Guzmón Flores a iniciar el trámi­
te en Migraciones paro lo obtención del DNI, y se redactó una carta para ser 
presentada ante la directora del colegio primario y otra destinada a la rectoro 
del instituto secundario. La primero tenía por objeto solicitar que la directora 
informara por escrito ocerco de los requisitos que exigía para expedir el certifica­
do de terminación del ciclo primario, y la segundo poro que se informara, tam­
bién por escrito, acerca de los requisitos exigidos por el colegio para el ingreso 
del menor.

La directora informó que era necesorio el Documento Nacionol de Identidad 
pora otorgarle el certificado de terminación de estudios primarios, lo que impli- 
cabo una violación de los normas antes citadas; mas con la constancia de trami­
tación del DNI, se admitió dar curso ol trámite de certificación.

La Sra. Marta Mercado Loza, ciudadana boliviana radicada en Argentino, 
enterada de los problemas que los hijos de inmigrantes suelen tener a lo hora de 
ingresar en escuelas de enseñanza medio, acudió preventivamente ol CELS en el 
mes de octubre pues tenía uno hija que debía ser inscripta en el colegio secunda­

224 A



Centro de Estudios Legales y Sociales ▲ Informe Anual 1996

rio pero no esta do documentada Como la Secretaría de Educación de la Muni­
cipal',ídod de la Ciudad de Buenos Aires extendió la constancia del certificado en 
trámite, sólo se le redoctó uno carta destinada a la rectora del coleg;o secunda­
rio donde deseaba inscribir a su fiíja, para que por escrito se expidiera acerca 
de los requisitos de ingreso al establecimiento. Enterada de la situación de la 
niña Mercado Lora, aquélla accedió o inscribirla con la conslcncia del DN1 en 
trámite. También, se lo acompañó a tramitar el certificada de pobreza, pora 
iniciar los trámites de regularización de su situación ante Migraciones.

En el mes de octubre se presentó la Sra. Mery Fuentes, ciudadana boliviana 
radicada en Argentina, pues tenía problemas pana conseguir el tilulo/eertificado 
de finalización del ciclo primario de su hija, por estar indocumentada, Se proce­
dió a efectuar el reclamo administrativo correspondiente ante las autoridades de 
la Escuela Ns 1 1 del Distrito 20.

El 20 de noviembre el Sr. Roberto Aliendre ledezmc, ciudadano boliviano, 
acudió al CELS pues no pudo inscribir a su hija en la Escuela Municipal N - 3 del 
Distrito 11, "Profesor Pascual Guaglianone", por carecer de documentación ar­
gentina. La falta de documentación argentino se debe, a que su trámite migratorio 
está siendo reevaluado, debido a irregularidades cometidas por la gestora en­
cargada de realizarlo. En espera de la resolución de dicho trámite, se le niega la 
posibilidad de tramitar la equivalencia de su certificado de estudios primarios. 
En este caso se procedió a hacer el reclamo administrativo ante el secretoria de 
Educación de la Municipalidad de lo Ciudad de Buenos Aires, para que se 
pueda tramitar la equivalencia de su certificado así como paro que se autorice la 
inscripción en el colegio secundario. Ante la falto de respuesta de la autoridad 
municipal se envió otra nota pidiendo el pronto despacho y, en subsidio -y en 
caso de resultado desfavorable- la expresión de motivos que fundamenta la reso­
lución adversa, La decisión del secretario de Educación resultó favorable o la 
parte reclamante, pues se logró la inscripción provisoria de lo menor.

La reseña de los casos trotados nos lleva a la conclusión de que las trabes 
más fuertes no son de naturaleza legal -más allá de la cuestionable 
constitucioralidaa1 de algunas leyes y resoluciones- sino burocrática, y que el 
acceso a la educación de los menores inmigrantes con problemas de documenta­
ción es en realidad un problema de falta de información; tanto de los padres de 
los damnificados sobre sus derechos y la forma de plantearlos ante las organis­
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mos competentes; cuanto de las autoridades escolares, que tienen una tendencia 
burocrático a no apartarse de los "procedimientos normales", negando los pedi­
dos de certificados de egreso o de inscripción sino se exhibe el Documento 
Nocional de Identidad, en lugar de buscar la solución más beneficiosa pora los 
niños y ajustada a sus incuestionables derechos.

V.4. Ley de Riesgos del Trabajo: ciudadanos 
de segunda

El Congreso de los Trabajadores Argentinos (CTA) convocó en el mes de 
diciembre de 1995 c un grupo de abogados especialistas en temas laborales y 
constitucionales, a fin de trasladarles la Inquietud que suscitaba a esa entidad 
gremial la sanción de la ley de Riesgos del Trobojo (LRT), y  solicitarles e! estudio 
de las acciones legales posibles para evitar, postergar o suspender la vigencia 
de dicha ley.

En los primeros meses de 1 99ó un equipo de abogados del CELS contribuyó 
con la comisión mencionada, tomando o su carga el análisis del la ley en rela­
ción con los normas y principios del denominado Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos (DIDHJ. El CELS emitió un dictamen que puso a disposición 
de los autoridades del CTA, en el cual sostuvo que la prohibición paro los traba­
jadores accidentados y para los herederos de los trabajadores fallecidos, de 
acudir o la vía de la reparación integral del Código Civil, resultaba a lo luz del 
DIDH discriminatoria y regresiva en reloción con el anterior sistema normativo12.

En el mencionado dictamen, el CELS Sustentó como principales argumentos 
los siguientes: 13

13 Pora un relevamiento de situaciones de discriminación vinculados al trabajo, ver : 
Elfrocn, Mario. 1996. "lo discriminación en el empleo” en : Informe Nacional Argentino 
pora eí X Congreso Mundial de la Sociedad Internacional de Derecho deí Trabajo y de la 
Seguridad Social, Derecho del Trabajo. 19968, pp. 2920/2936.
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Derechos afectados por la norma

El artículo 39 de lo Ley de Riesgos del Trabajo elimina el derecho de los 
trabajadores merclonodos en el articulo 2 de la ley y de sus derechohabientes, a 
reclamar lo indemnización de daños y perjuicios establecido en el Código Civil, 
con excepción del supueslo de delito civil del orlículo 1.072 de dicho cuerpo. El 
artículo cuestionado dice: "Las prestaciones de esta ley eximen a los empleadores 
de toda responsabilidad civil frente a sus trabajadores y a los derechohabientes 
de éstos, con la sola excepción de la derivada del artículo 1.072 del Código 
Civil".

En la legislación laboral argentina, tanto en la Ley de Accidentes de Trabajo (ley 
9.688) cuanto en la más redente 24.028, se establecía expresamente la opción del 
trabajador accidentado o enfermo a redamar por la vio del sistema de reparación 
especial contenido en b  norma, o por el sistemo de responsabilidad del Código 
Civil. Lo opción regía en los casos de accidentes de trabajo y enfermedades profesio­
nales o vinculadas al trabajo en los que resultaba posible atribuir responsabilidad al 
empleador por uno u otro sistemo legal. Los daños cuyo reparación podio redamarse 
por uno u otro sistema eran los sufridos en la persono del trabajador o los derivados 
de su muerte. La indemnización que el trabajador accidentado tenía derecho a 
redamar conforme o I régi men derogado corresponde al concepto dvil de "daño a la 
persona". Bajo dicho concepto, se encuentran tutelados un cúmulo de intereses y 
bienes jurídicos cuyo enumercdón nos brinda una idea de cuáles y cuántos son bs 
derechos consagrados en el DIDH, que resultan afectados por lo norma impugnado. 
Dicha de otra modo: nos indica en qué medida, el trabajador resulto afectado ante 
la exclusión o limitación en el goce efectivo esos derechos.

La indemnización integral por daño a lo persona consagrada en el derecho 
civil, conforme la opinión de la doctrina y la jurisprudencia nacional comprende1 11:

1 4 Zavala de González, Matilde. ) 990. Daños o las persono». Integridad sicofísica. Bue­
nos Aires, Homurobi; Zannoni, Eduordo. 1982. El doño moral en la responsabilidad civil. 
Buenos Aires, Asl-eo; Alterini, Julio. 1987. Contornos actuales de la responsabilidad civil. 
Buenos Aires, Abeledo-Penol; Mosset Iturrnspe, Jorge. S/f. "El dono fundado en la dimen­
sión del hombre en su concreta realidad" en : Revista de Derecho Privado y Comunitario, 
N- 1, Daños o los Personas, p. 9. En este trabajo «I autor señala la influencia del concepto 
de derechos humanos en la extensión del concepto de daño o lo persona en los últimos 30
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A Daño material. Incidencia de la incapacidad sobreviniente en la frustración 
de obtener beneficios económicos o actividades laborales futuras. Se atiende espe­
cialmente a los ingresos de b  víctima y el nivel de vida de ésta y su grupo familiar.

A Daño m oral. Comprende diferentes aspectos vinculados o lo personalidad 
de la víctima y su receptividad particular. Como factores objetivos menciono:

- los relativos ol hecho mismo: el sufrimiento en el momento del suceso -tanto 
físico como psíquico-, dolor corporal, temor ante el peligro corrido, miedo a lo 
muerte, pérdida de conocimiento;

- los concernientes al periodo de curación y convalecencia: dolores, moles­
tias, incomodidades, padecimientos; y

- los vinculodos con eventuales menoscabos subsistentes luego del tratamien­
to: secuelas con incidencia en la vida individual y de rebelón, repercusión en la 
aptitud laboral.

A Daño estético. Detrimento corporal de frecuente relevancio del ámbito 
de los daños a lo persona. $e comprende dentro del daño moral, yo que éste no 
se reduce o lo que e! sujeto siente, o su dolor o padecimiento psíquico. Compren­
de todo quebrantamiento de su incoiumnidad espiritual, abarcando cualquier 
menoscabo de sus posibilidades de querer, pensar o sentir y de actuar, sus poten­
cias o atributos.

A Daño psíquico. Definido como uno perturbación patológica de la perso­
nalidad de la vícfi mo, que altera su equilibrio básico o agrava olgún desequilibrio 
precedente. No se identifica con el daño moral aunque ciertamente puede gene­
rarlo.

a  Daño a la  vida dB relación. Definido como lo imposibilidad o dificul­
tad del sujeto disminuido en su integridad de reinsertarse en los relaciones socia­
les o de mantenerlos en un nivel normol. Si bien no constituye un rubro autónomo 
del daño material y moral, la cabal comprensión de su significado e importancia 
por leí jurisprudencia, ha servido paro redimensionar con justicio lo indemniza­
ción a acordar por estos últimos conceptos.

El concepto de reparación integral del daño o lo persona, supone la consa­
gración en sede i n tema de los siguientes derechos, previstos por el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos:

A Derecho a la integridad personal. Toda persona tiene derecho o que 
se respete su integridad física, psíquico y moral. Adviértase que la reparación
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del Código Civil implica no sólo la reparación inlegra del daño físico sino de la 
secuelo psíquica de dicha dolencia y de lo reparación del agravio morol [artícu­
lo 1 Convención Americana; artículo 3 de la Declaración Universal; artículo 1 de 
la Declaración Americana).

▲ Protección de la honra y de la dignidad. Con este concepto se 
vincula el concepto de daño moral, pero también lo idea de reparación de la 
frustración de los hábitos de vida cotidianos de la víctima o de sus proyectos 
existenciales de carácter no patrimonial, su actividad cultural (aptitud de produ­
cir y gozar la culturo), su pasatiempo, la práctica de deportes; todos éstos, ámbi­
tos de la alitonomío de lo persona limitados por el infortunio y cuya reparación 
es atendida por la indemnización de daño a la persona del derecho civil (artícu­
lo V de la Declaración Americana; artículo 10 y 17 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; artículo 11 de lo Convención Americano).

A Protección del nivel de vida adecuado. La idea de la reparación 
civil por la pérdida de la capacidad de generar ganancia se vincula al manteni­
miento del nivel de vida de la víctima y su grupo familiar anterior al hecho Ilícito 
(artículo 25 de lo Declaración Universal; articulo XIV de la Declaración America­
na; artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales).

A Protección de la familia. La idea de reparación civil siempre tiene en 
cuento la protección económica y de la dignidad de ía familia de la victimo, ya 
sea como victimo indirecto del hecho, o directa en caso de daño mortal (artículo 
VI de la Declaración Americano; artículo 1Ó.3 de la Decía roción Universal; artí­
culo 10.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura­
les; ortículo 23 .1 del Pacta Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 
17 de la Convención Americana).

a Derecho a la propiedad privada. La reparación se vincula con la 
conservación del patrimonio de b  victimo y su grupo familiar, odemás de cuantifí- 
car monetariamente la lesión de un amplio cúmulo de intereses no sólo materiales 
aunque comprendidos en el concepto de propiedad. La reparación integral del 
daño del derecho civil se ajusta a la idea consagrado en el DÍDH de que nadie 
puede ser privado de sus bienes (incluido en el concepto el potencial de trabajo) 
sin una indemnización justa (articula XXIII de la Declaración Americana, artículo 
17 de la Declaración Universal; artículo 21 de lo Convención Americana).
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Desde el punto de vista procedimiento!, la existencia de dos vías judiciales 
optativos de reparación del daño importaba la consagración en sede interna de 
los siguientes derechos:

A Acceso a la justicia y  recurso efectivo. La consagración de los prin­
cipios anteriores supone además la existencia de un aparato jurisdiccional y de 
un sistema procesal apto paro hacer efectivo la reparación; de lo contrario, la 
proclamación de estos principios no pasa de una simple expresión de deseos, 
(artículos 9 y 9 Declaración Universal; artículo XXV Declaración Americana; ortículo
2.3. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 25 de la 
Convención Americana).

a  Jurisdiccional idad de la determinación de los derechos y  obli­
gaciones civiles o laborales. El sistema derogado consagraba claramente 
este orine pío, yo que la competencia para entender ante reclamos de reparación 
por daños correspondía o los tríbunoles judiciales. Si bien existía una régimen 
administrativo de determinación de la indemnización por la acción especial resul­
taba optativo paro el trabajador accidentado [artículo 14 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y ortículo 8.1. de la Convención Americana).

El artículo 39 de la Ley de Riesgos del Trabaja supone un trato discriminatorio 
hacia los trabajadores dependientes y sus derechohcbrentes en tanto limita el 
goce o la extensión de los derechos enumerados, basándose exclusivamente en 
uno distinción irrazonable y fundada en categorías vedadas como criterios do 
diferenciación por las normas internacionales de derechos humanos. Desarrolla­
remos esta afirmación en el próximo parágrafo

El artículo 39 de la Ley de Riesgos dei Trabajo como 
norma discriminatoria para el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos

Igualdad de trato y prohibición de discriminación
El planteo de discriminación se vincula en este punto con el trato diferente 

impuesto por la norma o los trabajadores dependientes y sus derechohobientes, 
en relación a! resto de los ciudadanos; diferencia que se produce ente la elimina­
ción del derecho anteriormente otorgado, de reclamar a sus empleadores, en
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tanto personas físicos o jurídicos civilmente responsables, la indemnización inte­
gral por daño a lo persona del Código Civil. La cuestión debe en consecuencia 
analizarse a partir de ios principios y standares internacionales sobre igualdad 
de trato y prohibición de discriminación. El principio de igualdad de troto y su 
correlato, lo prohibición de discriminación, se encuentran establecidos en las 
siguientes normas de Derecho Internacional.

Declaración Universal
Articulo 2. 1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclama­

das en este Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, reli­
gión, opinión política o de cualquier otro índole, origen nacional o social, posi­
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición.

Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a 
igual protección de la ley. Todos tienen derecho o igual protección contra toda 
discriminación que infrinjo esta Declaración y contra todo provocación a tal 
discriminación.

Declaración Americana
Artículo 2. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y 

deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, 
credo ni otro alguna.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
Artículo 2.1. Codo uno de los Estados Partes en el presente Poeta se compro­

mete o respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su 
territorio y estén sujetos o su jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente 
Pacto, sin distinción alguna de raza, colar, sexo, idioma, religión, opinión polí­
tico o de otra índole, origen nocional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social.

Artículo 3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garan­
tizar a hombres y mujeres lo igualdad en el goce de lodos los derechos civiles y 
políticos enunciodos en el presente Pacto.

Artículo 2ó, Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda
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discriminación y garantizará a lodos las personas protección igual y efectiva 
contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, reli­
gión, opiniones políticos o de cualquier índo'e, origen nacional o social, posi­
ción económica, nací míenlo o cualquier Otra condición social.

Convención Americana
Artículo t . I . i os Estados Partes en esta Convención se comprometen a respe­

tar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su líbre y pleno 
ejercicio o toda persona que esté sujeta su jurisdicción, sin discriminación alguna 
por motivos de razo, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cual­
quier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otro condición social

Artículo 24. Todas los personas son ¡guales ante la ley. En consecuencia, 
tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.

Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y  Culturales
Articulo 2.2. Los Estados partes en el presente Poeto se comprometen o ga­

rantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación 
alguna por motivas de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 
otra índole, origen nacionol o social, posición económica, nacimiento o cual­
quier otro condición social.

El principio de igualdad de las persono* y la consecuente ilegitimidad de la 
discriminación es uno de los principias trascendentales del derecho internacional 
de los derechos humanos. Los principales trotados y declaraciones sobre dere­
chos humanos reservan, oomo vimos, un lugar especial a dicho principio. Existen 
además, un número importante de instrumentos que prohíben específicamente 
uno u otro tipo de discriminación. Dentro de ellos están, la Convención Interna­
cional sobre la Eliminación de toda Formo de Discriminación Racial, de 1965; lo 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Toda Formo de Discriminación 
contra ta Mujer, de 1979 (ambas incorporadas con jerarquía constitucional articula 
75 inciso 22, 2C párrafo); la Declaración sobre la Eliminación de Todas las for­
mes de Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión o las Conviccio­
nes, de 1981; los Convenios 100 y 101 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) sobre iguoldad de remuneración y igualdad de trato en el empleo
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y ocupación (ambos rotificados po- la Nación y con jerarquía superior a las 
leyes conforme el artículo 75 inciso 22, I a párrafo); y el Convenio de la UNESCO 
relativo o la lucha contra la Discriminación en la Esfera de la Enseñanza, de
1960.

Si bien los instrumentos cuyos artículos transcribimos y que constituyen el 
principal marco de referencia no contienen una definición del término discrimina­
ción, otros instrumentos internacionales llenan ese vacío. La Conr/erción Interna- 
cionol sobre Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial define a la 
discriminación como: "Toda distinción, exclusión, restricción o preferencia, que 
tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en Condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentóles de personas en razón de SU raza” .

El artículo 1 de la Convención Internacional sobre Eliminación de todas las 
formas de Discriminación fundadas en la Religión o los Convicciones reiteran esa 
definición textualmente, en su parte pertinente, y el artículo 1 párrafo 1, aparta­
do o) del Convenio 111 de la OIT, también se expresa en términos similares al 
definir el concepto de discriminación en relación a la igualdad de oportunidades 
y de trato en el empleo y la ocupación. Se ha sostenido que "el empleo de lo 
misma definición en tantos instrumentos importantes tiende a consagrarla como 
definitiva a efectos del Derecho internacional de los Derechos Humanos'15.

En relación o los elementos que distinguen un trato "diferente" de uno 
"discriminatorio", la Corte Interamerieana de Derechos Humanos se pronunció 
de lo siguiente forma: "... por lo mismo que la igualdad y la no discriminación se 
desprenden de lo idea de unidad de dignidad y naturaleza de la persona, es 
preciso concluir que no todo tratamiento ¡urfdfco diferente es propiamente 
discriminatorio, porque no toda distinción de troto puede considerarse ofensiva, 
por si misma, o la dignidad humana.... Existen, en efecto, ciertas desigualdades 
de tratamiento jurídico, sin que tales situación contraríen la justicia. No habrá, 
pues, discriminación si uno distinción de frotamiento está orientada legítimamen­
te, es decir, si no conduce a situaciones conlrarias a la justicia, a la razón, O a la 
naturaleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que exista discriminá­

is  O'Donell, Daniel. I 989. “Protección Internacional de los Derechos Humanos" en: Co­
misión Andino de Juristas, p. 373.
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ción en toda diferencio de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que 
esa distinción parte de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que ex­
presan de modo proporcionado una fundamentado conexión entre esas diferen­
cias y los objetivos de la normo, los cuales no pueden aportarse de la justicia o 
de lo razón, vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos, 
despóticos o que en alguna manera repugnan a la esencial unidad y dignidad 
de la naturaleza humana"14.

El Tribunal Europeo de Derechos Humaros en su importante sentencia sobre 
ciertos aspectos del régimen lingüístico en Bélgica se ha pronunciado en relación 
al contenido del artículo 14 del Convenio Europeo poro la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950, inspirado en ta 
cláusula antidiseriminotoria del artículo 2.1 de la Declaración Universal de De­
rechos Humanos. En tai pronunciamiento el Tribunal Europeo sostiene en reloción 
al concepto de discriminación: "El Tribunol, siguiendo los principios que derivon 
de la práctica judicial de un gran número de Estados democráticos, es de la 
opinión de que se viola la igualdad de trato si la distinción carece de justificación 
objetiva y razonable. La exigencia de tal justificación debe valorarse en relación 
a los fines y los objetivos de lo medida lomada en consideración, teniendo en 
cuenta los principios prevalecientes en las sociedades democráticas. Una distin­
ción de tratamiento en el ejercicio de un derecho afirmado en la Convención no 
dobe perseguir sólo un fin legítimo, sino que el artículo 14 se viola igualmente 
cuando se establece con claridad que no existe una relación razonable de pro­
porcionalidad entre el fin y los medios empleados".

El Tribunal Europeo sostuvo además en este caso el principio de que el artícu­
lo 14 no Tiene una existencia independiente sino que se refiere al carácter 
discriminatorio con el que se pueden regular los derechos y libertades estableci­
dos en lo Convención. Según esto, el artículo 14 debe ser interpretado como si 
formase porte integrante de todos y coda uno de los artículos que consogran 
derechos y libertades, limitando en este punto el lógico margen de oprecioción 
que corresponde a b» Estados en el desarrollo de oquéllos. Sostuvo en conse- 16

16 C.I.D.H., Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984, Propuesto de Modi­
ficación a lo Constitución Político de Costo Rica relacionada con la Naturalización, párra­
fos 56 y 57.
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cuencla: "Si esta garantía carece de una existencia independiente, en el sentido 
que se refiere únicamente a los derechos y libertades reconocidos en la Conven­
ción, sin embargo, una medida que de por si fuero conforme a las exigencias del 
artículo que consagra el derecho a lo libertod en cuestión, puede, sin embargo, 
llegar a contravenir tol artículo, ol combinarse con el artículo 14, por el hecho 
que aquella tiene un carácter discrimrnador"17.

Respecto a como juega el principio de no discriminación en relación al resto 
de ios derechos el Tribunal Europeo tuvo nueva oportunidad de expedirse en el 
caso Airey del 9 de octubre de 1 979, En tal caso sostuvo: "El artículo 1 4 no tiene 
una existencia independiente, constituye uno condición específica (no discrimi­
nación) de los demás derechos salvaguardados por el Convenio. Los artículos 
que consagran esos derechos pueden ser violados solos y /o  en reloción con el 
artículo 14. Sin embargo no será generalmente requerido e! examen del segun­
do supuesta si el Tribunal encuentra que ha existido violación de aquéllos consi­
derados separadamente; sólo se procederá a éste cuando la discriminación cons­
tituya un aspecto fundomental del caso''18.

A partir de los normas citadas y los pronunciamientos de los máximos órga­
nos del sistema inleramericano y europeo, corresponde precisar qué elementos 
se requieren en un caso, para que el principio de igualdad de las personas 
resulte vulnerodo.

Elementos que integran el análisis de la igualdad de trato
Como vimos, existen por lo menos tres elementos que deben analizarse en 

relación a lo posible vulneración del principio de igualdad de trato:

I. Los supuestos de hecho comparables;
II. Lo valoración de la razón de ser de la diferencia de trola miento jurídica, y
III. Lo razonable adecuación de la medida diferenciodoru en relación con 

los fines que se persiguen o través de ello.

17 El asunto de Fondo ero el tratamiento menos favorable de las escuelas francófonas en lo 
región flamenca belga. Texto de la sentencia (del 23 de julio de 1968) en: Tribuno/ Euro­
peo de Derechos Humanos. 2$ años de jurisprudencia Madrid, BJC, 1985, p. 91 y «.
18 Apartado 30, cita el precedente del coso Mocrkx.
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I. El análisis de los supuestos de hecho nos remite ai sentido relacional y 
relativo del concepto de igualdad. El presupuesto inicial es que debe existir 
igualdad de situaciones entre lo persone que se considera victimo de io discri­
minación y otra u otros que se señalan como término de comparación. Sin 
embargo, quedo la cuestión de que cualquier supuesto de hecho es susceptible 
de entrar en comparación con otro, pues siempre será posibie hallar factores 
comunes y por ello la mero comparación de supuestos puede conducir al absur­
do y al subjetivismo propio de toda comparación abstracta. Debe existir oigo 
más que tener en cuenta a la horo de realizar la comparación, y ese algo más 
es saber qué debe compararse y sobre todo pora qué debe compararse. La 
finalidad de la diferenciación no ha de servir como se verá sólo para justificar 
la diferenciación mismo y sus consecuencias, sino que es un valioso elemento 
poro determinar qué circunstancies concretos diferenciales de los supuestos de 
hecho deben prevalecer.

En definitiva, es el fin de la medido o norma diferenciados el que determino 
qué circunstancias de hecho en cada situación comparada, resultan relevantes. 
Pueden existir entre dos situaciones analizadas diferencias redes pero que resul­
ten irrelevanfes en relación al fin de la norma, lo que impediría tratarlas como 
situaciones diferentes, o por el contrario pueden existir entre dos situaciones 
analizadas elementos comunes pero que resulten ¡rrelevontes al fin de lo norma, 
loque vedaría tratarlos como situaciones iguales.

A ello se refiere la citada OC-4 de lo Corte Inleramericana de Derechos 
Humanos cuando sostiene: "De ahí que no pueda afirmarse que exista discrimi­
nación en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre 
que esa distinción parta de supuestos de hecho sustonciolmente diferentes y que 
expresen de modo proporcionado una fundamentada conexión entre esas dife­
rencias y los objetivos de la norma".

Teniendo presente lo anterior serían contrarias al principio de igualdad tonto 
las normas que injustificadamente anudan consecuencias diferentes o supuestos 
de hecho sustancialmente iguales, cuanto aquellos otras normas que consiguen 
el mismo resultado (el tratamiento diferenciado ¡legítimo) mediante la considera­
ción como diferente de supuestos de hecho iguales, sin proporcionar 
funda mentación adecuada paro la diferenciación de supuestos, es decir, sin que 
lo rozón condicionante de lo distinción tengo "relevancia jurídica" pora el curre
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plimiento de los fines perseguidos por el legislador".
Resulta iluslrativo en reloción a este tema lo jurisprudencia del Tribuno I Cons­

titucional Español al realizar la interpretación del articulo 14 de la Constitución 
Española cuyo texto es similar al artículo 2 de la Declaración Unlverscl; al articu­
lo 2 de la Declaración Americana; al artículo 2.1. del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y al 1 de la Convención Americana.

En tal sentido la jurisprudencia del mencionado Tribunal se inclina por la 
comparación "valorativa", finalista, de los supuestos de hecho cuando la intro­
ducción en uno de ellos de un elemento o factor que permita diferenciarlo de otro 
haya de considerarse “ lalla de un fundamento racional por no ser tal efecto 
diferencial necesario para la protección de bienes y derechos buscada por el 
legislador (STC, 103/1983, del 22 da noviembre - BOE del 14 de diciembre-FJ 
3], Más claramente aún, puntualizo el fallo del STC 49/1982 del 14 de julio - 
BOE del 4 de agoslo-FJ 2, que "pora introducir diferencias entre los supuestos de 
hecho tiene que existir una suficiente justificación de tal diferencia que aparezca 
at mismo tiempo como fundada y razonable de acuerdo con criterios y  juicios de 
valor generalmente admitidos", de ahí que el legislador no pueda “establecer 
distinciones artificiosas o arbitrarias entre situaciones de hecho cuyas diferencias 
reales, si existen, carecen de relevancia desde el punto de vista de la razón de 
ser discernible en las normas"19 20.

II. Si los supuestos de hecho están legítimamente diferenciados, en atención 
al fin perseguido por la norma, es usual considerar que el segundo punto clave 
pora juzgar la adecuación del contenido de una ley al principio de igualdad es 
el análisis de las consecuencias jurídicas distintas que el legislador deriva de la 
desigualdad de los supuestos de hecho. Debe examinarse valorativa mente, en 
consecuencia, la legitimidad del fin perseguido por la normo. La legitimidad del 
fin debe vincularse desde luego, con la propia constitución y con el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, to OCA /8 4  CIDH, estoblece que los

19 Ver Rodríguez Piñeiro, Miguel y Fernandes López, Mario Fernando 1986, Igualdad y 
Discriminación. Madrid, Tecnos, p. 60.
20 Sentencia 83/1984 del 24 de junio- BOE del 24 de agosto- FJ 3. Citados por Rodríguez 
Piñeiro, Miguel y Fernandes lópez. Mario Fernanda. Op. cif., p. 59, noto 79.
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objetivos de la norma, no pueden apartarse de la justicia o de lo razón, vale 
decir, no pueden perseguir fines orbitrarios, caprichosos, despóticos o que en 
olguna manera repugnan a la esencia/ unidad y dignidad de la naturaleza hu-

El análisis de este elemento no se limito □ los objetivos fijados en la norma, 
sino a los fines o motivaciones del legislador expresados en las Exposiciones de 
Motivos, y se extiende a las consecuencias directas de la norma aun cuando no 
fueran enunciadas entre sus fines u objetivos.

Debe analizarse sí las diferencias establecidas por el legislador descansan 
en el sistema de vaiores que la Constitución y el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos consagran con carácter de principios superiores de¡ 
ordenamiento jurídico.

III. Por último, aún existiendo situaciones de hecho legítimamente diferencia­
das, resta analizar si la medida o razón diferenciado™ guarda adecuada o 
razonable proporción con el fin legitimo que invoca. El juicio de razonablo pro­
porción es un juicio que se odentro en el carácter instrumento! de la medida a 
rozón diferenciado™ y la confronta directamente con el objeto o propósito enun­
ciado, tal como lo sostiene el Tribunal Europeo, sin delegar exclusividad este 
juicio a los órganos políticos de los Estados Nacionales.

Prohibición do discriminación expresa
Además del principio de igualdad de trato y como una específica tutela de 

éste, las normas transcriptas de los'rotados y Declaraciones dsl Derecho Interna­
cional de los Derechos Humanos, contienen en lo enumeración expresa de un 
elenco de edificaciones subjetivos: sexo, roza, color, idioma, origen racional, 
posición económica, opinión política, condición personal o socio!, que se en­
cuentran expresamente vedadas como factor o razón de diferenciación en el 
t.'atomiento de fa ley. Lo enumeración de estos criterios expresos se vincula en el 
DIDH con e! concepto de tutela antidi ser! mi notoria y parte del reconocimiento 
histórico de lo situación desfavorable ce ciertos grupos humanos o de lo coracte 
rización como odiosos o repugnantes o los valores del derecho de ciertos y 
concretos prácticas d i se ri mi notorias.

'La prohibición de discriminación 'contra' es así una reacción contra una
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violación cualificada de la igualdad, pero que, con o sin significado autónomo 
propio, va más alió del juego de lo prohibición de desigualdades irrazonables 
de trato y tiende a eliminar e impedir diferencias 'conlro' el individuo por sus 
caracteres innatos o por su pertenendo a categorías o grupos sociales específi­
cos. La tutela internacional frente o la discriminación responde asi tonto a la 
injusticia del criterio de diferenciación adoptado como al resultado social que se 
derivaría de la admisión de discriminaciones. La diferenciación de trato que se 
califica como discriminatoria presupone, en el plano social, una 'victimización', 
una morginación, una cierta exclusión social, que no sólo contradice la igual 
dignidad entre los hombres, sino que también produce una inestabilidad social 
ai construir uno sociedad sobre bases injustas, y ello se recuerda en los Preámbu­
los de los pactos, al vincular la tutela antidiscrírninatoria con la paz a troves de 
un arden social justo"21.

Cuando lo norma trata diferente en (unción de alguno de los factores enume­
rados en la normo en reloción a la prohibición expreso de discriminación, existe 
uno presunción de ilegitimidad de la norma o medida diferenciadora. Esta pre­
sunción de ilegitimidad de la medida diferenciadora ha sido sostenida en sede 
internocional a partir de una reiterada y tradicional jurisprudencia de numerosos 
Tribunales Europeos. En tal sentido la doctrina y la jurisprudencia constitucional 
italiana partió de la prohibición especifico de discriminación que se contiene en 
el propio articulo 3.1. de la Constitución Italiana entendida como elenco de 
calificaciones subjetivas vedadas como elementos de distinción o diferenciación 
(sexo, reza, lengua, religión). Como la propia Constitución contiene mandatos 
específicos que proscriben tener en cuenta estas distinciones vino a concluirse 
que la prohibición específica de operar distinciones en base a estos datos, si 
bien no podía interpretarse como uno parición absoluta de trato, actuaba como 
una presunción de irracionalidad de ciertas prohibiciones22.

El Tribunal Constitucional Español ha sido consciente de que, en su lectura 
unitario del artículo 14, no podía llevar a sus últimos consecuencias la equiparación 
teórica entre igualdad genérica y la prohibición de discriminaciones concretas.

21 Rodríguez Piñeiro, Miguel y Fernandez López, María Fernanda. Op. cit., p. 111.
22 Ver Bérbero, Amato. 1984. .Vlanuoíe di Dirifto Pvbblico. II Mu.'ino, p. 308.
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A lo hora de enjuiciar la rozonabilidad del factor diferenciador no ha podido 
prescindir de que ese Factor sea precisamente uno de los expresamente incluidos 
en el elenco del artículo 14 de la Constitución. Así se dice que en el artículo 14 
de la Constitución Española existe una "interdicción de tener en cuenta como 
criterios de diferenciación aque les elementos [nacimiento, razo, sexo , condi­
ción social] que el precepto expresamente menciona" (5TC 83/1984 del 24 de 
julio -80E del 14 de agosto- FJ 5), y ello, por lo menos, debe implicar que, si se 
emplean esos factores como criterios de diferenciación de trato, esa diferencia­
ción sea especialmente "sospechoso" de inconstitucional ¡dad por lo que habrá 
de examinarse con más rigor su rozonabilidad, Esto justificación más estricta, 
este mayor rigor en el tratamiento de la desigualdad derivada de algunas de las 
diferenciaciones contenidas en el artículo 14, emerge esporádicamente en las 
decisiones del Tribunal Constitucional Español, traduciéndose lógicamente en un 
"endurecimiento" del control de constitucionalidad, y asi, la alegación de que el 
factor diferenciador ha sido uro de los mencionados en el artículo 14 alivia al 
recurrente la cargo de demostrar la "relevando" constitucional de lo desigual­
dad (Sentencia del STC 59/1982, del 28 de julio -BOE del 18 de agosto-FJ3; 
Sentencio 34/1984, del 9 de marzo -30E del 3 de abril- FJ 2; Sentencia 0 3 / 
1984, del 21 de mayo -BOE del 19 de junio- FJ 4), Otra consecuencia de que el 
factor diferenciol esté expresamente prohibido ofectaria en el derecho español a 
la "carga de la prueba" cuyo inversión opera cada vez más matizadamente en 
los casos de desigualdad de trato. Tal cargo se torna aun más rigurosa en aque­
llos otros casos en que el factor diferencial es precisamente uno de los típicos que 
el artículo 14 concreta (Sentencia STC 81/1982, del 21 de diciembre-BOE del 
1 5 de enero de 1 983-FJ2j,

El análisis de los precedentes internacionales resulta de vital importancia en 
el caso, pues la reforma constitucional de 1994 al incorporar cor jerarquía cons­
titucional las Declaraciones y Pactos mencionados, consagra expresamente en 
nuestro derecho constitucional un elenco de calificaciones subjetivas que vedan 
establecer regímenes jurídicos que supongan un tratamiento diferenciado de los 
ciudadanos, no sólo cuando la distinción no esté justificado por una diferencia 
ob'etiva de situación o no sea conforme a la finalidad de la ley, sino también 
cuando dicho distinción sea de las expresamente prohibidas (raza, sexo, condi­
ción social, posición económica entre otras). En estos últimos supuestos y en
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concordancia con la jurisprudencia internacional mencionado, el contro' de 
constitucionalidad de la norma debe ser mucho más estricto, existiendo una pre­
sunción de ilegitimidad de la norma que diferencio en función de los factores 
expresamente prohibidos.

Análisis del artículo 39 do la Ley de Riesgos del Trabajo como nor­
ma discriminatoria

En relación a los cuestiones o analizor y partiendo del contenido de los con­
ceptos de igualdad y discriminación ontes enunciados, corresponde puntualizar 
las siguientes conclusiones:

I. la norma discrimina en relación a un factor de los expresamente vedados 
en el DIDH: la posición económica y condición social de la victimo del daño, 
para el coso, su calidad de trabajador dependiente (artículo 2.1. de la Declara­
ción Universal; articulo 1.1. Convención Americana; artículo 2.1. y articulo 26 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y ortículo 2.2. del Pacto Inter­
nacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales). Lo norma no diferencia 
entre situaciones de hecho reolmente distintas para adjudicar consecuencias jurí­
dicas distintos, sino que distingue entre una y  otra víctima de un hecho ¡licito en 
función de su posición económica y condición social y en perjuicio de quien 
reviste la calidad de trabajador dependiente. El término condición social refiere 
la situación relocional de un individuo que integra o pertenece a un colectivo o 
grupo en posición desfavorable respecto a otros, diferencia que debe ser elimi­
nado. En esta línea resulta bastante esclarecedora lo utilización, en la versión 
ingleso de la Declaración Universo!, del término: "status" ol referirse a estas 
situaciones, ya que su significado es bastante más rotundo que el de la expresión 
francesa “situation sociale” , como denominación de la “situación que ocupo un 
persona en la sociedad'', posición que, cuando es sistemáticamente desfavora­
ble y está condicionado por lo pertenencia a un grupo de seres humanos cualifi­
cados por un determinado factor, integra el supuesto de discriminación25.

Estas posibles condiciones o circunstancias personales o sociales pueden ser, 
por de pronto, algunas de los que se mencionan de forma expresa en los instru­
mentos internacionales, tales como el "origen social", la "fortuna", la "condición 23

23 Barré. 1984. la disermination dans le Oro'.’ Internacional du Travoil. Lyon, Tesis, p. 78.
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social", el "status económico", Todos estas elementos tienden a conseguir que las 
diferencias sociales, producto de la estratificación social, no se conviertan en 
desventaja de trato pora los que se sitúan en las posiciones menos favorecidas.

El carácter de trabajador dependiente, y lo calidad de familiar o 
derechohabiente de un trabajador dependiente, más allá de constituir ambos 
nociones, elaboraciones jurídicas, se vinculan a lo idea de condición social, 
status económico, u origen sociol consagrada en las normas internacionales cita­
dos, pues tienen un significado en el plano social, identificar a un determinado 
sector o grupo que ocupo una determinado posición en la sociedad. Lo condi­
ción de trabojador asalariado ha sido reconocido por el derecho a partir de su 
existenco como categoría social y fue precisamente el reconocimiento de su 
posición económica desfavorable el fundamento histórico de le legislación espe­
cial que compone la ramo autónomo del Derecho del Trabajo.

En consecuencia lo normo impugnado, distingue en el régimen jurídico apli­
cable a distintos ciudadanos en idénticas o equiparables situaciones, en función 
de su condición u origen sociol o status económico. Esto significa que ante un 
Infortunio idéntico, la medida ce la reparación y el sistemo procedimiento: pera 
hacerla efectiva, serán distintos para un trabajadordependiente y pora quien no 
loes, todo ello en perjuicio del trabajadordependiente.

En reloción a la alegación, para justificar una diferencia de trato, de factores 
de diferenciación expresamente vedados, el Tribunal Europeo se pronunció en el 
caso de Irlanda centro Reino Unido, sentencia del 1 8 de enero de I 978, en el 
que se analizaba el carácter discriminatoria de diferencias en el trato de prisio­
neros del IRA y los terroristas "leales" protestantes. En dicho fallo, aunque la 
mayoría rechazó lo existencia de discriminación, el juez Matscher afirmó que, si 
hay discriminación cuando no existan motivos objetivos y razonables que justifi­
quen diferencio de trata, con mayor razón cuando el distinto trota se explica por 
algunos de ios criterios que se enuncian en el artículo 1 4 del Convenio Europeo.

En e caso Abdvlaziz, Cabales y Balkandati del Tribuno! Europeo, sentencia 
del 25 de mayo de 1 985, se planteó de formo indirecta una discriminación en 
razón de raza, nacimiento y sexo en ta legislación de inmigración británica, que 
concede ciertos derechos de entrada a las mujeres de inmigrantes que se nega­
ban o los esposos de las mujeres inmigrantes; medidas que afectaban, sobre 
todo, a inmigrantes de procedencia india. El Tribunal sostuvo que: "Se puede
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destacar que la progresión fiada la ígualdod de los sexos constituye hoy un 
objetivo importante de los Estados miembros del Consejo de Europa” ; y de ello 
extrae que: "sólo razones muy fuertes podrían llevar o estimar compatible con el 
Convenio una distinción (undada en el sexo".

Como ha sostenido en relación al fallo Alonso García, el Tribunal se mueve 
en la línea de lo sustitución del criterio de mera racionalidad |rationol scrutiny) 
por "unas mucho más tajantes (ífrict scrutiny), en el que el fin de ia norma debe 
ser superioral valor constitucional que la igualdad de raza, sexo, y otros factores 
de discriminación expresamente prohibidos suponen"2*1.

En relación o la presunción de ilegitimidad y a la inversión de la canga de io 
pruebo en el derecho constitucional europeo, fueron citados numerosos antece­
dentes en el punto 5.1. Prohibición de Discriminación.

Como sostuvimos, la existencia de un factor de discriminación de los expresa­
mente vedados conduce a la necesidad de realizar un escrutinio estricto o un 
severo control de la razonobilidad y legitimidad de la medida y el propósito de 
la norma y conlleva, de antemano, una presunción de ¡legitimidad del trato dife­
rencial acordado. Este es, en consecuencia, el punto de partida de un correcto 
análisis sobre lo calidad discriminatoria de la normo cuestionado en este coso

II. Como fuera dicho todo juicio de desigualdad presupone una juicio de 
relación de dos situaciones o supuestos. En tal juicio el legislador sólo pude 
diferenciar en función de circunstancias diversas relevantes (o equiparar en fun­
ción de circunstancias comures relevantes), y la relevancia o no de dichas cir­
cunstancias se valora en función del fin y de las consecuencias de la norma 
diferenciodora.

Fn el caso de autos no existen entre los situaciones de hecho jurídicamente 
diferenciadas, circunstancias relevantes que autoricen la discriminación. Coma 
señalamos, ante un mismo hecho, en el que concurriera una mismo fuente de 
daño y un mismo responsable civil, podría ocurrirque alguno víctima reciba una 
indemnización integral en la cual se encuentran amparados en un grodo óptimo 
los derechos económicos y sociules antes enunciados, y otra, por su posición 
económico y condición social de trabajadora dependiente, se vea impedida de 24

24 Alonso (jarcio. 1984. lo Interpretación de b Constitución. Madrid, p. 385.
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peticionar tal reparación, obteniendo un protección sensiblemente menor en el 
goce de esos derechos. Tal diferenciación sólo podría sostenerse a través de una 
sólida justificación, que de ninguna manera se produce en el caso.

Ciertamente, puede afirmarse que existen elementos que diferencian a uno 
víctima de la otra, por ejemplo, su condición de empleado del resporsable civil. 
Sin embargo, no puede adjudicársele a (al elemento de diferenciación mayor 
relevancia que al resto de los elementos idénticos que autorizan a equiparar a 
una y otra víctima del hecho ilícito. El análisis de relevancia de los factores de 
diferenciación con respecto a los factores de equiparación de dos situaciones de 
hecho supone uno ponderación de la importancia de ambos términos de la com­
paración. En esto línea de ideas, no cabe ninguna duda de que es mucho más 
importante el factor de equiporoción fvg, lesión de bienes jurídicos idénticos, 
protegidos por normas constitucionales y normas internacionales de derechos 
humaros) que el factor de diferenciación (la condición de trabajador dependien­
te o no). De ello se extrae que, siendo idéntica lo magnitud y naturaleza de la 
lesión, sus consecuencias jurídicas también deberían ser idénticas. Para el caso 
comentado, el alcance de la reparación y las garantías judiciales paro hacerla 
efectiva.

Acerca de lo relevancia de los factores de diferenciación, resulta ilustrativo 
recordar el fallo del Tribunal Europeo en el coso Marckx del 13 de junio de 
1979. En eícasa se ha analizado la diferencio de trato de la filiación materna de 
los hijos ilegítimos respecto a los derechos familiares en Bélgica. El punto de 
partida del Tribuno! es el de que pora permitir el normal desarrollo de la vida 
familiarde una madre soltera y de su hijo "El Estado debe evitar cualquier discri­
minación basada en el nacimiento", insistiendo en que cualquier acto en princi­
pio conforme con un artículo del Convenio, pero afectado por éste y que tuviese 
corácter discriminatorio, supondría una violación conjuntamente de ese artículo 
y del artículo 14.

En el análisis del asunto el Tribunal contempla das cuestiones, por un lado la 
equiparación de lo familia legítima e ¡legítima y por otro, la razonabilidad o no 
de las medidas diferenciodores entre una y otra familia. Es decir se mueve entre 
la no discriminación en razón del nacimiento que Impone la paridad de trato, y 
la mera igualdad de trato que obliga a establecer distinciones no arbitrarias y 
razonables. En función de este último principio, niega una serie de razones adu-
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ciclos por el Gobierno Belga en reloción con lo situación de los Lijos de madres 
solteros y rechazo argumentos toles como la protección del menor, lo actitud de 
la madre soltera o incluso el (ovorecimiento de la familia tradicionol legal, "fin en 
si mismo legitimo e incluso elogiable" pero que no justifica "la necesidad de 
recurrir a medidas que, como en el caso que nos ocupa, sean al mismo tiempo 
lesivas para la familia ilegítima o natural". Dice el Tribunol que su papel no es 
entrar en la equiparación de hijos legítimos e ¡legítimos , en !a discriminación 
bosoda en el nacimiento, sino decidir ciertos aspectos de la filiación materna 
ilegítima en lo legislación belga en su coherencia con el texto del Convenio 
europeo, y al respecto estima que "la discriminación en el supuesto que nos 
ocupa carece de una justificación razonable y objetiva", ol no encontrar "ningu­
na justificación objetiva y razonable para la diferencia de tratamiento jurídico, 
no $e justifico el hecho de que el hijo ilegitimo se vea privado en sus derechos 
fundamentes". En consecuencia, el Tribunol no ha afirmado el principio de 
equiparación entre hijos legítimos e ilegítimos, limitándose a negar en abstracto 
la razonobilidad de lo diferencio de trato entre uno y  otro, por estimar que lo 
naturaleza de lo filiación, como categoría jurídica, no era un factor relevante 
para justificar la diferencia de trato.

En tal sentido, el precedente guarda sumo interés paro este caso, pues quita 
relevancia a elementos de diferenciación fundados en categorías jurídicas como 
familia ilegítimo o ilegítima en relación a una norma concreta. Sin necesidad de 
ofirmar, insistimos, en que los hijos legítimos o ilegítimos son categorías iguales, 
sostiene que las diferencias no resultan relevantes como para justificar razona­
blemente una desigualdad en el trato jurídico concreto que analiza. Igual criterio 
se sostiene en este caso, en relación a la irrelevarcío de la cotegorio jurídica de 
trabajador dependiente para diferenciar el troto jurídico frente al infortunio que 
realiza la Ley de Riesgos del Trabajo, sin necesidad de predicar que una y otra 
situación diferenciada resulten idénticas.

Por lo demás, el elemento de d¡ferendoción señalado (la calidad de trabaja­
dor dependiente), en tonto constituye un factor expresamente vedado para discri­
minar, no puede como ya vimos, justificar por sí solo un juicio sobre diferencia­
ción de una y otra situación comparada. El Estado soporta la carga de demostra­
ción de que existe algún otro factor de diferenciación relevante. Justamente en 
estos casos, en los que el factor señalado resulta o priori vedado por las normas
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de derecho internacional de los derechos humanos, yen los que la consecuencia 
de la diferenciación es un perjuicio en el goce de los derechos también consagra­
dos por ¡as normas de derechos humanos, es donde debe exigirse al Estado una 
justificación sustancial de la diferencia de trato- En este sentido, la relevancia del 
factor de diferenciación no sólo debe juzgarse en relación a los fines de la norma 
sino en relación a las consecuencias de su aplicación y a la naturaleza de los 
derechos lesionados. La doctrina y la jurisprudencia internacional están de acuerdo 
en exigir al Estada una justificación estricta de aquellas diferencias de trato jurí­
dico basadas en factores expresamente vedados2’ .

En cuanto a la valoración de las consecuencias de la norma en relación a la 
¡ustificoc ón de los factores de diferenciación, corresponde seño lar la definición 
de discriminación del Convenio 101 de la OIT, que expresamente menciona las 
consecuencias de la norma además de su objeto.

III. Aun si se considera que la situación entre uno y otra victima es razonable­
mente diferenciada en función de su condición de trabajadora dependiente -lo 
que desde ya negamos- resta analizar la legitimidad de la finalidad perseguida 
por la norma diferencindora.

la  calidad de empleado dependiente o familiar de és*e, no sólo es una cir­
cunstancia irrelevante para justificar la diferencio de troto, sino su invocación 
como elemento justificante de la diferencia de peyorativa de trato se encuentra 
en el derecho argenlino especialmente vedado por la vigencia del principio 
protectorio que tiene jerarquía constitucional (artículo 14 bis de la CN).

A Principia protectorio: Si se estimo que el elemento diferenciador que 
habilita la diferencia de troto es la existencia de una vinculación contractual de 
trabajo, corresponde señalar que la existencia de tal régimen legal fue creado 
precisamente para establecer mediante un sistema de relativas desigualdades 
formales un proceso de igualación de libertades real y efectivo, en favor o pro-

25 Sobre lo intensificación del control de validas dn tns rozones de los preferencias sim­
ples olor godas o determinados grupas o f-acciones (aplicable, en sentido contrario, a las 
rozones de las limitación o exclusiones peyorativos) según lo naturaleza del derecho en 
juego, puede consultarse lo olxu de Sunsteir. I 984, "Naked pre fe ronces and the corstilution* 
em Columbro LowPevrevv, Nioviembre, p. 1727.
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tección de un sector social claramente desfavorecido al momento de su institu­
ción: los trabajadores osalariados.

De tal manera !□ apelación a !a existencia de un vínculo laboral entre lo 
victimo del dono y el responsable civil no puede servir paro discriminar negativa­
mente al trabo ¡odor accidentado, ya que importa río nada menos que contrariar 
los fines históricos de establecimiento de ese régimen legal diferenciado del con-

Violación del Derecho internacional de los Derechos 
Humanos por regresividad en la tutela normativa

El artículo 39 de lo Ley de Riesgos del Trabajo violo el Derecho Internacional 
de ios Derechos Humanos, no sólo por su carácter discriminatorio, sino además, 
por su regresividad en relación a los derechos económicos y sociales enuncia­
dos. Lo Ilegalidad de lo norma viene dada en consecuencia, por importar una 
práctica regresiva del Estado en materia de goce pleno de los derechos económi­
cos y sociobs, conforme lo prohíbe expresamente el artículo 2.1 del Pació Inter­
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el artículo 26 de lo 
Convención Americano.

La progreslvídad de los derechos económicos y sociales es entendida común­
mente como concepto programático y no operativo. Sin embargo, el criterio de 
lo progresividod supone algunos límites infranqueables o lo odividod estatal: la 
obligación efe no regresividad de las normas. Más allá de la remisión del con­
cepto de progresividod a las condiciones materiales que posibilitan la efectivi­
dad de un derecho, el concepto tiene en sí mismo un sentido formal que actúa 
como limitación operativo de lo actividad del Estado: no regresividad en la pro­
tección legal de ciertas derechos. Derecho a gozar de un nivel de vida adecuado 
significa también derecho a no desmejorare! nivel de vida con el que se contaba 
como consecuencia del nivel de protección normativo. El concepto de nivel de 
vida no sólo se refiere o determinados condiciones materiales sino también a la 
existencia de normas jurídicas que establezcan g.-odosde tutela adecuados. Así 
como lo noción de discriminación implica la comparación de dos situaciones, la 
noción de regresividad también importa una comparación entre dos situaciones,
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una anterior y otra posterior. I.a disminución del grado de tu’ela normativa resulto 
un claro factor de empeoramiento de las condiciones de vida y por lo tonto un 
(actor relevante paro señalar la regresividod de un determinado sistema legal.

Como se sostiene al referir los antecedentes históricos de los regímenes nor­
mativos sobre protección frente a los infortunios del trabajo |capítulo que elabora 
la otra comisión) el régimen de opción por la acción de derecho común deroga­
do por el artículo 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo importa una clara regre­
sión en ei grado de protección de los derechos económicos y sociales ampara­
dos por el sistemo de reparación integral del derecho civil. Esta regresión, exce­
de el marco de la discrecionalidad del Esto do en molería legislativa, y puede 
afirmarse que a la luz del artículo 2 .1 del Pacto resulta ¡legítimo. En efecto, como 
consecuencia del artículo cuestionado, algunos derechos económicos y sociales 
antes tutelados, dejan de serb, o resultan ahora reconocidos en menor grado.

Sin duda una de las mos urgentes preocupaciones de los Organismos Interna­
cionales de Derechos Humanos ho sido lo de establecer b  naturaleza no sólo de 
ios derechos económicos, sociales y culturóles de los individuos, sino de las obli­
gaciones de los Estados en relación ellos ya ¡os medios legolmenle definibles de 
su aplicación. En tal sentido la Proclamación de Teherán sostuvo: "Como los 
derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles, la realización 
de los derechos civiles y políticos sin el goce de los derechos económicos, socia­
les y culturales resulta imposible. Lo consecución de un progreso duradero en la 
aplicación de los derechos humanos depende de una buenos yeficnces políticas 
nacionales e internacionales de desarrollo económico y social".

En la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo aprobada en 19Só (resolu­
ción 41 /128 de la Asamblea General} en el párrafo 2 del articub ó se estable­
ce: "Todos los derechos humanos y libertades fundamentales son indivisibles e 
interdependientes, debe darse igual atención y urgente consideración a in apli­
cación, promoción y protección de los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales". Agregándose: "Lo promoción, el respeto y el disfrute de 
ciertos derechos humanos y libertades fundamentóles no pueden justificar b  de­
negación de otros derechos humanos y libertades fundamentales".

El Relator Especial Sr. DaniloTürk en su Informe Definitivo a la Comisión de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre la Realización de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales expreso: "Basándose en el reconocimiento de
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los derechos económicos, sociales y culturales como derechos humanos, los auto­
res interpretar de manera diferente el contenido real de estes derechos y el 
alcance de los correspondientes obligaciones de los Estados, As', según un au­
tor, las normas internaciones relativos a los derechos económicos, sociales y 
culturales: “establecen un rivel mínimo de protección y bienestar socioles cuyo 
logro debe ser procurado por todos los Estados, Independientemente de sus siste­
mas O circunstancias, aún si lo pleno realización de los derechos de que se trata 
se p revé como resultado del desarrollo progresivo de las políticas nacionales, la 
legislación y la acción práctica".

Otro autor va más allá, afirmando que existe un “contenido básico mínimo 
identificable de cada derecho que no puede ser disminuido bajo pretexto de 
diferencias razonables permitidas. Continúa diciendo: “El hecho de que dicho 
contenido básico debe existir parecería una consecuencia lógica del uso de la 
terminología de los derechos. En otras palabras, no habría justificación para 
elevar una reclamación a la condición de un derecho -con todas los connotacio­
nes que este concepto presuntamente tiene- si su contenido normativo puede ser 
tan indeterminado que permita la posibilidad de que los que ostentan los dere­
chos no posean ningún derecho particular a nada. Por lo tanto todo derecho 
debe dar lugar a un derecho mínimo absoluto, en ousencia del cual deberá 
considerarse que un Estado Parte viola sus obligaciones"26.

El proceso de establecer una interpretación más precisa y legalmente convin­
cente de las disposiciones pertinentes del Pacto de Derechos Económicos, Socia­
les y Culturales se ha iniciado hace relativamente poco tiempo, después de que 
el Consejo Económico y Social adoptara la decisión de establecer el Comité de 
Expertos. Elb dio lugar a incrementar el interés en estos derechos y condujo a b  
adopción de b$ Principios de Limburgo sobre aplicación del Pacto, que ofrecen 
la siguiente interpretación de la obligación básica de los Estados Partes en el 
Pacto "de alcanzar el logro progresivo de la completa aplicación de los dere­
chos: 2.1. La obligación de alcanzar el logro progresivo de la completo aplica­
ción de los derechos exige que los Estados Partes actúen tan rápidamente como 
les sea posible en esa dirección. Bajo ningún motivo este se deberá interpretar

26 Publicado por el Consejo Económico y Social, 3 de julio de 1992, Centro de Informa­
ción de Naciones Unidas.

A  249



Capítulo V A  Derechos sociales y acceso □ la justicia

como un derecho do los Estados de diferir indefinidamente los esfuerzos desple­
gados para la completa realización de los derechos. 2.2. Algunas obligaciones 
del Pacto requieren su aplicación inmediata y completa por parte de los Estados 
Parles, tales como la prohibición de discriminación enunciada en el articulo 2.2. 
del Pacto. 2.3. La obligación de alcanzar una realización progresiva es indepen­
diente del aumento de los recursos: dicha obligación exige que se haga un uso 
eficaz de los recursos disponibles. 2,4. La aplicación efectiva puede efectuarse 
mediante o! aumento de recursos, así como por el desarrollo de los recursos de la 
sociedad necesarios para la realización individual de los derechos reconocidos 
en e! Pacto".

En consecuencia bs Estadas, más allá de los recursos disponibles, tienen 
obligaciones inmediatas y muchos de ellas independientes de esos recursos, en 
relación a !a satisfacción de los derechos económicos, socioles y culturales. Entre 
ella* la prohibición de discriminación y la prohibición de regresividad. Como 
dice la regla 2.1. de los Principios de Limburgo la obligación de alcanzor el 
logro progresivo de lo completa oplicaclón de los derechos exige que los Esta­
dos Partes actúen en esa dirección, y no en sentido contrario. Lo progresividad 
como fuera dicho determina un sentido o la actuación estatal, y más allá de! 
plano de las políticas económicas y la generación de recursos que constituyen 
cuestiones difícilmente abordables por el derecho, impone un deber Formal, 
operativo e inmediato, cual es el de impedir lo regresividad en el grado de tutela 
normativa do los derechos consagrados en el Pacto, deber asimilable al de no 
discriminar en su goce o ejercicio.

V.5. Movilidad de las jubilaciones: no todo 
cambia

Sería imposible detal ar aquí las innumerables cuestiones debatidos, durante 
1996, en torno a los derechos de las personas jubiladas o retiradas. Hemos 
oreferido entonces presentar uno de los aspectos más novedosos en lo que a 
protección de los derechos vinculados a la seguridad social durante ol pasado 
aiio: la presentación de una denuncia realizada por jubilados ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, de la Organización de Estados Arrerica-
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nos ¡OEA), exigiendo se encuentre al Estado Argentino responsable por la viola­
ción de sus derechos fundamentales27.

En marzo de 1995 un grupo de jubilados, pertenecientes ol Plenario Perma­
nente de Organizaciones de Jubilodos, presentaron una denuncio ante la Comi­
sión Interamericano de Derechos Humanos de la OEA. En ello se advertía que el 
entonces proyecto de ley mal llamada de "Solidaridad Previsional'' (que hoy ya 
es una ley), alentaba contra los derechos humanos de los jubilodos argentinos 
establecido por nuestra Constitución y reconocidos por ia doctrino de la Corte

Con posterioridad se presentan Amílcar Menéndez, Juan Caride y otros a 
reafirmar la denuncia. En su escrito se presentan los hechos de la siguiente for­
mo: 1. estado de necesidad critico de alrededor de 3 millones de jubilados, 
equivalente al 90% del universo total de beneficiarios ; 2. indefensión social de 
los jubilados; 3. privación de los derechos de acceso a la justicio (inutilidad de 
acciones judiciales); 4. propuesta y sanción de una ley limitativa de sus derechos 
la ley 24.463, y; 5. o Iteración de sus derechos a consecuencia de la transforma­
ción del sistema de jubiladonesy pensiones inlegrado por un régimen público de 
reparto solidario y uno privado de capitalización individual.

Respecto a los derechos invocados se refieren a 1. derecho a la vido (artículo 
1 de lo Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre y 
articulo 41 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos), consig­
nando ei hecho de que los jubilados no pueden por sus magros ingresos adquirir 
los medicamentos; 2. derecho a lo salud y al bienestar (artículo XI de la Declara­
ción), oieyando que "el vestido y demás útiles de lo vida cotidiana pasoron u 
constituir lujos imposibles de adquirir; 3. derecho a la seguridad social (artículos 
XVI, XXXVII y XXXV de la Decloración), afirmando que todos los firmantes de la 
denuncia ex-lrabajadores que aportaron al Sistema de Seguridad Social entre 
30 y 40 años trabajando al amparo del artículo 14 de lo Constitución Nocional 
que goronlizobo un sistema previsional integral con jubilaciones y pensiones

27Como es sabido, el trámite ante la Comisión Interomencono es confidencial; por lo 
Ionio, no reproduciremos aquí las distintas respuestas del Gobierno Argentino ante esta 
instancia intornacionai, sino que nos limitaremos a explicar los distintos hechos y derechos 
denunciemos por los afectados y algunos de las repercusiones de esta causa internacional.
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móviles con autarquía económica y financiera de los recursos que se fusionan 
con el presupuesto nacional; 4. derecho o la justicia [artículo XVIII de la Declara­
ción y 8 y 25 de la Convención], consignando la derogación de todos ios princi­
pios procesóles de procedimiento taborol (grotuidad de procedimiento, impul­
sión de oficio, in dubio pro operario] y la creación de una triple instancia de 
naturaleza dilatoria; 5. derecho a lo propiedad privado (articulo XXIII de la De­
claración y 21.2 de la Convención], entendiendo que se consideran adquiridos 
e ingresados al palrimanió los derechos adquiridos por sentencia firme.

En agosto del '9ó se suma la denuncia de Vittorio Orsi y Roberto Balciunas 
que en lo sustancial nada agrega a las denuncios yo citadas, pero a través de la 
cual se ve como las causas acumuladas en la Corte Suprema sin resolución ya 
posan de ser 50.000 a ser 59.000, siendo algunas de ellas anteriores a diciem­
bre de 1992.

En octubre de 1996 interviene Jorge Luis Maiorano, Defensor del Pueblo de 
la República Argentina. En un largo escrito en el que se explaya extensamente 
sobre la legitimación que le corresponde para accionaren nombre de ios jubila­
dos damnificados, consigna que "en el presente caso la Corte Supremo de Justi­
cia de la Nación Argentina omite pronunciarse tras largo periodo de tiempo en 
los recursos extraordinario deducidos por lo Administración Nacional de Seguri­
dad Social (ANSES)", configurando ello una violación o un derecho constitucio­
nal y de lo Convención Interamericana, previsto en el articulo 25.1 en la medida 
que la violación u omisión de pronunciamiento se ha producido por personas 
que actúan en ejercicio de sus funciones oficiales.

Para el Defensor del Pueblo es claro que en este caso existe una denegatoria 
de justicia, lo cual reviste gravedad institucional, circunstancia esta '‘agravada 
por el hecho que los odores son -en su gran mayono- personas de edad avanza­
do". Finalmente hobla del agotamiento de los recursos internos, requisito que 
considera "suficiente y absolutamente cumplido". La presentación de Maiorano 
reviste una importancia institucional inusual, en lo medida en que, por primera 
vez, el Ombudsman de un país de América Latina se presenta ante una instancia 
internacional para denunciar uno violación a los derechos humónos cometida 
por el mismo Estado del que es parte. Esto generó un interesantísimo debate, 
tanto en el ámbito interno como en el ámbito internacional, respecto o la 
legitimación de un Funcionario público para denuncia a su mismo Estado.
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Lo cantidad de casos y ¡a acumulación de denuncias que se realizan ante la 
Comisión determinan entonces que sean diversas ías cuestiones de hecho que se 
discuten en lo arena internacional:

Por un lado, esto el caso de aquellos personas que, después de haber estado 
cobrando durante muchos años una mensualidad muy inferior a la debida a 
tenor de sus oportes realizadas durante toda su vida, se decidieron o iniciar 
acciones legales para el cobro del total de su jubilación. Después de un intermi­
nable recorrido judicial, obtuvieron una sentencia o su favor de la Corte Supre­
mo. Sin embargo, una ley de! Poder Ejecutivo determinó que, a pesar de la 
decisión judicial a su fovor, el pago de la deuda del Estado para con estos 
jubilados quedaría congelado. Este grupo de personas, entonces, exigía el cum­
plimiento de lo dictaminado por la Corte Suprema.

Otro grupo de afectados estaba constituido por aquellas personas que, ha­
biendo realizado el mismo trámite que los del grupo anterior, desde hacía hasta 
cuatro años estaban esperando que la Corte Suprema decidiera su situación a 
partir de la nueva legislación vigente, la que había sido tachada de 
inconsritucionalidad por los denunciantes y por un numeroso grupo de jueces 
inferiores, lo que este grupo reclamaba era uno urgente decisión del máximo 
tribunal que, obviamente, fuero respetuosa de sus derechos.

Finalmente, existían otros reclamos, vinculados con la nueva ley y el penoso 
trámite judicial al que se condenaba a los jubilados si es que estos querían 
discutir el monto de sus jubilaciones: en la nueva legislación se diseñaba un 
laberinto Iribunalicio sin salida pora aquellos que después de trabajar durante 
décadas, querían aspirar ahora a cobrar sus jubilaciones o pensiones. Habió 
también otras situaciones, vinculadas con redamos a los que no se íes deba 
trámite debido o que los tribunales que la ley estableció nunca fueron inaugura­
dos. En cualquier caso, a esa altura del procedimiento las denuncias se acumula­
ban en una situación global que exigía también uno respuesta oficial.

Con posterioridad o los comentarios del Estodo Nacional, y por iniciativa de 
la propia Comisión, se realizó una audiencia entre las partes, la que tuvo lugar 
en la ciudad de Washington DC, en el mes de octubre de 199ó. Pare el momen­
to de realizarse la audiencia, habla varios denunciantes: el Plenario Permanente 
de Organizaciones de Jubilados, patrocinados por los doctores Horacio González, 
Sergio Bobrovsky y Pablo Knopoff, y por la organización internacional no guber-
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namenlal Centro por lo Justicio y el Derecho Internacional fCEJIL) cor sede en 
Washington DC; el Sr. Vittario Orsi, patrocinado por un estudio jurídico de esa 
misma ciudad, y el Defensor del Pueblo de la Nación -quien presentó su denun­
cia casi simultáneamente a la realización de la oudiencia, razón por la cual no 
había sido invitado anteriormente a participar-.

La realización de esta auaiencia en Washington tuvo un singular impacto 
en Buenos Aires, donde rodos los medios de p'ensc prestaron especial aten­
ción al debate en sede internacional en torno a los derechos humanos de los 
jubilados. Lo publicidad de la causo internacional, así, rápidamente tuvo su 
impacto en el ámbito local. Mós allá de otras cuestiones de naturaleza técnica 
especifica, en esta ocasión se destacoron las violaciones al derecha a acceder 
a la justicio y al debido proceso (artículos 8 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), que eran producto de lo política gubernamental en 
torno a los jubilados.

Los 'cpresentontes de los jubilados, ol contestar el traslcdo del Gobierno 
Argentino, reiteraron sus denuncias originales, a las que sumaron abundante 
documentación que demostraba la situación de desprotección actual de cientos 
de miles de jubilados.

Los denunciantes afirman que la ley 24.463 es "un modelo insolidario e 
injusto, incompatible con la vigencia de la constitución y los tratados internacio­
nales. Al suprimir el concepto constitucional de movilidad, suspender la vigencia 
del derecho de prop:edad y las garantios judiciales de los jubilados". ;

Si se tiene en cuento que lo seguridad social se financia, en bueno medida 
con contribuciones potronales y se advierte que lo política económica explícitadc 
es bajar y llegar o suprimir estas contribuciones, para que no incidan en el costo 
final del precio de los productos, se advierte rápidamente las razones para b  
violación de la ley y de los derechos humanos de los jubilados.

La ley 24.241 al igual que su antecesora la ley 18.037, afirmoron los aboga­
dos, fija los porcentuales de aportes y contribuciones, pero en el artículo 188 
otorga al Poder Ejecutivo la facultad de disminuirlos únicamente er la medida 
que fueian efectivamente compensadas con incrementos en la recaudación o con 
aportes del tesoro. El Poder Ejecutivo haciendo uso de esto facultad dictó una 
serie de decretas que fueron pouiotinomenle desfinanciando el sistema previsional 
y el conjunta de los sistemos de seguridad social, de formo tal que el porcentual
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de rebojo de la contribución patronal oscilo entre el 30 y el 80%, aumentando el 
□porte de los Ira bajadores (de 10 a I 1%).

La Ley de Solidaridad Previsional vulnera la Constitución Nacional, la Decla­
ración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Ame­
ricana sobre los Derechos Humanos, en tanto iguala a los jubilados y pensiona­
dos de los regímenes anteriores como a los posteriores y para ambos dictan 
artículos que alteran la responsabilidad del Estado pana ambas prestaciones, 
limitándolas a las sumas que establece el presupuesto, y como si esto fuera peco 
el Estado se declara inembargable. Procediendo a efectuar un retroceso a los 
tiempos donde el salario se reclamaba en igualdad de condiciones con el deu­
dor, pues los legisladores parecen haber perdido la noción de o quién reclama 
es un ex-trabajador y lo que reclama es una prestación de naturaleza alimentaria. 
Fsto se verifica al establecer entre otros cuestiones que en lodos los casos "las 
costas serón por su orden" ¡artículo 21} y la aludida cuádruple instancia.

Con (echa 27 de diciembre de 1996, la Corte Suprema de la Nación, 
urgida por lo presión nactonal paro resolver los miles de casos que esperaban 
una sentencia del más alto tribunal en relación con la situación de los jubilados 
(presión a la que se sumaba ahora la presión internacional, producto de la 
denuncia y la audiencia que estamos explicondo), decidió el caso Chocobar 
Sixto s/reajustes por movilidad, que de ninguna manera resuelve las denuncios 
realizadas.

Después de la larga espera a la que someliera el más alto tribunal a la dase 
pasiva, la Corte Suprema finalmente resolvió -en un reñida decisión de ci neo votas 
contra cuatro- que corresponde oclualizar los haberes ¡ubilatorios de acuerdo a un 
indice del 13,78 %, es decir, un índice que está muy pordeba(o del reclamado.

Por otra parte, además de desconocer el derecho al legítimo reajuste de bs 
presentantes, la decisión tampoco dio solución a las restantes cuestiones denuncia­
dos, ya que no dispone la forma y el tiempo de pago de los haberes adeudados 

La voluntad del Gobierno Argentino queda claro mente expuesta en la Ley de 
Presupuesto Nacional pora 1997, donde se consigna le exigua cifra de 20 millo­
nes de pesos pa-a hacer frente a lus obligaciones provisionales,

Es importante señalar que el voto de la minoría -compuesto por cuatro de los 
nueve miembros del Tribunal- realiza una adecuada ¡n'erpretación de la norma­
tiva nacional e internacional aplicable al coso.
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Los objeciones, entonces, que esta decisión merece, son de diverso tenor.
A En primer lugar, es necesario tener presente que para algunos jubilados, 

esta decisión significa la confirmación de la violación de sus más elementales 
derechos de acceder a la justicia. Es el coso de quienes, por tener actualmente 
menos de 76 oños de edad, deberán seguir esperando paro poder hacer efecti­
va la decisión judicial que oportunamente les reconocí ero lo deuda del Estado a 
su favor. Se ha decidido que sólo se pagará a aquellos personas que estén por 
encima ce los 76 años de edad, puesto que sólo a ellos se les puede |>agar con 
los 20 millones de pesos destinados en el presupuesto. Por lo tanto, quienes aún 
no han llegado a esa edad, deberán seguir esperando para que el Estodo les 
pague la cifra que ese mismo Estado reconoció, hace ya largo tiempo, que les 
adeudaba, perpetuándose así la ya denunciada violación al artículo 25 de la 
Convención.

A Poro aquellos jubilados mayores de 76 años que tienen una sentencia 
firme a su favor, esta decisión significa que podrán cobrar. Sin embargo, no se 
aclara cómo ni, lo que es más grave, cuánto: no se sabe aún si estas personas 
cobrarán el monto determinado en las decisiones con cosa juzgada a su favor o 
si, por el contrario, veró.n recorlados sus derechos adquiridos aplicándoseles el 
nuevo criterio determinado por lo Corle. Si esto fuera osí, cobrarían entonces 
mucho menos que aquello que el mismo Estodo reconoció que les debía y que 
hace años se niega o pagar, a pesar de tratarse de decisiones sobre las que 
debería regir el principio de cosa juzgada.

A Aquellos que, desde hace años, esperaban una decisión de la Corte que 
reconociera sus derechos-el supuesto del Sr. Chocobar-, encuentran ahora, des­
pués del extenso proceso ol que tuvieron que hacer frente, una decisión que 
retrotrae su reclamo o fojas cero, debiendo retornar a la Caja Nacional de Pre­
visión para una nuevo determinación de la deuda estatal, que en algún momen­
to, esperamos, será efectivízada -siempre, claro está, por un monto mucho menor 
oí que oportunamente les reconociera la misma Cafa-, Sin embargo, es suma­
mente difícil que estos personas puedan cobrar sus deudos en un corto pbzo, 
teniendo en cuenta los trámites judiciales que tienen por delante y los escasos 
montos presupuestados para hacer frente o estas obligaciones.

Como surge de lo expuesto en estos tres puntos, esto decisión de ningún 
modo significa el fin de un camino sino que, por el contrario, constituye un nuevo
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obstáculo en ef trayecto de los jubilados y pensionados en el efectivo goce de sus 
derechos.

Por otro lado, más allá de reconocer que esta decisión de ningún modo 
significo haber llegado al final, es importante destacar que la decisión es, en sí 
misma, violaloria de los más elementóles derechos. En este sentido,, al descono­
cer el índice de movilidad reclamado, transformando este derecho en ur> índice 
arbitrariamente determinado, se está vulnerando un derecho fundamental.

La resolución tompoco da respuesta a muchas de las impugnaciones o lo deno­
minada Ley de Solidaridad Previsíonal, dejando asi intacto un texto normativo a 
todas luces violatorio de los más elementales principios del Estado de Derecho.

Entre otras muchos objeciones al texto de la resolución, se debe resaltar el 
considerando 1 1 del voto de la mayoría que realiza una interpretación 
preocupante de la normativa internacional al utilizar lo letra de los textos interna­
cionales como un argumento extra para sostener la interpretación mas restrictiva 
de los derechos redomados. Los Tratados Internacionales de Derechos Humanos 
sujetar el cumplimiento de las obligaciones en esto materia a la capacidad ma­
terial de un Estado en un momento determinado. Así, se agrega el criterio "en lo 
medida de sus posibilidades" como una pauto de interpretación. Este criterio no 
está cor.templodo en lo legislación argentina en la moteria; sin embargo, lo 
Corte Suprema apeló al texto internacional pora agregar un nuevo requisito 
paro el reconocimiento de los derechos adquiridos de los jubilados, violándose 
el principio universal y la reglo explícito del artículo 29 de la Convención Ameri­
cano "pro homine".

Como ha quedado claramente expresado en los comentarios que hemos he­
cho a la resolución del más alto tribunal, de ningún modo podemos concluir que 
tal decisión garantiza lo vigencia de los derechos fundamentóles pora los jubila­
dos y pensionados. Todo lo contrario. En todo caso, esto decisión sólo ha signifi­
cado que, una de las más graves demostraciones de la discrecionalidod con la 
que se maneja el Poder Judicial en la Argentina, al retener por casi cuatro años 
una decisión que debía lomar la Corte Suprema de Justicia de lo Nación, ha sido 
resuelta con una sentencia que, una vez más, desconoce los derechos adquiridos 
por los jubilados y pensionados.

Más allá del retiro de la denuncio realizada por el Defensor del Pueblo, quien 
entendió que sólo se trataba de que la Corle decidiera la cuestión, sin importarle
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las consecuencias sustantivas de tal decisión, na pueden quedar dudas hoy de 
que las violaciones a los derechos humanes de este sector social se siguen come­
tiendo dio tros dio y así deberá soguir el trámite ante lo Comisión Infera merica na 
y otras formas de protección de derechos que pudieron ser llevarse adelonte.

V.6. Otros derechos sociales: dos por uno

1. El Poder Ejecutivo, en su política de reducción ce costos laborales, dictó 
dos decretos de necesidad y urgencia que implicaron un cloro retroceso en el 
régimeii de asignaciones familiares de la ley 18,017. El decreto770/96 (BO: 16 / 
7/96] excluye del régimen de asignaciones familiares, con excepción de los 
osignaciones por maternidad, a las personas cuya remuneración sea superior o 
los 1.000 pesos y el decreto 771 /9 ó  que fija los montos, requisitos y condicio­
nes de acceso o 'as prestaciones reguladas.

La evidente ilegalidad de las normas fue declarada por los Tribunales al 
entender que esos decretos, que derogaban uno ley, no respondían a circunstan­
cias excepcionales que hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos 
por la Constitución Nocional pora la sanción de las leyes. Se sostuvo además 
que ios considerandos de los decretos se remitían a un Acuerdo Marco celebra­
do con sindicatos y empresarios el 2 5 /7 /9 4  por b  que no se advertía la repen­
tina urgencia del Poder Ejecutivo Nocional211.

Ante la muerte súbita de los decretos en la Justicia, el Congreso de la Nación 
sanciono lo ley 24.714 (BO: 18/10/96| que deroga la ley 18.017 y los dos 
decretes antes mencionados, excluyendo del derecho a los asignaciones familia­
res, cor excepción de las asignaciones por molemidad y por hijos con discapocidad, 
a los trabajadores que percibían una remuneración superior a 1.500 pesos. La 
norma, clcramente regresiva, ha sido impugnada ante la Justicia sin que se hayo 
publicado ninguna decisión al respecto al finalizar el año 1996. 28

28 Ver entre otros Canora Nacional del Trabajo, Solo III, agosto 29-996. "Dador. Carlos 
D. C. Poder Ejecutivo Nocional” y Cámara Nacional del Trabajo, Sola IX, setiembre 16- 
996. 'Vtrochi, Ezio D. c. Peder Ejecutivo Nacional. Administración Nocional de Adueñas. 
DT, Año LVI, 1996-B, pp. 3’ 32/3137
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2. la ley 24.700 [BO:14/10/96J siguiendo las directivas de numerosos de­
cretos del Poder Ejecutivo (decretos I <177/89; 773/96; 848/96 y 849/96) modi­
fico el articulado de la Ley de Contrato de Trabajo (ley 20.744) estableciendo 
como beneficios sociales no remuneratorios, o los servicios de comedor de empre­
sa, los vales de almuerzo, los yoles alimentónos y las canastos de alimentos confor­
me determinados topes, la provisión de ropa de trabajo, los reintegros documenta­
dos de gastos de guardería, la provisión de útiles escolares y guardapolvos, entre 
otros. Se describen cuales Items no serán considerados prestaciones complementa­
rias de la remuneración y se dispone la naturaleza no solarial de las sumas abona­
das por suspensiones por razones económicas. Se establece una contribución pa 
tronal del 14% sobre vales alimentarios y por última, se establece que determina­
dos beneficios sociales no podrán superar un tope del 20% de lo remuneración del 
tro bajador. La mencionada norma al convertir las prestaciones patronales que 
enuncia en no remuneratorias, le quila al trabajador los mecanismos de protección 
que e! derecho del trabajo reserva para el salario, principalmente su intangibilidad. 
Esras prestaciones tamjnoco integrarán la base de cálculo de las indemnizaciones 
por despido. Si consideramos que existe una clara vinculación entre los beneficios 
dirigidos a mejorar por ejemplo lo alimentación del trobajodor, y el trabajo reali­
zado o el servicio prestado, en virtud de un contrato de trabajo, estos beneficios, 
cualquiera seo el nombre que se les quiera dur, son elementos de la remuneración 
en el sentida del articulo I del Convenio 96 de la OIT (1 949] de Protección del 
Salario Así lo entendió la Comisión de Expertos de la OIT en el expediente Ns 
ACD-] 9-2 a raíz de una denuncia presentada por el Congreso de los Trabajadores 
Argentinos. Resta señalar que las Conventos de lo OIT tienen jerarquía superior a 
las leyes (artículo 3 1 y artículo 75 inciso 22 CN) por lo que la ley sancionada por 
el Congreso resulto no sólo un nuevo retroceso en materia de derechos sociales, 
sino una evidente violación de la Constitución Nacional.

3. El Congreso de la Noción sancionó la ley 24.716 |BO 25/10/96) que 
otorga a la madre trabajadora en relación de dependencia el derecho a una 
licencia de seis meses sin goce de sueldo desde lo (echa de vencimiento del 
período de prohibición de trabajo por maternidad, en caso de nacimiento de un 
h ¡o con síndrome de Down. Durante el período de la licencia la Irabojadoro 
gozorá de una asignación igual a su remuneración habitual.
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V I. Situación de los inmigrantes y  
derechos humanos

Katie Fleel1. Graduada en Historia del Columbio College. Becario Fulbright. 
Integrante del CELS’ .

Como señalamos en nuestro último Informe Anual, en el capítulo "Político 
Inmigratoria. Inmigración Real y Derechos Humanos en Argentino"2, Argentina 
es un país constituido y construido por inmigrantes. Desde los años '50 esa inmi­
gración ha combiodo sustancialmente, convirtiéndose de una inmigración euro­
pea en uno inmigración fundamentalmente latinoamericana. Pero a pesar de ser 
uno nación que en su Constitución se ofrece a "todos los hombres del mundo que 
quieran habitar el suelo argentino"2, hoy la Argentina es un país restrictivo frente 
a la inmigración, donde los inmigrantes sufren violaciones sistemáticos a sus 
derechos fundamentales.

El presente capítulo intenta caracterizar los problemas de violaciones a los 
derechos humanos de los inmigrantes que actualmente viven en la Argentino. 
Describirá algunos de los problemas vinculados a la normotiva migratoria y las 
dificultades experimentadas por inmigrantes en distintas instituciones estatales, 
tales como la Dirección Nocional de Migraciones, lo policio, las escuelas públi­
cas, los hospitales públicos, y en el mercado laboral. El capítulo muestra algunas 
falencias de la normativa que ¡unto con la xenofobia corriente, dan lugar a y 
fomentan las violaciones de los derechos de bs inmigrantes. Estas son violacio­
nes a derechos de libertad personal, la inviolabilidad del domicilio, privacidad, 
educación, salud, trabajo, no discriminación, etc.

1 La autora agradece el apoyo de la Fundación Antorchas, la colaboración de Barbara 
Hiñes del Lawyers Comnmttee for Civil Rights Under law (Texas, EEUU) y especialmente, los 
esfuerzos de los equipos del CELS y el Servicio Ecuménico de Apoyo y Atención o Refugia­
dos e Inmigrantes (CAREF).
2 Centro de Estudios Legales y Sociales. Informe onual sobre la situación de los Derechos 
Humónos en la Argentina. 1995. Buenos Aires, CELS, 1996.
3 Preámbulo, Constitución Nacional. Soma Fe, Paraná, 199¿.
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Este capitulo presenta esas violaciones en relación al Derecho Nacional y 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, señalando ciertas normas y 
tratados que garantizan los derechos violados. Estos primeros provienen de la 
Constitución Nacional |CN), que en su artículo 14 ampara a todos los "habitan­
tes" de ia Argentina, concepto que incluye a inmigrantes, aún muchos 
indocumentados. En su artículo 20, la CN amparo especialmente a los extranje­
ros, otorgándoles todos los derechos civiles de que gozan los argentinos. Una 
protección amplia paro los inmigrantes se encuentra también en el artículo 75 
inciso 22, que da jerarquía constitucional a los tratados internacionales de dere­
chos humanos, los cuales refieren a derechos inherentes que no nacen del hecho 
de ser nacional de determirodo Estado. Esos tratados hocen referencia a "todo 
persono," un concepto universal que se trata, según el artícub 1.2 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos, de "todo ser humano," Estos tratados 
afirman derechos específicos como la libertad personal, la libre circulación, el 
debido proceso, la educoción, kr salud, el trabajo, etc, y también afirman la no 
discriminación en cuarto a estos derechos.

VI. 1. La población inmigrante y  la 
normativa migratoria

El último censo de 1991 arroja un 5% de la población extranjero. Eso quiere 
decir que se registraron 1.028.210 peíanos nacidas fuero de Argentina; de 
ellos, la mitad eren de otros continentesy la mitad latinoamericanos'1. Estas cifras 
oficiales, sin embargo, son mucho son menores a los dotos señalados por el 
balance de entrados y salidas del país. Esos últimos señalan que en el año 1991- 
92, entraron y se quedoron 1 85.877, la mayoría provenien'es de países limítro­
fes. En un programa de regularízacíón para inmigrantes de países limítrofes rea­
lizado entre 1992 y 1994, se radicoron 209,198 personas4 5.

Sin embargo, todas estas cifras indican totales menores a los estimados por 
las propias comunidades inmigrantes, que estiman totales que superan los dos

4 Instituto Nacional de Estadística y Censos. Censo Nacional de Población ! 991.
5 Dirección Nacional de Migraciones. Estadísticas por decreto 1033/92 al 23/10/95.
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millones y medio. Obviamente, es imposible determinar con exactitud la canti­
dad de inmigrantes actualmente en el país, pero de acuerdo al conjunto de los 
datas disponibles, se puede estimar que boy por lo menos dos millones de 
inmigrantes en total y que más de un millón de ellos provienen de países limítro­
fes. Do los limítrofes, lo mayoría son bolivianos y paraguayos y en menor canti­
dad, chilenos y brasileros. Además, en los últimos anos, se ha visto un incremen­
to notable en el número de peruanos e inmigrantes de países asiáticos como 
Corea y Taiwan4

La normativa migratoria actual está basada en legislación aprobado durante 
la dictadura militar (1 976-83]. La ley vigente es la 22.439, que junto a sus 
subsecuentes reglamentaciones de 1987 y 1994 configura uno política que favo­
rece la inmigración europea a la vez que Intenta limitar lo migración legal de 
otros países latinoamericanos. Esas normas son muy duras para los 
indocumentados y en eso. exceden los restricciones establecidas por normas 
anti-inmigrantes que en los últimos años fueron promovidas en varios países del 
mundo.

La ley 22.439, llamada "Ley General de Migraciones y de Fomento de la 
Inmigración" 3e sancionó el 23 de marzo de 1981 durante la mencionada dicta­
dura militar. Esa ley se presenta como una respuesta a lo falta de una política 
global y como un intento de actualizar y especificar las políticas migratorios. 
Fomenta la inmigración de "extranjeros cuyos características culturales permitan 
su adecuado integración a lo sociedad argentino", resaltando la preferencia 
indicada en la Constitución Nacional, que lovorece la inmigración europea* 7.

La ley establece las distintas categorías para la inmigración, distinguiendo a 
los inmigrarles transitorios, temporarios y permanentes. Protege directamente a 
las personas que entran como residentes permanentes, alirmondo su goce de los 
derechos constitucionales, pero no hoce mención a los derechos que correspon­
den a personas en otras condiciones, o sea, los residentes temporarios, transito­
rios, o ilegales.

ó Diario Clarín de] 4 de ogosro de 1996.
7 "El Gobierno Federal fomentará lo inmigración europea.. ” Artículo 25, Constitución 
Nocional, Sonto Fe, Paraná, 1994.
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Esta ley establece facultades muy amplias para la Dirección Nacional de 
Migraciones (DNM|, organismo dependiente del Ministerio del Interior de! Poder 
Ejecutivo. Directamente impide que los inmigrantes ilegales trabajen y que sean 
alojados en el país6 y en su "disposiciones complementarios" refiere a procedi­
mientos de ciertas instituciones eslololes y privadas e.n relación a los inmigrantes. 
Estas disposiciones no adoran los derechos de los inmigrantes y dan lugar a 
grandes dosis de discrecionolidod y a muchas irregularidades serias en cuanto 
al trato de inmigrantes. Uno de los principales problemas son las disposiciones 
que contempfon la necesidad de informar o la DNM en casos de contactos con 
personas indocumentadas4. Esto implica que los autoridades de hospitales, pri­
vados o públicos, las organismos administrativos centralizados y descentraliza­
dos, y los funcionarios públicos e instituciones estatales en general tienen la obli­
gación de informar o la DNM sobre la presencio de inmigrantes ilegales.

Estos disposiciones no se cumplen en todos los casos, pera sí en algunos. El 
incumplimiento protege en cierta medida a la persona indocumentado, pero como 
práctica corriente afecto gravemente el Estado de Derecho. El cumplimiento y el 
incumplimiento generan situaciones de grave irregularidad donde el goce de un 
derecho se bosa en lo discrecionalidad del funcionario. En la práctica, esto se 
ve, por ejemplo, en el caso de una persona ilegal que necesita hacer una denun­
cia ante la Policía Federal. Al hacer la denuncia, la persono está en una situación 
de sometimiento incondicional a la autoridad. Eso también tiene efectos que 
previenen la denuncia porque, con la anticipación de que se pueda informar a la 
DNM, la persona puede no animarse a recurrirá una comisaría. Puede también 
llegar a la comisaria sin lograr que se tome la denuncia. Este problema se ve 
también con el acceso a las escuelas, especialmente secundónos, o los hospita­
les y centros de salud, al Registro Civil, a escribanos públicas, e instituciones 
estatales, situaciones que serán tratadas mas profundamente a través de este 
capítulo.

Estas disposiciones resultan violotorias de los derechos humanos en varios 
niveles. Por un lado perjudican los derechos de los inmigrantes que no pueden 8 9

8 Artículos 31 y 32 de ley 22.439.
9 Artículos 101 o 106 de ley 22.439.
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acceder a ciertos servicios o que experimentan discriminación en el goce de 
derechos básicos. Por otro lado, las disposiciones perjudican ciertos derechos de 
los obligados o hacer los denuncias. Una enfermera en un hospital público o en 
uno privado, por ejemplo, se ve obligada a comprobar la residencia de un 
inmigrante y posiblemente, denunciar uno de sus pódenles a la DNM. Esto hace 
que lo enfermera se conv;erta de hecho en delegada de la DNM, trabajo para el 
cual no está ni contratada ni capacitada y la obliga a entregar cierta informa­
ción propia a otra agencio estatal.

VI.2. Actividades de la Dirección 
Nacional de Migraciones

A. Radicaciones

1. Procedimientos

Lo normativa migratoria en la Argentina es restrictivo y fomenta la ilegalidod. 
La entrada al país es sumamente Fácil de conseguir, pero la permanencia legal 
mos olió de cierto plazo es dificultada por los requisitos legales, burocráticos y 
económicos.

La entrada al llegar a la Argentina es en general bastante sencilla. Si se trata 
de personas provenientes de los países limítrofes, ni siquiera se requiere un pasa­
porte y se otorgan visas turísticas paro residencias transitorios por períodos de 
hasta tres meses. Aunque la normativa establece varios condiciones para la 
radicación, entre ellos ser religioso, estudiante, artista, deportista, empresario, 
etc., los requisitos más comunes son básicamente dos: 1) tener familiares directos 
argentinos o radicados; o 2) tener un contrata de trabajo por un plazo de un ano 
mínimo10. Cumplidos esos requisitos, el proceso involucra la presentación de 
ciertos documentos personales (que suponen sumas que superan los 50 pesos), la

10 Artículo 2 del decreto 1 023/95 (Reglamentación del artículo 15 de I 434/87).
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presentación de un certificado de antecedentes policiales del país de origen y de 
Argentina (otros ÓO pesos o más), un examen médico (relativomente barato) y la 
tosa migratoria de 200 pesos".

Desde marzo de 199ó, los radicaciones se reolizan principalmente a través 
de escribanas registrados por el Colegio de Escribanos". En lo práctica, los 
escribanos funcionan como intermediarios para las presentaciones a Migracio­
nes, ormandc los expedientes paro bs solicitantes de radicaciones. Aunque este 
esfuerzo evita lo porticipoción de gestores, no afecto de formo significaliva lo 
autenticidad del trámite. Los inmigrantes presentan los mismos papeles que onles 
y con la misma auienlicidad de antes; el único cambio es que, debido a una 
suerte de privatización, terminan pagándole a particulares paro hacer lo que 
antes hada la DNM. Así, el cambio más impactante es que el costo de la radicación 
sube aún más, A la ya alta suma de 200 pesos, más los costos de la gestión y 
legalización de documentos del país de origen, con las honororbs no regulados 
de! escribano, se agregar entre 150 pesos y 500 pesos.

Existen eximicionesde pago para personas indigentes, pero sólo en los casos 
de personas que se radican a través de Familiares directos argentinos o radica 
dos. Estas personas son eximidas tanto de la tasa migratoria como del pago al 
escribano público. Sin embargo, esta posibilidad no es difundida por la DNM. 
En muchos casos, no se les informa a las personas indigentes de esto posibilidad. 
Inclusive, ante la consulta realizada por miembros del CEIS sobre la existencia 
de esa eximición, la respuesta de la DNM ha sido negotiva. Sin embargo, aún 
los que logran enterarse del proceso (principalmente a través de las instituciones 
no-gubernamentales que trabajan con la comunidad inmigrante) enfrentan lar­
gas esperas. En noviembre de 1996, por ejemplo, la DNM otorgaba turnos paro 
empezar los trámites en ogosto de 1997u .

Otro problema clove en el proceso de lo radicación es el del contrato Ce 
trabajo, la DNM requiere un contrato de trabajo escrito por un periodo de por :o * 1

11 Searavelli, Volmar. "Via Crucis del Migrante Irregular*. Migración Noticias. Comisión 
Católica Argentina de Migraciones. Mayo, 1996. p. 1 5.
11 Secretaría de Población y Relaciones con la Comunidod. Resolución 28Ó/96.
1 3 Esta información proviene de un coso atendido por el CEIS el 8 de octubre do 1996. A 
través dei año, ei CEIS ha recibido coso» de personas inmigrantes, principalmente por
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menos un o ño, acordado con un empleador que pague impuestos y o portes 
previsión a les Esto ocurre en un contexto en que los niveles de desocupación 
superan el 17% pora los centros urbanos'11. También, el 36% de los trabajadores 
'evislsn en calidad de trabajadores precarios (lo que cotidianamente se llamo 
"en negro") y ai nivel nacionol, lo evasión im(>ositivo es moneda corriente’4. Más 
allá de eso, los inmigrantes que vienen a la Argentina generalmente trabajan en 
construcción, servicio doméstica y trabajos independientes Estos son sectores en 
los cuales no es común conseguir un contrato (menos por periodos largos) y en 
los que con los propios trabajadores argentinos, suelen ser informales en mayor 
proporción que en la sociedad a nivel general.

Una muestra de las deficiencias de los políticas migratorias es el hecho de 
que aproximadamente codo oiez años se realiza un proceso extraordinario de 
regularización migratoria. Esto procesos generalmente implican un blanqueo para 
las personas que entraron ontes de cierta fecha que están en uno situación ilegal. 
El último, el decreto 1033/92, se realizó desde 1992 hasta 1994 para inmigrantes 
provenientes de países limítrofes y se caracterizó por amplios irregularidades, 
que se discutirán mas adelante. Desde entonces, se han decretado otras medidas 
extraordinarias, primero en 1994, para los inmigrantes que provienen dei Perú, 
y más recientemente, para los que provienen de Bolivia.

Esa último fue decretado por el Poder Ejecutivo Nocional en noviembre de 
’ 99ó en reconocimiento de la gran cantidad de indocumentados bolivianos ac­
tualmente residiendo en la Argentina. El proceso de regularizoción contemplado 
per la medido, sin embargo, tiene defectos parecidos a los de las políticas ordi­
narias. Requiere el pago de ta tasa migratorio de 200 pesos y también la inter­
vención de un escribano público (otros 150 a 500 pesos). El pragrama solamen- * 14 15

ra fe ronero de organizaciones como el Servicio Ecuménico de Apoyo y Atención a ]n ni gran Íes 
y Refugiados (CAREf), ta Comisión Católica Argentina de Migraciones y la Iglesia Evangé­
lica Bautista del Centro. Nuestra atención es de carácter fundamentalmente legal, limitán­
dose a asesoría y asistencia en situaciones de violaciones de derechos humanos. En consi­
deración a la confidencialidad de los interesados, cuando cilamcs información de casos 
atendidos por nuestra u aíros instituciones, no mencionamos los nombres. S'n embargo, 
señalamos las instituciones y fechos cuando esto es posible.
14 Instituto Nocional de Estadística y Censos. Encueste Permanente de Hogares. Octubre 
de 199Ó.
15 Diario La Prensa del 29 d« febrero de 199Ó.
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te ofrece una radicación precaria por tres meses que se puede prorrogar por 
otros plazos de tres meses. En ese lapso, el inmigrarte interesado debe conseguir 
un contrato laboral; de lo contrario, queda obligado a abandonar el país'4.

2. Irregularidades

Las irregularidades en lo DNM son históricas y tienen amplias repercusiones. 
Aunque la corrupción existe en distintas Instituciones estatales, en lo DNM es 
especialmente grave porque repercute sobre otras instituciones dando lugar a 
una sucesión de violaciones a derechos humanos; un inmigrante que no obtiene 
la radicación tendrá dificultades en el sistema policial, educativo y de salud. Lo 
corrupción también se manifiesta porque la fiscalización en esta institución es 
menor que en otras. Los argentinos no tienden a denunciar irregularidades, pero 
los inmigrantes, relativamente nuevos en el país y sin conocimiento de sus leyes y 
derechos, tienden o hacerlo en mucho menor medida.

Los problemas referidos o la DNM son varios e incluyen extorsión, ¡legalidades, 
arbitrariedades y demoras con el proceso de radicación. Esto fue particularmen­
te flagrante durante el Programa de Amnistía de 1992-94. Ese Programa se 
realizó con la participación de cientos de gestores dentro y fuera de la DNM que 
cobraron grandes sumas de dinero para realizar trámites sumamente fáciles. 
Esos gestores secuestraban documentos y en muchos casos ni siquiera inscribie­
ron a los solicitantes en el Programa de Amnistió. Algunos inscribieron a los 
solicitantes después de la fecha de vencimiento del Programa y los inscribieron 
en expedientes legalmente pertenecientes a otras personas’7.

Después de ese proceso, lo DNM ho reevaluado algunos radicaciones, espe­
cialmente aquellas en las que o un número de expediente le han agregado varios 
casos, resultando en una confusión sobre cuál es el original y cuales fueron agre­
gados posteriormente. En general, esta reevaluación es lenta y poca sistemática. 16 17

16 Ministerio del Interior. Resolución 29 i 2/96.
17 Cosos CELS, junio, julio, agosto, septiembre y noviembre de 1996; Cosos Servicio. 
Ecuménico de Apoyo y Atención a Refugiados e Inmigrantes (CAREFj, Comisión Católica 
Argentina de Migraciones e Iglesia Evangélica Bautista del Centro, varios meses de 199ó.
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Varios casos atendidos en nuestra institución son de personas que se radicaron 
de buena fe bajo el decreto 1033/92 pero sus casos están a lo consideración y 
sin decís on final1*. En muchas situaciones, se les ha cuitado el derecho o una 
radicoción a bs que la habían recibido. En uno de los casos que atendimos, la 
persona iba casi semcnalmonte a la DNM para averiguar sobre su caso y final­
mente, tuvo que presentar otra vez todos sus documentos y volver o radicarse. A 
pesar de haber cumplido los requisitos durante la amnistía y cumplir los requisitos 
actuales, esa persona todavía no ha conseguido la radicación15.

En otro caso atendido por el CELS, la persona pagó 800 pesos a una gestora 
que lo inscribió en la amnistía pera en un expediente que terminó siendo compar­
tido con otro inmigrante. En la DNM le informaron que su documento no era 
válido y que b  tenía que entregar. Sin embargo, después de la intervención del 
CELS y el Servicio Ecuménico de Apoyo y Orientación a Inmigrantes y Refugia­
dos (CAREF), reexaminaron el caso y se dieron cuenta que dicha radicación fue 
firmada por una funcionaría de la DNM y que era válida™.

Desde la amnistía, han aparecido otros ejemplos de corrupción e irregularida­
des. E! año pasado, por ejemplo, se publicaron informaciones sóbrela participación 
de funcionarios de la DNM en vorios operaciones mofiasas o ilegales. En el mes de 
abril, se descubrió una banda dedicada al trófico de documentos en b  cual estaban 
involucrados cuatro funcionarios de lo DNM18 19 20 21. Otras irregularidades incluyen la 
posible quema de documentos anteriores al '95 por la División Ingresos y Egresos22 23. 
La averiguación sobre cosos, en general, es poco sistemática y la indicación que con 
mayor frecuencia reciben los interesados es que deben volver en otro momento. 
Algunos casos están pendientes por años, un fenómeno que se destaca en un caso 
bajo la consideración del Departamento de Asuntos jurídicos por siete años25.

18 Cosos CELS, septiembre y noviembre de 1996
19 Coso CELS, septiembre de 1996.
20 Coso Cas, octubre de 1996.
21 Diario Lo Noción de! 16 y 19 do abril de 1996
22 Diario La Nación del 21 de noviembre de 1996.
23 Caso CELS, noviembre de 1996.
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B. Control Migratorio

La DNM, institución dependiente de la Secretaria de Población del Ministerio 
del Interior, tiene facultades muy amplias que incluyen el derecho de admitir y 
administrar los políticas migratorias. Pero también tienen el derecho de "controlar 
el ingreso, egreso y permanencia y ejercer el poder de policio de extranjeros en 
todo el territorio de la República" (artículo 90, ley 22.439). Específicamente, la ley 
les faculta paro dianar lugares donde se sospecha la presencia de immigrantes 
ilegales, detenerlos y expulsarlos (artículos 107, 40, 37 y 38; ley 22.439).

Una gran preocupación en materia de derechos humanos de los inmigrantes 
se vinculo a las actuaciones de la Policía Migratoria Auxiliar. Según la ¡ey 22,439, 
la Policía Migratoria Auxiliar es una institución formada por distintas fuerzas de 
seguridad yo existentes, que trabaja bajo los directivas de la DNM. Estas fuerzas 
incluyen la Prefectura Naval Argentino, la Gendarmería Nacional, la Policía 
Aeroráutica Nocional, y la Policía Federal, instituciones "que en tales funciones 
quedarán obligadas a prestar a la Dirección Nacional de Migraciones la colabo­
ración que les requiero" (artículo 91, ley 22.439). La DNM también cuenta con 
la colaboración de gobernadores de las provincias y otras autoridades naciona­
les y provinciales como delegados que "actuarán conforme los normas y directi­
vas q je aquélla les imparía" (artículos 92 y 93, ley 22.439).

le actuación de las fuerzas de seguridad bajo las ordenes de la DNM es 
preocupante con relación al Corfrol de Admisión y de Ingreso y Egreso, pero 
resulta particularmente alarmante con relación al Control de Permanencia, espe­
cialmente en los casos de inspecciones y operativos. En ellos, la policía no actúa 
bajo sus reglas habituales sino por las regulaciones de la DNM. Esto contribuye a 
una falta de regularidad impactante y contribuye a una disminución de la respon­
sabilidad de los fuerzas de seguridad en cuanto o sus propias actividades.

1. Inspecciones, operativos y  detenciones

Según la ley 22.439, a través de la Policio Migratoria Auxilior, la DNM está 
facultada para nacer inspecciones de oficio s'n orden judicial. La base es el 
articulo 107 de la ley 22.439 que dice:
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"Paro la verificación del cumplimiento de la presente ley, la Dirección Nocio­
nal de Migraciones, por inlermodio de los funcionónos o agentes que designe, 
estará facultada para:

a) Requerir al extranjero la acreditación de su situación migratoria;
b) Realizar inspecciones de oficio, a pedido o por denuncia de terceros;
c) Entrar libremente y sin notificación previa a los lugares o locales comerciales, 

industriales, educacionales, hospitalarios, osistenciates y todo aquel donde 
exista o medie presunción de infracción de la presente ley;

d) Exigir (a presentación de los libros, documentación y registros que prescribe 
lo legislación respectiva, al solo efecto de su verificación;

e) Interrogar a salas o ante testigos a los responsables o sus representantes;
f) Intimar comparecenciaante la autoridad de migración de los responsables, o 

de los extranjeros presumiblemente íncurscs en violación a disposiciones de 
la presente ley, asi como la presentación y exhibición de la documentación 
citada en este artículo, bajo el apercibimiento del concurso de la fuerzo pú­
blica;

g) Requerir directamente el concurso de la fuerza pública cuando sea necesario 
para el cumplimiento de sus funciones.

Las implicancias de esta ley son graves. Principalmente, el inciso c) da lugar 
a que los derechos de ios inmigrantes y de muchos argentinos sean violados. Esto 
ley habilito o la DNM para entrar a escuelas, hospitales, locales comerciales, 
hoteles, departamentos y casas, y a cualquier lugar donde se sospeche infrac­
ción a esta ley. En la práctica, esto faculta o lo DNM, o hacer inspecciones 
frecuentes en lugares de trabajo o vivienda donde presume que habrá inmigrantes 
ilegales. Si bien la ley hace mención a una "presunción" de infracción, no fija 
paulas para determinar cuáles presunciones son razonables y cuales no. As!, la 
presunción es sumamente discrecional, dependiendo del juicio de cualquier fun­
cionario de la DNM.

Esta actuación afecta a los inmigrantes pero también a personas que no son 
inmigrantes, que pueden estar en los lugares allanados o sufrir el allanamiento 
de su cosa o lugar de trabajo por presunción de la presencia de un inmigrante 
ilegal. Llega a afectar a los dueños de casas donde trabajan inmigrantes, perso-
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nos que viven en barrios de muchos inmigrantes o a personas que trobajon en 
sectores donde también trabajan inmigrantes. De hecho, se podría extender a 
cualquier persono involucrada con algún lugar que podría, según un funcionario 
de la DNM, tener que ver con un inmigrante ilegal.

En la reglamentación de esta ley en 1994, se repitió la facultad de allanamiento 
pero tombién se agregó un artículo que ponía algunas restricciones sobre esto. 
Se estcbleció que en los casos de aliono míenlos ante los cuales había "oposición 
del responsable del lugar", era necesario conseguir autorización judicial2'1. Si 
bien es uno mejora a lo anterior, no establece como requisito para todo 
allanamiento una orden judicial. Esta modificación no es suficiente para proteger 
a los que se encuentran en esos lugores. Tampoco, está claro en qué consiste la 
oposición y quién esta habilitado paro determinar si existe o no. No queda claro 
si una persona que está en un lugar y no es el responso ble se puede oponer y 
hacer necesario uno orden judicial. Por ejemplo, si lo DNM quiere entrar a una 
casa de familia y un empleado doméstico se opone, estamos frente o una oposi­
ción del responsable del lugar?

Es muy poca la información que se puede conseguir sobre los actividades de 
la Policía Migratoria Auxiliar, particularmente las realizados a través de la 
Gendarmería Nocional. La prensa rara vez informa de estas actividades y las 
instituciones no-gubernamentoies que trabajan con inmigrantes y refugiados tam­
poco están concentradas en las áreas fronterizos donde la presencia de la 
Gendarmería es mós fuerte. Sin embargo, se sobe que existen operativos de este 
tipo, que presuntamente se realizan sin orden judicial.

Fuentes periodísticas provinciales cuentan de operativos en lugares de traba­
jo y en residenciales y hoteles -legales y clandestinos- que resultan en lo deten­
ción de inmigrantes ilegales y en su posterior expulsión. En San Juan, por ejem­
plo, se informa sobre los aproximadamente mil ciudadanos de países limítrofes 
que fueron detectados trabajando en la provincia sin los papeles en regla25. 
Según un funcionario de la DNM, se realizon operativos de detección y controles 
migratorios no sólo "en las fincas alejadas o en los hornos de ladrillos -que son 
los lugares mas (recuentes- sino también en las casas de familia, ya que hay

24 Artículo 110 del decreto 1023/94.
25 Diario do Cuyo del 24 da lebrero de 1996.
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muchos chilenas trabajando como domésticas, en los (hospedajes) residenciales 
y en los hote!es"2i. Gendarmería tombién realizo controles a diario en los colec­
tivos de larga distando.

En las grandes ciudades participan en estas actividades la Policía Federal y 
las policios provinciales. Generalmente se localizan en los barrios donde se con­
centran las comunidades inmigrantes, tales como los barrios de Monserrot, Cons­
titución, Once, Almagro, Flores, Lugano, etc. en el caso de la ciudad de Dueños 
Aires. Aunque poca información sobre estos sucesos aparece en los medios de 
prensa, algunas noticias suelen aparecer de vez en cuando en los diorios más 
populares. Un ejemplo es un operativo el 30 de mayo de 1996 en hoteles en el 
barrio de Monserrat donde la DNM y la comisaría 2S detuvieran a treinta ciuda­
danos chilenos y peruanos residentes ilegales26 27 28. Informes de la DNM también 
constatan este fenómeno, La DNM informa que entre enero y junio de 1996, se 
realizaron 1.380 inspecciones de oficio y 88 operativos en los cuales se encon­
traron 1,2ó2 extranjeros ¡legales20.

Estos allanamientos o inspecciones sin orden judicial van en contro del Códi­
go Procesal Penal (ley 23.984) que en sus artículos 224 y 225 exige claramente 
un orden judicial para reolizar cualquier allanamiento. Las excepciones contem­
pladas por el código son muy limitadas e incluyen los siguientes: 1) cuando 
exista cmenaza a la vida de los habitantes o la propiedad; 2) cuando un perse­
guido entra en la casa o local; 3) cuando se denuncie que personas han entrada 
para cometer un delito o cuando se solicite de uno cosa o local socorro; o 4) 
anuncien que aIIf se está cometiendo un delito (artículo 227). Cabe destacar que 
los inmigrantes infractores de la ley de migraciones no están cometiendo delitos 
sino que están en infracción de una ley de naturaleza no penal. Más importante 
aún es que ios allanamientos sin orden judicial von en contra de la Constitución 
Nacional. Se ven violados los derechos de los artículos 17 y 18 que afirman que 
"la propiedad es inviolable, y ningún habitante puede ser privado de ella sino er.

26 Ibídem
27 Diario La Razón del 30 de mayo de '996.
28 Dirección Nacional de Migraciones. Informe 1996. Secretaría de Población, Ministerio 
del Interior, República Argentino. Junio de 1996
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virtud de sentencio fundada en ley" y "el domicilio es inviolable, como también la 
correspondencia.''

Estos derechos también están recordados en losTratodos Internacionales como 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que en su 
artículo 9 establece la inviolabilidad de domicilio. La Declaración Universal de 
Derechos Humónos afirmo en su artículo 12 que "nadie será objeto de injerencias 
arbitrarias en su vida privado, su familia, su domicilio o su correspordencio" y 
que "todo persona tiene derecho a lo protección de la ley contro toles injertados 
o ataques". El artículo 1 7 del Poeto Internaeionol de Derechos Civiles y Políticos 
también se pronuncio en el mismo sentido.

Además de abrir la posibilidad de la violación de esos derechos, los ley es 
de por si una forma de discriminación por razón de origen nacional ya que se 
aplico principalmente a extranjeros. Este trato discriminatorio está prohibido por 
la Declaración Americana en su artículo 2 y la Declaración Universal en sus 
artículos 2 y 7. También es prohibido por la Convención Americana en sus artícu­
los 1.1 y 24 y por el Pacto de Derechos Civiles y Políticos que en su artículo 2 
obligo o "respetar y garantizar o todos los individuos que se encuentran en su 
territorio y están sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente 
pacto sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión políti­
ca o de otra índole, origen racional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otro condición socicl".

1. Detenciones y  Expulsiones

Con el aumento en los operativos, se ve también un aumento en el número de 
detenciones y expulsiones. En 1993, fueron expulsados 726 personas y en 1994, 
fueron expulsadas 1083 personas29. No tenemos datos para 1995, pero paro 
los primeros seis meses de 1996, 2129 personas fueron conminados o abando­
nar el país, 1387 fueron expulsados, y 1 803 fueron rechazadas en la frontera30

29 Diario Crónica del 31 de julio de 1997.
30 Dirección Nacional de Migraciones, op. cit. p. 33.
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Estas detenciones y expulsiones se realizan bajo lo normativa migratoria apro­
bada en 1981 y reglamentada en 1994. El artículo 37 de la ley 22.439 dice 
que la DNM "al constatar la ¡legalidad del ingreso o permanencia de un extran­
jero. podrá conminarlo a hacer abandono del país o disponer su expulsión del 
territorio de la República, en el plazo perentorio que fije a tal electo, con destino 
a su país de origen, nacionalidad, procedencia, o a otro que lo admitiera".

En su articulo 38, lo ley faculte a b  DNM a cancelar la admisión o autoriza­
ción de "residencia temporaria", "transitoria" o "precaria", conminar a hacer 
cbandono del país en el plazo que fije, o disponer la expulsión de todo extranje­
ro que no cumpla o viole las disposiciones de la presente y de las respectivos 
reglamentaciones". Mientras se tramita esta expulsión, según el articulo 40 de la 
ley, la DNM está facultada para detener a las personas.

Aunque algunas de las personas expulsadas tienen antecederles penales, 
gran par‘e no han cometido infracciones más cllá de las de la Ley de Migracio­
nes. No son pocos los casos de inmigrantes indocumentados que sólo por el 
hecho de estar indocumentados son detenidos por Migraciones. En estos cosos, 
las personas son alojadas en comisarías u otros lugares de detención. De las 
comisarías, no pasan por el Poder Judicial. En un proceso administrativo llevado 
a cabo por un funcionario de la DNM, se ejecuta la expulsión.

En estas procedimientos, el estado no provee un Defensor Oficial y los que 
son expulsados no tienen como defenderse adecuadamente. La ley contempla 
recursos administrativos que incluyen la revocatoria o reconsideración ante la 
DNM o apelación ante el Ministerio del Interior. Sin emborgo, los inmigrantes no 
tienen conocimiento de estas posibilidades. Algunos son informados tarde o si 
bien están informados, carecen de los recursos para contratar u un abogado 
para Imponerlos.

Este proceso resulta violalorio del derecho al debido proceso de todos los 
afectados. La Constitución en su articulo 18 afirma que "ningún habitante de la 
Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del 
proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados 
por lo leyentes del hecho de la causa". Los Tratados Internacionales también tratan 
del tema. La Declaración Americano, por ejemplo, en su artículo 25 se declara en 
contra de la detención arbitraria y en el artículo 26 afirma el derecho a un proceso 
regular. La Declaración Universal en su ariculo 9 protege contra la detención
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arbitraria; el artículo 10 establece el derecho de ser escuchado por un tribunal; y el 
11 fijo los garantías pora la defensa, la Convención Americana establece en su 
artículo 7 el derecho a lo libertad persona!, en el 8 las garantías judiciales que 
deben respetarse en todo proceso y en su ortículo 25 e| derecho a un recurso 
judicial ante la violación de un derecho. El Pacta Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos en su artículo 9 se refiere a lo libertod y seguridad personal; y el artículo 
14a la igualdad ante la justicia. También, el proceso esviolatoriodel derecho a la 
no discriminación como se señaló en uno discusión anterior.

VI.3. Violación de derechos por otras 
instituciones estatales

A. Policía Federal y  Provincial

Los abusos en contra de los inmigrantes son influidos por un discurso social 
que se basa en la idea del "inmigrante delincuente", especialmente en el coso de 
los peruanos. Este discurso se manifiesta en una situación en que los inmigrantes 
son detenidos frecuentemente por delitos y contravenciones. En el año 1992, por 
ejemplo, del total de detenciones par la Policía Federal, casi el 16% de los dete­
nidos por delitos y el 20% por contravenciones eran extranjeros31 *. Esas cifras, si 
bien altas, no son compatibles con las sentencias, en las cuales para ese mismo 
año, el 94 8% correspondía o argentinos y solamente el 5,2% correspondía a 
ciudadanos extranjeros, entre ellos bolivianos, poraguayos, peruanos, chilenos, 
brasileños, uruguayos, coreanos, etc.33.

En los últimos años, el número de detenciones de extranjeros ha aumentado. 
Por supuesta comisión de delitos, fueron detenidos por la Policio Federal 5.368

31 Policio Federal Argentina. 1997. Violencia y Criminalidad. Que sucederá con nuestros 
sociedades actuales?. Buenos Aires, PFA.
32Goríni, Luciano y Mármora, Lelio. 1995. "Impacto de lo Inmigración en la Estructura de 
Segur ido d de la Argentina". Informe para el Seminarlo: Impacto de la Inmigrodón en la 
Sociedad Argentino. OIM. Junio de 1995, p. 18.
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extranjeros en 1992. 6.204 en 1993, 6.772 en 1994, 8.386 en 1995 y 7.270 
en 1996, formando alrededor del ! 5% del total de detenidos en cada año. Por 
contravenciones, fueron detenidos por esa agenda 12.333 extranjeros en 1992, 
21.036 en 1993, 33.961 en 1994. 42.885 en 1995 y 44.742 en 1996, for­
mando el 21 % en 1992 y llegando al 29% en 19963:.

Estas cifras muestran la gran cantidad de extranjeras detenidos por la autoridad 
policial cuyas condiciones de detención son poco claras. De ocuerdo o nuestro expe­
riencia, podemos decir que los problemas son básicamente parecidos a bs que 
experimentan los argentinos- No obstante, se agravan por el hecho de que los 
inmigrantes tienen oún menos conocimiento de sus derechos. A la vez, tienen más 
inhibiciones paro denunciar ciertas irregularidades y abusos y un gran temor a la 
posibilidad de ser expulsados del país. Por lo demás, como no existen procedimien­
tos muy transparentes o consistentes respecto de bs mecanismos de expulsión y  las 
consecuencias son serias, es un proceso que los inmigrantes intentan evitar como sea.

Lo averiguación de antecedentes es un gran área gris para los inmigrantes y 
suele terminar en arreglos poco legales y a veces en detenciones arbitrarios. Las 
instituciones que trabajan con inmigrantes reciben denuncios de dichos inciden­
tes o menudo. Según la Comisión Católica Argentina de Migraciones, cuando un 
inmigrante no tiene antecedentes y si la policio no juzga conveniente remitir su 
caso a Migraciones, o veces los agentes policioles piden "coimas"13. Esta infor­
mación la corrobora CAREF y también el Consulado de Bolivia, que casi diaria­
mente recibe quejas de extorsión que van desde la que las personas tienen en el 
bolsillo, hasta la suma de 400 pesos15.

En algunos barrios, la situación es de o buso sistemática. En Villa Celina, un 
barrio periférico de la ciudad de Buenos Aires, la policía regularmente detiene □ 
inmigrantes bolivianos que regresan de salidas nocturnas. En el cruce de la Ave­
nida Chilavert y la Avenida General Paz, por ejemplo, se denuncio que hay una 
especie de peaje paro los que cruzan del Gran Buenos Aires a la Ciudad de 
Buenos Aires. Los pogos a la policía oscilan entre 80 y 300 pesos33 34 35 36. En otros

33 Policio Federal Argentina, op. cil.
34 Entrevista Comisión Católico Argentina de Migraciones, 22 de mayo de 1996.
35 Entrevista Consulado de Bolivia, 26 de febrero de 1997.
36 Entrevista Equipo Pastoral Boliviano, 30 de agosto de 1996.
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cosos denunciados a esto institución, la policía sostiene que hay ciertas multas 
por ser incocumentado; esas multas se pagan pero nunca se otorgan recibos, lo 
cual índico evidentemente que el dinero tiene olro destino97. Según los equipos 
pastorales de la Iglesia Católica, es posible que un policía detenga a un inmigrante, 
lo lleve a la comisaría y le pida plata y en caso de no tenerla, sea víctima de 
represalias violentas".

Varios casos denunciados por personas indocumentadas reflejan patrones de 
detención por períodos mayores de 24 horas. Durarle estos periodos, se lio 
denunciodo hostigamiento verbal y físico, como en el caso de una mujer Inmigrante 
de lo República Dominicano, que describió su detención en lo comisaría 7* don­
de fue "manoseada, hostigada verbalmente y un oficial le 'pidió' Favores sexua­
les"99.

Los abusos policiales van mas allá de coimas y maltrato. En otgunos casos se 
les obstaculiza el acceso a justicia o los que la buscan o través de denuncias. 
Hay personas que van a las comisarías pora denunciar delitos cometidos en sus 
barrios u otras situaciones, y no son atendidas por lo policía. Instituciones que 
trabajan con la comunidad irmigrante han recibido muchos denuncios de este 
carácter en que personas han ido a la comisaría para dar información y, ol serles 
requeridos los documentos, se les informa que sin Documento Nacional de Iden­
tidad (DNI), nc pueden hacer denuncias ante ¡a policía90. Esto es parte de una 
situación generalizada, que se ve en escuelas y hospitales, en la cuol sin docu­
mento, no hay derecho.

B. Educación

La incidencia de la comunidad inmigrante en el sistema educativo argentino 
es muy reducida. Al nivel nocional, os extranjeros son el 1.2% de la población 
en edad escolar. En la ciudad de Buenos Aires, son el 4.1%; en el gran Buenos 37 38 39 40

37 Entrevista Ciudad Oculto, 14 de agosto de 1 996.
38 Entrevista Equipo Pastoral Boliviano, 30 de agosto de 1996.
39 Coso CAREF, noviembre de 1996.
40 Entrevista Consulado de Bo.ivia, 26 de Febrero de 1997.
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Aires el i .6%; y en el resto de la provincia de Buenos Aires, el 0.9%*’ . Del total 
de la matrícula escolar, la población extranjera es el t 4%i2. A pesar de que la 
incidencia es ton insignificante, existen normas y prácticas cuyos fines son excluir 
o los niños inmigrantes del sistema educativo.

Aunque la legislación nacional no lo impide, se obstaculiza el occeso de 
inmigrantes sin documentación argentina o las escuelas primarias. El CELS e 
instituciones como b  Comisión Católica, CAREE, y  los Consulados, entre otros, 
tienen conocimiento de cientos de casos en los cuales se ha impedido el acceso 
a la educación primaría y secundaria a familias sin documentación argentino 
actualizado.

En los casos de la primaría, estas instituciones generalmente logran conseguir 
inscripciones para niños indocumentados o través de contactos con losdireclores 
de colegios. Lo que se mantiene es la falto de consistencia en estas prácticas y el 
hecho de que hay casos que no llegan a tiempo o bien no llegan nunca a las 
instituciones nogubernomentóles o Consulados. Ejemplo de ello es un caso reci­
bido por CAREF después del inicio del oño escolaren que una mujer de naciona­
lidad boliviona había intentado inscribir o su hija, entonces indocumentada, o 
una escuela primaria de la Secretaria de Educación del Gobierno de la Ciudad 
de Buenos Aires. En esa escuela, le informaron que no era posible lo inscripción 
sin su DNI. Debido o esa negativo, la mujer la mandó o una escuela privada, lo 
cual representa un problema económico para una familia con ingresos míni­
mos". Otro ejemplo de este tipo de COSO fue uno ocurrido en González Catán, 
en la provincia de Buenos Aires, donde las personas tuvieron que sacar a sus 
hijos de una escuela porque la directora insistía en que necesitaban sus docu­
mentos paro quedarse. Esos niños nunca terminaron la escuela primario y fueron 
a trabajar con sus padres".

Aunque tenemos muy poco información sobre lo que posa en oíros provin­
cias, sabemos que lo situación es peor en algunas, como en Tierra del Fuego. En 41 42 43 44

41 Ameigeras, Alda Rubén. 1995. 'Una aproximación al impacto de la Inmigración en la 
estructura del Sistemo Educativo Argentino.' informe pato Seminario: Impacto de b  Inmi­
gración en la Sociedod Argén lino. OiM. Junio de 1995, p. 11.
42 Ibídem p.ló.
43 Caso CAREF, ó de julio de 1996.
44 Entrevisto Equipo Pastoral Boliviano, 28 de agosto de 1996.
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el mes de marzo de '996, la Gobernación de Tierra del Fuego aprobó una 
resolución que prohíbe que menores indocumentados estén en las escuelas44. Esa 
resolución resultó en lo expulsión de por lo menos 55 menores de escuelas de lo 
región, violando así el derecho a lo educación de todos estos niños. Debida a 
octuaciones del Consulado Chileno y gestiones realizadas en 'a DNM, algunos 
de estos casos fueron resueltos, mientras en otros casos, los niños no pudieron 

seguir estudiando.
Pese a que el ingreso es complicado pero no imposible, una vez que los niños 

están inscriptos en ios escuelas, los problemas siguen. Se dificulta la promoción 
de un año a ot'o, la reinscripción cada año y la entrega de boletines sin el DN! 
Esto llega a ser más problemático al concluir la escuelaprimaría porque a ningún 
niño sin DNI que termina el séptimo grado se le otorga un certificado de estu­
dios44. Esto lo priva del reconocimiento de sus esfuerzos y de los beneficios socia­
les y económicos de ia educación, y .e impide continuar sus estudios más allá de; 
nivel básico.

El acceso a la educación media a superior es más limitado, ya que requiere 
un certificado de finalización de la escuela primaria. Aún más grave es el hecho 
de que la normativo migratoria federal prohíbe tal acceso. La ley 22.439 esta­
blece que "los instituios de enseñanza media o superior, ya seon públicos o 
privadas, nacionales, provinciales o municipales, solamente podren admitir como 
alumnos a aquellos extranjeros que acrediten, para cada curso lectivo su calidad 
de ‘residentes permanentes' o 'residentes temporarios', debidamente habilitados 
a foíes efectos" (artículo 102, ley 22.439|.

Este artículo de lo Ley de Migraciones es cumplido en muchos casos e invoca­
do pora justificar lo obstaculización de ia educación secundaria a muchos meno­
res. Lo nuestra y varias otros instituciones han recibido muchos cosos de perso­
nas que no han podido mondar o sus hijos a escuelas secundarias. En algunos 
de ellos, no se ha podido resolver el problema pero en otros, o trovos de gestio­
nes ante ciertos departamentos de lo Secretario de Educoción del Gobierno de la * *

45 Entrevista Consulado de Chile, 5 de julio de 1996.
46 Esto se ve claramente en el trabajo de los instituciones y a través de entrevistos a 
funcionarios ce lo Secretario de Educación del Gobierno de lo Ciudad de Buenos Aires a 
nivel de escuelas, Suporvisión de Distritos Escolones y Dirección de Primario (moyo de 
1996) pero no se manifiesto claramente expresado en ninguna normo nocional o local.
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Ciudad de Buenos Aires, o directamente en ciertas escuelas, se ha logrado con­
seguir la inscripción4'’. Tal como en el caso de las primarias, las prácticos son 
muy variadas.

Obstaculizar el acceso a !a escuela primaria viola la ley de Educación Prima­
ria ¡ley 1 420), que promueve el "desarrollo moral, intelectual y Físico de lodo 
niño de seis a catorce años de edad" y establece en consecuencia la obligatorie­
dad de la educación primaria. Obstaculizar el acceso a la educoción primaria y 
secundaria va en contra de la nueva Ley Federal de Educación ¡ley 24.195), que 
asegura el acceso o la educoción primaria y a la educación secundaria y  supe­
rior. Esa ley establece en su artículo 3 que "el Estado Nacional, los provincias y 
la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires garantizan e! acceso a la educa­
ción en todas los ciclos, niveles y regímenes especiales, a toda la población". 
Además, señala en su artículo 8 que "el sistema educativo asegurará a todos los 
habitantes de! país el ejercicio efectivo de su derecho a aprender, mediante la 
igualdad de oportunidades y posibilidades, sin discriminación alguna" y en su 
artículo 15 que "proporcionará una formación básico común a lodos los niños y 
adolescentes del país garantizando su acceso, permanencia y promoción a lo 
igualdad en la calidad y logros de los aprendizajes".

Las prácticas que obstaculizan el acceso de los inmigrantes o la educación vulne­
ran también el artículo 14 de lo CN que establece que todos los "hobitantes" de la 
Noción tienen el derecho de "enseñar y oprender". Viola también varios Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos, que garantizan claramente el derecho o lo 
educación, la Declaración Americano en su artículo 12 afirma el derecho a la edu­
cación, la que debe estar inspirada en bs principios de libertad, moralidad, y solida­
ridad hum anas.La Declaración Universal de Derechos Humanos afirma en su 
articulo 22 los derechos económicos, sacióles, y culturóles, y en su artículo 2ó afirmo 
e! derecho a la educación. El Pacto Intemocional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales establece en su artículo 13 el derecho a lo educación.

También, como en los temas anteriores, estas violaciones constituyen uno 
discriminación y por lo tanto violan los derechos o lo no discriminación reconoci­
dos en varios trotado» y pactos. De ellos, el más específico es lo Convención 47

47 Casos CELS, octubre de 1997. Poro más detallos ver en este informe el Capítulo V, 
Derechos Sociales y acceso o la justicia; apartado V.3. Educación de inmigrantes 
indocumentados: un mal entendido.
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sobre los Derechos del Niño, que se oplica sin distinciones de roza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política, origen nocional, etc, y en su articulo 2, inciso 
2, establece que los Estados partes deben tomar medidos para ser "protegido 
contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las 
uctividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores 
o de sus familiares". Esta protección es clara en su oplícación a b  situación de 
niños que por decisiones de sus padres se encuentran viviendo, legol o ilegal­
mente, en un país que no es el suyo. Además, ese mismo tratado establece que la 
educación debe of'ecer acceso en condiciones de igucldad de oportunidad, 
estableciéndose la obligatoriedad y grafuidad de lo educación primario y el 
carácter accesible para todos de la educación secundaria (articulo 28].

C. Salud

Tal como en e: caso de la educación, existen muchas ideas contradictorias 
sobre cuál es el peso de los inmigrantes en el sistema de salud de la Argentina. 
De hecho, en términos globales, la incidencia de la comunidad inmigrante es 
reducida. En ella, frene el peso más significativo el grupo moterno-mfontil, que en 
su mayoría consiste de inmigrantes legales o personas que tienen ¡a posibilidad 
de legalizarse48.

Fn relación ol tema de salud, la norma migratoria es muy claro en su afirma­
ción de lo necesidad de atender a los inmigrantes cualquier sea su situación 
legal en el poís. Sin embargo, también es muy clara en requerir que los emplea­
dos verifiquen la documentación de todos los que llegan a 'os hospitales y  luga­
res de atención y hagan un informe casi inmediato a la DNM. El artículo 103 de 
la ley 22.439 dice:

"Las instituciones hospitalarias o osistenciales, ya sean públicas, nacionales, 
provinciales o municipales, o las privadas, cualquiera sea la forma y estructura 
que tengan, deberán exigir a los extranjeros que solicitaren, o a aquellos a * lo

48 Cauto, Diano y Osorio, María Emil'o, 1995. 'El Impacto de la Inmigración en los 
servicios de salud de la Argentina”, informe pora Seminaria: Impacto de la Inmigración en
lo Sociedad Argentino. OIM. Junio de 1 995 p. 1 5.
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quienes se les prestare asistencia o atención, que acrediten identidad y justifi­
quen, mediante constancia hábil su permanencia legal en la República. Cuando 
no los poseen -sin perjuicio de su asistencia o prestación- quedarán obligados a 
comunicar, dentro de las veinticuatro (24) boros a la autoridad migratoria, los 
datos filotorios y el domicilio de los mismos",

Esta norma coloco a los empleados hospitalarios como verificadores de la 
situación migratoria de sus pacientes y los pone en una obligación de denunciara 
bs indocumentados. Paro evitar este trámite o por otro motivo, en ocasiones se 
deniega simplemente el servicio a los indocumentados45. Afortunadamente, en 
general, los hospitales de lo ciudad de Buenos Aires atienden los casos simples y 
no hacen el informe o la DNM. No tenemos mucho información sobre la situación 
al nivel de otras provincias, pero el programa de Caritas en la ciudad de Córdoba 
indica que el tratamiento o inmigrantes sin documentación argentina es trabado de 
forma sistemática49 50. Se sabe, sin embargo, que en la Capital, la atención es pro­
blemática en cuanto o estudios especiales, medicamentos y cirugías de alto ries­
go51 52. Esto se ha verificado en cosos de personas que no tienen radicación y tam­
bién con personas radicadas que todovía no han conseguido sus DNI'ri

Denegar el derecho a la salud a los inmigrantes, cualquiera seo su situación 
legal en el país, viola los tratados internacionales que amparan el derecho a la 
vida y salud. Lo Declaración Americana, en su primer artículo, garantiza el dere­
cho a lo vido y en su artículo 1 1 afirma que "toda persono tiene derecho a que 
su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales". La Declaración Uni­
versal también garantizo en su articulo 3 el derecho a la vida, en el 22 la satis­
facción de derechos económicos y sociales, y en el artículo 25, un nivel de vido 
adecuado. Este último estableciendo lo necesidad de asegurar lo salud y el bien­
estar, y en especia! la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica 
y los servicios sociales necesarios". Establece también la obligación estatal de

49 Entrevistas Comisión Católica Argentino de Migraciones, 22 de mayo de 1996 y CAREF 
12 de junio de 1996.
50 Entrevista Programo Caritas para inmigrantes, 11 de septiembre de I 996,
51 Entrevista Comisión Católica Argentina de Migraciones, 22 de mayo de 1996.
52 Coso CAREF, ó de diciembre de 1996; entrevista Ciudad Oculta, noviembre de 1996.
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resolver las necesidades especiales de la maternidad e infancia, El Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturóles en su artículo 12 dispone 
que los estados partes del poeto reconocen los derechos de toda persona a 
d sfrutar el nivel más alto de solud física y mental.

VI.4. Violaciones en relación a las 
condiciones de trabajo

La situación laboral de los inmigrantes se en morca en lo difícil situación labo­
ral que experimenta e! poís, pero además, los inmigrantes ven agravado su situa­
ción por el discurso anti-migratorio y por las restricciones al trabajo paro los 
indocumentados. Estos restricciones están muy poco de ocuerdo con las políticas 
abiertas en las fronteros, fomentando así la clandestinidad y las condiciones 
infrahumanas de trabajo.

Como detallamos a fondo en nuestro último Informe Anual, se ha desarrollado 
un discurso fuertemente anti-migratorio principalmente promovido por funcionarios 
públicos y también popularizado en el sector sindical. Aunque este discurso co­
menzó y tuvo su auge hoce años, sigue registrándose. A mediados dei año pasa­
do, manteniendo el tono de discursos de años anteriores, el Presidente habló de la 
"avalancha de inmigrantes de comunidades que vinieron de otros países a traba­
jaren Argentina" y que han quitado lugares de trabajo de argentinos53 54. Este discur­
so es generalmente aceptado aunque varios estudios demuestran que si se lograra 
detener totalmente la inmigración -cosa sumamente difícil de lograr de cualquier 
manera- el Indice de desempleo solamente disminuiría menos de un 1%£i.

Este discurso se agrego a la prohibición de trabajo pora personas que no 
sean residentes temporarios o permanentes. Según lo Ley de Migraciones:

"ninguna persona de existencia visible o ideol, pública o privada podrá pro­
porcionar trabojo u ocupación remunerada, con o sin reloción de dependencia,

53 Diario Página 12 del 5 de julio de 1996.
54 Montoyn S. y Pelicoro, M. 1995. 'Los migrantes limítrofes, Aumentan el desempleo?* 
Revista Novedades Económicas. Buenos Aires, febrero, pp. 10 o 16.
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a los extranjeros que residen ¡legalmente o que, residiendo legalrnente no estu­
vieran habilitados para hacerlo, ni contratarlos, corvenir u obtener sus servi­

les inmigrantes cruzan los fronteras a Argentina y como no pueden trabajar 
en situaciones lególes, se ven obligados a aceptar los trabajos que se les ofre­
cen. Esto se ve cloramente en los casos de personas que ofrecen su mano de obra 
en lugares como la esquina de Cobo y Curapoligüe en la zona del barrio de 
Flores sur de la ciudad de Buenos Aires donde se ofrecen por trabajos precarios 
por sueldos extremadamente bajos y en condiciones infrahumanos. Estos perso­
nas pueden llegar a cobrar menos de cinco pesos por un día entero de trabajo 
encerrado en un taller de costura. Obviamente trabajan sin ningún tipo de garan­
tías, cobertura médica o jubilación54.

Situaciones particularmente lamentables fomentados por esta imposibilidad 
son las de las empleadas domésticas, que por no tener documentación y no 
poder trabajaren otras actividades, se quedan en trabajos en que reciben sala­
rios muy bajos, son tratados en forma violenta o abusadas de otras formas. Ha 
llamado la atención, por ejemplo, un coso otendido por la Iglesia Evangélica 
Bautista en que una empleado vivía en condiciones de virtuol esclavitud, maltra­
tada y encerrada en la casa hasta que logró escapar55 56 57 58 En las áreas rurales, 
estas violaciones se reflejan en ¡ornadas de trabajo mayores a ios de 18 horas 
diarias por uno remuneración que está por debajo de los 10 pesosse.

Las gorantías de trabajo en condiciones dignas están establecidas de diver­
sas formas, desde ei nivel de las leyes laborales hasto la Constitución Nacional 
que en su ortículo 14 bis las afirma claramente. Las reitera la Declaración Ame­
ricana en su artículo 14y la Declaración Universal, en su ortículo 23, establece 
el derecho de todo persona a “condiciones equitativas y satisfactorias de traba­
jo". Una protección porecida se establece en el Pacto de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales en sus artículos 6 y 7.

55 Artículo 31. ley 22.43 9.
56 Entrevista Asocioción Vecino! Renacer, agosto de 1996.
57 Entrevisto iglesia Evongélica Bautista del Centro, 10 de marzo de 1997.
58 Diario de Cuyo del 24 de febrero de 1996.
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VI.5. Refugiados

Desde el año 1983, Argentino ho sido un país receptor de refugiados. En ese 
año, estableció el Comité para la Elegibilidad de Refugiados que determino quie­
nes merecen ser reconocidos como refugiados en la Argentina. Dicho Comité está 
formado por funcionarios del Ministerio ce! Interior, Ministerio de Relaciones Exte­
riores, y representantes del Alto Comisionado de las Naciones Unidas pora Refu­
giados (ACNUR).

Actualmente, Argentino acepto alrededor de 200 o 300 refugiados cada año3’ . 
Aunque este grupo recibe reconocimiento oficial de su estado legal en el pais, tam­
bién enfrenta dificultades4C. Como personas que fueron víctimas de persecución en 
sus países de origen, éstas vienen a lo Argentina buscando protección y una vida 
nueva. El Estada Argentino les da protección jurídico, pero se exime de mayor res­
ponsabilidad por su situación, dejando su integración en manos de! ACNUR o través 
de la Comisión Católica. La ayuda económica prestada por estas instituciones llega 
a cubrir un 50% de sus necesidades por un plazo de hasta seis meses.

A les refugiados, portadores de constancias oficiales de presencia en el país, 
no se les obstaculiza tanto como les inmigrantes ilegales el acceso a ciertas 
servicios pera sus documentos traen otros problemas. Un refugiado peruano, por 
ejemplo, denuncia que ol pedirle el documento y ver la residencia precaria que 
presentaba, un agente de policio lo llamó "terrorista'1 y le recomendó que se 
fuera del país. Esa situoción posteriormente se convirtió en una detención en la ■ 
que golpearon su cabezo contra la pored del pasillo de la comisaría59 60 61 62. Otros 
casos parecidos se han denunciado ante el Foro de Refugiados.

Además de lo situación policial, existen casos de discriminación de re‘ugid- 
dosde parte de otras entidades estatales. Esto situación so manifiesto en un caso 
de un grupo de personas en la provinca de Dueños Aires que habían recibido 
fondos paro construir viviendas, pero no pudieron recibí- los préstamos por el 
sólo hecho de no ser argentinos61.

59 entrevista CAREE, 1 4 dn febrero de 1997.
60 Entrevista Foro de Refugiados, 5 de marzo de 1996.
61 Coso CEIS, 4 de marro de 1997. Denuncia presentada ante ACNUR con -echa 24 de 
julio de 1996,
62 Entrevisto Foro de Refugiados, 5 de marzo de 1997.
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VI.6. Conclusiones

En lo que hace o inmigrantes, se observo que las políticas migratorias vigen­
tes fomentan la ilegalidad así como un orden legal que no garantiza los derechos 
de los indocumentados. Si bien se han señalado algunos circunstancias de estas 
violaciones, quedan muchas prácticas que deben ser investigados más a fondo y 
muchos realidades sobre las cuoles aprender.

loque quedo muy claro, sin embargo, es que la normativa vigente no está de 
acuerdo con principios democráticos ni con las garantías básicas establecidas 
en normas superiores, la normativo fue establecido por un gobierno de facto y 
reglamentada por el Poder Ejecutivo.

No es fruto de una discusión parlamentaria informada llevada a cabo en el 
marco de una democracia política.

Esa normativa hoce que rasgos autoritarios estén presentes en ia actualidad 
en forma directamente vinculada a un gran número de personas. Como se ha 
discutido en estas páginos, en base a la normativa vigente y sus carénelos, la 
actuación de la DNM y sus instituciones "complementarias", hobitualmente se 
violan ios derechos de los inmigrantes y de otros tantos argentinos. Cs particular­
mente grave en cuanto a la situación de los allanamientos, detenciones y expul­
siones y en temas do la falta de acceso a lo educación.

Para evitar todo eso, es por cierto deseable lo documentación de los inmigrantes 
ilegales que hebitor en el país. Es importante, sin embargo, que medidas dirigi­
das hacia esto, como también a las radicaciones en general están de acuerdo a 
lo realidad económica de las personas beneficiadas. V ello tiene directa relación 
con lo difusión de la posibilidad de conseguir eximidones de pago y con la 
reevaluación de la participación de los escribanos públicos y los costos 
involucrados.

Sea cual fuere la postura del gobierno argentina sobre las migraciones, los 
límites aue pone se tienen que establecer de acuerdo a sus compromisos constitu­
cionales e internacionales. Todos los inmigrantes, legales o ilegales, son "perso­
nas" y uno vez que entrón al país, están sujetos o la jurisdicción del Estado 
Argentino. Por lo tanto, es obligación del Estado tratarlos de acuerdo a esos 
derechos. Para ello, como ponen en evidencia las páginas anteriores, hace falta 
reconsiderar ciertas actuaciones de instituciones nacionales.
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Por ejemplo, es imprescindible establecer que todo allanamiento relacionado 
o un inmigrante se realice en base a fundamentos razonables determinados por 
el Poder Judicial. La participación judicial es en este sentido esencial y debería 
extenderse también a las expulsiones, ya que se tratan de penas aplicados por el 
Estado, los expulsados, en este procedimiento, merecen lo posibilidad de una 
audiencia con la presencia de un abogado defensor.

Lo normativa en materia migratoria es autoritaria, inadecuada y sujeto a la 
discrecionalidad del funcionario de turno. El círculo se cierra con una obligación 
general de denunciar que enfrente a los ciudadanos honestos a elegir entre el 
desconocimiento de la ley o la delación de personas que sólo han cometido e! 
"error" de inmigrar a la Argentina. La solución, entonces, no puede ser otro que 
una urgente revisión de la legislación vigente y la determinación de una político 
inmigratoria global que asegure la plena vigencia de los derechos humanos en 
todas sus formas.
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V il. Libertgd de expresión y  derecho 
a la  información

Vil. 1. Consideraciones acerca de lo actuado 
por la justicia durante 1996

Santiago Felgueras. Abogado. Especialista en Derechos Humónos

Durarte el año 1996 se han registrado leves mejoras en cuanto a lo protec­
ción de lo libertad de expresión, aunque continúan existiendo prácticas 
preocupantes.

Algunas decisiones judiciales han avanzado en el establecimiento de crite­
rios más claros y protectores, que de ser mantenidos en forma firme y por los 
jueces de las distintas instancias, permitirían albergar esperanzas en cuanto a la 
consolidación de la vigencia de las libertades públicos y los derechos humanos, 
y en cuanto a la efectiva existencia de un debate de los asuntos públicos más 
abierto y desinhibido.

En ese marco puede mencionarse, en primer lugar, la decisión de la Corte 
Suprema de Justicio en el caso "Morales Soló"1, en el que finalmente, y tras 
algunos precedentes que no permitían prever con un grado razonable de certeza 
la doctrina judicial oplicoble, se adoptó por cloro mayoría lo llamada doctrina 
de la "real malicia". Con citas de precedentes estadounidenses [especialmente 
"New York Times vs. Su lí i van") y de otros tribunales extranjeros, se estableció 
que en aquellos casos en que se publica una información erróneo, no correspon­
de aplicar una sanción si quien la publicó no conocía la falsedad de la informa­
ción ni actuó con notoria despreocupación acerca de su veracidad. Esta reglo 
quedó limitada, de acuerdo con el fallo de la Co-te Suprema, a aquellos casos 
en los que la información se refiere o una asunto de interés público y, en princi­
pio, cuando el afectado es una persona público.

1 “Morales Soló, Joaquín M ", Corte Supremo, 12 de noviembre de 1996; en: Diario de lo 
Revisto lo Ley del 2ó de noviembre de 1996, p. 3 y ss.
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Al mismo tiempo, se consolidó la doctrina que la Corte Suprema de Justicia yo 
había adoptado en cuanto a la menor protección judicial que debe otorgársele a bs 
funcionarios públicos y las figuras públicas, a fin de garantizar un debote amplio y 
libre sobre los asuntos públicos y aquellos que conciernen o esto dase de personas

De este modo, quedan protegidos todos aquellos oue, de bueno fe, difunden 
información de interés público que eventualmente puedo afectar el honor o la 
reputación de una persona pública.

La evolución de lo jurisprudencia de la Corle Suprema a partir de este prece­
dente permitirá comprobar el alcance que le otorgará a esta doctrina y su ámbito 
de aplicación. Si bien hubo una mayoría clara y razonablemente concordante, 
existen algunas diferencias entre los votos de los jueces de la Corte que obligan 
a ser cautos en cuanto a la futura aplicación y a lo efectividad práctica que 
tendrá esta doctrina.

Al respecto puede señalarse que ai poco tiempo de conocido ei fallo "Mora­
les Soló" se han levantado voces, aunque minoritarios, que entendieron que la 
propio Corte había limitado esta doctrina al ámbito penal, por lo que en el 
ámbito civil (donde se resuelve el evenlual pago de indemnizaciones a bs afec­
tados), seguirían rigiendo los estrictos criterios generóles de la responsabilidad 
civil (donde bastaría con probar lo simple negligencia en la comprobación de la 
veracidad de la información pora que se asigne una indemnización al afectado). 
Sin embargo, esta opinión no es prevaleciente.

Por otra parte, también resta comprobar la forma en que los tribunales de 
menor jerarquía aplicarán esta regla, sobre todo aquellos que venían sostenien­
do una jurisprudencia contraria a una protección amplio de la libertad de expre­
sión. Este es un aspecto crítico y preocupante, ya que mientras las decisiones de 
los jueces de primero instancia -los jueces del juicio oral, en los delitos de calum­
nias e injurias- no adecúen sus criterios a los que viene adoptando la Corle 
Suprema, los críticos al gobierno se Yerán sometidos a juicios orales y □ senten­
cies de primera instancia incompotib escon el debido respeto por la libertad de 
expresión- Esto importaría costos en términos de dinero, tiempo, afectación de b  
reputación profesional y riesgos judiciales, que deberían evitarse.

Es conveniente reparar también en dos circunstancias particularmente rele­
vantes, que demuestran la importancia de que los tribunales de instancias inferio­
res acepten el criterio de la Corte Suprema en "Morales Soló".
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En primer lugar, !a prueba de la efectiva existencia de la "real malicia" -vg 
del conocimiento de la falsedad de la información-depende de lo que sucedo en 
las audiencias de los juicios penales oroles. Es ollí donde normalmente se deba­
tirán estas cuestiones de hecho, que, dado que se trata de un juicio oral, no 
quedan completamente registradas en las acias de audiencias y, por lo tonto, no 
son fácilmente revisables por los tribunales superiores al tribunal de ¡uicio. En 
consecuencio, es necesario que los jueces del ¡uicio oral no pretendan encontrar 
"real malicia" donde no la hay, cuando establezcan los hechos que se han pro­
bado a lo largo de juicio oral.

En segundo lugar, tonto la Corte Suprema como la Cámara de Casación 
Penal tienen un criterio muy restrictivo poro io revisión de los cuestiones de hecho 
sobre los que se basa una eventual condeno, ya que, en principio, se limitan a 
revisar solamente la aplicación del derecho. De este modo, y aún ofirmando que 
se aplica la doctrina de la "real malicia", puede llegarse a los más diversas 
conclusiones en los casos concretos, inclusive contrarrestando en forma completa 
lo protección de la libertad de expresión que garantiza esta doctrina (sirve como 
ejemplo la sentencia de segunda instancia que la Corte Suprema revocó en el 
caso "Morales Soló"). Lo reticencia para revisar las cuestiones de hecho puede 
llevar a que queden si revisar sentencias que, de hecho, no respetan lo doctrina 
adoptada por lo Corle Supremo.

Se han registrado también algunos fallos alentadores en cuanto al derecho 
de crítica a los funcionarios públicos. En ese marco puede mencionarse el fallo 
de la Sala VI de la Cámara del Crimen que absuelve al periodista Kimel por una 
querella que le había iniciado un juez de Cámara por uno crítica que el periodis­
ta había formulado en el libro "La Masacre de San Patricio" acerca de la forma 
en que se investigó el asesinato -que sigue impune- de dos seminaristas y tres 
sacerdotes de la Orden Palotina. En ese fallo, especialmente en el voto del Dr. 
Elbert, se formular amplias reflexiones en cuanto a la tolerancio que deben tener 
quienes ocupan funciones públicos a la crítica de los ciudadanos. En este mismo 
sentido puede mencionarse, entre otros, el fallo que absolvió ai periodista Horacio 
Verbistky de una querella que le inició el presidente Menem,

También se ha avanzado, aunque lentamente y con algunas dudas, en cuan­
to a la protección de quien reproduce expresiones ajenas. Es este un temo que 
aún redoma un mayor desarrolb jurisprudencial y una mayor seguridad en cuan-
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lo a las reglas que las cortes de justicia aplicarán, a fin de garantizar debida­
mente el derecho de crónica de hechos de interés público y el debido acceso de 
quienes no son periodistas profesionales ni personas públicas o los medios de 
comunicación.

Sin embargo, y respecto de los "delitos de opinión", el panorama es 
preocupante, ya que en muchos casos se registraron condenas -como lo de pri­
mera instancia que se revoco en el caso "Kimel"-, por el sólo hecho de formulcr 
críticas severas a los funcionarios públicos.

En este sentido no puede dejar de mencionarse la actitud del Presidente de la 
Nación, de su hermano Eduardo Menem, y de otros funcionarios del gobierno de 
formular permonentes que re líos contra periodistas que, en la mayoría de k>s casos, 
se han limitado a formular críticas al gobierno. Esta actitud es especialmente 
preocupante si se toma en cuenta que estas querellas quedon radicadas, casi sin 
excepción, en el fuero federal penal -debido al carácter de funcionarios públicos 
federales de las querellantes-, que se encuentra altamente sospechado de ser com­
placiente cor los intereses del gobierno y de sus miembros. Los ciudadanos se ven 
así en lo situación de enfrentar un juicio criminal por el mero hecho de criticar al 
gobierno o a los gobernantes, llevado adelante por jueces que, sin excepción, hon 
sido nominados por el actual gobierno y cuya independencia ha sido reiterada­
mente puesta en dudo, incluso, por un ex ministro del actual gobierno.

Por otro lodo, aún cuando en muchos de estos casos la resolución final es 
absolutoria, el mero temor de que una crítico al gobierno puede acarrear un 
juicio criminal en estas condiciones importa un fuerte elemento de disuasión del 
ejercicio del derecho a la critica de los actos de gobierno y de los gobernantes 
que va más allá de lo tolerable en una sociedad democrática.

Junio con el temor a ser querellado, debe mencionarse también el creciente 
temor de ser victima de amenazas o de sufrir, directamente, una agresión física, 
hechos que se hon reiterado a lo largo del año, sin que, en general, se haya 
actuado eficazmente en pos de descubrir y castigar a los responsables. Son 
numerosos los hechos de violencia que se han denunciado, mientras que las 
amenazas, en general, no son siquiera denunciadas por algunos periodistas, 
desesperanzados de la posibilidad de que se esclarezcan los hechos

El cuadro, entonces, presenta un avance en cuanto a lo protección de la 
libertad de expresión mediante algunasdecisiones judiciales trascendentes -oun-
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que existen todavía decisiones inaceptables, en todos las instancias-, mientras 
que se mantiene, y hasta se ha incrementada, un hostigamiento a la prensa 
independiente mediante querellas criminales, demandas civiles e, inclusive, ame­
nazas y agresiones físicas.

En cuarto a la prohibición de censuro previa, no se ha registrado el avance 
esperable a partir de claro fallo de la Corte Suprema de Justicia en el coso 
"Servini de Cubría"2. Si bien a partir de esa decisión a toda orden de censura 
previa, ya sea que provenga de un órgano judicial o de algún otro poder del 
Estado, puede augurársele un casi seguro rechazo por parte de la Corte Supre­
ma, se advierten aún decisiones de los tribunales inferiores que receptan pedidos 
de censuro previa y dictan la orden correspondiente, sin reparar en los criterios 
adoptados por la Corte Suprema ni en la clara doctrina que al respecto han 
sentado tanto lo Comisión como lo Corte interamericana de Derechos Humanos. 
Por otro ladc, también se advierte una llamativa lentitud en la tramitación de los 
procedimientos tendientes o que un tribunal superior revise lo decisión de censu­
rar, de modo que no sólo se han dictado órdenes de censura previa sino que se 
prolonga su vigencia durante un tiempo innecesaria e injustificablemente largo. 
Al respecta, los tribunales no parecen reparar en la importancia que tiene que la 
orden de censura previo sea dejada de lado con la mayor prontitud posible.

En este tema no puede dejar de mencionarse -¡unto con la prohibición de lo 
película "La última tentación de Cristo" y del libro "Lo argentina embrujada", 
entre otros casos-que un ministra del gobierno, en febrero de 199á, solicitó a un 
juez que impidiera la divulgación de información de indudable interés público 
que se refería a su situación potrimonial, pedido que fue rechozodo por el ¡uez.

Por último, resulta preocupante la continua proposición por parte del gobier­
no y de legisladores del oficialismo -a de otras extracciones-, de proyectos de ley 
que tienden a limitar, en forma directa o indirecta, la libertad de expresión o el 
normol desempeño de las empresas periodísticas independientes, que general­
mente sólo son dejodos de lado tras enérgicas protestas de los medios de prensa. 
En este ámbito conviene señalar que aún se encuentra vigente, luego de más de

2 Recurso de hecho deducido por Arte Radiotelevísiva Argentino S.A. y por Mauricio 
Borenztein en la causa "Servini de Cubría, Moría Romilda s/ ampara“ Corte Supremo, 8 
de septiembre de 1 992, Revisto El Derecho, del 26 y 27 de octubre de 1962.
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diez años de gobiernos democráticos, la ley de radiodifusión dictada durante el 
gobierno militar, que concede omplias y discrecionales facultades al Comité Fe­
deral de Radiodifusión (COMFER) para controlar la actividad e, incluso, para 
aplicar sanciones.

Vil,2. Cronología de hechos contra la libertad 
de prensa en la Argentina durante 1996.

Informe anual de PERIODISTAS. Asociación para la defensa del periodis­
mo independiente3.

A  1 9 /1 . Un juzgado en lo civil ordena a los medios de prensa que cesen de 
divulgar el contenido de grabaciones que reproducen afirmaciones y comenta­
rios del fiscal Norberto Quantín, configurando un ocio de censura judicial.

Febrero

▲ ó /2 . En la ciudad de Córdoba son tiroteadas las oficinas del fotógrafo Héctor 
Arroche, autor de fotografías que documentan cómo fueron obligados o desnudarse

3 PERIODISTAS. Asociación para la Delensa del Periodismo Independiente ; tiene por miem­
bros fundadores a Santo Biasatti, Afilio Cadorrn, Oscar RaúlCardoso, Nelson Castro, Ariel 
Delgodo, Rosendo Froga, Carlos Gabetta, Rogelio Gordo Lupo, Andrew Grohom-Yooli, 
Mariano Grondona, Roberto Guáresete, Jorge Lonato, José Ignacio López, Tomós Eloy 
Martínez, Joaquín Morales Soló, Jomes Nnilson, Magdalena Ruiz Guiñozú, Hermenegildo 
Sábat, Oscar Serrat, Osvaldo Soriono, Ernesto Titfenberg, Jacobo Timerman, Horacio 
Verbitsky y Mono Elena Walsh.
El CELS ogrodeco muy especialmente a lo Asociación haberle cedido el presente informe 
para su publicación.
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los presos amotinados en la Cárcel de Encausados. Luego de que tas fotografías 
fueran reproducidos por diversos medios nacionales y extranjeros, Arroche habla 
denunciodo haber recibido amenazas telefónicas anónimas en tas que se le "reco­
mendaba" destruir ios negalivos o, coso oontrorio, "afrontar tas consecuencias". El 
entonces ministro de Justicia de la Nación, Rodolfo Bama, declara que si fuera posi­
ble aislar a las a mol i nados de tas medios prensa no habría motines.

▲  8/2. La Justicia Federal desiste de lo querella iniciada por el Presidente de 
la Nación contra el periodista Jacobo Timermon y el director de la revista "Lo 
Maga", Carlos Ares. Ocho años antes, Tímerman habla dicho que "temía que 
con el menemismoy su propuesta de un puerta franco se instalara el narcotráfico 
en el país". Menem lo querelló, pero Timermon fue obsuello.

A  12/2. El vicegobernador de la provincia de Santiago del Estero, Juan 
Rodrigo, presenta ante la legislatura, con el apoyo del bloque de diputados 
¡usticiolistas, un proyecto de ley que faculto a los tribunales penales a disponer la 
prisión preventiva y el embargo preventivo de los bienes de los querellados por 
supuestas calumnias e injurias. Una "ley mordaza" semejante, aplicable a todo 
el territorio, había sido presentada a finales de 1994 por el entonces ministro de 
Justicia, Rodolfo Barro, pero debió ser retirada del Congreso ante la presión 
nacional e internacional.

A  16/2. Agentes de seguridad agreden en la localidad bonaerense de 
Zapiala al fotógrafo de "Clarín" Leo Vaca y le sustraen tres rollos fotográficos 
sobre lo actriz Madonna, durante lo filmación de la película "Evita".

A 23/2. El intendente de Tronque Lauquen, molesto por informaciones y 
críticas del diario "La Opinión", dispone que a partir del primer dia hábil de 
1996 los funcionarios municipales no respondan a preguntas ni suministren Infor­
maciones sobre la administración municipal, limitándola información comunal al 
boletín que brinda diariamente lo propia municipolidod. Esto "implica abolir la 
posibilidad de repregunta impidiendo profundizar los temas abordados, focar 
otros, aclarar o ampliar dalos que el medio considere de interés de los lectores", 
según editorializó "La Opinión".

▲ 295



Capitulo Vil A Libertad de expresión y derecho a la información

A 2 4 /2 . El ministro de Economío Domingo Cavallo intenta impedirque en ef 
programa periodístico de Jorge Lanato se revele el monto de sus ingresos reales. 
Su pedido es rechazado por un juez. Este hecho indujo ol ministro del Interior 
Codos Corcch, en el mes de mayo, o decir que se reexaminaría un artículo 
incluido en un denomírodo "Proyecto de Ley Anticorrupción'' donde se amenaza 
con castigar a la prensa si divulga declaraciones juradas de funcionónos. El 
orlículo de marras soslenío que serio reprimido con prisión de un meso dos años 
quien revelara "sin justa cousa” una declaración patrimonial "destinada a verifi­
car el enriquecimiento de funcionarios públicos".

A  2 8 /2 . El periodista Marcelo Luna, deí diario "El Independiente", de Lo 
Rioja, es detenido y golpeado por integrantes de la policía provincial cuando se 
hallaba cubriendo un festival que se desarrollo en la capital de lo provincia.

A  2 9 /2 . En lo ciudad de la  Plato lo policía interrumpe la lobor de periodista 
de los canales de televisión 11 y 13, que cubrían una manifestación estudiantil. 
Hernán Ramos (Canal 13), es arrojado ol piso y se le dispara con balas de 
goma, por !o cual debe ser hospitalizado. Durante los mismos incidentes, poli­
cías de civil que se mueven en coches sin chapas, intimidan a los periodistas de 
Telefé Fernando Menéndez y Moriono Paccioco. La Justicia Federal dispone el 
procesamiento de los policías que intervinieron.

A 1 /3 . El director de "lo  Voz del Interior", de Córdoba, Luis Educrdo 
Remondo, denuncia ante ADEPA, juicios pretendidamente descalificalorios em­
pleados contra el periódico por el vicepresidente de la Unión Cívica Radical, 
Melchor Pos se,

A 9 /3 .  El gobernador del Buenos Aires, Eduardo Duholde, inicia una quere­
lla contra el periodista Hernán López Echagüe, a causa de uno biografío no 
autorizada ("El Otro", Ploneto, Buenos Aires). Duholde califico de "delincuente" 
a López Echagüe
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A 1 5 /3 . Bernardo Neustadt, conductor de "Tiempo Nuevo" y otros progra­
mas radiales y televisivos, remite a ADEPA los antecedentes de una querella 
promovida por el empresario Francisco Macri a causa de lo que considera "uno 
compoña difamatoria" en su contro. Lo indemnización requerida por Macri por 
"danos morales y patrimoniales” es la siguiente; moral, 1.000.000 de pesos, 
daño a la imagen pública, 1.000.000 de pesos; punitivos, 3.000.000 de pesos 
En total, 5 .000.000  de pesos, la demanda de monto más olto de que se tenga 
noticio en Argentino contro periodistas.

A 1 7 /3 . El periodista Carlos Hourcade, del diario "El Liberal" de Santiago 
del Estero, es querellado por injurias por el gobernador de b provincia, Carbs 
Juárez. La causa fue un comentario político, firmado por Hourcade, donde se 
indicaba que "el gobernador reconoce que dedica parte de su jornada a dar 
instrucciones a los jueces". En la audiencia de conciliación, el periodista indicó 
que la frase habió sido pronunciada por Juárez ante un grupo de diputados 
oficialistas. El gobernador negó el ¡techo y solicitó al juez, o través de su repre­
sentante legal, la pena de un año de prisión de cumplimiento efectivo para 
Hourcade y una indemnización de 2.000.000 de pesos.

A 21 /3 .  Agentes de la Policía Federal se presentan en las oficinas del diario 
de lengua inglesa "The Buenos Aires Herald" con uro orden de orresto contra el 
periodista Jacobo Timerman. La policía se dirige allí porque PERIODISTAS, aso- 
dación de la que Timerman es miembro, tenía entonces su domicilio provisorio 
en dependencia del "Herald". Como se indica más arriba en esta cronología, lo 
justicia había absuelto a Timerman en un juicio promovido per el presidente 
Carlos Menen, pero o pedido de este e¡ proceso es reabierto y se libra !a orden 
de arresto. Timerman reside la mayor parte del tiempo en el extranjero.

A  3 0 /3 . La ¡ueze correccional Angela Braidol condena al periodista Eduar­
do Kimel, autor del libro "Lo masacre de San Patricio" o un año de prisión y a 
indemnizar al juez Guillermo Rivarolc mediante el pago de 20.000 dólares. Lo 
sanción se origina en la crítica de Kimel a la octuación que le cupo al juez en 
197ó al entender en lo cousa por el asesinato de tres sacerdotes y dos seminaristas 
de la Orden Palotina, ejecutado por comandos de la dictadura militar y hasta
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ahora impune. Según la jueza, Kimel desbordó "los límites de lo libertad de 
prensa" yo que "no se limitó a informar sino que odemás emitió su opinión".

Abril

A  12/4. El diario "El Día" es evaeuodo luego de recibir una amenaza de 
bomba, que resulta talsa.

A 23/4. El director del diario "Hoy" de Lo Plata, Maroelo Balcedo, denun- 
cia ante ADEPA la discriminación que, en materia publicitario le aplica el munici­
pio piálense desde hace dos años. "Hoy" promovió un juicio de amparo contra 
la Municipalidad de La Plata y su intendente. Los recursos extraordinarios son 
rechazados por la Suprema Corte de la provincia aduciendo que no es compe­
tente, e igual lio tiene el recurso extraordinario procesal, es este coso por cuestio­
nes procesales.

A 25/4. Los jueces federóles Adolfo Bagnasco y Jorge Urso se presen la n en 
el estudio de televisión donde se emite el programa de Mañano Grondona "Hora 
Clave" para secuestrar un video. El presidente Carlos Menem acuso a Grondona 
de apología del delito por difundir las declaraciones de unos terroristas 
encapuchados, pese a que el periodista reprobó sus afirmaciones.

A 28/4. Se anuncia oficialmente que el presidente Carlos Menem desiste 
de su querella contro Jocobo Timerman.

M ayo

A 2/5. La policía traslada por la fuerza al periodista Hernán López Echagüe 
a declarar arte el juez en lo Criminal Emir Copulo Tártara, en la ciudod de La 
Plata. López Echagüe se niega a develar las fuentes utilizadas para su biografía 
del gobernador Eduardo Duhalde y declara haberse sentido trotado "como un
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A 3 /5 . El gobernador de la provincia de San Luis, Adolfo Rodríguez Sao, 
promueve uno querello contra el director del diario "Lo Razón" de Buenos Aires, 
a causa de una información sobre hechos escandalosos que involucran a Rodríguez 
Sao, ampliomente difundida por los medios nacionales y extranjeros. Juan Alemán, 
presidente del directorio de "La Razón", señóla que en la querella no se dan 
dolos precisos sobre cual es concretamente la injuria y que Rodríguez Saa se 
niega a dar una propio versión de los hechos, tal como le fuero ofrecido.

A 3 /5 . La jueza correccional Angela Broidol instruye al fiscal Guillermo Fraile 
para requerí ral di rector del diario "La Razón" que individualice ol redactor de uno 
nota que $e hacía eco de uno estafa contra la empresa Autolah'no. La magistrado 
exige que el periodista, una vez individualizado, comparezca provisto de "todo la 
documentación e información que tuviera en cuenta para redactarla". Florencio 
Monzón, outor de la nota, presentó uno acción de amparo que fue rechazada por 
la ¡uezo Federal Emilia Garda, quien señaló en su sentencia que el periodista tenía 
un medio más idóneo: "Declarar amparándose en el derecho de proteger las fuen­
tes de información y en el secreto profesional", reconociendo así, implícita mente, 
la garantía consagrada ene! artículo A3 de la Constitución Nocional.

▲ 7 /5 . Ei director del diario "La Arena" de Santo Rosa, La Pampa, Saúl 
Santiestebon, es víctima de insultos y amenazas de muerte y su hijo menor de 
edad golpeado por un individuo no identificado que irrumpe en la sede del 
dio rio. "La Areno" denuncia que esta cióse de hechos son tolerados y ampara­
dos por lo justicia y el gobernador Rubén Marín.

A 7 /5 . Martín Olivera, periodista de la ogencía de noticios oficial Télam, 
□cusa al diputado Emilio Moreno, del partido de extrema derecha MODIN, por 
la agresión sufrida a manos de cuatro esbirros que le señalaran que "andaba 
muy cerca" del diputado en su investigación sobre ei alentado a lo institución 
judía AMIA.

A  1 3 /5 . El presidente de lo Nación llamo "vendepatrias" a los periodistas 
que difundieron la imagen de vecinos de una villa miseria de la ciudad de Roso- 
rio asanco un gato para el almuerzo.
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En los dios siguientes de este mes se suceden ataques similares: el senador 
nacional por Misiones, Julio Ahumada llama "rota y víbora" al periodista Angel 
Kovalsky y promete "aplastarlo"; el periodista de Radio del Plato, Darío Loprete 
y su esposa reciben amenazas telefónicas.

A 16/5. Carlos Fígueroa, director del semanario "La Ciudad", de Las Heras, 
Santa Cruz, sufre un atentado o manos de desconocidos mientras se hallabo en 
el interior de su automóvil, estacionado en el patio de su vivienda. Figueroa 
preparaba en ese momento un artículo en el que citaba declaraciones de un 
concejal ¡usticialista contro la política de gobierno del intendente de esa locali­
dad.

Junio

A 1/6. Los diputados ¡usticialistos Irma Roy y Miguel Pichetto proponen 
aplicar mullas de 5.000 a 200.000 pasos o los medios de comunicación que 
difundon hechos referidos a menores de 18 años autores o víctimas de delitos, o 
que se encuentren en estado de obandono moral o material. El proyecto de los 
diputados pretende además imponer a los medios sanciones económicas virtual­
mente conliscatorias y que éstas sean impuestas por autoridades administrativas 
provinciales y nacionales. El proyecto en cuestión se inspira en una norma im­
puesta durante la dictadura del general Lanusse.

A 12/6. Agentes de la Policía Federal golpean al periodista del diario "Lo 
Nación" Ignacio Turín, luego de un partido de fútbol entre River Piale y Universi­
dad de Católico de Chile.

A 18/6. HoracioCervellini, director del periódico "Nueva Imagen" de Carlos 
Casares, Buenos Aires, denuncia lo que considera sistemática persecución y dis­
criminación -desde 1985- por parte del diputada ¡usticialista [ahora intendente), 
Angel Rompí. Al asumir como intendente. Rompí suprimió la publicidad oficial a 
ese medio y prohibió a los funcionarios suministrarle información. Cervellini de­
nunció que en los últimos ocho años sufrió diversas agresiones: desconocidos 
incendiaron su vivienda, se intentó ingresar a la redacción del periódico y tanto
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él como sus redactores recibieron amenazas telefónicas. Por último, señaló que 
su automóvil fue baleado luego de quB efectuara una denuncia contro el presi­
dente de la Cámara de Diputados de la provincia de Buenas Aires.

▲  28/6. El ¡efe de la delegación de la Policía Federal de Santa Rosa, La 
Pompa, Miguel Angel Lembo, emite expresiones lesivas y peyorativas contra los 
periodistas Juan Pablo Gavazza y Gustavo Silvestre, de "El Diario” , a causa de 
la cobertura realizada sobre la visita del presidente Menem a esa ciudad.

A  29/6. Horado Cecchi, subjefe de redacción del diario " la  Prenso" sufre 
una violenta agresión por parte de seis desconocidos que se movilizaban en dos 
automóviles particulares en el barrio de Belgrano de la ciudad de Buenos Aires.

A  29/6. La ¡efa de redacción de "El Diario de la República" de Son Luís, 
Nélida Ouiroga, recibe una amenaza telefónica anónima, en la que se le advier­
te que si la prensa sigue informando sobre lo policía puntona (Involucrada en 
casos de "gatillo fácil"), matarían o "un periodista y a un médico" para "vengar" 
la reciente muerte de una agente de la fuerza, que luego se comprobó había 

fallecido a causa de un infarto.

A 29/6. "Lalo" Podio, camarógrafo del canal 2 de Rafaela, Santa Fe, es 
obligado por custodios del gobernador de San Juan, Jorge Escobar, a borrar un 
video realizado cuando el mandatario provincial abordaba el avión oficial en el 
aeroclub, después de presenciar un partido entre San Martín y Atlético de Rafaelo. 
Lo fiscal Ménica Fiorillo interviene de oficio en el caso y pide al juez de instruc­
ción de turno, Remo Tomasso, la apertura de una causa por supuesto delitos de 
"cohecho y privación ilegítima de la libertad",

A 2/7. El ministro de Economía Domingo Cavallo propone una vez más, en 
uno reunión de gabinete, aplicación del Impuesta ol Valor Agregada (IVA) a los 
medios de comunicación, oduciendo que "nos tratan mal".
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A 4/7. El presidente de lo República solicita a lo Cámara de Casación 
Peno! que confirme ia sentencio de cinco meses de prisión en suspenso poro el 
periodista Enrique Vázquez, dictada por el ¡uez Carlos Liporoce. Vázquez es el 
primer periodista condenado por injurias al presidente Menem. Fue demandado 
a raíz de un comentario radial en el que afirmó que desde Argentina se montó 
una operación propaganda, ideada por Menem, para afectar la imagen de 
Fidel Castro. El abogado de Menem sostuvo que Vázquez había actuado con 
"real malicia", argumento rechazado por la defensa def periodista.

A 23/7. El director del diario "La Mañano" de 25 de Mayo, Buenos Aires, 
Alberto Rocha, sufre un atentado incendiario en su domicilio, que es controlado. 
Pocos dios ontes, un corresponsal del d iario había sido amenazado 
lelefónicamente o raíz de ciertos artículos publicados por el matutino en relación 
con la conducta supuestamente delictuosa de altos jefes de la policía provincial.

▲ 3 1 /7 . Soniiago Pinetta, periodista independiente, denuncia que dos hom­
bres y una mujer lo atacan y le inscriben en el pecho, o navaja, las iniciales 
"IBM". Según Pinelta, esto agresión -la cuarta que recibe- se relaciona con sus 
artículos sobre el caso IBM-Banco Nación. Por su parte, el ¡efe de la Policía 
Federal, Adrián Pelacchi, declara que Pinetta debió 'inventor" el ataque y gravarse 
él mismo las siglas en el pecho, ya que según los informes médicos, no las tenía 
al ingresar al hospital.

A 31/7. El diario "Lo Séptima, periodismo de anticipo", de la provincia de 
San Juan, denuncia que un grupo ligado a la policía provincial presiono y ataca 
a los empleados del diario. Uno de ios ataques, dirigido a la vivienda del direc­
tor, fue un intento de incendio del garage y automóvil.

Agosto

▲  9/8. El ministro de Gobierno, Educación y Justicia de Tucumán, Alberto 
Germano, desiste de la querello par calumnias e injurias contra ios periodistas 
Rubén Rodó y Roberto Delgado del diario "La Gaceta". Germano se había con­
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siderado afectado por lo publicado acerca de un contuso episodio policial, que 
involucró al contador Juan Carlos Fagre, ex presidente del Banco de Tucumán. 
Germano había sido interpelado por la legislatura, donde se llego a solicitar su 
separación del cargo.

▲  14/8. El abogado Angel Agüero Iturbe amenaza con demandar al diario 
"Página 12" si éste publica un artículo en el que se lo acusa de enriquecimiento

▲  14/8. Eduardo Aliverti es condenado al pago de 20.000 pesos por "daño 
moraf', a causa de b querella iniciado por un funcionario del Ministerio de Salud 
y Acción Social. El juez Eduardo Vocos Conesa, de la Sala II de la Cámara en lo 
Civil y Comercial Federal, sostiene en su falto que "la libertad de prenso sin 
censura previa es teóricamente una libertad estratégica" (?), olega que no [e 
asusta la palabra "fundamentalismo" y califica a b  prensa como "vehículo de 
degradación del ser humano", ejemplificando este aserto can los avisos clasifica­
dos que ofrecen compañía sexual. Concluye postulando la censura previa "con­
tra el totalitarismo actual que ofrecen los medios masivos".

▲  14/8. El juez Rivarola, uno de los tres camaristas que condena a Joaquín 
Morales Soló a tres meses de prisión en suspenso por injurias contra un ex secre­
tario genera] de la presidencia yo l pago de 30.000 pesos, alega que "de poco 
valdría la libertod de prensa en uno comunidad de hombres sin honor". Basán­
dose en la opinión de que le periodista "debía tener serias dudas, como mínimo, 
sobra la veracidad de la información", el camarista Eduardo Donna atribuye 
hostilidad a Morales Soló, quien habría actuado "con el sob fin de perjudicar a 
otro, impulsado por envidio, despecho, venganza u otro motivo reprochable". 
Sin que ninguno prueba de lo cousa lo fundamente, el juez sostiene que se aplica 
al coso la doctrina estadounidense de "real malicia".

La misma doctrino es invocada por los jueces de la Sala I de la Cámora 
Federal, Luisa Riva Aramayo, Juan Pedro Cortelezzi y Horacio Vigliani, al conde­
nar al director de la revista "Humor", Tomás Sanz, a un mes de prisión en suspen­
so por presuntos injurias contra el senador Eduardo Menem. La revista había 
reproducido un articulo del semanario uruguayo ''Brecha" acerca de un depósito
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de 200.000 dólares que el senador hobria realizado en un banco de Punta del 
Este. El artículo de "Humor" citaba la fuente, estaba redactado en condicional, 
mencionabo a Menem como "presunto” autor del hecho y consignaba que el 
senador lo hobfa negado. No obstante, Riva Aramayo, consideró que la infor­
mación ero "malicioso", aunque admitió que el texto no imputó delito ni orovocó 
"menoscabo en el honor" del senador. Otra sola de la misma Cámara Federal 
había absuelto anteriormente o la revista "El Porteño", que había publicado la 
mismo información sobre el senador Menem. Los camaristas Eduardo Luraschi y 
Horacio Cottani alegaron que "los funcionarios públicos deben probar que la 
información fue efectuada o sabiendas de su falsedad o con total despreocupación 
de tal circunstancio". En ninguna de las cousos el senador aportó tales pruebas.

Septiembre

A  3 /9 .  El Arzobispado de Buenos Aires, a través de la Comisión 
Arquidiocesana paro los Comunicaciones Sociales, ejerce presión ante el direc­
torio de la Asociación de Televisión por Cable de Argentino (ATCV) para que el 
canal Space no emita la película de Martín Scorcese "Lo última tentación de 
Cristo". El cardenal Antonio Quarracino solicita que la película no se difunda 
porque "ofende a los creyentes". Ei cana! Space cecfe a la presión y suspende la 
emisión hasta que los prelodos vean el filme, ya que hobian confesado no hoberlo 
hecho. El Arzobispado desiste de su actitud censora, pero una agrupación cató­
lica reclama la prohibición ante el juez en lo civil y comercial Edmundo Carbono, 
que da lugar al recurso de amparo yo que, afirma, el filme “ podría implicar una 
profanación a la fe católica". Son alionados varios videodubes y secuestrados 
videos de la película alegando que trato de copias ilegales. Un local del partido 
político Frepaso donde se iba a proyectar la película es atacodo por desconoci­
dos con gases lacrimógenos y bombos incendiarias

▲ 3 /9 .  En la ciudad de Saladillo, Buenos Aires, es incendiado intencionalmente 
la vivienda del periodista televisivo Aldo .Rachíf, conductor de los programas 'Rural 
5" y "Periodismo con lodo", de Canal 5. Rachit realizo en ese momento una serie 
de investigaciones sobre juegos clandestinos, narcotráfico y robos varios.
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A 5 /9 . El jefe de la policía de Tigre, Buenos Aires, Mario Naldi, anuncio 
acciones legales contra el semanario "Noticias'’ , a cousa de un artículo en el que 
so sugiere que obtuvo ingresos ilegales. El artículo También arrojaba dudos sobre 
la cantidad rea' y el destino final de los drogas decomisodas en un espectacular 
operativo dirigido por Naldi.

A 6/9. La Corte federal acepta la decisión de un juez de multaren 34.000 
pesos al semanario "Noticias", a couso de uno denuncia del senador Eduardo 
Menem, quien alegaba calumnias. Desde 1990 esto revista ha sido objeto de 10 
juicios civiles y criminales iniciados por el presidente Carlos Menem o miembros 
de su familia.

A 1 7 /9 . La Cámara Federal de San Martín, Buenos Aires, rechaza la solici­
tud de la fiscalía local para que se investigue a tres periodistas que habían 
entrevistado al ¡efe guerrillera (entonces prófugo) Enrique Haroldo Gomarán Merlo. 
Lo Cámara reconoció que el artículo 43 de la Constitución reformada en *994, 
los periodistas tienen derecho 0 preservar la fuerte de irformación porque "es 
necesario garantizor la libertad de prensa y la posibilidad de que lleguen a la 
ciudadanía datos de importancia que, sin la garantía de confidencialidad, nun­
ca se darían a conocer".

Octubre

A  17/10. El juez en lo Civil Luis Alberto Dupou intima a Editorial Atlántida 
para que en 24 horas retire de "los distintos centros de d'slribución" todos los 
ejemplares del libre "La Argentina embrujado", de la periodista Viviana Gorbato. 
Dupou aceptó el recurso de amparo interpuesto por una ciudadana miembro de 
la Escuela de Vaga de Buenos Aires, que aparece desnuda en el libro, aunque 
con una franja negra que cubre sus ojos. Eduardo Ploter, abogado de Atlóntido, 
recordó que la misma fotografíe había sido publicada por la revista Gente en 
abril de 1994 sin que se produjera protesta alguna y que "si una persona consi­
dera que ha sido vulnerado su derecho a la intimidad, puede iniciar una deman­
da por daños y perjuicios".
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▲ 20/ 10. Ei diario ' \c rte " de Resistencia, Chaco, sufre un corte de luz 
dispuesto por la empresa provinciol de energía, a causa -según la empresa-de la 
falta de pagoda facturas de electricidad desde noviembre de 1995. La dirección 
de "Norle” informa que el Estado Provincial tiene con el periódico una deuda por 
publicidad mucho mayor que ¡a reclamada por la empresa de electricidad. El 
gobernador Angel Rozas, por su parte, señala que se trató de una decisión 
administrativa de la empresa.

A 2 2 /1 0 . El periodista Luis María Serroels, comentarista de radio y televi­
sión en Paronó, Entre Ríos, recibe amenazas de muerte a través de llamadas 
telefónicas anónimas, que se reiteran los días 23 y 24. También son amenaza­
das la madre, hermana y un primo del periodisto. Se le exige "que ceje de 
hablar contra el gobierno” . Informado de la situoción, el gobernador Jorge Busti 
instruye a la policía pora que investigue las amenazas y proteja a Serroels y su 
familia.

▲ 2 2 /1 0 . El director del diario "Lo Areno" de Santa Roso, lo Pampa, de­
nuncia que el juez de menores de eso ciudad, Alberto Ariderotti, ordenó a los 
medios de comunicación abstenerse de "propalar reportajes, imágenes y/o  
inserciones de nombres" de una menor adoptada por un matrimonio pampeano 
residente en Canadá. Agrega el denunciante que el juez basó su resolución en 
que las publicaciones -que nunca se efectuaron- podrían "violar derechos 
personalísimos a la intimidad e identidad" de la menor.

A 2 2 /1 0 . El director del semanario "La Séptimo" de San Juan informa que 
e! gobierno provincial continúa discriminando a su periódico en materia publici­
taria. Señala que mientras el gobierno no tiene deudo alguna por ese concepto 
con otros mecios de menor circulación, al suyo se le adeudan los años 1993 y 
1994. A su vez revelo presiones gubernamentales para que ningún funcionario o 
allegado al gobernonte partido justicioLsta formule declaraciones a su periódi­
co, ya que en caso contrario san calificooos de "informantes".

A 2 2 /1 0 . El director del semanario "El Tiempo” de Pergamino, Buenos 
Aires, Pedro Osvaldo Rivera, informo que el juez Emilio Aboud condenó a la
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publicación a pago de 1.800 pesos por injurias reiterados y 1.000 pesos por 
daño moro!, más lo publicación o su costa de la sentencia en el semanario y en 
el diario local "Lo Opinión', o causo de una querella enlabiado por Gustavo 
Pérez Rutz, o raíz de lo publicación de una caricatura ocompoñodo de informo-

▲  22/10. Pese a que estaban debido y claramente identificados, fuerzas 
policiales agreden brutalmente a periodistas y reporteros gráficos durante un 
recital de rock en la ciudad de Buenos Aires, en el que se produjeron disturbios y 
actos de vandolismo. Cecilia Profético, Pablo Cernlini y Mario Cocchi, del diario 
"Clarin" y de la agencia “Télam", fueron los que llevaron lo peor parte.

Noviembre

A 9/11. Con el alegado motivo de atraso en el pago de facturas, la empre­
sa Electricidad de Misiones S.A. |EMSA), controlado por el Estado Provincial, 
interrumpe el suministro de energía al diario "El Territorio”  de Posados, Misiones. 
Su director, Humberto Antonio Pérez, calificó el hecho como "una claro manió 
bra ntimiduloria, en represalia por la postura que venimos adoptando en defen­
sa del interés del usuario contra el monopolio estatal de ía energíu" yugregó que 
el periódico "defiende la disminución del precio de la energía y la despolitización 
de lo conducción de la EMSA, que actúa como rama gremial del partido oficial, 
cuondo pertenece a toda la sociedad misionera, sin distinción alguna".

▲ 13 /1 1 . La Corte Supremo de Justicio de la Nación absuelve o Joaquín 
Morales Soló en aplicación de la doctrina de la "real malicio". Morales Soló habió 
sido condenado a prisión por publicar en uno de sus libros informaciones que 
fueron consideradas lesivas para su honor por un ex funcionario gubernamental.

A 17/11. En el estadio de Racing Club, Avellaneda, varios periodistas y 
fotógrafos sufren leves heridas o causa de una lluvia de objetos diversos arroja­
dos por asistentes ol acto político organizado por el Podido Justicio lista, con 
osistencia del gobernador de la provincia de Buenos Aires, Eduordo Dubalde.
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Diciembre

A 3/12. La Salo VI de ¡a Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional 
revoca el fallo de la jueza Angela Braidot contra el periodista Eduardo Kimel, 
que lo condenaba en primera instancia a un año de prisión en suspenso y al 
pago de una indemnización de 20.000 dólares.

A 6 /1 2 . El interventor de ATC, Horacio Frega, envía 56 cortas documento 
a los principales medios de comunicación, advirtiéndoles que no se hagan eco 
de informaciones publicadas por la revisto "La Mago" sobre ATC, ya que los 
"consideraría copartícipes en la difusión" de lo que considera agravios y false­
dades vertidas por lo revista.

A 1 7/12. Los periodistas Horacio Verbilsky y Ernesto Tiffenberg y el editor 
Fernando Sokolowicz son obsueltos por lo ¡ueza en lo Correccional María Garrigós 
de Rébori en la causa por presuntas injurias que le iniciara el presidente Carlos 
Menem, a raíz de un artículo de Verbitsky publicado por "Página 12", dirigido 
por Tiffenberg y con Sokolowicz coma editor responsable. La juezo rechazó el 
pedido de un año de prisión solicitado para los acusados y condenó al Presiden­
te o hacerse cargo de las costas del juicio, que fijó en 40.000 pesos.

A 18/12. La Corte Suprema de justicia confirma la sentencia contra los 
periodistas Alberto Ferrari, de la agencia DyN, y Marcelo Helfgot, del diario 
"Clarín", por supuesto "daño moral" a la Jueza Dora Gesualdi -que deberá ser 
indemnizada can 25.000 pesos- a raíz de un artículo publicado por la revísta "El 
Porteño". El folio es públicamente repudiado por la Asociación Permanente de 
los Derechos Humanos (APDH), la Unión de Trabajadores de Prensa de Buenos 
Aires (UTPBA) y diversas instituciones y personalidades.
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I. Derechos reproductivos: la libertad  
de decisión es un derecho humano

Cristina Zurutuza. Uc. en Psicología. Coordinadora Nocional del Comité de 
Latinoamérica y el Coribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEMJ 
- Sección Argentina.
Liliana Tojo. Abogada. Coordinadora del Comité de Latinoamérica y el Caribe 
para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM) ■ Buenos Aires.

"lo sexualidad y la reproducción ion Oí unto! de vida y 
muerte, de gran satisbcción y profundo sufrimiento, de 
pasión y frío cálculo, de intimidad y políticos sacióles."

Loes Keysers

Hace apenas unas décadas que se ha instalado la conciencia sobre el dere­
cho a "tener una vida sexual satisfactorio y  segura, y o gozar de plena capoci- 
dad de reproducirse y de la libertad de decidir si hacerlo; cuándo y cuan a 
menudo hacerlo..." (OPS, 1994). Esto se ho reflejado en las últimas conferencias 
de Naciones Unidas, en las que los "derechos reproductivos", como han comen­
zado o ser designados poro destacar su pertenencia al corpus de los derechos 
humanos, han sido explícitamente reconocidos, lo que significa el compromiso 
de casi la totalidad de los gobiernos del mundo por garantizar su libre acceso y 
ejercicio. Pese o ello, es importante destacar que en la práctico, diversos obstá­
culos de Indole política, económica e ideológica impiden "... los derechos del 
hombre y de la mujer a ser informadas y o tener libre elección y acceso o méto­
dos para regular la fecundidad que sean seguros, eficaces, de fácil alcance y 
aceptables..." (ibidem).

El movimiento de mujeres mundial ha sostenido que esto no es casual. Los 
derechos civiles y políticos, y oún las económicos, sociales y culturales, aparente­
mente neutros desde el punto de vista dei sexo (es decir, aplicobles indistintamen­
te o varones y mujeres), son hoy mundialmenie reconocidos, y quienes los discu-
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ten o los violón sufren el repudio de lo comunidad internacional. Sin embargo, 
los derechos reproductivos, aquellas que hacen a la libre elección sobre el pro­
pio cuerpo, sobre la sexualidad y la descendencia, transitan por sendas mucho 
más contradictorios,

Sobre los primeras hay acuerdo; y aunque [nuevamente) en la práctica exis­
ten serlos discriminaciones por clase, etnia, género, etc. [baste recordar que el 
de-echo al voto ha sido uno conquista reciente en el mundo occidental, y una 
deudo pendiente en algunos países de medio oriente), es en los derechos 
reproductivos que se hoce patente la discriminación de la mujer en el Corpus de 
los derechos humanos. Es en el ámbito de lo sexualidad y la reproducción que se 
libro una batalla política en el cuerpo femenino.

Así, ya mucho antes del reconocimiento de este lema como un derecho huma­
no, los estados modernos comenzaron a preocuparse por incidir sobre la dinámi­
co demográfica, (entendida como el conjunto de hechos relocionodos con e^ 
crecimiento, composición y distribución de la población) a través de políticas 
públicas que respondían a los modelos económico-políticos que sustentaban. 
Esto dió por resultado políticas pro-controlislas o pro-nalaiislos, que incluyeron 
medidas de todo tipo, algunas de ellas francamente coercitivas, crueles e inhu­
manas, como esterilizaciones forzadas, experimentos farmacológicos, prohibi­
ción de servicios de planificación familiar, etc. Aún actualmente muchos países 
implemenlon políticas en esta línea, basadas en algunas presunciones básicos:

A El aumenta de la población es el principal obstáculo al desarrollo sostenrble.
A Lo anticoncepción representa el comino más efectivo, en términos de cos­

tos, hacia la estabilidad poblacional.
▲ Ei aumento de población puede ser una herramienta útil en términos 

geopolíticos [defensa de fronteros, dominio regional, etc).
A Hasta hoce unos años, el aumento poblacional era visto en algunos regio­

nes como proveedor de mano de obra que se abarataba en relación directa a su 
abundancia. La sofisticación de la lecnologío ha puesto fin a estos sueños de 
grandeza basados en la sobreexplotación del trabajo.

Sin embargo, el tema de los derechos reproductivos insiste, a través de datos 
que pueden ser dramáticos y no pueden ignorarse.
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Algunos datos...

Uno de los dolos más ¡mpactantes se refieren a la llamado "muerte materno" 
(la muerte de una mujer por causas provocadas o agravadas par el embarazo, 
portoo puerperio). Este problema causa 500.000 muertes anuales en el mundo, 
aproximadamente una por minuto. De ellas, el 98%ocurren en países en vías de 
desarrollo. Muchos de sus causas son fácilmente prevenibles, y dependen funda­
mentalmente de factores económicos, ideológicos y políticos, más que de facto­
res médicos o biológicos.

En efecto, los factores económicos son una de las principales causas de enfer- 
medades para las mujeres gestantes. En los países subdesarrollados, se constata 
que el 60% están anémicas, y enfrentan un riesgo de morir 50 a 200 veces 
mayor que aquéllas de países desarrollados. Además, en algunos de estos paí­
ses el 80 a 90% da a luz sin contar con osistencia especializada.

En Argentina, la muerta materna es uno de /os cinco primeras cousas de 
muerte en mujeres de 15 a 49 años. La tasa que se calculo actualmente para 
todo el país es de 46 por 100.000 nocidos vivos, pero se estimo que existe un 
svbregistro del 50%. Esta cifro parece baja en comparación con algunos países 
de Africa (700) pero es alta en relación o Canadá o Estados Unidos (menos de 
10).

En los países en que el aborto está legaimenle prohibido, se calcula que es !o 
causa de, aproximadamente, la mitad de las muertes maternas. E! riesgo de morir 
por aborto inseguro es entre 100 y 500 veces más olto que en obortos realizados en 
condiciones seguras. Se calcula que anualmente se practican en nuestro país unos
400.000 abortos, es decir, más de 1.000 por día. Nuevamente la barrera económi­
ca establece Diferencias: por un lado, es uno de los métodos más usados por las 
mujeres pobres, que luego suelen ingresor a los hospitales con complicaciones que 
hacen peligrar seriamente su salud. En 1993, del total de egresos hospitalarios,
53.000 correspondieron a cuadros derivados de complicaciones de abortos (Pro­
grama Nacional de Estadísticos de Salud) esto significa que el 40% de fas comas de 
los Servicios de Cinecotogío y Obstekido de los hospitales están ocupadas por 
mujeres con complicaciones por abortos inseguros. Recordemos nuevamente que 
existe un marcado subregistro, lo que hace sospechar que los cifras reales sean 
mucho mayores.
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Otro problema es el embarazo adolescente, que se muestra como un tema de 
difícil resolución, La toso de Argentino es intermedia en relación a la mundial, y 
está por debajo de ¡a media para América Lotino. Sin embargo, está muy por 
encima de la que se registraba en los años 60. Pero quizás lo más importante es 
que el emborozo y parto de adolescentes implican un mayor riesgo físico y psí­
quico para ía madre, e l/la niño/a y su entorno familiar. En la primer área se 
describen una mayor incidencia de toxemía, partos distócicos, prematuros, bajo 
peso la nacer, etc. Entre los segundos, existe una alta frecuencia de Irastornos 
emocionales, desvinculación de la madre del sistema educativo (en este último 
tema hay un debate sobre si esto es causa o consecuencia del embarazo) o de su 
familia de origen, dificultades de acceso ol mercodo laboral, etc., todo lo cual 
deriva en una moyorvulnerabilidod social, con su tendencia a la marginación y 
la pobreza.

Aquí, quizás el punto más importante sea que muchas adolescentes se emba­
razan no sólo sin desearlo, sino sin haberlo pensado o previsto, y por lo tanto sin 
haber (en¡do conciencia de la necesidad de tomar precauciones poro impedirlo. 
En suma, es el directo resultado de lo falta de progromos sistemáticos de educa­
ción sexual destinados a niños y jóvenes.

El Consejo de Población, organismo de las Naciones Unidas, pubncóen su 
edición de moyo/junio de 1 996 de la revista científica "Sludies in Family 
Planning" una evaluación de los esfuerzos y resultados de la imple mentación 
de planes de procreación responsable en 94 naciones en desarrollo en Améri­
ca, Asia y Africa; el estudio evaluó 30 aspectos relacionados con la procrea­
ción responsable, registros y disponibilidad y acceso a métodos y servicios de 
anticoncepción.

De un máximo de 120 punios, Argentina sólo consiguó 21; de este modo la 
ONU ubicó a nuestro país entre los naciones que han hecho un esfuerzo "muy 
débil o nulo” a la hora de poner en marcha programas de planificación familiar.

Otra área de preocupación es e! aumento de bs enfermedades de transmi­
sión sexual (ETS), tanto entre la población genera!, como particularmente entre 
los mujeres (como por ejemplo el SIDA). Al parecer, hay tres tinos de factores que 
inciden en ello:

a) Ideológicos: las costumbres sobre la sexualidad han cambiado rápido y 
bruscamente en las últimas cuatro décadas, sin que la sociedad haya logrado
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instaurar en su lugar acuerdos basados en el respeto, el cuidado mutuo y lo 
responsabilidad compartida;

b) Biológicos: hace relativamente pocos anos que los servicios y agentes de 
solud incluyen información sobre que paro la mujer, las relaciones sexuales con 
distintos componeros, sin protección, son un (actor de riesgo para la salud sexual, 
El semen queda depositado en los genitales femeninos en una zona que puede 
ser proclive a tumores malignos y otras patologías.

c) Ideológicos: las desiguales relaciones de poder entre varones y mujeres 
hoce que, a la hora de las relaciones sexuales, las negociaciones pora el uso de 
preservativo se veon seriamente dificultadas.

Los factores ideológicos y el marco jurídico

Nuestra sociedad ha tenido desde siempre una doble moral y un comporta­
miento hipócrita con respecto a la sexualidad y a lo planificación familiar. En 
relación a la sexualidad, todavía se sostienen los tesis represivas paro los muje­
res y liberales pera los varones; y en cuanto a planificación Familiar, las bajas 
tasas de fecundidad tradicionales de nuestro país estuvieron en fronca contradic­
ción con las opiniones explícitas.

La Iglesia Católica es lo impulsora de las concepciones más extremos que se 
sostienen pero no de las prácticas. Se suele insistir en que las únicas formas 
oceptables de anticoncepción son lo abstinencia y los llamcdos "métodos rotúra­
les", mientras el rechazo al aborto es total. Sin embargo, es necesario recordar 
que en una sociedad pluralista, no deben imponerse o lodos sus integrantes 
concepciones derivodas de alguno de los grupos que la componen. Y mas alió 
de la posición de la Iglesia como institución, m.uchos/os creyentes de lodo el 
mundo toman decisiones sobre su vida sexual y reproductiva de ecuerdo a sus 
propios valores, tal como lo muestran las siguientes cifras:

A El 72% de los católicos/as brasileños pienso que les es permisible 
usarcualquier método de control de la natalidad,

A Solo el 2% de los católicos/as checoeslovacos utilizan la abstinencia pe­
riódica, mientras el 63% de las personas que usan otros métodos anticonceptivos 
son católicos.
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a. En Irlanda, el 52% de los católicos/as rechaza la posición de la Iglesia en 
este tema.

Por su lado, el Estado Argentino ha sido, históricamente y a partir de media­
dos del siglo pasado, de orientación pro-natalísta. Esto ha repercutido en políti­
cas de variado cuño, que incluyeron periodos de prohibición coercitiva de los 
servicios de planificación familiar, como durante los años 1974-1985.

Las reformas introducidos o b  Constitución Nacional en 1994 (la jerarquía 
constitucional dada a algunos trotados sobre derechos humanos, la facultad del 
Congreso Nacional de promover medidas de acción positiva que garanticen la 
igualdad real de oportunidades y de trato y e! pleno goce de los derechos huma­
nos, el dictado de un régimen de seguridad social para el niño y la mujer durante 
el embarazo y el tiempo de befando, entre otros) dieron un nuevo marco a lo 
lucho de las mujeres por lo vigencia de sus derechos .

Sin embargo, y pese al esfuerzo de las organizaciones de mujeres, oún está 
pendiente de sanción las leyes que consoliden y operalivicen estos derechos. En 
el caso de los derechos reproductivos, esta violación afecta aspectos concretos 
de nuestras vidas referidos a la libertad de disfrutar la sexualidad sin asociarla 
obligatoriamente a la reproducción y a un futuro de maternidad no elegido; al 
derecho al uso del propio cuerpo; al derecho al conocimiento sobre el mismo y el 
sistemo reproductivo; al derecho a la procreación en los circunstancias que lo 
mujer o la pareja así lo determinen; al acceso a la información sobre todos los 
métodos de anticoncepción y a los servicios médicos de mañero universal y gra­
tuito; al derecho a no ser objeta de coacción y violencia por las elecciones o 
decisiones sexuoles y reproductivas, a la protección eficaz contra las enfermeda­
des de transmisión sexual y el SIDA y adecuada prevención y tratamiento de las 
enfermedades genitomamorias'.

A la fecha, sólo cuatro provincias cuentan con leyes sobre este tema. La 
primera data de 1992 y corresponde a lo provincio de La Pampa; durante 1996 
lograron la suyo las provincias de Mendoza, Choco y Córdoba.

En todos los cosos, fue necesario la activa presencio de las mujeres organiza­
das paro vencer la resistencia de los sectores eclesiásticos y políticos mas conser- 1

1 Rosenberg M. y Checa S. 1996. "Aborto Hospitalizado*. Ediciones El Cielo por Asolto, 
Buenos Aires.
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va do res, y que en el caso de Córdoba significaron un veto parcial a la ley que el 
Padomento hobio aprobado.

A nivel nacional, a fines de 1995, y luego de varias postergaciones producto 
de la fuerte presión en contra del Poder Ejecutiva encabezada par el ministro de 
Justicia, la Cámara de Diputados dio media sanción al proyecto de ley que crea 
el Programa Nacional de Procreación Responsable. Desde entonces el proyecto 
quedó detenido en le Cámara de Senadores, pretendiéndose impulsar en su 
lugar una propuesto legislativa en sintonía con los sectores mas conservadores 
de lo Iglesia Católica.

No termino de sorprender que en países como el nuestro, con un discurso 
político y económico que pretende modernidad, el debote y las propuestas en 
relación ol derecho a la salud y los derechos reproductivos estén tan impregna­
dos de prejuicios y consideraciones valoralivas que no tienen en cuenta lo que 
piensan y creen los diferentes sectores de la sociedad.

A manera de conclusiones

Los Derechos Reproductivos exigen un enfoque amplio, rico e integrador, que 
Incluya cuatro principios básicos:

o) La integridad física, que comprende el derecho de una persona o utilizar 
todo el potencial de salud, procreación y placer sexual;

b) La Individualidad, que implica el derecho de la mujer a ser tratada como 
sujeto principal en materia de reproducción, y  no como mero objeto de políticos 
sociales, médicos y /o  de planificación familiar.

e) La iguoldad tiene dos aspectos. Por un lado prohíbe la discriminación 
practicado en los experimentos farmacológicos y los programas de control demo­
gráfico, que se dirigen casi exclusivamente a las indígenas, las mujeres pobres y 
las minorías étnicas. Por otro, reclama condiciones equitativa;, de justicio socio! y 
desarrollo pora todos/os.

d ) La diversidad requiere que se respeten los diferencias de valores y necesi­
dades que pueden tener las mujeres, en los términos que éstas las definan.

Es clara que todo nos conduce a interrogarnos sobre las decisiones políticas,
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de las que son responsables los gobiernos por un lodo, pero también lo sociedod 
en general por otro. Aquí entro pues la Importoncío de que los instituciones y 
personas que trabajan en el tema de los derechos humanos tomen el tema de los 
Derechos Reproductivos como un punto central o defender. Y dentro de ellos, lo 
porticular vulnerabilidad de los mujeres, a quienes se nos deben cuidodos y 
medidas especiales para lograr cumplir con lo idea más abarcadora y humana 
de estos derechos.

Por un lado las personas tenemos derecho a la salud, el que debe preservarse 
tanto en sus manifestaciones físicas como psíquicas, y conforme fuera admitido 
por el Superior Tribunal de la provinciade Entre Ríos (1996) éste reconoce impli­
cancias obvias : el derecho a lo mejor calidad de vida posible, el pleno respeto 
de la dignidad del individuo y su grupo familiar, lo protección de los hijos y de su 
más sano desarrollo en el seno de la fomilia, la responsable planificación fami­
liar y la posibilidad de goce de la libertad sexual. En igual sentido se ha recono­
cido que el derecho o la libre planificación familiar en cabezo de los progenito­
res es inalienable y tiene jerarquía constitucional que emerge de lo preceptuado 
en la Convención sobre lo Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra lo Mujer y en lo Convención sobre los Derechos del Niño.

Por otro, le cabe al Estado la obligación de impulsar políticas sanitarias de 
información, educación y acceso o métodos anticonceptivos que hagan posible 
el ejercicio de los derechos reproductivos, y hay en este sentido en nuestro país 
una grave responsabilidad por omisión.

En cuanta al aborta, la sociedad se debe un urgente un debate amplio, 
pluralista y sin prejuicios.
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ANEXO: Fragmentos y comentarios sobre la 
Conferencia Internacional sobre Población y  
Desarrollo; ICPD, El Cairo, 1994 y la IV Conferencia 
Internacional sobre la Mujer; Beijing, 1995 (ambas 
organizadas por Naciones Unidas).

"Los Derechos Reproductivos repo­
san en el reconocimiento básico del de­
recho de lodos las parejas e individuos 
a decidir libre y responsablemente el 
numero, espaciamiento y oportunidad 
de tener hijos y a tener la información 
y los medios para hacerlo, y el dere­
cho o alcanzar el mas elevado standard 
de salud sexual y reproductiva. Ello 
Enduye el derecho que a todos les asis­
te de tomor decisiones reproductivas 
libres de discriminación, coerción y vio­
lencia tal como lo expreson los instru­
mentos de derechos humanos (...) 
Como porte de sus compromisos, debe 
darse total atención a la promoción del 
respeto mutuo y relaciones de genero 
equitativos..." (ICPD, párrafo 7.3)

Es muy importante remarcar que la 
Conferencia de El Cairo disoció lo su­
puesta interdependencia entre el creci­
miento poblacionol y lo escasez de re­
cursos, al decir: "La comunidad inter­
nacional reconoció los relaciones reci­
procas entre pautas de producción y 
consumo, desarrollo económico, creci­
miento y estructura de la población y 
deterioro del medio ambiente. Los go­

biernos opoyaron una amplio goma de 
políticos y programas paro abordar 
esos complejas relaciones y asegurar 
lo salud, el fomenta de la aulonomía y 
los derechos para todos como elemen­
tos fundamentóles del desarrollo 
sostenible en todo el mundo” .

Así, se amplío, resignifico y giro el 
eje del problema, centrándolo en el de­
recho al desarrollo como un derecho 
universal e inalienable cuyo sujeto cen­
tral es la persona humana. Yo no es 
solamente el crecimiento demográfico 
incontrolable, sino los efectos perjudi­
ciales de las pautos de consumo y pro­
ducción económico los que afectan el 
desarrollo tanto como el primero. Por 
ello, integra las políticas relativas a la 
población en políticas de desarrollo 
diseñados paro eliminar la pobreza, 
lograrla equidad, respetarlosderechos 
humaros y proteger el medio ombien- 
te. Por eso, en esta Conferencia los 
Derechos Reproductivos -corno parte de 
los Derechos Humanos yo reconocidos- 
son definidos de manera mucho más 
amplio, incluyendo los recursos mole- 
riales necesarios poro su ejercicio (in­
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formación y acceso a servicios) y 
enfatÍ2ando que la adquisición de au­
tonomía y "empowerment" de las mu­
jeres y la mejora en su status es esen­
cial para un desarrollo sostenible.

Establece odemás que promover la 
equidod y la igualdad de los sexos y 
!os derechos de la mujer, así como eli­
minar la violencia contra ella; y asegu­
rarse de que pueda controlar su pro­
pia fecundidad, son lo piedra angular 
de los programas de población y de­
sarrollo:

"Se requiere la plena participación 
y la relación de paridad entre mujeres 
y hombres en la vida productivo y 
reproductiva, incluyendo responsabili­
dades compartidas para el cuidado y 
crianza de los niños y el mantenimien­
to de las tareas domésticos" (párrafo 
4.1).

Y redefine la solud reproductiva 
integrando el derecho al placer sexual, 
como "un estado de completo bienes­
tar físico, mentol y social, y no mera­
mente la ausencio de enfermedad, en 
todos los asuntos concernientes al sis­
temo reproductivo, sus funciones y pro­
cesos, (...) implica que las personas 
sean cqpaces de tener una vida sexual 
satisfactoria y segura...(...) La salud 
sexual es el desenvolvimiento de lo vida 
y las relaciones personales, y no mera­
mente conserjería y cuidado relaciona­

do con la reproducción y enfermeda­
des de transmisión sexual" (párrafo 
7.2).

En cuanto a la IV Conferencio Inter­
nacional sobre la Mujer (Beijing, sep­
tiembre 1995), su Plarafcrma de Ac­
ción da otro paso más, al establecer 
sin lugar a dudas las relaciones estruc­
turales sobre la sexualidad, la repro­
ducción y la condición de subordina­
ción de la mujer:

Se debe ''...tener en cuenta con más 
claridad el ccrácter sistemático y 
sistémico de la discriminación contra 
la mujeK', (párrafo 223, sección DDHH) 
mientras en el párrafo 93 y en el 113 
(Capitulo sobre Violencia) incluye la vio­
lación del marido y la mutilación genital 
como formas de violencia contra la 
mujer (también citado en el párrafo 93).

El lema salud es obordado en sus 
párrafos 89 o 111, refiriéndose a los 
Derechos Reproductivos en el párra­
fo 95 Reafirma de manera aún más 
enfática que "el principal obstáculo 
que impide a lo mujer alcanzar el más 
alto nivel posible de salud es la des­
igualdad entre lo mujer y ei hombre, 
tanto en lo familia como en la comu­
nidad, y entre mujeres de diferentes 
regiones geográficas, clases sociales 
y grupos indígenos y étnicos (...) la 
igualdad, incluidas las obligaciones 
familiares compartidas, el desorrollo
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y lo poz son condiciones necesorias 
para gozar de un nivel óptimo de 
salud durante todo el ciclo vital" (pá­
rrafo 89],

En párrafos posteriores, indica la 
necesidad de servicios de salud que 
aborden Icis necesidades especificas de 
codo etapa del ciclo vital femenino; el 
derecho a no sufrir mutilaciones 
genitales; a tener especial protección 
contra el contagio de enfermedades de 
transmisión sexual y SIDA, a la 
erradicación de la prostitución forza­
da y lo trata de personas, de la violen­
cia de genero y el abuso sexual tanto 
en la familia como en lo comunidad, y 
la responsabilidad compartida por la 
mujer y le hombre de las cuestiones 
relativas al comportamiento sexual y 
reproductivo. También señala que la 
pobreza, lo dependencia y la discrimi­
nación racial y cultural, el o ¡usté estruc­
tural y la creciente tendencia a la 
privatización de los servicios públicos

dificultan en acceso a servicios de cali­
dad y que respondan o sus necesida­
des.

Por ello, las soluciones también 
deberán tener carácter sistémico, pro­
moviendo un cambio tanto en su posi­
ción sociol como subjetiva. A eso se 
refiere al hablar de autonomía de lo

"En los políticas y programas de 
salud a menudo se perpetúan los este­
reotipos de genero y no se consideran 
las diferencias socioeconómicas y otras 
diferencias de los mujeres, ni se tiene 
en cuenta la falla de ulonomía de la 
mujer respectoa su salud." (párrafo 90)

En el tema del oborlo, si bien "en 
ningún caso se debe promover como 
método de planificación de la familia", 
los Estados "deberían considerar la po­
sibilidad de revisar las leyes que prevén 
medidas punitivas contra las mujeres 
que han tenido abortos ilegales", (pá­
rrafo 106 le)
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II. Discriminación basada en la  
orientación sexual: un problema de 
derechos humanos

M ario Peeheny, Ana Ua Kornblit y Jorge Vujosevich. Investigadores 
del Instituto de Investigaciones Gino Germani (Area de Población, Salud y Socie­
dad), Facultad de Ciencios Sociales, Universidad de Buenos Aires'.

"Quizó no se ira insistido lo suficiente 
en que e! problema de Jo libertad sensual en todos sus formas 

es en gran medido un problema de libertad de expresión. 
Seguramente, de generación en generación, tos tendencias y los actos varían poco;

lo que cambia, por el contraria, es la zona 
de silencio o el espesor de las capas de mentiro 

que se extienden alrededor de eífos."
Margue rife Yourcenar; 

Alexis, oír Je Traite du Va/n Combat (1929)

Muchas personas sufren discriminaciones en rozón del modo en que orientan 
su sexualidad y sus relaciones omorosas. Si se hace un inventurio de los actos de 
persecución, incluyendo ocios de violencia lísico, del que son objeto las mujeres 
y los hombres homosexuales, y si además se incluye en este inventario los dere­
chos de los cuales son privados por el simple hecho de su orientación sexual, 
deja de ser extraño que consideremos el temo de la homosexualidad dentro de la 
problemática de los derechos humanos. 1

1 Lo investigación que dio pie o este articulo hie financiada con un subsidio de lo Secreto­
rio de Ciencia y Técnica de la Universidad de Buenos Ahes (UBACyT) Programación Cien­
tífica periodo 1995-97. los alumnos de la materia Metodología y Técnicos de Investigo- 
ción. cátedra del Profesor En andonea, curso 1995, délo Facultad de Ciencias Sociales de 
la citado Universidad, tomaron los encuestas y participaron en el análisis de los datos. Un 
artículo previo Fue presentado a las II Jomadas Nacionoles de Sociología, en 1996.
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Lo discriminación por orientación sexual Implico la violación de los derechos 
humanos básicos, desde el propio derecho o la vida hasta el derecho a "buscor 
lo felicidad" -como dice la fórmula de la Declaración de la Independencia de los 
Estados Unidos-, el derecho o lo libre expresión, a la salud, a la intimidad, al 
ti abajo... Par no hablar de los nuevoi derechos sexuales y reproductivos.

Dos trabajos, uno realizado por Amnistía Internacional (1994) y otro por el 
grupo Gays por los Derechos Civiles (1995), denuncian casos de violaciones de 
derechos humanos basadas en la orientación sexual, a nivel mundial y o nivel de 
la Argentina, respectivamente.

Amnistío Internacional recibe continuamente denuncias de asesínalos, des­
apariciones, ejecuciones extrajudiciales, violencia policio!, censura, prisión, pena 
de muerte, pérdida de [a tenencia de los hijos, despidos, invasión de la Intimi­
dad, tortura, malos tratos, tratamientos médicos forzosos, detenciones arbitra­
rios, a causo de la identidad homosexual o por actos homosexuales. En la mayo­
ría de los casos, se troto de países -como la Argentina- en los cuales la ley no 
prohíbe ni penaliza las relaciones homosexuales entre adultos.

En nuestro país, el informe de Gays por los Derechos Civiles denuncio asesi­
natos no aclarados, múltiples razzias, coimas sistemáticas, detenciones arbitra­
rios, listados en manos de la policía, persecuciones a travestís, violencia policial, 
discriminación laboral por lo orientación sexual, manifestaciones de intolerancia 
de personas de importancia pública -como el Arzobispo de Buenos Aires, el 
decano de Medicina de lo Universidad de Buenos Aires o el director técnico de 
la Selección de Fútbol-, todos hechos sucedidos durante los gobiernos democráti­
cos.

A estas violaciones explícitas de los derechos humanos debe agregarse la 
desigualdad de tratamiento respecto del goce de derechos supuestamente garan­
tizados para todos los ciudadanos, como aquéllos que derivan de la institución 
matrimonial (herencia, residencia, adopción, derechos sociales). Y los discrimi­
naciones en la vida cotidiona, ya sea en el seno de la familia, en el lenguoje, en 
lo calle o en el ámbito laboral.

Capitulo aparte, y más doloroso, es el de la discriminación sufrida por las 
personas con VIH/SIDA, discriminación que tiene mucho que ver con la 
esligmalización de la homosexualidad. ¿Quién se hubiera imaginado volver a 
escuchar la tristemente célebre frase: *algo habrá hecho, por algo será..."? Como
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con las desapariciones, también en materia de SIDA parece baber víctimas "ino­
centes" (los niños, los transfundidos] y victimas "culpables” o que "se la busca­
ron" [los infectados porvia sexual o por compartir jeringas].

En primer lugar, resumiremos las lineas generales de los informes elaborados 
por los integrantes de Gays por los Derechos Civiles, ocerco de les violaciones 
de derechos humanos basados en la orientación sexual y de los personas con 
VIH/SIDA en nuestro país. En segundo lugar, presentaremos los resultados de 
una encuesta realizada en la ciudad de Buenos Aires acerca de las opiniones de 
la población respecto de la homosexualidad.

1. Informes sobre violaciones a los derechos 
humanos basadas en la orientación sexual y 
en la portación de VIH/SIDA

El Informe de Gays por los Derechos Civiles, de diciembre de 1995, resume 
numerosas denuncias realizadas desde 1982 hasta entonces2:

A En 1982/1983, al menos veinte personas homosexuales fueron asesina­
das. Sólo dos de los asesinatos fueron esclarecidos. En 1991/1992, en Mendoza, 
se produjeron asesinatos de cuotro homosexuales y de una lesbíano propietaria 
de un bar. Los casos no fueron aclarados, pero dos policios fueron procesados.

a  En agosto de 1995, en el bor Queen de Mendoza, la Policía Federal 
confecciona una lista de todos los presentes. Diez días más tarde, dos de ellos 
son encontrados en sus domicilios, muertos a cuchilladas, sin que hubiera existi­
do robo.

A Otros asesinatos no aclarados,
A Detenciones repetidas en la vía pública a causa de la identidad homo­

sexual. Edictos policiales discriminatorios. La Policía se vale del rubro "Escánda­
lo", cuyo articulo segundo penaliza el portar vestimentas "correspondientes al 
otro sexo", asi como el incitar u ofrecerse al acto carnol en lo vía público. La

2 Paro ampliar estos datos, ver el Informe de Gays por los Derechos Civiles, Violaciones de 
derechos humanos y civiles en la República Argentina basadas en lo orientación sexual de 
las personas y de las personas viviendo con VIH/SIDA Tercera Edición. Corregida y actua­
lizada, Mi me o, Buenos Aires, Diciembre de 1995.
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Constitución de le Ciudad de Buenos Aires de 1996 derogó formalmente estos 
Edictos, pero de hecho siguen operando por la inexistencia de otro "Código 
Contravencional" y por la falta de claridad en cuanto al status de lo Policía 
Federal. Según las estadísticas del inForme, 83% de las detenciones arbitrarias 
no fueron apeladas. En la ciudad de Buenos Aíres, se registraron 35.350 conlra- 
venciones en 1992 y 10Ó.273 en 1994.

▲ En enero de 1992, Jorge Inoudi, de Córdoba, obtiene del gobierno cana­
diense el slotus de refugiado político, en rozón de los persecuciones sufridas 
debido a su calidad de homosexual.

A Razzias y allanamientos, que tienen lugor sobre todo en verano, período 
en el cual se "renuevon" los coimas por parle de discotecas y bares, pues sus 
propietarios soben que dos o tres razzias son suficientes para arruinar la reputa­
ción de un establecimiento. En 1995, se produjeron razzias y "visitas" de perso­
nal policial en casi todos los establecimientos Frecuentados por gays y lesbianas. 
El 1 6 /8 , el local "Gosoil" fuo allanado y sesenta personas fueron detenidas, 
frente a las cámaras de televisión convocadas por la propia policio. Durante 
1995, los abogados de Gays por los Derechos Civiles se presentaron 392 veces 
en las distintas seccionales de la ciudad de Buenos Aires.

A Persecución sistemática y cobro de coimas a travestís. Detenciones arbitra­
rias, asesinatos no adorados y violencia policial. Hasta octubre de 1994, el 
Código de Faltas cordobés penaba con hasta treinlo dios de prisión el portar 
vestimentas correspondientes al sexo opuesto. En ¡unió de ese mismo ano, cator­
ce personas debieron cumplir tal pena.

A Problemo de los documentos de ideniidod de travestís y tronsexuales.
A Discriminación labora! por la orientación sexual. Despido en 1993 de una 

mujer que trabajaba en una empresa de correo privado y en 1994, de uno maes­
tro en la provincia de Santo Fe. Frente o las denuncias, los casos son -en general- 
re su altos. El problemo grave es que muchos victimas se abstienen, por diversos 
motivos, de denunciar los actos discriminatorios. En mayo de 1995, una mujer 
hlpoocúsico y lesbiana, intérprete en la Dirección Nacional del Discopa cita do, es 
suspendida, y luego de lo opeloción, reincorporado; en junio de 1995, un encar­
gado de un edificio es acosado con ataques verbales y pintadas, se somete a un 
test VIH (da negativo) y luego es despedido por la administración (el sindicato 
SUTERH se solidariza con el trabajador mediante una solicitada).
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Estos son algunos cosos de violociones explícitas de los derechos humanos y 
de persecuciones basados en la orientación sexual. Como dijimos, también hay 
violaciones de los derechos humanos derivadas de la desigualdad de tratamien­
to respecto de las personas homosexuales, tanto de hecho como de derecho. Lo 
desigualdad priva del ejercicio de sus derechos o un segmento de b  población, 
de manera arbitraria y discriminatoria, y abarca prácticamente la totalidad de 
los derechos y obligaciones vinculados al matrimonio, asi como lascuestionesds 
herencia, vivienda, impuestos, etc.

▲ Violaciones de los derechos humanos de las persones con V1H/SIDA. Un 
análisis de esta cuestión excede las pocas páginos de esle artículo. Resumiremos 
sólo algunos casos del Informe elaborado por Jáuregui y  Vanni [1996)3:

• En las prisiones: En junio de 1992, diez presos de la Unidad 21 (Hospital 
Muriiz) fueron encadenados y esposados a sus comas, lo mismo que un preso 
enfermo terminal (Hospital Interzonal de Agudos, Mar del Plata). En junio do 
1 995 sucede un episodio similar en el Hospital Carrillo de la ciudad de Rosario. 
En el Penal de Olmos un preso Fue asesinado a cuchillazos en un baño de lo 
prisión [diciembre de 1992). 5e calculo que entre un 15 y un 30% de los varones 
presos, y un 10% de las mujeres presas, del Servicia Penitenciario Federal están 
infectados por el VIH.

•  En agosto de 1 994, un fiscal cordobés pide peno de quince años de pri­
sión para un dador de sangre que ignoraba estar infectado por el VIH (pues 
transitaba el período denominado "ventana", durante el cual no se han desarro­
llado aún los anticuerpos detecta bles por el test). Como el acusado era homo­
sexual, según el fiscal, debería haber anunciado que ero una persona "de ries­
go".

• Desde 1991 hosta su abolición en 1994, el Servicio Militar realizaba tests 
compulsivos de VIH entre los exámenes de incorporación.

• Entre 1991 y 1994, la "Línea contra la Discriminación" de Gays por los 
Derechos Civiles, recibió 1.017 llamados relativos al SIDA, de los cuales 678

3 Para el caso argentino, puede consultarse el informe de Jáuregui y Vanni (1996), o los 
libros de Pucánelti (1995) y de Yázquez Acuña (1995).
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Colaboraciones

tenían por objeto denunciar discriminación en el empleo. Fueron iniciadas 3ó 
acciones legales. En 1992, la empresa Empresa de Lineas Marítimas (ELMA) 
despide o un trabajador porque "tenía SIDA". El test había sido efectuado sin el 
consentimiento del trabajador y comunicado por el laboratorio a la empresa. En 
mayo de 1995, la Corte Federal de la ciudad de Buenos Aires ratifico el fallo en 
primero instancia contra ELMA Son muchas las empresas e instituciones que 
realizan los tests detectores de VIH en forma inconsulta (pre y  post-ocupaciono- 
les) violando explícitamente la ley 23.798 de Lucha contra el SIDA. En diciembre 
de 1996, lo Corte Supremo de Justicia confirmó un fallo por el cual un comisario 
obtuvo la restitución a su puesto de trabajo por habérsele realizado las pruebas 
sin su expresa autorización.

• Discriminación en las obras sociales (lo que dio lugar a la ley 24.455] yen 
los p re-pagas [rescisión de contratos, no cobertura de trata míen tos y medicamen­
tos, etc.). Discriminación en la atención médica. Reolización de test pre-quirúrgi- 
eos en forma inconsulta.

• Discriminación en lo escuela primaria (caso de la escuela de la Boca en 
1989) yen la escuela secundaria (septiembre de 1994, denuncia de Julio Talovera 
en San Miguel).

•  La Ley Nacional de Lucha contra el SIDA apunta tanto a impedir la exten­
sión de la epidemia como a hacer frente a los actos discriminatorios. Sin embar­
go, algunas leyes provinciales siguen teniendo articulas como el siguiente (ley 
10.339 de la provincia de Santa Fe, artículo 1): ''Será obligotoria la investiga­
ción serológica para la detección del SIDA a todos los implicados en procedi­
mientos policiales o judiciales que pertenezcan a los denominados 'grupos de 
riesgo’ constituidos por prostitutos, homosexuales y drogodictos".

Los actos discriminatorios respecto de ios seropasitivos y de los enfermos de 
SIDA parecen tener lugar en casi todos los órdenes de lo vida, como sí el virus 
viniera a quitarles el "derecho a tener derechos" inherente a cada ser humano.
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2. Opiniones acerca de la homosexualidad: 
una encuesta a la población de la ciudad de 
Buenos Aíres

La "Homofobia"

El término (poco feliz) de "homofobia" se usa para dor cuenta de una varie­
dad de fenómenos que tienen en común su posición negativa respecto de lo 
homosexualidad. Lo homosexualidad es definida como la tendencia a buscar 
placer mediante contactas Físicos con personas del mismo sexo más que con 
personas del sexo opuesto4. No en todas las culturas existe lo noción de persona 
homosexual, ni todas las personas que tienen o hon tenido relaciones sexuales 
con personas del mismo sexo se consideran a si mismas homosexuales. Un indi­
viduo homosexual "identitario" es alguien que considera que el hecha de tener 
deseo y /o  mantener relaciones sexuales y /o amorosas con personas del mismo 
sexo define en mayor o menor medida su propio identidad. Este reconocí miento 
es en principio onte si mismo y puede ser asumido públicamente o no, y en 
distintos niveles5 6. Desde su invención o mediados del siglo pasado, la identidad 
"homosexual" ho sido atribuida en general desde fuero, por porte de los diversos 
especialistas. Es por ello que muchos desconfían de esta categoría de origen 
médico para definir una identidad social, y prefieren por ejemplo el término gay, 
o ninguno4.

Etimológicamente, el término "homofobia" no solamente es inexacto, sino 
contrario al sentido que se quiere expresar con él |s¡ el prefijo "homo" quiere 
decir "semejante", literalmente homofobia es el miedo irracional del semejante). 
A pesar de ello, por comodidad fue adoptada este vocablo en lugar de otros 
demasiado rebuscados. En un primer momento, la noción de "fobia" acentuaba 
el carácter de miedo irracional, angustiante e instintivo7. Pero la "homofobia" no

4 Esto def nición amplia es suficiente paro dor cuento de prácticos que adoptan y han 
adoptado históricamente formas, identidades y sentidos múltiples. La definición es la de 
Dover (1982), p.13.
SCfr. Plurr.mcr (1981).
6 Cfr. Buller (1993).
7  Es el sentido usado por Smilh (1971) y Weinberg (1 972).
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se reduce simplemente a los pre¡uicios hacía lo homosexualidad. Un prejuicio es 
uno opinión sin fundomento, mientros que las actitudes y opiniones 
desvalorízadoras de la homosexualidad pueden ser fundamentados y lógicas, 
pueden ser la conclusión de determinadas premisas volorativas.

En muchas sociedades ha habido condena y discriminación de las relaciones 
sexuales y afectivas entre las personas del mismo sexo, pero no en todas, Es 
legítimo entonces preguntarse en qué grado, cómo y por qué existe en nuestra 
cultura aversión hacia la homosexualidad y las personas homosexuales.

En los años cuarenta, Kinsey subrayó lo determinación social de la vida ho­
mosexual. Para el famoso sexólogo, "uno de los factores que contribuyen mate­
rialmente al desarrollo de las historios exclusivamente homosexuales es el ostra­
cismo que la sociedad impone a un individuo de quien se descubre ha tenido 
quizá no más de una sola experiencia"'. Así, el aislamiento real o potencial, o 
percibido como real o potencial, sería lo que lleva al individuo a lo compañía 
casi exclusiva de otros homosexuales'. Novamos a discutir aquí esta afirmación, 
ni las corrientes sociológicas que desde entonces intentaron explicar los determi­
nantes sociales de la vida de las personas homosexuales. Sólo diremos que las 
distintos perspectivas apuntan a la manera en que las sociedades construyen el 
sentido de las relaciones entre los sexos, de sus roles e identidades, y de lo que 
constituye los diferencias entre lo femenino y lo masculino. En este morco son 
analizadas aquellas practicase identidades -en nuestro caso, las homosexuoles- 
que vienen a perturbar dichas construcciones sociales, y que pueden ser objeto 
de estigmatización y discriminación social1’ .

8 Citado por Plummer (1981 ], p.17.
9 Como todo grupo roorginalizodo, el sentimiento de identidad colectivo afirmo sus contar- 
nos en la diterenciación y bajo lo amenazo. Cfr. Bourdieu (1979) y Pollak (1993), p.232.
10 Para uno presentación de los distintas perspectivas, clr, Greenberg (1 988).
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Metodología

En una investigación realizada por Millham, San Miguel y Kellog (1976), en 
la que se aplicó una escala de actitudes negativas hacia la homosexualidad, se 
encontraron seis factores englobados por dichas actitudes:

1) la percepción ae una dimensión de peligro ligado o los homosexuales, 
¡unto con el deseo de que se los reprima legal y socialmenle;

2) disgusto y ansiedad personal despertada por los homosexuales;
3) preferencia por lesbianas antes que por bs varones homosexuales;
4) percepción en los homosexuales de manierismos correspondientes ol olro

5) actitud de reprobación moral frente a la homosexualidad;
6) preferencia por homosexuales vorones antes que por los lesbianas.

Las investigaciones a partir de escalas, como la presente, constituyen puntos 
de partido necesarios pero insuficientes para dar cuento de fenómenos sociales 
complejos. Además de incorporar b  evolución a lo largo del tiempo, los resulta­
dos deberán ser enriquecidos con estudios de tipo político, sociológico y 
etnográfico. Lo que sigue constituye una primera aproximación o la medición del 
grado de homofobia en la sociedad argentina.

Siguiendo el modelo de Millham y sus colaboradores, el íns'riimentó de reco­
lección de datos fue una escala que mide la dirección e intensidad de las actitu­
des hccia la homosexualidod. Se construyó una escala compuesta de 1 S ítems 
para medir actitud "homofóbico", correspondientes g cuatro dimensiones esta­
blecidas previamente [peligrosidad/represión social, disgusto personal, 
reprobación moral, y enfermedad], a partir de bs cuales se preparó un.cuestio­
nario. Durante los meses de octubre y noviembre de 1995, se aplicó el cuestiona­
rio a una muestro de la población de la ciudad de Buenos Aires. La muestra fue 
construido por cuotas de nivel socioeconómico, sexo y edad y alcanzó a A50 
personas de 18 a 54 años.
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Resultados obtenidos

Los dotos recogidos muestran que:

1) En la población encuesloda, existe un 25% de personas que expresan un 
rechazo de la homosexualidad, mientras que un 42% se manifiesta indiferente a 
la cuestión y un 33% tiene actitudes de aceptación de ia misma.

Actitud frente a la homosexualidad

Rechazo
25%

Aceptación
33%

Lamentablemente no contamos con datos anteriores que permitan una apre- 
cioción acerco de b  evolución de estas actitudes, pero podemos afirmar que si 
bien un tercio de lo pobbción se manifiesta tolerante respecto de la homosexua­
lidad, aún es preocupante el relativamente alto porcentaje de personas que no 
toman partido y el de las personas intolerantes. Las datos que siguen permiten 
afinar el perfil social de cada uno de estos grupos.
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2) Las mujeres aceptan en mayor proporción la homosexualidad que los 
varones, lol como se ve en el siguiente gráfico:

Actitud frente a la homosexualidad según sexo

Varón Mujer

3) Existe una fuerte asociación entre la edad y la aceptación de la homose­
xualidad, siendo los más jóvenes (hasta 35 años] quienes se muestran más tole­
rantes hacia ella.

Actitud frente a la homosexualidad según edad
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4} Existe una asociación significativa entre el estado marital y el grado de 
aceptación de la homosexualidad. Como se observa en el siguiente gráfico, las 
personas salteras y las separadas o divorciadas expresan un menor grade de 
hemofobia que las que conviven con una pareja (casados o unidos de hecho). 
Cabe aclarar que la diferencia se mantiene cuando se hace intervenir como 
control la variable edad.

Actitud frente a la homosexualidad según estado dvii
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5) Se encontró también una asociación significativa entre la realización de 
prácticas religiosas y el rechazo a lo homosexualidad. Ahora bien, incluso entre 
aquéllos que manifiestan tener prácticas religiosos, el rechazo (28,0%) no es la 
actitud predominante, sino la indiferencia (51,9%)

Actitud frente a la homosexualidad según 
asistencia a servicios religiosos

No Asiste
asiste

6) En cuanto o la relación entre el grado de homofobia y  el nivel de educa­
ción, parece haber mayor aceptación de la homosexualidad cuanto mayor es el 
nivel de educación olcanzcdo. El grado de rechazo, por el contrario, es el mismo 
para todos los niveles educativos.

Actitud frente a la homosexualidad según nivel de escolaridad
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7) Existe una asociación débil entre homofobia y nivel socioeconómico: sin 
embargo, puede decirse que hay mayor aceptación de la homosexualidad en 
niveles socioeconómicos medio y alto, que en los niveles bofos. El porcentaje de 
rechazo se mantiene constarte.

Actitud frente a la homosexualidad según nivel socioeconómico

Bajo M edio A lto

8 ) Las cuatro dimensiones de la escalo de homofobia, o saber: (a) lo percep­
ción de los homosexuales como peligrosos, (b) e! disgusto personal hacia ellos, 
(c) la reprobación moral de la homosexualidad, y (d¡ el concebir o la homosexua­
lidad como uno enfermedad, muestran uno distribución de frecuencias diferente 
entre el grado de "acuerdo", e! de "ni acuerdo ni desacuerdo" y el de "desacuer­
do".

Peligrosidad/ Disgusto 
represión personal

Reprobación
moral

Enfermedad

Acuerdo 22,9 25,2 21,7 40,7

Ni acuerdo ni
desacuerdo 53,2 53,1 55,6 18,8

Desacuerdo 24,0 21,7 22,7 40,5
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Comentarios

La dimensión de peligrosidad/ropres¡ón social concentra mayores porcentajes 
en el "ni acuerdo ni desacuerdo", seguido por e: "desacuerdo". Los varones están 
más de acuerdo con aue 'os homosexuales son "peligrosos", lo mismo que las perso­
nas de más de 45 años, las que viven en pareja y los de menor nivel educativo.

Es interesante analizar en particular el grado de acuerdo con algunas de las 
frases propuestas para construir esta dimensión, ya que permite tener una ¡dea más 
matizada de la percepción de la supuesta peligrosidad de los homosexuales y de la 
deseabilidad o no de que se los reprima. Pocas personas (14,5%| manifiestan su 
acuerdo con que las manifestaciones públicas de gays y lesbianas deberían prohibir­
se, mientras que un 69,1% está en desacuerda con dicha prohibición Con respecto 
a 'os derechos civiles, las posiciones son más parejas y polarizadas: 45,9% de los 
encueslados está de acuerdo con que los gays y lesbianas deberían poder casarse y 
un 38,8% está en desacuerdo. A un 42,6% le molestaría que un hijo suyo tuviera un 
maestro gay o una maestra lesbiana, y a un 44,5% no le molestaría.

A modo de hipótesis, puede decirse que la "peligrosidad" de los homosexua­
les, aún pana muchos que así b  perciben, no es rozón suficiente para cohortar sus 
derechos 'ndividuoles básicos, como la libertad de expresión y de manifestación, 
El tema del matrimonio muestra una polarización de opiniones, levemente favora­
ble a la aceptación. En ambos ítems nos encontramos con derechos que no afectan 
necesariamente a terceros. Por el contrario, la (rose acerca del maestro muestra 
cloramente un fenómeno presente en varios casos de estigmalizndón, es decir el 
sobredimensiona miento del rasgo estigmatizado. En este caso, se sobredimensiona 
la sexualidad en las personas homosexuales, como si ésta invadiera todos los 
aspectos de su personalidad y de sus actividades, inclusive ias profesionales.

La visión de !a homosexualidad como una orientación sexual o como un estilo 
de vida es mayor entre los generaciones más jóvenes En este aspecto es también 
muy clara la influencia de la variable educación: a mayor nivel educativo, menor 
acuerdo con la ideo de la homosexualidad como una "enfermedad". Una enfer­
medad es un estado de hecho e involuntario, y por ende no tendría que ser 
considerada ni buena ni mala. Pero para muchos la ¡dea de enfermedad tiene 
connotaciones morales: si se piensa en la enfermedad como "perversión" o "de­
generación", lo noción de enfermedad adquiere connotaciones morales negati­
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vas, y si se la pienso como "desgracia" o "destino", puede despertar simpatía o 
compasión. Es por ello que, aparentemente, el acuerdo con que la homosexuali­
dad es una enfermedad reúne no sólo o aquéllos que condenan la homosexuali­
dad, sino también a muchos que manifiestan una actitud "compasiva".

Con respecto a los preferencias porgays o lesbianas, según la encuesta existe 
una mayor aceptación social de los goys (55,6 %) que de las lesbianas (10%) Fn 
el tipo de preferencia incide el sexo del respondente: los hombres prefieren en 
mayor proporción que las mujeres o las lesbianas, y los mujeres prefieren en mayor 
proporción que los hombres a ios goys ¿Cómo interpretar esto "preferencia" por 
gays respecto de lesbianas? Dos hipótesis pueden ser adelantadas. La primera, 
que sigue la teoría gay del Corning ouf, ratificaría la idea que asocia el reconoci­
miento social a la mayor visibilidad. La segunda, proveniente del feminismo radi­
cal, habla de un falocentrísmo que no toleraría lo perspectiva de que existan relo­
ciones sexuales placen-eras sin la intervención masculino.

Como dijimos antes, no disponemos de estudios que permitan analizar la evo­
lución temporal de las actitudes. Sin emboigo, basándose en la curva de acepta­
ción por edad y por nivel educativo, se puede plantear la hipótesis de que lo 
aceptación de la homosexualidad es cada vez mayor. Al analizar les actitudes 
según nivel educativo y socioeconómico, vemos que lo proporción de rechazo es 
constante. A modo de hipótesis, ello puede querer decir que hay un núcleo "duro" 
e invariante de rechazo. Al aumentar el nivel educativo y socioeconómico, se pasa 
más de la indiferencio a la aceptación, pero no del rechazo c la indiferencia.

Puede afirmarse que para los hombres el establecer fronteras rígidas entre los 
géneros masculino y femenino es más importante que para las mujeres (por ejem­
plo, las mujeres han adoptado más fácilmente las vestimentas masculinas que el 
caso inverso). Lo dominación masculina es real y como tal tiene efectos reales, 
pero muchos análisis revelan que está construida sobre la inseguridad y el temor 
a la perdido de la masculinídad que puede provenir de las acciones de las 
mujeres y de otros hombres.

La fuerte correlación entre estado civil y actitudes muestra que la valoración de 
la homosexualidad está ligada a la valoración y a le experiencia de estar en 
pareja heterosexual monogámica. Los dalos encontrados con respecto al estado 
civil admiten varias interpretaciones posibles: ¿son las personas que conviven con 
una parejo más "tradicionales” en general que las que no ¡o hacen, dependiendo
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la asociación encontrada de esta variable explicativa? ¿Son en especial las perso­
nas separadas/divorciadas, habiendo pasado por experiencias personales dolo­
rosos, menos rígidas con respecto a la división sexual? ¿Incluye el porcentaje de 
personas que no viven con una pareja o los sujetos homosexuales y bisexuales, lo 
que incide en el menor grado de homofobia del grupo? Las respuestos a estos 
interrogantes sólo pueden encontrarse en nuevas propuestas investigativas que 
permitan la profundización de la asociación de variables encontrada

La asociación entre prácticas religiosas y homolobia fue encontrada también 
en un estudio realizado por Greenberg [1988), quien halló que ellas constituyen 
la variable predictiva más fuerte con respecto o la presencia de actitudes anti­
gay y antí-lesbionas. La mayor parte de las religiones mantienen una posición 
negativa hacia la sexualidad cuyo objeto privilegiado es la búsqueda de placer, 
disociada de la procrección, como es el caso en la homosexualidad. Ahora 
bien, los datos de la encuesta pueden explicarse por la mayor "trodicionalidad" 
de los personas que practican algún tipo de religión, o por la inducción directa 
del dogma religioso contra la homosexualidad.

A modo de conclusión

La encuesta representa un primer acercamiento a la cuestión de la homofobia 
en lo ciudad de Buenos Aires Hemos visto que las actitudes y reacciones hacia 
las homosexuales son multidimensionales, abarcando tanto las sensaciones per­
sonales como consideraciones morales, socíapolítícas e incluso médico-psicoló­
gicas.

En resumen, los datos evidencian que, aunque se observa una predisposición 
creciente a extender las libertades civiles básicas a los gays y lesbianas, sigue 
existiendo un porcentaje de la población que continúa condenando morolmente 
la homosexualidad y rechazando la posibilidad personal de estar cerca de los 
gays y lesbianas.

Es preocupante que un 25% de la población encuestado exprese actitudes de 
rechazo a la homosexualidad, teniendo en cuenta que se trata de habitantes de 
una gran ciudad, donde se supone una mayor tolerancia respecto a las diferen­
cias que en núcleos urbanos más pequeños o en ámbitos rurales.
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III. Protestas sociales en la Argentina. 
1989 - 19 961

Federico Luis Schuster. Investigador del Instituto de Investigaciones Gino 
Germoni (Areo de Epistemología y Estudios Filosóficos de la Acción), Facultad de 
Ciencias Socicles, Universidad de Buenos Aires.

La información sobre protestas sociales es algo difícil de rastrear con carácter 
exhaustivo, yo que lo característica de uno protesta es precisamente su fugacidad. 
Una protesta puede extenderse en el tiempo, pero también durar apenas horas. 
Definiremos como protesta social toda manifestación colectiva pública que esta­
blezca en su centro una demanda a ser satisfecho por el estado o una entidad 
privado (empresa, etc.). En algún sentido, sin embargo, el Estado es siempre un 
actor receptivo de toda protesta, yo sea primario o secundario, en tanta es el 
mediador obligado de los conflictos obrero - patronales, por ejemplo.

Para indagar acerca de la existencia de una protesta es necesario confiaren 
principio en los medios de comunicación, especialmente gráficos. Paro ello, es 
necesario estudiar con detenimiento no solo los periódicos nacionales, sino tam­
bién los provinciales y locales, en la medido en que ciertas protestas focalizadas 
regionalmente no alcanzan difusión a nivel nacional. La difusión mediático de la 
protesta suele ser, al mismo tiempo, un recurso estratégico de la protesta mismo, 
en la medido en que le provee legitimación pública y la protege de su aniquila­
ción por lo indiferencia o lo represión.

El papel de los medios resulta en tal sentido clave para muchas protestas 
-especialmente las que na cuentan con el apoyo de organizaciones de peso- 
pora su potencial éxito. Los medios se han convertido así en resguardo del 
sentido y legitimidad de las protestes y hosta de la integridad física de sus

1 Este trabajo se baso en los resultados parolóles del Proyecto UBACyT CS 079, que el 
autor dirige en el Inslituto Gino Germani, de la Facultad de Ciencias Sociales de la Univer­
sidad de Buenos Aires, E! equipo está formado por quince investigadores, becarios y auxi­
liares de investigación. Los méritos, sí los hay, son colectivos.

▲ 341



activistas. Hay protestas que se diseñan de modo tal que puedan ser reprodu­
cidas por los medios, televisión incluida. Ello no quiere decir necesariamente 
que dichos protestas sean puros Fuegos de artificio mediático; po- el contra­
rio, la desconfianza en los organismos de seguridad y en el propio poder 
político hoce de los medios masivos un instrumento confiable para muchos 
ciudodonos como canal de legitimación de la defensa de sus intereses. Cuan­
do un grupo de acción colectivo [en un barrio, en una escuela, en una fábri­
ca, en un pueblo, en una cárcel, etc.) considera que los intereses particulares 
que defiende se trascienden o sí mismos y adquieren legitimidad ciudadana, 
muchas veces encuentran cosí exclusivamente en los medios de comunicación 
el soporte que le permita mostrarlos ante la comunidad en su conjunto y de­
fenderse de lo acción represiva.

Esto da lugar a una lógica compleja, en la medida en que los propios medios 
de comunicación responden al interés particular de empresas, que seleccionan 
le información □ transmitir. Así, los protesto torios enrrar en un camino ozanoso, 
cuya transparencia es al menos dudosa. Ello no quiere decir que los medios de 
comunicación no hayan cumplido y cumplan un lugar ciudadono destacado en 
le que va de la restauración democrático y ante lo crisis de representación y/o 
confiabilidad de otras instituciones centrales de la República. Más bien pretende 
señalar un elemento clave en la construcción de los procesos de informcción - 
comunicación y en la publicidad de hechos socio - políticos. Un ejemplo extremo 
de lo dicho se ve en las protestas de los prop'os trabajadores de los medios de 
comunicación, que, ante situaciones de despido, suspensión o similar deben en­
contrar canales alternativos para dar a publicidad sus redamos, en tanto no son, 
en general, reproducidos por los medios masivos (ni el que responde a la empre­
sa en conflicto, obviamente, ni ningún otro).

Más dora, y peligrosa, sin embargo, porece ser la situación de los grupos de 
protesta frente o las fuerzos de seguridad. Éstas suelen responder de modos 
absolutamente impnedecibles ante tales situaciones. Desde la más absoluta apa­
tio e inacción o la represión más violenta.

Durante 1996 hubo situaciones paradigmáticas en este sentido:

A la represión a los estudiantes de lo Universidad de La Plata, que protesta­
ban ante la Asamblea Universitario per la adecuación del Estatuto Universitario 0
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la nueva Ley de Educación Superior. La policía reprimió en forma indiscrimida 
con balas de goma, provocando heridas a manifestantes, periodistas y curiosos 
y mostró una violencia de procedimientos por lo menos preocuparle. En este 
caso, las cámaras de televisión constituyeron un documento inapelable de la 
violencia y llevaron a una mini crisis político-institucional. El hecho de que los 
propios periodistas y camarógrafos resultaran agredidos favoreció la predisposi­
ción de los medios en contra de la violencia policial.

A la actuación duna de la Gendarmería Nacional en la represión de algunas 
protestas locales, como la de los pobladores de Cutral Có (provincia de Neuquén), 
que exigían respuestas ante lo situación de crisis terminal que vivía lo región, y la 
de los habitantes de Ezelza (provincia de Buenos Aires) ante la ínstoiación en 
zona urbana de torres de alta tensión de distribución eléctrica. En ambos casos 
se llegó o situaciones de violencia importante y a cierta descontrol de la 
Gendarmería, que mostró incapacidad en el mone¡o pacífico de tales siluacio-

A la absoluta inacción de lo policía (espectador pasivo) ante una violenta 
insurrección estudiantil en la ciudad de Córdoba ; o ante la protesta espontánea 
de miles de ¡óvenes en la ciudad de Buenas Aires, defraudados por el incumpli­
miento de una promoción de una empresa privada que prometía regalar entra­
dos para un concierto de rock.

Casos como estos son sólo prototipos de la forma de reacción de ¡as fuerzas 
de seguridad ante situaciones de protesta. Preparadas todavía para pensar a la 
protesta inevitablemente como desorden subversivo, dichas fuerzas no hon podi­
do hasta hoy responder de modo pacífico ante situaciones de este tipo. O pegan 
con saña o se desentienden. No han podido prevenir situaciones de violencia y, 
más bien, los hon generado o ayudado c estallar.

Tales comportamientos hon hecho pensar a los grupos de protesta y u los 
organismos de derechos humanos y ciudadanos que, junto con la falta de prepa­
ración adecuada paro actuar en un contexto republicano y  democrático puede 
haber otros factores que intervienen en ¡a represión selectiva de protestas:
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a) Decisión política de reprimir selectivamente a ciertos grupos por parte de 
los ejecutivos nacional y provinciales, y/o de favorecer la asociación ciudadana 
entre ciertos protestas y violencia.

b) Intromisión de prejuicios propios de los tiempos de lo dictadura en la 
‘ornación de las fuerzas de seguridad; por ejemplo, en contra de los estudiontes.

«) Infiltración de los servicios de inteligencia en los movimientos de protesta.

En este último caso se tendería a favorecer las acciones violentas paro 
desprestigiar ciertas protestos. Esta hipótesis se apoyo en el carácter relativamen­
te inorgánico de las protestas, lo que facilita lo infiltración. Las organizaciones 
sindicales fuertes, con experiencia además en el tema, resultan algo más difíciles 
de infiltrar.

La protesta, por su carácter fragmentario, circunstancial y relativamente ¡m- 
predecible, genero de lodos modos formas de represión violenta en muchas par­
tes del mundo. Ella parece tener que ver con un s¡sremo político - estatal que 
rechaza o la protesta como asistemática y no la concibe dentro de un esquema 
que propicio formas estandarizados de participación y de representación de 
intereses (voto, lobby, etc.). En tales casos, de todos modos, la represión también 
es selectiva (recuérdese por ejemplo la represión de la policía norteamericana a 
tas manifestantes que protestaban por la golpiza recibida por un ciudadano 
negro -Rocney King-y de la que había sido responsable la propia policía).

En cuanto a la composición de la protesto puede decirse que lo misma ha 
ido variando de modo sustantivo entre 1989 y 1996. Entre 1989 y ] 992, la 
mayoría de los protestos (80%) sigue siendo de matriz fundamentalmente sindi­
cal. Que-emos decir con ello que la protesta es convocado poro cuenta con la 
participación activa de algún sindicato. Los privatizaciones, el ajuste estructu­
ral del Estodo y la desreguloción económica, que tuvieron en aquellos años su 
momento mós fuerte, parecer explicar la cantidad de protestos que los sindica­
tos encabezaron por entonces. Sin embargo, hay dos datos interesantes poro 
tener en cuenla:

A La Unión Obrero Metalúrgica (UOM) sigue siendo por entonces el gremio 
con mayor cantidod de protestas [ver cuadro adjunto), oun cuando no es clara­
mente un gremio afectodo directamente por eso político (aunque sí por la
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desregulacíón). Agrupados los sindicatos afectados por las privatizaciones y el 
achique del estado y considerados en conjunto, superan sin embargo largamen­
te a la UOM.

A Se nota una fuerte presión de las bases para ia acción de protesta ante 
direcciones de sindicato que reaccionan de modo diverso y no siempre rápido 
frente a los cambios.

Entre 1992 y 1996, aumenta la proporción y también lo variedad de protes­
tas na sindicalizadas: organizaciones rurales, puebladas, revueltas locales o pro­
vinciales generalizadas, reclamos por los derechos civiles o por justicia, recla­
mos en las cárceles, protestas vecinales y ambientalistas aparecen más clara­
mente en el escenario. Nuevas formas de protesta, como las morchas del silen­
cio, se hacen fuertes Las protestas de este tipo aparecen ante la opinión público 
claramente desligadas de intereses particulares y se muestran capaces de poner 
en jaque a gobiernos provinciales y hasta a porciones del Ejecutivo Nacional- 
las muertes de Moría Soledad Morales en Catamarca, del conscripto Carrasco 
en Neuquén, de los jóvenes víctimas de la videncia policial en distintos lugores, 
ponen sobre el tapete, por un lado, el surgimiento de articulaciones colectivas 
eficaces, aunque lábiles, que otraviesan el arca social y el político; por otra 
parte, se oonvierten en movimientos de fuerte contenido político, en la medida en 
que denuncian la connivencia del poder político en situaciones delictivas a la 
impunidad garantizada por dicho poder ante ciertos crímenes, mediante el esta­
blecimiento de complejas -y sistemáticas- redes de encubrimiento.

los organismos de derechos humanos, por su parle, son también protagonis­
tas de protestas a lo larga del período. Así, las Modres de Plaza de Mayo, por 
ejemplo, continuaran con sus marchas y, en especial, mantuvieron la fuerza y 
convocatoria de la llamada Marcha de la Resistencia, realizada todos los años y 
que incluye progresivamente reclamos de diversos sectores sociales. Las Madres 
también fueron protagonistas de protestas contra lo situación económica y en 
apoyo de otros grupos protestatarios, en especial los que fueran duramente repri­
midos (como el caso de los estudiantes de La Plata, ya mencionado). En estas 
participaciones las Madres también fueron víctimas de lo violencia y la represión 
de las fuerzas de seguridad, en especial cuando fueran desalojadas de la Cate-
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drai, donde se habían recluida pora protestar contra la política económica y 
social del gobierno, los organismos de derechos humónos, sin embargo, mues­
tran un grado de institucionolizacíón, o esta altura del partido, que les permite 
estar preparados para situociones represivos, tanto en la actividad de sus miem­
bros y militantes como en el concurso de o bogados y formas de protección soíi-

Quienes también olconzaron un grado importante de instilucionalización en 
este período fueron los grupos de minorías sexuales, algunos de los cuales inclu­
so encontraron canales institucionales para incidir en la confección de las leyes, 
de la propia Constitución Nacional (reformo de 1994) y del Estatuto de lo Ciu­
dad Autónomo de Buenos Aires. Sin embargo, ello se dio de modo desigual y no 
todos siguieron esos cominos.

La aparición de preocupaciones vecínalistas y ambientalistas tro¡o una nove­
dad interesante al pcnorama de las protestos sociales de estos años. Sostenidas 
a veces en cruces sociales inéditos y otras claramente herederos de lo pobreza, 
lo desocupación y el cuentapropismo, la protesta se enseñoreó de barrios ente­
ros que reclamaron por condiciones de salubridad mínimos, contro lo polución o 
contra la privatización del espacio público o aéreo y los caminos de acceso. En 
barrios muy pobres, como ios siluados a la vera de los contaminados riachos 
bonaerenses y aun del propio Riachuelo capitalino, la contaminación llevó a los 
niños a enfermarse y a sus podres [y especialmente a sus madres) a protestar en 
las calles vivamente. Lo curioso es el enfrentamiento que se dio en algunos casos 
entre aquellos que aún trabajan en las fábricas contaminantes y temen perder sus 
trabajos y los que, desocupados, precarizodos o cuentapropistas, temen por la 
salud de sus familias. Precisamente, el traslado de parte de los protestas de la 
fábrica al barrio, producto de la situación mencionada y lo octivu participación 
de la mujer, con roles decididamente protagónicos en muchas y variadas protes­
tas son un rasgo marcado de las protestas más recientes.

Si en variedad puede decirse que el tipo de protesta se diversificó, en número 
se ve una actividad de protesta incesante. En un país en el que parece a primera 
vista una gran apatía ciudadana y un creciente individualismo y falto de solida­
ridad en su genio, llama la atención al lector desprevenidos! se le dice que entre 
1 989 y 1996 se produjeran en e! país alrededor de 20C0 protestas, esto es, 
unas 20 protestos por mes, casi una protesta por día. Y esto puede ser más si se
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tiene en cuento que hay protestas no relevobles a a tasque aún no hemos tenido 
posiblemente acceso por haber sido registradas por diarias locales todavía no 
estudiados por nosotros. Lo que sucede, entonces, no es que no haya reclamos 
colectivamente organizados, sino que ellos no tienen necesariamente continui­
dad en el tiempo ni se extienden en el espacio. Con esto último queremos decir 
que, si bien el mapa de las protestos sociales es muy rico en la Argentino reciente 
y muestra un grado de actividad socio - política alto, los grupos de acción colec­
tiva no se articulan entre si en un proyecto u objetivo común, no se reconocen en 
general como parte de un mismo movimiento ontisistemo, como sí quizás lo fue 
en la Argentina de fines de los '60 y principios de los '70. Y si existe tal recono­
cimiento, resulta en general lo suficientemente vago como para que no fructifique 
en acciones comunes o articulados por parte de los distintos grupos en las distin­
tas regiones del país.

Por otra parte, puede decirse que el creciente número de redamos no 
sindicafizados que señalamos un poco más arriba, además de un indicio de la 
crisis de empleo productivo que vivimos, habla de una mayor consideración de 
los sujetos sociales nació su posición de ciudadanos y de la consiguiente exigen­
cia hado el poder político pora que reconozca tal situación, con todos los dere­
chos que conlleva, a todos los habitantes del país en ¡guoldad de condiciones. El 
Estado Argentino, hoy, no parece ser capaz de hacerlo.
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Mapa de las protestas sociales en la 
argentina 1989 -19962

Protestas sindicales

CGT

Formas de protesta Reclamo

aumento salarial

Cantidad

CGT-Ar opardo movilización contra la política 1

CTA movilización
laboral
contra la político de 8

Total
gobierno

13

Trabajadores rurales

Formas de protesta Reclamo Cantidad

Fruticultores ocupación aumento salarial 6
Cañeros corte de rutas contra el cierre de 8

Total
ingenios

14

2 Material procedente de relevamiento de periódicos. Período: 8/7/89 al 31/12/96. 
Fuentes - El Bimestre, Clarín, la Nación, Página 12, diarios provinciales. Las cantidades 
presentadas a continuación no corresponden necesariamente al número de protestas real­
mente habidos, sino a aquellas que fueron notificados por lo prensa.
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Trabajadores industríales y  de ia construcción 
(empresas privadas y  públicas)

Formas de protesta Reclamo Cantidad

A utom olores poro y ocupación aumento salarial 12
Químicos paro aumento solarial 5
Petroleros poro y movilización aumento solaría!, 

contra la racionalización, 
contro la privatización.

21

Astilleros movilización contra el cierre de 
plantos, contro loprivatizoi-ión 9

Textiles movilización aumento solariol 7
UOM paro y movilización aumento salarial 36
Alimentarios paro aumento salarial 38
UOCRA
Total

paro aumento salarial
144
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Servicios (empresas privadas y empresas e 
instituciones públicas)
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Administración pública (no incluye docentes)

Localización Formas de protesta Reclamo Cantidad
Empleados poro y movilizoción salarial, contra 62
Públicos la privatización
Nocionales contra la política
(incluye: magistrados económica, contra
y empleados ¡ud¡cicles. lo política cultural
del Congreso, de OSN,
de la DGI, de los Ministerios de
Defensa, Trobajo y Economía,
de Radios Naciona'es, de Caso de Gobierno,
de la Filarmónica, de las Fuerzas Armadas)

buenos Aires poro y movilización 14

Tierra del Fuego movilizoción
la privatización 
contra la política 12

Sgo. del Estero movilización y

del gobierno 
nocional y la crisis 
provine sol 
salarial, contra 10

(incluye las ocupación el gobierna provincial

dieron origen o lo protesto 
generalizada de diciembre de 
1993)
Tucumón poro, movilización salarial

y ocupación
Chaco poro y movilización solano! 4
Solfa movilización y solarial, conlro 1 1

ocupación el gobierno provincial
Entre Ríos poro y movilizoción salarial 7
Ciudad de Bs. As. poro y movilización salarial 5
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Jujuy paro, movilización,
(Incluye los ocupación y huelga
protestos que de hambre
dieron origen a la protesto
generalizado dt»diciembre
de 19531
Cola morca paro y movilización
Chubut para, movilización

y ocupación
Córdoba poro y movilización
Misiones paro y movilización
Neuquén paro
la Pampa paro
Lo Rioja paro y movilización

Son Juan paro y movilización
Santo Fe movilización
Total

salarial, contra 
el gohierno provincial

3ó

ó
so briol 4
salarial 15
salarial 4
salar-ai 4
salarial 3

lo política
económico provincial

23

salarial 5
salarial 3

256

Docentes (privados y públicos; primarios/ secundarios 
y  terciarios)

Localización
Nocional

Sgo. del Estero

Formas de protesta
poro, movilización 
y ocupación

poro y movilización 
paro y movilización

Reclamo Cantidad
por io general, la mayoría 92
de los docentes protestan 
por uno o todos de los 
siguientes reclamos;
Aumento solariol, pago de 
haberes adeudados y contra 
la política educativa

10
12

352 A



Centro de Estudios Legales y  Sociales Informe Anual 1996

Catamarra paro 7
Río Negro paro i 1
TierTO del Fuego paro 6
Buenos Aires poro 12
Chaco poro 9
Lo Rioja poro y movilización 22
Chubut poro 1
Córdoba poro y movilización 16
Corrientes paro 5
Santa Fe poro y huelga de hambre 11
Son Juan poro 12
Entre Ríos. poro 3
Ciudad do Bs, As. paro y movilización 21
Jujuy paro 13
Mendoza paro y movilización 2
San luis paro 1
Santa Cruz pora 2
Total 268
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Protestas generalizadas locales

En defensa de establecimientos industriales

Se froto, en lodos los casos, de protestas eri redamo contro el cierre o lo 'racionalización”
de establecimientos industriales ubicados en localidades del interior del país. Suelen partí-
cipar de estos protestas tanto los trabajadores del establecimiento como pobladores de la

Establecimiento Localización Formas de protesta Cantidad
HIPASAM Sierra Grande manifestación y 3

Rio Negro huelgo de hombre
HISISA Boradero, movilización 2

Buenos Aires
ACINDAR Santa Fe 
Altos Hornos Zoplojujuy 
ALUAR Puerto Modryn,

poro y movilización 1
ó

Chubul 3
Ingenios Tucumón manifestación 7
Total 22

Por la reactivación económica

Se trata de protestas en reclamo por la reactivación industrial y econámici3 de una determí-
nada localidad. A diferencio de los anteriores, no está implicada la defsr 
cimiento especifico. Participan pobladores de lodo tipo.

iso de un estable-

Localidad Provincia Formas de protesta Cantidad

Capitán Bermúdez Santa Fe movilización 
Villa Ocampa Santo Fe movilización

2
1

Total 3
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Otras protestas generalizadas locales

Localidad Provincia Formas de protesta Reclamo Cantidad
Velo Buenos Aires movilización restitución 1 

del delegado municipal
Junín Buenos Aires movilización conlra el cierre 1 

de ramales ferroviarios
Carhué Buenos Aires movilización solución a los 1 

inundaciones
Inés Indart 

Total

Buenos Aires conlra lo instalación 1 
de un horno para 
residuos patológicos

4

Protestas generalizadas provinciales

Estas suelen estar □comportadas de un olto grado de violencia lisica. Suelen extenderse 
por distintos puntos puntos de la provincia y prolongarse durante varios días.

Provincia Formas de protesta Reclamo Cantidad

Jujuy movilización contra el gobierno 4
Muy movilización contra lo política 1 

provine i ol de ajuste 
y contra la intervención federal

Chubut movilización contra el gobierno 
provincial

1
Sgo. del Estero movilización contra el gobierno 

provincial
1

Río Negro movilización contra el gobierno 4

Córdoba

Total

contra el gobierno 
provincial

ó

17
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Protestas generalizadas nacionales

Formas d» protesta Reclamo Cantidad

Muhiieckxiúl
Total

apagón y cocerolazo contra la política o'icial

Protestas empresarios

Formas do protesta Reclamo Cantidad

ACIMDAR lock out sectoriales 1
Agropecuarios lock out, sectoriales 27

Médicos
movilización y corte de ri 
lock out contra el i NOS 1

Taxistas movilización contra política 9

,
lock out

de tránsito y por 
segvrldod

1
Comercio nles movilización contra política 5

Total
impositiva

44

Protestas campesinas

Localización Formas de protesta Reclamo Cantidad

Coñeros - movilización contra b 8
Tucumán desregulación azucare!
Taboeoleros - corte de rutas mejor precio de 4
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Jujuy
Total

corte de rutas mejor precio de

15

Protestas aborígenes

Jujuy
Sollo
Choco
Nenquén
Total

Formas de protesta

manifestación 
moni fes loción 
manifestación

Reclamo
reporoción histórica 
posesión de tierra 
posesión de fierro 
posesión de tierra

Cantidad

3
2

id

Protestas de jubilados

Localización Formas de protesta Reclamo Cantidad

Ciudad de 6s. As. 
Chaco, Chubut,
La Riojo y Tucumá 
Total

, movilización aumento de haberes 
y contra la política previsional

215

215
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Colaboraciones

Marchas del silencio

Todas estas marchas tienen un reclame> común: el esclarecimiento judicial d<i un determina-
do caso criminal. Según los casos, seven involucrados distintos octores ¡rrsililucianaies: la
policía, el gobierno provincial, el ejército, lo iglesia.

Localización Caso Cantidad
Calamorro Morío Soledad Moróles 70
Chivilcoy 1
C'Jtral-Có y Neuquén Conscripto Corrosco 4
Tres Arroyos Nair Musíala 2
Mendozo Cristian Guardotti 2
Ciudad de Bs As. 3
La Plato y ciudad de Bs. As. Miguel Bru 7
Nocianal Casos múltiples 23
Total 112

Protestas carcelarias

Formas de expresión Reclamo Cantidad

Presos molin reducción de penas 
contra la represión 
y el maltrato

34

Familiares de movilización contra lo represión 12
Presos y el maltrato. Par el 

esclarecimiento de 
crímenes en las prisiones

Total 46
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Protestas policiales

Localización Formas de protesta Reclamo Cantidad

Federal para salarial 1
Buena» Aíres motín salarial 2
Catamorca motín salarial 2
Son Juan motín salarial 1
Sonta Cruz motín salarial 1
Sgo. del Estero motín salarial 1
Tucumón motín salarial ó
Total 14

Protestas por la educación

$« troto, en jo mayoría de los cosos, de protestas realizadas por el con(unto de lo comuni-
dad educativa (docentes, podres y alumnos) o por estudiantes. La mayoría de los reclamos

Localización

□ negativa o los políticos educativa y salarial. 

Formas de protesta Cantidad

Nacional movilización y ocupación 21
Buenos Aires movilización y ocupación 18
Ciudod de Bs. As. movilización 26
San Luis movilización 6
Cotamorca movilización 4
La Ríoja movilización 7
Santiago del Estero movilización 5
Salta movilización 3
Río Negro movilización ó
Total 96
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Marchas por los derechos humanos

Organizadores Reclamo Cantidad

Organismos de Derechos Humanos contro el inculto 3
Madres de Plazo de Mayo aparición con vida 12
Organismos de Derechos Humanos contra lo política económica 2
Vecinos de Chacabuco contra el indulto 1
Total 13

Protestas vecinales

So troto de protestas realizadas por vednos u organizaciones vednoles de olgún barrio o 
localidad Los mismos reclaman, generalmente, por algún bien público local.

Localización Formas de protesta Reclamo Cantidad

Ciudad de Bs. As. movilización hábitat y medio 13
ambiente

movilización contra el roba de 2
niños en hospitales públicos

movilización seguridad en el tránsito 17
móvil! radón contra el traslado 15

de villas a zanas
residenciales

movilización contra el funcionamiento 
a instalación de 
locales do entretenimiento

ó

Buenos Aires movilización servicios 9
movilización servidas 1 1
movilización medio ombiente 18
movilización justicia 12
movilización seguridad tránsito 10
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contra peaje U
Misiones movilización segur; Jad 3
Có'dobfi movilización seguridad tránsito 7
Sonta Fe movilización seguridad tránsito 5
Sallo movilización 6

Total 148

Otras protestas

Actor Localización Formas de 
protesta

Reclamo Cantidad

Ocupantes
ilegales

movilización contra el desalojo 12

Villeros Buenos Aires movilización contra el quite de luz 2
Discapo- Ciudad de Bs. As. movilización infraestructura 3

Ecologistas Ciudad de Bs. As. movilización medio ambiente 7
Homosexuales Ciudad de Bs. As. movilización contra lo discriminación 5
UTRBA Ciudad de Bs. As. paro y 

movilización
contra las agresiones 
al periodismo y por

de atentados

10

Jóvenes Ciudod do Bs. As. movilización
policial

9

Inquilinos movilización contra el desalojo 2
Enfermos 
de SIDA 
hospitalizados

Ciudad de Bs. As.
del hospitol

1

ONG's Salud Ciudad de Bs. As. movi!ización por ley de Irunsplanles 1
ONG's SIDA Ciudad de Bs. As. movilización lucha contra el SIDA 3
ONG's Droga 
Total

Ciudod de Bs. As. movilización contra la drogadicción 1
56
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Saqueos

localización Cantidad

Córdoba 
Buenos Aires 
Sania Fe

5
7

Mendoza
Tucumán
Chaco

2
2
1

Total 18

Total de protestas relevadas:
Protestos de matriz sindical:
Protestas de matriz económica no sindical: 
Protestas de matriz ciudadana:

1734
877
345
512
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